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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

CONVENIO de Coordinación y Adhesión para el otorgamiento de subsidios a las entidades federativas a través de 
sus Comisiones Locales de Búsqueda para realizar acciones de búsqueda de personas, en el marco de la Ley 
General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema 
Nacional de Búsqueda de Personas, que celebran la Secretaría de Gobernación, por conducto de la Comisión 
Nacional de Búsqueda de Personas, y el Estado de Durango. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional de Búsqueda. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN PARA EL OTORGAMIENTO DE SUBSIDIOS A LAS ENTIDADES 

FEDERATIVAS A TRAVÉS DE SUS COMISIONES LOCALES DE BÚSQUEDA PARA REALIZAR ACCIONES DE 

BÚSQUEDA DE PERSONAS, EN EL MARCO DE LA LEY GENERAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN FORZADA DE 

PERSONAS, DESAPARICIÓN COMETIDA POR PARTICULARES Y DEL SISTEMA NACIONAL DE BÚSQUEDA DE 

PERSONAS, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, POR CONDUCTO DE LA 

COMISIÓN NACIONAL DE BÚSQUEDA DE PERSONAS, REPRESENTADA EN ESTE ACTO POR SU TITULAR KARLA 

IRASEMA QUINTANA OSUNA, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ LA “CNBP”; Y POR LA OTRA PARTE, 

EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR EL 

GOBERNADOR DEL ESTADO, ESTEBAN ALEJANDRO VILLEGAS VILLARREAL, EL SECRETARIO GENERAL DE 

GOBIERNO, HÉCTOR EDUARDO VELA VALENZUELA, LA SECRETARIA DE FINANZAS Y DE ADMINISTRACIÓN, 

BERTHA CRISTINA ORRANTE ROJAS, Y EL COMISIONADO ESTATAL DE BÚSQUEDA DE PERSONAS, CARLOS 

BURCIAGA ROSALES, EN LO SUCESIVO LA “ENTIDAD FEDERATIVA”, EN SU CARÁCTER DE BENEFICIARIA DEL 

SUBSIDIO; Y A QUIENES ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”; DE 

CONFORMIDAD CON LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, (Constitución), dispone que 
los recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, 
transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

El artículo 5 de la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida 
por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas (Ley General), refiere que las acciones, 
medidas y procedimientos establecidos en dicha Ley son diseñados, implementados y evaluados aplicando 
los principios de efectividad y exhaustividad; debida diligencia; enfoque diferencial y especializado; enfoque 
humanitario; gratuidad; igualdad y no discriminación; interés superior de la niñez; máxima protección; no 
revictimización; participación conjunta; perspectiva de género; así como de presunción de vida, y verdad. 

Asimismo, el artículo 79 de la Ley General, indica que “La búsqueda tendrá por objeto realizar todas las 
acciones y diligencias tendientes para dar con la suerte o el paradero de la persona hasta su localización, 
incluidas aquellas para identificar plenamente sus restos en caso de que estos hayan sido localizados. La 
búsqueda a que se refiere la presente Ley se realizará de forma conjunta, coordinada y simultánea por la 
Comisión Nacional de Búsqueda y las Comisiones Locales de Búsqueda”. 

El 13 de mayo de 2022, se publicó en el DOF, el Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley General, a través del cual se busca fortalecer las funciones de la “CNBP”, mediante la 
creación de un Centro Nacional de Identificación Humana, como una unidad administrativa, con 
independencia técnico-científica, adscrita a la “CNBP”, con el propósito de hacer frente a la crisis forense 
mediante procesos especializados en la búsqueda de personas desaparecidas. 

En ese contexto, el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 publicado en el Diario Oficial de la Federación 
(DOF) el 12 de julio de 2019, dispone dentro del Eje General I. “Política y Gobierno”, que la Prevención del 
Delito es uno de los ejes estratégicos de la Seguridad Pública, así como que se han impulsado acciones en lo 
inmediato para consolidar una amplia política de prevención y participación ciudadana. 

Por su parte, el artículo 74 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, (Ley de 
Presupuesto), establece que los titulares de las dependencias y entidades, con cargo a cuyos presupuestos 
se autorice la ministración de subsidios y transferencias, serán responsables en el ámbito de sus 
competencias, de que éstos se otorguen y ejerzan conforme a las disposiciones generales aplicables. 
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El artículo 6 del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023 (PEF 2023), 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de noviembre de 2022, prevé entre otros que el ejercicio 
de los recursos federales aprobados para ser transferidos a las entidades federativas y, por conducto de 
éstas, a los municipios y a las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, así como el de los recursos 
federales que se ejerzan de manera concurrente con recursos de dichos órdenes de gobierno, se sujetará a 
las disposiciones legales aplicables y al principio de anualidad. 

Dicho Presupuesto de Egresos, prevé para el Ramo 04 Gobernación, Programas Federales, Otros 
subsidios, una asignación de $811’421,430.00 (ochocientos once millones cuatrocientos veintiún mil 
cuatrocientos treinta pesos 00/100 M.N.), en el Programa Presupuestario U008, a subsidios para las acciones 
de búsqueda de Personas Desaparecidas y No Localizadas, por parte de la Secretaría de Gobernación a las 
entidades federativas por medio de las Comisiones Locales de Búsqueda (Subsidio); 

Los recursos previstos a subsidios para las acciones de búsqueda de Personas Desaparecidas y No 
Localizadas, se otorgarán de manera equitativa en un esquema de coparticipación entre la Federación y las 
Comisiones Locales de Búsqueda, correspondiente por lo menos al diez (10) por ciento de participación por 
parte de las Comisiones Locales, respecto del monto total asignado por la “CNBP”. 

Con fecha 26 de enero de 2023, fue publicado en el DOF, el “Acuerdo por el que se emiten los 
Lineamientos para el otorgamiento de subsidios a las Entidades Federativas a través de sus Comisiones 
Locales de Búsqueda para realizar acciones de búsqueda de personas, en el marco de la Ley General en 
Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema 
Nacional de Búsqueda de Personas para el Ejercicio Fiscal 2023” (Lineamientos), cuyo objeto es establecer 
los requisitos, procedimientos y disposiciones para el otorgamiento, administración, ejercicio, seguimiento y 
evaluación de los recursos de los subsidios a los que podrán acceder las Comisiones Locales de Búsqueda 
de las entidades federativas constituidas legalmente, en el marco de la Ley General, para implementar 
proyectos que contribuyan a las acciones de búsqueda y localización de Personas Desaparecidas o No 
Localizadas. 

En virtud de lo anterior “LAS PARTES” manifiestan su interés en celebrar el presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.  La “CNBP” declara que: 

I.1. La Secretaría de Gobernación es una dependencia de la Administración Pública Federal 
Centralizada, en los términos de los artículos 90 de la Constitución; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y 1 del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Gobernación (RISEGOB). 

I.2. De conformidad con el “Acuerdo por el que se modifica el Acuerdo por el que se adscriben 
orgánicamente los órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría de Gobernación” 
publicado en el DOF el 13 de abril de 2018; los artículos 50 de la Ley General y 153 del RISEGOB, 
es un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, al que le corresponde 
determinar, ejecutar y dar seguimiento a las acciones de búsqueda de Personas Desaparecidas y 
No Localizadas, en todo el territorio nacional, de conformidad con lo dispuesto en la Ley General. 
Tiene por objeto impulsar los esfuerzos de vinculación, operación, gestión, evaluación y seguimiento 
de las acciones entre autoridades que participan en la búsqueda, localización e identificación de 
personas. 

I.3. Karla Irasema Quintana Osuna, Titular de la “CNBP”, se encuentra plenamente facultada para 
suscribir convenios, de conformidad con los artículos 53, fracción XXVII de la Ley General, y 114 y 
115, fracción V del RISEGOB. 

I.4.  Para todos los efectos legales relacionados con este Convenio de Coordinación y Adhesión, señala 
como domicilio el ubicado en la Calle José María Vértiz número 852, piso 5, Colonia Narvarte 
Poniente, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de México. 

II.  La “ENTIDAD FEDERATIVA” declara que: 

II.1. Con fundamento en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 116 de la Constitución, 60 y 62, párrafo 
tercero de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango, es una Entidad 
Federativa que es parte integrante del Estado Mexicano con territorio y población, así como libre y 
soberano en cuanto a su régimen interior, constituido como gobierno republicano, representativo  y 
popular. 
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II.2. Esteban Alejandro Villegas Villarreal, Gobernador del Estado, acredita la personalidad con la que 
comparece mediante el Bando Solemne para dar a conocer en todo el Estado Libre y Soberano de 
Durango, la Declaración de Gobernador Electo, publicado en el Periódico Oficial del Gobierno del 
Estado de Durango, Tomo CCXXXVII, número 17 EXT, el 13 de septiembre de 2022, en el que se 
acredita que fungirá como Gobernador del Estado por un periodo de 6 años a partir del 15 de 
septiembre de 2022. 

II.3.  En términos de los artículos 98, fracciones X y XXXVIII de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Durango, y 5, fracción XII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado 
de Durango, cuenta con facultades para celebrar el presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

II.4. Héctor Eduardo Vela Valenzuela, Secretario General de Gobierno, acredita su personalidad con 
nombramiento otorgado a su favor por el Gobernador del Estado con fecha 15 de septiembre de 
2022, y tiene facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, de 
conformidad con los artículos 99 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Durango; 19, fracción I, 20, fracciones VI y XLII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado de Durango; I, 11, fracciones XII y XLV y 10 del Reglamento Interior de la Secretaría 
General de Gobierno del Estado de Durango. 

II.5. Bertha Cristina Orrante Rojas, Secretaria de Finanzas y de Administración, acredita su personalidad 
con el Nombramiento otorgado a su favor por el Gobernador del Estado con fecha 15 de septiembre 
de 2022, y tiene facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, de 
conformidad con los artículos 99 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Durango, y 19, fracción II de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Durango. 

II.6. Carlos Burciaga Rosales, Comisionado Estatal de Búsqueda de Personas, acredita su personalidad 
con el Nombramiento otorgado a su favor por el Gobernador del Estado con fecha 08 de noviembre 
de 2022, y tiene facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, de 
conformidad con los artículos 4 y 6, fracciones VII y XXVIII del Decreto por el que se crea la 
Comisión Estatal de Búsqueda de Personas, como Órgano Administrativo Desconcentrado de la 
Secretaría General de Gobierno. 

II.7.  Con fecha 24 de enero de 2019 se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 
Durango, Tomo CCXXXIV, No. 7, el Decreto por el que se crea la Comisión Estatal de Búsqueda de 
Personas como Órgano Administrativo Desconcentrado de la Secretaría General de Gobierno (en lo 
sucesivo la “COMISIÓN”). 

II.8. Cuenta con la capacidad económica presupuestal para aportar la coparticipación equivalente al 
menos del diez (10) por ciento del monto total del recurso del Subsidio autorizado, en los términos 
de las disposiciones administrativas y presupuestales aplicables. 

II.9. Los recursos del Subsidio no serán duplicados con otros programas o acciones locales en la 
materia. 

II.10. Para todos los efectos legales relacionados con el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
señala como domicilio el ubicado en Boulevard Felipe Pescador, número 800 Poniente,  Colonia 
Victoria de Durango Centro, Código Postal 34000, en la ciudad de Victoria de Durango, Estado de 
Durango. 

II.11. A través del Gobierno del Estado de Durango, tiene la propiedad plena y posesión final del inmueble 
ubicado en Lotes A B C D E F G H de la Manzana 5, Colonia Las Palmas, Municipio de Durango, el 
cual tiene una superficie de 6,400.00 metros cuadrados, según consta en el Título de Propiedad de 
fecha 14 de agosto de 2019, expedido por la Dirección General de Catastro de la Secretaría de 
Finanzas y Administración del Gobierno del Estado de Durango, y cuenta con el uso de suelo 
indicado para la naturaleza de la obra y la totalidad de las licencias, permisos, autorizaciones y 
requerimientos técnicos necesarios para la construcción, remodelación, adecuación, desarrollo o 
equipamiento del Centro de Resguardo e Identificación Forense. 

III.  “LAS PARTES” declaran que: 

III.1. Se reconocen mutuamente la personalidad con que se ostentan y comparecen a la suscripción del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 
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III.2. Es su voluntad conjuntar esfuerzos en sus respectivos ámbitos de competencia, para impulsar y 
ejecutar acciones que tengan como eje central las acciones de búsqueda y localización de 
Personas Desaparecidas o no Localizadas en el Estado Libre y Soberano de Durango, en términos 
de la normativa aplicable. 

III.3. Celebran el presente Convenio de Coordinación y Adhesión de acuerdo con el marco jurídico 
aplicable, sujetando su compromiso a la forma y en los términos que se establecen en las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- Objeto. 

El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto otorgar el subsidio autorizado a la 
“COMISIÓN”, por conducto de su Secretaría de Finanzas y de Administración, de manera ágil y directa, en el 
marco del PEF 2023, de la Ley General y de los Lineamientos, con la finalidad de apoyar a la “COMISIÓN” 
para contribuir a las acciones de búsqueda y localización de Personas Desaparecidas o No Localizadas en el 
Estado Libre y Soberano de Durango. 

SEGUNDA.- Naturaleza de los recursos. 

Los recursos presupuestarios federales materia del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, no 
son regularizables y no pierden su carácter federal al ser transferidos a la “COMISIÓN” de acuerdo a lo 
dispuesto en el artículo 3 de los Lineamientos. 

TERCERA.- Asignación de los Recursos. 

De conformidad con el PEF 2023, los Lineamientos y para el cumplimiento del objeto señalado en la 
Cláusula Primera del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, la “CNBP”, asignará la cantidad  de 
$24,342,000.00 (Veinticuatro millones trescientos cuarenta y dos mil pesos 00/100 M.N.), en su  Modalidad II, 
Vertiente II.b Infraestructura para el fortalecimiento de comisiones locales de búsqueda, y capacidades e 
infraestructura para acciones de búsqueda forense con fines de identificación humana. Para ello, “LAS 
PARTES” deben considerar lo siguiente: 

I. El Subsidio será transferido a la “ENTIDAD FEDERATIVA”, por conducto de la Secretaría de 
Finanzas y de Administración, en la cuenta bancaria específica, con característica de productiva, 
que permita la identificación de los recursos del Subsidio transferido y de sus respectivos 
rendimientos financieros hasta su total aplicación, en términos de lo dispuesto en el artículo 69 de la 
Ley General de Contabilidad Gubernamental, con los datos previstos en el artículo 19, fracción I de 
los Lineamientos. En el entendido que el monto del Subsidio deberá ser administrado en dicha 
cuenta durante todo el ejercicio fiscal. 

II. A fin de garantizar la transparencia en la distribución, aplicación y comprobación de los recursos 
asignados para el cumplimiento de lo establecido en el numeral anterior, la “COMISIÓN”, y la 
Secretaría de Finanzas y de Administración, en la cuenta bancaria específica, con característica de 
productiva, que constituya para la radicación de los recursos del Subsidio y de la Coparticipación, 
deberán permitir la identificación de los recursos federales y estatales transferidos, según 
corresponda, y de sus respectivos rendimientos financieros, hasta su total aplicación. 

III. Los recursos del Subsidio recibidos se aplicarán única y exclusivamente para el cumplimiento del 
objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

IV. El Subsidio no podrá destinarse a conceptos de gasto distintos a los contemplados en los 
Lineamientos, así como en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

V. Para la “CNBP”, la radicación de los recursos del Subsidio genera los momentos contables del 
gasto comprometido, devengado, ejercido y pagado, en términos del artículo 4, fracciones XIV, XV, 
XVI y XVII de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. Por su parte, la “ENTIDAD 
FEDERATIVA”, a través de la Secretaría de Finanzas y de Administración, debe registrar en su 
contabilidad, de acuerdo con las disposiciones jurídicas federales aplicables, los recursos federales 
recibidos y rendir cuentas de su aplicación en su Cuenta Pública, con independencia de los 
informes que sobre el particular deban rendirse por conducto de la “CNBP”. 

VI. Por su parte, la “ENTIDAD FEDERATIVA”, dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes, 
contados a partir de que reciban los recursos federales, aportará la cantidad de $2,434,200.00 (Dos 
millones cuatrocientos treinta y cuatro mil doscientos pesos 00/100 M.N.) por concepto de 
coparticipación. Dicho monto equivale al diez (10) por ciento del monto total del Subsidio autorizado. 
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Por otra parte, la “ENTIDAD FEDERATIVA” aportará el inmueble para la construcción del Centro de 
Resguardo e Identificación Forense descrito en la declaración II.11. 

CUARTA.- Transferencia de los recursos. 

I. La transferencia de los recursos está sujeta a la disponibilidad de los mismos, la calendarización del 
gasto dispuesta por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, aquellas que se desprendan del 
PEF 2023, de los Lineamientos, así como del presente Convenio de Coordinación y Adhesión; 

II. La “COMISIÓN” recibirá, a través de la Secretaría de Finanzas y de Administración, una 
ministración en una proporción de cien (100) por ciento del monto de asignación autorizado por la 
“CNBP”; 

III. La “COMISIÓN” de la “ENTIDAD FEDERATIVA” remitirá a la “CNBP” el comprobante fiscal digital 
por internet (CFDI) por concepto de la recepción de los recursos del Subsidio de la única 
ministración, en términos de lo dispuesto en el artículo 20 de los Lineamientos, y 

IV. Las Economías generadas en las cuentas bancarias específicas, con característica de productivas, 
en las que se transfieran los recursos del Subsidio y de la coparticipación, podrán ser utilizados 
observando lo previsto en el artículo 27, fracción II y párrafo último de los Lineamientos o, en su 
defecto, serán reintegradas a la Tesorería de la Federación (TESOFE). 

QUINTA.- Ministración. 

La única ministración corresponde al cien (100) por ciento del total del Subsidio asignado a la 
“COMISIÓN”, será entregada en términos del artículo 21 de los Lineamientos. Dicho porcentaje asciende a la 
cantidad de $24,342,000.00 (Veinticuatro millones trescientos cuarenta y dos mil pesos 00/100 M.N.). Lo 
anterior, se realizará una vez cumplidos los requisitos previstos en los artículos 19 y 20 de los Lineamientos y 
bajo las siguientes premisas: 

I. Que la “ENTIDAD FEDERATIVA” haya instalado su Comité Estatal, de conformidad con lo previsto 
en la Sección Primera del Capítulo Segundo de los Lineamientos; 

II. Una vez que la “CNBP” haya transferido los recursos correspondientes del Subsidio, la “COMISIÓN” 
remitirá el CFDI complemento de pago a la “CNBP” dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al 
día en que se hayan recibido los recursos referidos, y 

III. La Secretaría de Finanzas y de Administración de la “ENTIDAD FEDERATIVA”, depositará la 
totalidad de los recursos de la coparticipación en la cuenta bancaria específica, con característica 
de productiva, que se haya constituido conforme a la fracción I del artículo 19 de los Lineamientos y 
notificará dicha transferencia a la “CNBP”, vía correo electrónico con acuse de recibo, dentro de los 
veinte (20) días hábiles posteriores a la fecha de recepción de los recursos federales 
correspondientes a la ministración y deberán administrarlos en dicha cuenta durante todo el 
ejercicio fiscal. 

SEXTA.- Compromisos de “LAS PARTES”. 

Además de lo previsto en los Lineamientos para la realización del objeto del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, “LAS PARTES” se comprometen a lo siguiente: 

I. Dar todas las facilidades para la rendición de cuentas respecto a la utilización de los recursos 
aportados por el Gobierno Federal, a través de la “CNBP”, así como de la planeación y asistencia 
técnica respecto a la coparticipación; 

II. Apegarse a lo establecido en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y su 
Reglamento, así como en la demás legislación aplicable en materia de subsidios, e 

III. Informar a la “CNBP” el cambio de los servidores públicos que tengan injerencia en la aplicación de 
los Lineamientos, que se realice en la Entidad Federativa durante el ejercicio fiscal 2023. 

SÉPTIMA.- Obligaciones de la “ENTIDAD FEDERATIVA”. 

Son obligaciones de la “ENTIDAD FEDERATIVA”, a través de la autoridad local correspondiente, las 
señaladas en el PEF 2023, los Lineamientos, el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, y demás 
previstas en los ordenamientos jurídicos aplicables. 
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La “ENTIDAD FEDERATIVA” deberá asegurar los bienes adquiridos con los recursos del Subsidio y 
garantizar su recuperación en caso de siniestro. 

Adicionalmente, la “ENTIDAD FEDERATIVA”, así como la “COMISIÓN” proporcionarán toda la información 
relacionada con el Subsidio que le sea solicitada por la “CNBP” o diversa autoridad fiscalizadora competente, 
en los términos, plazos y formatos que al efecto se establezcan. 

OCTAVA.- Obligaciones de la “CNBP”. 

Son obligaciones de la “CNBP” las señaladas en el PEF 2023, los Lineamientos, el presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, y demás previstas en los ordenamientos jurídicos aplicables. 

NOVENA.- Enlaces de Seguimiento. 

Para el seguimiento de los Lineamientos, el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como de 
la documentación que envíe el Gobierno Federal y las entidades federativas, según sea el caso,  “LAS 
PARTES” están de acuerdo en designar a enlaces de seguimiento. 

En virtud de lo indicado en el párrafo anterior, “LAS PARTES” designan como sus enlaces de  seguimiento 
a: 

I. Por parte de la “CNBP”: Rosario Téllez Alcaraz, en su carácter de Directora del Registro Nacional 
de Personas Desaparecidas, o quien en su caso lo sustituya, y 

II. Por parte de la “ENTIDAD FEDERATIVA”: Pablo Vázquez Cisneros, en su carácter de Jefe de Área 
de Seguimiento, Atención Ciudadana y Vinculación con Organizaciones Público-Privadas, o quien 
en su caso lo sustituya. 

“LAS PARTES” se obligan a informar, a la otra Parte, el cambio que realicen sobre la designación de la o 
el servidor(a) público(a) que se desempeñará como Enlace de Seguimiento. 

DÉCIMA.- Informe de Avances Trimestrales. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA”, por conducto de la Secretaría de Finanzas y de Administración, informará 
dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a la terminación de cada trimestre del año fiscal (es decir, al 
último día de los meses de junio, septiembre y diciembre, según corresponda), un informe de conformidad con 
lo establecido en el artículo 30 de los Lineamientos, que contendrá lo siguiente: 

I. El avance físico-financiero en la implementación del Proyecto Ejecutivo, que establezca: el reporte 
del gasto comprometido, devengado y pagado; la disponibilidad financiera con la que en su caso se 
cuente; y la documentación comprobatoria que acredite el avance reportado. 

II. La relación de las contrataciones y adquisiciones celebradas durante el periodo a reportar, debiendo 
contener los bienes adquiridos, arrendados y los servicios contratados, y en el caso de estudios e 
investigaciones deberá señalarse el tema específico objeto de la contratación, el monto del contrato 
o convenio, el nombre del proveedor, contratista o de la persona física o moral con quienes se 
hayan celebrado contrato o convenio y los plazos de cumplimiento de los contratos o convenios. 

III. Los estados de cuenta de la cuenta bancaria específica productiva en la que se hayan radicado y 
administrado los recursos del Subsidio, así como de la cuenta de la coparticipación, y 

IV. En caso de contar con obra pública, se deberá informar el reporte de avance de obra, las 
estimaciones de la obra pública, en su caso, y las documentales que acrediten las estimaciones y 
avances de la obra y demás casos aplicables o toda aquella información que le sea requerida por la 
“CNBP”. 

DÉCIMA PRIMERA.- Comprobación. 

I. El registro y control documental, contable, financiero, administrativo y presupuestario, y de cualquier 
otro que corresponda, habrá de llevarse a cabo en términos de la normatividad aplicable, y 

II. La “ENTIDAD FEDERATIVA”, a través de la Secretaría de Finanzas y de Administración o la 
autoridad competente, se obliga a comprobar los recursos del Subsidio que le son ministrados y 
erogados, en cumplimiento a lo dispuesto en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, su Reglamento, así como la Ley de Coordinación Fiscal, la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental, la Ley General, el PEF 2023, los Lineamientos y demás normativa 
aplicable. 
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Dicha comprobación será a través de contratos, pedidos, facturas o cualquier documental que acredite el 
gasto del recurso del Subsidio y, en el caso de obra pública, las documentales que acrediten las estimaciones, 
avances de la obra y demás aplicable o aquélla que le sea requerida por la “CNBP”. 

La documentación comprobatoria deberá tener impreso un sello con la leyenda “Operado” y la 
identificación del “Programa de subsidios federales para realizar acciones de búsqueda y localización 2023”, 
en términos del artículo 32, párrafo cuarto de los Lineamientos. 

De manera supletoria a lo previsto en esta Cláusula, se aplicará la Ley de Contabilidad Gubernamental, la 
Ley Federal de Procedimiento Administrativo y el Código Civil Federal. 

DÉCIMA SEGUNDA.- Cierre del ejercicio. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA”, por conducto de la Secretaría de Finanzas y de Administración y de la 
“COMISIÓN”, remitirá a la “CNBP” a más tardar el 15 de febrero de 2024, el acta de cierre con firmas 
autógrafas de las y los servidores públicos que integran el Comité Estatal, de aquellos recursos que hayan 
sido ejercidos al 31 de diciembre de 2023, y 

La “ENTIDAD FEDERATIVA” adjuntará al acta de cierre correspondiente, la documentación siguiente: 

I. El reporte de la aplicación de los recursos ministrados para la implementación del Proyecto 
Ejecutivo, así como los recursos de la coparticipación de la “ENTIDAD FEDERATIVA” que incluya la 
documentación comprobatoria. 

II. La documentación comprobatoria que acredite la aplicación de los recursos, de conformidad con el 
informe anual de avance físico financiero que remita. La documentación deberá incluir la totalidad 
de los contratos, convenios, pedidos, facturas y actas o documentales que acrediten la recepción de 
conformidad de los bienes y servicios contratados. Para el caso de obra pública, dicha 
documentación deberá incluir las estimaciones de obra, así como el acta de recepción de 
conformidad de la misma por parte de la Secretaría de Obras del estado o instancia estatal 
competente y de la “COMISIÓN”. 

III. Los estados de cuenta de la cuenta bancaria específica, con característica de productiva, en la que 
se hayan radicado y administrado los recursos del Subsidio, así como de la cuenta de la 
coparticipación. 

IV. En su caso, los comprobantes de reintegro a la TESOFE de los recursos no ejercidos al 31 de 
diciembre de 2023, así como de los rendimientos generados; 

V. Las constancias de la cancelación de las cuentas bancarias específicas aperturadas para la 
administración de los recursos del Subsidio y de la coparticipación; 

VI. El Reporte de Medios de Verificación, que contenga: memoria fotográfica y/o videográfica en la que 
se identifiquen los bienes y servicios adquiridos en el marco del Proyecto Ejecutivo y su 
funcionamiento; 

VII.  El informe, reporte o estudio del análisis de contexto aplicado a la desaparición de personas, 
implementado como concepto obligatorio de las dos modalidades del Proyecto Ejecutivo. Para el 
caso de la contratación de otros servicios tales como estudios, consultorías y asesorías, los 
documentos entregables que se establezcan en el convenio o contrato correspondiente y que 
deberán incluir un Informe final de los servicios proporcionados con medición de resultados, así 
como los demás que solicite la “CNBP”; 

VIII.  Documentales que acrediten la capacitación, y/o certificación de implementación obligatoria en las 
dos Modalidades del Proyecto Ejecutivo, que incluya: listas de asistencia, programa de 
capacitación, perfil de los capacitadores, materiales de capacitación, informe de capacitación, 
certificados, reconocimientos, constancias o similar, e informe de resultados debidamente validados 
por la persona Titular de la “COMISIÓN”; 

IX. En el caso de actividades de comunicación tales como campañas de prevención, difusión, 
publicidad en medios (impresos, radio, televisión o digitales) vallas, espectaculares, etc. o impresos 
(trípticos, volantes, etc.) serán necesarios incluir plan o estrategia de medios, evaluación de 
impacto, informe final, informe de resultados. 
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La documentación mencionada en las fracciones antes referidas deberá ser remitida en términos del 
último párrafo del artículo 34 de los Lineamientos. 

La “CNBP” verificará la consistencia de la información contenida en las actas de cierre, con la información 
presupuestal en los reportes de la aplicación de los recursos, los saldos reflejados en las cuentas bancarias 
específicas, con característica de productivas, correspondientes, la documentación comprobatoria de la 
aplicación de los recursos, así como con los comprobantes de los reintegros, en términos del artículo 35 de 
los Lineamientos. 

La “CNBP” notificará a la Auditoría Superior de la Federación y a la Contraloría Estatal o instancia 
homóloga en la Entidad Federativa, el incumplimiento o las inconsistencias que se presenten en la 
información a que se refieren las fracciones anteriores, siguiendo el procedimiento previsto en el artículo 36, 
así como en la Sección Única del Capítulo Sexto de los Lineamientos. 

DÉCIMA TERCERA.- Reintegros. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA”, a través de la Secretaría de Finanzas y de Administración realizará el 
reintegro de los recursos del Subsidio que no se encuentren devengados al 31 de diciembre de 2023, así 
como de los rendimientos financieros correspondientes, a la TESOFE en los plazos y términos señalados en 
el artículo 33 de los Lineamientos. 

DÉCIMA CUARTA.- Incumplimientos. 

En caso de que la “ENTIDAD FEDERATIVA” incumpla con alguna de las obligaciones establecidas en los 
Lineamientos y/o en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, se iniciará el procedimiento previsto 
en el artículo 38 de los Lineamientos. 

En el caso de que la “CNBP” determine el incumplimiento por parte de la “ENTIDAD FEDERATIVA”, de 
conformidad a lo previsto en la fracción III del artículo 38 de los Lineamientos, ordenará: 

I. El reintegro de los recursos que a la fecha de notificación del incumplimiento no hayan sido 
comprometidos, así como  sus respectivos rendimientos financieros, en términos de la fracción II del 
artículo 33 y fracción III del artículo 38 de los Lineamientos; 

II. La entrega del acta de cierre de ejercicio por terminación anticipada de convenio, en términos de la 
Cláusula Décima Segunda del presente Convenio de Coordinación y Adhesión y los Lineamientos, y 

III. Dará vista a la Auditoría Superior de la Federación y a la Contraloría Estatal o instancia homóloga 
en la Entidad Federativa, sin realizar trámite posterior alguno, en términos de lo previsto en el último 
párrafo del artículo 36 de los “Lineamientos”. 

DÉCIMA QUINTA.- Transparencia. 

“LAS PARTES”, además de cumplir con las disposiciones que establece la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así 
como las demás disposiciones aplicables en la materia, se obligaran en términos de lo siguiente: 

I. La “ENTIDAD FEDERATIVA” divulgará la información sobre el cumplimiento de lo dispuesto por los 
Lineamientos, así como del ejercicio de los recursos determinados en el PEF 2023, en el apartado 
de Transparencia de su Portal de Gobierno, atendiendo al principio de máxima publicidad; 

II. Con la finalidad de transparentar el ejercicio de los recursos federales materia del presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión, la “CNBP”, conforme a lo dispuesto en las disposiciones en 
materia de transparencia y acceso a la información pública, hará públicas las acciones financiadas 
con los recursos ejercidos, incluyendo sus avances físicos y financieros con base en la información 
que la “ENTIDAD FEDERATIVA” entregue. 

DÉCIMA SEXTA.- Confidencialidad. 

A efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión,  “LAS 
PARTES” que llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la otra Parte, por 
este medio se obligan a: 

I. Tratar dichos datos personales únicamente para efectos del desarrollo del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión; 

II. Abstenerse de tratar los datos personales para finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte; 
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III. Implementar las medidas de seguridad conforme a la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como de la Ley 
en la materia de transparencia y protección de datos personales a nivel local, y las demás 
disposiciones aplicables en la materia; 

IV. Guardar confidencialidad respecto de los datos personales tratados; 

V. Suprimir los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de Coordinación 
y Adhesión; y 

VI. Abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto “LAS PARTES” se obligan a respetar las disposiciones que sobre los 
mismos establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, y las demás disposiciones aplicables a nivel federal y local, según sea el 
caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el entendido de que ante la ausencia de 
consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de 
tratamiento sobre los mismos. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- Fiscalización. 

En caso de revisión por parte de una autoridad fiscalizadora, la “ENTIDAD FEDERATIVA” brindará las 
facilidades necesarias a dicha instancia para realizar en cualquier momento, las auditorías que considere 
necesarias, deberá atender en tiempo y forma los requerimientos formulados, deberá dar seguimiento y 
solventar las observaciones planteadas por los órganos de control; así como dar total acceso a la información 
documental, contable y de cualquier otra índole, relacionada con los recursos del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión. 

DÉCIMA OCTAVA.- Verificación. 

Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
la “ENTIDAD FEDERATIVA” se compromete, cuando así lo solicite la “CNBP”, a revisar y adoptar las medidas 
necesarias para establecer el enlace y la comunicación requerida para el debido cumplimiento y seguimiento a 
los compromisos asumidos. 

DÉCIMA NOVENA.- Caso fortuito o fuerza mayor. 

“LAS PARTES” convienen que no será imputable a la “CNBP” ni a la “COMISIÓN”, cualquier 
responsabilidad derivada de caso fortuito o fuerza mayor, cuando éstos sean debidamente justificados y se 
encuentren acreditados por la parte correspondiente. El cumplimiento de las obligaciones establecidas en el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, que se hayan suspendido por caso fortuito o fuerza mayor, 
podrán reanudarse en el momento que desaparezcan las causas que dieron origen a la suspensión. 

VIGÉSIMA.- Modificaciones. 

El presente Convenio de Coordinación y Adhesión podrá ser modificado o adicionado por acuerdo de  
“LAS PARTES”, sólo en lo que respecta a los casos en los que existan Recursos Concursables conforme a los 
Lineamientos. Las modificaciones o adiciones deberán constar en un convenio modificatorio escrito y formará 
parte del presente instrumento sin que ello implique la novación de aquellas obligaciones que no sean objeto 
de modificación o adición. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- Terminación Anticipada. 

“LAS PARTES” acuerdan que cualquiera de ellas podrá dar por terminada anticipadamente su 
participación en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, mediante notificación escrita que realice a 
la otra Parte. Tal notificación se deberá realizar con treinta (30) días naturales anteriores a la fecha en que se 
pretenda dejar de colaborar. 

En cualquier caso, la parte que pretenda dejar de colaborar realizará las acciones pertinentes para tratar 
de evitar perjuicios entre ellas, así como a terceros que se encuentren colaborando en el cumplimiento del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, en los supuestos que aplique. 
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Asimismo, “LAS PARTES” llevarán a cabo las acciones previstas en el artículo 33, fracción II de los 
Lineamientos y, en su caso, la “CNBP” dará vista a la Auditoría Superior de la Federación y a la contraloría 
estatal o instancia homóloga en la Entidad Federativa. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- Relación laboral. 

Queda expresamente estipulado que el personal que cada una de “LAS PARTES” utilice para el 
cumplimiento del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, estará bajo su responsabilidad y, por lo 
tanto, en ningún momento se considerará a la otra Parte como patrón sustituto, intermediario o solidario, por lo 
que no podrá considerarse que existe relación alguna de carácter laboral con dicho personal y, 
consecuentemente, queda liberada de cualquier responsabilidad de seguridad social, obligándose la Parte 
que lo empleó a responder de las reclamaciones que pudieran presentarse en contra de la otra Parte. 

“LAS PARTES” se obligan a responder de toda acción, reclamación o procedimiento administrativo o 
judicial que tengan relación con las actividades convenidas en el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, interpuesta por cualquiera de sus trabajadores contra la otra Parte, comprometiéndose a pagar las 
sanciones e indemnizaciones impuestas judicial o administrativamente, así como los honorarios de abogados, 
costas legales y demás cargos resultantes de cualquier demanda laboral presentada por ellos en contra de la 
otra Parte. 

VIGÉSIMA TERCERA.- Títulos. 

Los títulos que se emplean en el presente instrumento únicamente tienen una función referencial, por lo 
que para la interpretación, integración y cumplimiento de los derechos y obligaciones que se derivan del 
mismo, se estará exclusivamente al contenido expreso de cada cláusula. 

VIGÉSIMA CUARTA.- Difusión. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a incluir la leyenda “Este programa es público, ajeno a cualquier 
partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a los establecidos en el programa.” en toda 
papelería, documentación oficial, publicidad y promoción relativa al ejercicio de los recursos del Subsidio. 

Asimismo, la “ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a identificar los bienes y productos de los servicios que 
se hayan adquirido o contratado con recursos del Subsidio con la imagen institucional de la “COMISIÓN”. 

VIGÉSIMA QUINTA.- Jurisdicción. 

El presente Convenio de Coordinación y Adhesión es producto de la buena fe de “LAS PARTES”, por lo 
que cualquier conflicto que se presente sobre interpretación, ejecución, operación o incumplimiento será 
resuelto de común acuerdo entre éstas en el ámbito de sus respectivas competencias. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, “LAS PARTES” están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de las leyes y tribunales federales con residencia en la Ciudad de México. 

VIGÉSIMA SEXTA.- Vigencia. 

El presente Convenio de Coordinación y Adhesión comenzará a surtir sus efectos a partir de la fecha de 
suscripción y hasta el 31 de diciembre de 2023, con excepción de las obligaciones que a esa fecha se 
encuentren pendientes de cumplimiento, para lo cual continuará su vigencia hasta en tanto se encuentren 
concluidos dichos asuntos. 

VIGÉSIMA SÉPTIMA.- Publicación. “LAS PARTES” acuerdan en publicar el presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión en el DOF y en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Durango según 
corresponda, de conformidad con la normativa aplicable. 

Estando enteradas del contenido y alcance jurídico del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
por no existir dolo, lesión, error, mala fe o cualquier otro vicio del consentimiento que pudiera afectar su 
validez, lo firman en cuatro (4) tantos, en la Ciudad de México, el día treinta y uno de marzo de dos mil 
veintitrés.- Por la CNBP: la Titular de la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas, Karla Irasema 
Quintana Osuna.- Rúbrica.- Por la Entidad Federativa: el Gobernador del Estado, Esteban Alejandro 
Villegas Villarreal.- Rúbrica.- El Secretario General de Gobierno, Héctor Eduardo Vela Valenzuela.- 
Rúbrica.- La Secretaria de Finanzas y de Administración, Bertha Cristina Orrante Rojas.- Rúbrica.-  El 
Comisionado Estatal de Búsqueda de Persona, Carlos Burciaga Rosales.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación y Adhesión para el otorgamiento de subsidios a las entidades federativas a través de 
sus Comisiones Locales de Búsqueda para realizar acciones de búsqueda de personas, en el marco de la Ley 
General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema 
Nacional de Búsqueda de Personas, que celebran la Secretaría de Gobernación, por conducto de la Comisión 
Nacional de Búsqueda de Personas, y el Estado de Guanajuato. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional de Búsqueda. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN PARA EL OTORGAMIENTO DE SUBSIDIOS A LAS ENTIDADES 

FEDERATIVAS A TRAVÉS DE SUS COMISIONES LOCALES DE BÚSQUEDA PARA REALIZAR ACCIONES DE 

BÚSQUEDA DE PERSONAS, EN EL MARCO DE LA LEY GENERAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN FORZADA  DE 

PERSONAS, DESAPARICIÓN COMETIDA POR PARTICULARES Y DEL SISTEMA NACIONAL DE BÚSQUEDA DE 

PERSONAS, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, POR CONDUCTO DE LA 

COMISIÓN NACIONAL DE BÚSQUEDA DE PERSONAS, REPRESENTADA EN ESTE ACTO POR SU TITULAR, KARLA 

IRASEMA QUINTANA OSUNA A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ LA “CNBP"; Y POR LA OTRA PARTE, 

EL GOBIERNO DEL ESTADO DE GUANAJUATO, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR EL GOBERNADOR DEL 

ESTADO, DIEGO SINHUE RODRÍGUEZ VALLEJO; LA SECRETARIA DE GOBIERNO, LIBIA DENNISE GARCÍA MUÑOZ 

LEDO; EL SECRETARIO DE FINANZAS, INVERSIÓN Y ADMINISTRACIÓN, HÉCTOR SALGADO BANDA, Y EL TITULAR 

DE LA COMISIÓN ESTATAL DE BÚSQUEDA DE PERSONAS, HÉCTOR ALONSO DÍAZ EZQUERRA, EN LO SUCESIVO 

LA "ENTIDAD FEDERATIVA", EN SU CARÁCTER DE BENEFICIARIA DEL SUBSIDIO; Y A QUIENES ACTUANDO 

CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ "LAS PARTES"; DE CONFORMIDAD CON LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, (Constitución), dispone que 

los recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, 

transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

El artículo 5 de la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida 

por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas (Ley General), refiere que las acciones, 

medidas y procedimientos establecidos en dicha ley son diseñados, implementados y evaluados aplicando los 

principios de efectividad y exhaustividad; debida diligencia; enfoque diferencial y especializado; enfoque 

humanitario; gratuidad; igualdad y no discriminación; interés superior de la niñez; máxima protección; no 

revictimización; participación conjunta; perspectiva de género; así como de presunción de vida, y verdad. 

Asimismo, el artículo 79 de la Ley General, indica que “La búsqueda tendrá por objeto realizar todas las 

acciones y diligencias tendientes para dar con la suerte o el paradero de la persona hasta su localización, 

incluidas aquellas para identificar plenamente sus restos en caso de que estos hayan sido localizados. La 

búsqueda a que se refiere la presente Ley se realizará de forma conjunta, coordinada y simultánea por la 

Comisión Nacional de Búsqueda y las Comisiones Locales de Búsqueda”. 

El 13 de mayo de 2022, se publicó en el DOF, el Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 

disposiciones de la Ley General, a través del cual se busca fortalecer las funciones de la “CNBP”, mediante la 

creación de un Centro Nacional de Identificación Humana, como una unidad administrativa, con 

independencia técnico-científica, adscrita a la “CNBP”, con el propósito de hacer frente a la crisis forense 

mediante procesos especializados en la búsqueda de personas desaparecidas. 

En ese contexto, el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 publicado en el Diario Oficial de la Federación 

(DOF) el 12 de julio de 2019, dispone dentro del Eje General I. “Política y Gobierno”, que la Prevención del 

Delito es uno de los ejes estratégicos de la Seguridad Pública, así como que se han impulsado acciones en lo 

inmediato para consolidar una amplia política de prevención y participación ciudadana. 

Por su parte, el artículo 74 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria (Ley de 

Presupuesto), establece que los titulares de las dependencias y entidades, con cargo a cuyos presupuestos 

se autorice la ministración de subsidios y transferencias, serán responsables en el ámbito de sus 

competencias, de que éstos se otorguen y ejerzan conforme a las disposiciones generales aplicables. 
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El artículo 6 del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023 (PEF 2023), 

publicado en el DOF el 28 de noviembre de 2022, prevé entre otros que el ejercicio de los recursos federales 

aprobados para ser transferidos a las entidades federativas y, por conducto de éstas, a los municipios y a las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, así como el de los recursos federales que se ejerzan de 

manera concurrente con recursos de dichos órdenes de gobierno, se sujetará a las disposiciones legales 

aplicables y al principio de anualidad. 

Dicho Presupuesto de Egresos, prevé para el Ramo 04 Gobernación, Programas Federales, Otros 

subsidios, una asignación de $811’421,430.00 (Ochocientos once millones cuatrocientos veintiún mil 

cuatrocientos treinta pesos 00/100 m.n.), en el Programa Presupuestario U008, a subsidios para las acciones 

de búsqueda de personas desaparecidas y no localizadas, por parte de la Secretaría de Gobernación a las 

entidades federativas por medio de las Comisiones Locales de Búsqueda (Subsidio). 

Los recursos previstos a subsidios para las acciones de búsqueda de personas desaparecidas y no 

localizadas, se otorgarán de manera equitativa en un esquema de coparticipación entre la Federación y las 

Comisiones Locales de Búsqueda, correspondiente por lo menos al diez (10) por ciento de participación por 

parte de las Comisiones Locales, respecto del monto total asignado por la “CNBP”. 

Con fecha 26 de enero de 2023, fue publicado en el DOF, el “Acuerdo por el que se emiten los 

Lineamientos para el otorgamiento de subsidios a las Entidades Federativas a través de sus Comisiones 

Locales de Búsqueda para realizar acciones de Búsqueda de Personas, en el marco de la Ley General en 

Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema 

Nacional de Búsqueda de Personas para el Ejercicio Fiscal 2023” (Lineamientos), cuyo objeto es establecer 

los requisitos, procedimientos y disposiciones para el otorgamiento, administración, ejercicio, seguimiento y 

evaluación de los recursos de los subsidios a los que podrán acceder las Comisiones Locales de Búsqueda 

de las entidades federativas constituidas legalmente, en el marco de la Ley General, para implementar 

proyectos que contribuyan a las acciones de búsqueda y localización de Personas Desaparecidas o No 

Localizadas. 

En virtud de lo anterior “LAS PARTES” manifiestan su interés en celebrar el presente Convenio de 

Coordinación y Adhesión, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.  La “CNBP" declara que: 

I.1.  La Secretaría de Gobernación es una dependencia de la Administración Pública Federal 

Centralizada, en los términos de los artículos 90 de la Constitución; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 de la 

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; y 1 del Reglamento Interior de la Secretaría de 

Gobernación (RISEGOB). 

I.2.  De conformidad con el Acuerdo por el que se modifica el Acuerdo por el que se adscriben 

orgánicamente los órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría de Gobernación" 

publicado en el DOF el 13 de abril de 2018; los artículos 50 de la Ley General y 153 del RISEGOB, 

es un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación al que le corresponde 

determinar, ejecutar y dar seguimiento a las acciones de búsqueda de personas desaparecidas y no 

localizadas, en todo el territorio nacional, de conformidad con lo dispuesto en la Ley General. Tiene 

por objeto impulsar los esfuerzos de vinculación, operación, gestión, evaluación y seguimiento  de 

las acciones entre autoridades que participan en la búsqueda, localización e identificación de 

personas. 

I.3.  Karla Irasema Quintana Osuna, Titular de la “CNBP", se encuentra plenamente facultada para 

suscribir convenios, de conformidad con el artículo 53, fracción XXVII de la Ley General, 114 y 115, 

fracción V del RISEGOB. 

I.4.  Para todos los efectos legales relacionados con este Convenio de Coordinación y Adhesión, señala 

como su domicilio el ubicado en la Calle José María Vértiz número 852, piso 5, colonia Narvarte 

Poniente, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de México. 
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II.  La “ENTIDAD FEDERATIVA” declara que: 

II.1. Con fundamento en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 116 de la Constitución; 28, 29 y 32 de la 
Constitución Política para el Estado de Guanajuato, es una Entidad Federativa que es parte 
integrante del Estado Mexicano, con territorio y población, libre y soberano en cuanto a su régimen 
interior, constituido como gobierno republicano, representativo y popular. 

II.2. Diego Sinhue Rodríguez Vallejo, Gobernador del Estado de Guanajuato, acredita la personalidad 
con que comparece al presente Convenio de Coordinación y Adhesión con la Constancia de 
Mayoría y Validez, emitida por el Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guanajuato, 
en fecha 08 de julio de 2018; así como el Decreto Número 333, expedido por la Sexagésima Tercera 
Legislatura Constitucional del Congreso del Estado Libre y Soberano de Guanajuato, publicado en el 
Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, el 21 de septiembre de 2018, en los que 
se acredita que fungirá como Gobernador Constitucional del Estado para el periodo comprendido del 
26 de septiembre de 2018 al 25 de septiembre de 2024. 

II.3 En términos de los artículos 38 y 77 fracciones I, XVIII, XXII, inciso a) y XXVI y 80, primer párrafo, 
de la Constitución Política para el Estado de Guanajuato; 2 y 8 de la Ley Orgánica del Poder 
Ejecutivo para el Estado de Guanajuato, cuenta con facultades para celebrar el presente Convenio 
de Coordinación y Adhesión. 

II.4 Libia Dennise García Muñoz Ledo, Secretaria de Gobierno, acredita su personalidad con el 
Nombramiento otorgado a su favor por el Gobernador Constitucional del Estado con fecha 19 de 
marzo de 2021, y tiene facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
de conformidad con los artículos 80, párrafo primero de la Constitución Política del Estado de 
Guanajuato; 3, párrafo primero y segundo, 13, fracción I, 17, primer párrafo, 18 y 23, fracción V de la 
Ley Orgánica del Poder Ejecutivo para el Estado de Guanajuato; 2, 5 y 6, fracción XXIII del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno. 

II.5 Héctor Salgado Banda, Secretario de Finanzas, Inversión y Administración, acredita su personalidad 
con el Nombramiento otorgado a su favor por el Gobernador Constitucional del Estado con fecha 26 
de septiembre de 2018, y tiene facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, de conformidad con los artículos 80, primer párrafo y 100 de la Constitución Política para 
el Estado de Guanajuato; 3, párrafos primero y segundo, 13, fracción II, 17, primer párrafo, 18 y 24, 
fracción II, incisos a) y b) de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo para el Estado de Guanajuato; 61, 
primer párrafo, 61 bis, tercer párrafo y 78 ter, primer párrafo, de la Ley para el Ejercicio y Control de 
los Recursos Públicos para el Estado y los Municipios de Guanajuato; 1, 2, 5, fracción XXI del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración. 

II.6. Héctor Alonso Díaz Ezquerra, Titular de la Comisión Estatal de Búsqueda de Personas, acredita su 
personalidad con el Nombramiento otorgado a su favor por el Gobernador Constitucional del Estado 
con fecha 3 de julio de 2020, y tiene facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación 
y Adhesión de conformidad con los artículos 25, primer párrafo y 28, fracción XXV de la Ley para la 
Búsqueda de Personas Desaparecidas en el Estado de Guanajuato. 

II.7. Con fecha 3 de junio de 2020, se publicó en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de 
Guanajuato el Decreto Número 182, por el que se expide la Ley para la Búsqueda de Personas 
Desaparecidas en el Estado de Guanajuato, mediante el cual se creó la Comisión Estatal de 
Búsqueda de Personas como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobierno. 
(en lo sucesivo “COMISIÓN”). 

II.8. Cuenta con la capacidad económica presupuestal para aportar la coparticipación equivalente al 
menos del diez (10) por ciento del recurso del monto total del recurso del Subsidio autorizado, en los 
términos de las disposiciones administrativas y presupuestales aplicables. 

II.9. Los recursos del Subsidio no serán duplicados con otros programas o acciones locales en la 
materia. 

II.10. Para todos los efectos legales relacionados con el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
señala como su domicilio el ubicado en calle Paseo de la Presa, número 103, Colonia Guanajuato 
Centro, Código Postal 36000, en Guanajuato, Guanajuato. 
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III.  "LAS PARTES" declaran que: 

III.1 Se reconocen mutuamente la personalidad que ostentan y comparecen a la suscripción del presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión. 

III.2 Es su voluntad conjuntar esfuerzos en sus respectivos ámbitos de competencia, para impulsar y 
ejecutar acciones que tengan como eje central las acciones de búsqueda y localización de personas 
desaparecidas o no Localizadas en el Estado de Guanajuato, en términos de la normativa aplicable. 

III.3.  Celebran el presente Convenio de Coordinación y Adhesión de acuerdo con el marco jurídico 
aplicable, sujetándose su compromiso a la forma y términos que se establecen en las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- Objeto. 

El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto otorgar el Subsidio autorizado a la 
“COMISIÓN”, por conducto de su Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración, de manera ágil y 
directa, en el marco del PEF 2023, de la Ley General y de los Lineamientos, con la finalidad de apoyar a la 
“COMISIÓN” para contribuir a las acciones de búsqueda y localización de personas desaparecidas o no 
localizadas en el Estado de Guanajuato. 

SEGUNDA.- Naturaleza de los recursos. 

Los recursos presupuestarios federales materia del presente Convenio de Coordinación y Adhesión no son 
regularizables y no pierden su carácter federal al ser transferidos a la “COMISIÓN”, de acuerdo a lo dispuesto 
en el artículo 3 de los Lineamientos. 

TERCERA.- Asignación de los Recursos. 

De conformidad con el PEF 2023, los Lineamientos y para el cumplimiento del objeto señalado en la 
cláusula primera del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, la “CNBP", asignará la cantidad de 
$12'754,000.00 (Doce millones setecientos cincuenta y cuatro mil pesos 00/100 M.N.) en su Modalidad I. 
Fortalecimiento de capacidades para acciones de búsqueda y localización de las Comisiones Locales de 
Búsqueda. Para ello, "LAS PARTES" deben considerar lo siguiente: 

I. El Subsidio será transferido a la “ENTIDAD FEDERATIVA”, por conducto de la Secretaría  de 
Finanzas, Inversión y Administración, en la cuenta bancaria específica, con característica de 
productiva, que permita la identificación de los recursos del Subsidio transferido y de sus respectivos 
rendimientos financieros hasta su total aplicación en términos de lo dispuesto en el artículo 69 de la 
Ley General de Contabilidad Gubernamental, con los datos previstos en el artículo 19, fracción I de 
los Lineamientos. En el entendido que el monto del Subsidio deberá ser administrado en dicha 
cuenta durante todo el ejercicio fiscal. 

II. A fin de garantizar la transparencia en la distribución, aplicación y comprobación de los recursos 
asignados para el cumplimiento de lo establecido en el numeral anterior, la “COMISIÓN” y la 
Secretaría de Finanzas Inversión y Administración, en la cuenta bancaria específica con 
característica de productiva, que constituya para la radicación de los recursos del Subsidio y de la 
coparticipación, deberá permitir la identificación de los recursos federales y estatales transferidos, 
según corresponda; y de sus respectivos rendimientos financieros, hasta su total aplicación. 

III. Los recursos del Subsidio recibidos, se aplicarán única y exclusivamente para el cumplimiento del 
objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión 

IV. El Subsidio no podrá destinarse a conceptos de gasto distintos a los contemplados en los 
Lineamientos, así como en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

V. Para la “CNBP", la radicación de los recursos del Subsidio genera los momentos contables del gasto 
comprometido, devengado, ejercido y pagado, en términos del artículo 4, fracciones XIV, XV, XVI y 
XVII de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. Por su parte, la “ENTIDAD FEDERATIVA”, 
a través de la Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración, debe registrar en su contabilidad, 
de acuerdo con las disposiciones jurídicas federales aplicables, los recursos federales recibidos y 
rendir cuentas de su aplicación en su cuenta pública, con independencia de los informes que sobre 
el particular deban rendirse por conducto de "LA CNBP". 
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VI. Por su parte, la “ENTIDAD FEDERATIVA”, dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes, 

contados a partir de que reciban los recursos federales, aportará la cantidad de $1'448,249.12 (Un 

millón cuatrocientos cuarenta y ocho mil doscientos cuarenta y nueve pesos 12/100 M.N.) por 

concepto de coparticipación. Dicho monto equivale al once punto treinta y seis por ciento (11.36%) 

del recurso del Subsidio autorizado. 

CUARTA.- Transferencia de los recursos. 

I. La transferencia de los recursos está sujeta a la disponibilidad de los mismos, la calendarización del 

gasto dispuesta por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, aquellas que se desprendan  del 

PEF 2023, de los Lineamientos, así como del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

II. La “COMISIÓN” recibirá, a través de la Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración, una 

ministración en una proporción de cien (100) por ciento del monto de asignación autorizado por la 

“CNBP"; 

III. La “COMISIÓN” de la “ENTIDAD FEDERATIVA” remitirá a la “CNBP” el comprobante fiscal digital 

por internet (CFDI) por concepto de la recepción de los recursos del Subsidio, de la única 

ministración, en términos de lo dispuesto en el artículo 20 de los Lineamientos; y 

IV. Las Economías generadas en las cuentas bancarias específicas con características de productivas 

en las que se transfieran los recursos del Subsidio y de la coparticipación, podrán ser utilizados 

observando lo previsto en el artículo 27, fracción II y párrafo último de los Lineamientos o en su 

defecto, serán reintegradas a la Tesorería de la Federación (TESOFE). 

QUINTA.- Ministración. 

La única ministración corresponde al cien (100) por ciento del total del Subsidio asignado a la "COMISIÓN" 

y será entregada en términos del artículo 21 de los Lineamientos. Dicho porcentaje asciende a la cantidad de 

$12'754,000.00 (Doce millones setecientos cincuenta y cuatro mil de pesos 00/100 M.N.). Lo anterior, se 

realizará una vez cumplidos los requisitos previstos en los artículos 19 y 20 de los Lineamientos y bajo las 

siguientes premisas: 

I. Que la “ENTIDAD FEDERATIVA” haya instalado su Comité Estatal, de conformidad con lo previsto 

en la Sección Primera del Capítulo Segundo de los Lineamientos; 

II. Una vez que la “CNBP” haya transferido los recursos del Subsidio correspondientes, la “COMISIÓN” 

remitirá el CFDI complemento de pago a la “CNBP” dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al 

día en que se hayan recibido los recursos referidos; y 

III. La Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración de la “ENTIDAD FEDERATIVA”, depositará la 

totalidad de los recursos de la coparticipación en la cuenta bancaria específica, con característica de 

productiva, que se haya constituido conforme a la fracción I del artículo 19 de los Lineamientos y 

notificará dicha transferencia a la "CNBP", vía correo electrónico con acuse de recibo, dentro de los 

veinte (20) días hábiles posteriores a la fecha de recepción de los recursos federales 

correspondientes a la ministración y deberán administrarlos en dicha cuenta durante todo el ejercicio 

fiscal. 

SEXTA.- Compromisos de "LAS PARTES". 

Además de lo previsto en los Lineamientos para la realización del objeto del presente Convenio de 

Coordinación y Adhesión, "LAS PARTES" se comprometen a lo siguiente: 

I. Dar todas las facilidades para la rendición de cuentas respecto a la utilización de los recursos 

aportados por el Gobierno Federal, a través de la "CNBP", así como de la planeación y asistencia 

técnica respecto a la coparticipación; 

II. Apegarse a lo establecido en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y su 

Reglamento, así como en las demás legislación aplicable en materia de subsidios; e 

III. Informar a la “CNBP” el cambio de los servidores públicos que tengan injerencia en la aplicación de 

los Lineamientos, que se realice en la “ENTIDAD FEDERATIVA” durante el ejercicio fiscal 2023. 
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SÉPTIMA.- Obligaciones de la “ENTIDAD FEDERATIVA”. 

Son obligaciones de la “ENTIDAD FEDERATIVA”, a través de la autoridad local correspondiente, las 
señaladas en el PEF 2023, los Lineamientos, el presente Convenio de Coordinación y Adhesión y demás 
previstas en los ordenamientos jurídicos aplicables. 

La "ENTIDAD FEDERATIVA" deberá asegurar los bienes adquiridos con los recursos del Subsidio y 
garantizar su recuperación en caso de siniestro. 

Adicionalmente, la "ENTIDAD FEDERATIVA", así como la "COMISIÓN" proporcionarán toda la 
información relacionada con el Subsidio que le sea solicitada por la "CNBP" o diversa autoridad fiscalizadora 
competente, en los términos, plazos y formatos que al efecto se establezcan. 

OCTAVA.- Obligaciones de la "CNBP". 

Son obligaciones de la "CNBP" las señaladas en el PEF 2023, los Lineamientos, el presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión y demás previstas en los ordenamientos jurídicos aplicables. 

NOVENA.- Enlaces de Seguimiento. 

Para el seguimiento de los Lineamientos, el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como la 
documentación que envíe el Gobierno Federal y las entidades federativas, según sea el caso, "LAS PARTES" 
están de acuerdo en designar a enlaces de seguimiento. 

En virtud de lo indicado en el párrafo anterior, "LAS PARTES" designan como sus enlaces  de seguimiento 
a: 

I. Por parte de la "CNBP": Rosario Téllez Alcaraz, en su carácter de Directora del Registro Nacional de 
Personas Desaparecidas, o quien en su caso la sustituya y 

II. Por parte de la “ENTIDAD FEDERATIVA”: Carlos Alejandro Martiarena Leonar, en su carácter de 
Coordinador de Asuntos Jurídicos, o quien en su caso lo sustituya. 

"LAS PARTES" se obligan a informar a la otra parte, el cambio que realicen sobre la designación de la o el 
servidor(a) público(a) que se desempeñará como enlace de seguimiento. 

DÉCIMA.- Informe de Avances trimestrales. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA”, por conducto de la Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración, 
informará dentro de los 10 (diez) días hábiles siguientes a la terminación de cada trimestre del año fiscal  (es 
decir, al último día de los meses de junio, septiembre y diciembre, según corresponda), un informe de 
conformidad con lo establecido en el artículo 30 de los Lineamientos, que contendrá lo siguiente: 

I. El avance físico-financiero en la implementación del Proyecto Ejecutivo, que establezca el reporte 
del gasto comprometido, devengado y pagado; la disponibilidad financiera con la que en su caso se 
cuente; y la documentación comprobatoria que acredite el avance reportado; 

II.  La relación de las contrataciones y adquisiciones celebradas durante el periodo a reportar, debiendo 
contener los bienes adquiridos, arrendados y los servicios contratados, y en caso de estudios e 
investigaciones deberá señalarse el tema específico objeto de la contratación, el monto del contrato 
o convenio, el nombre del proveedor, contratista o de la persona física o moral con quienes se 
hayan celebrado contrato o convenio y los plazos de cumplimiento de los contratos o convenios; 

III. Los estados de cuenta de la cuenta bancaria específica productiva en la que se hayan radicado y 
administrado los recursos del Subsidio, así como de la cuenta de la coparticipación; y 

IV. En caso de contar con obra pública, se deberá informar el reporte de avance de obra, las 
estimaciones de la obra pública en su caso; y las documentales que acrediten las estimaciones y 
avances de la obra y demás casos aplicables o toda aquella información que le sea requerida por la 
“CNBP”. 

DÉCIMA PRIMERA.- Comprobación. 

I. El registro y control documental, contable, financiero, administrativo y presupuestario, y de cualquier 
otro que corresponda, habrá de llevarse a cabo en términos de la normatividad aplicable, y 
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II. La “ENTIDAD FEDERATIVA”, a través de la Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración, o la 
autoridad competente, se obliga a comprobar los recursos del Subsidio que le son ministrados y 
erogados, en cumplimiento a lo dispuesto en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria su Reglamento, la Ley de Coordinación Fiscal, así como la Ley de Coordinación Fiscal, 
la Ley General de Contabilidad Gubernamental, la Ley General, el PEF 2023, los Lineamientos y 
demás normativa aplicable. 

Dicha comprobación será a través de contratos, pedidos, facturas o cualquier documental que acredite el 
gasto del recurso del Subsidio y, en el caso de obra pública, las documentales que acrediten las estimaciones, 
avances de la obra y demás aplicable o aquélla que le sea requerida por la “CNBP". 

La documentación comprobatoria deberá tener impreso un sello con la leyenda “Operado” y la 
identificación del “Programa de subsidios federales para realizar acciones de búsqueda y localización 2023”, 
en términos del artículo 32 párrafo cuarto de los Lineamientos. 

De manera supletoria a lo previsto en esta cláusula, se aplicará la Ley de Contabilidad Gubernamental, la 
Ley Federal de Procedimiento Administrativo, y el Código Civil Federal. 

DÉCIMA SEGUNDA.- Cierre del ejercicio. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA”, por conducto de la Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración y de 
la “COMISIÓN”, remitirá a la “CNBP" a más tardar el 15 de febrero de 2024, el acta de cierre con firmas 
autógrafas de las y los servidores públicos que integran el Comité Estatal, de aquellos recursos que hayan 
sido ejercidos al 31 de diciembre de 2023. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA” adjuntará al acta de cierre correspondiente, la documentación siguiente: 

I. El reporte de la aplicación de los recursos ministrados para la implementación del proyecto 
ejecutivo, así como los recursos de la coparticipación de la “ENTIDAD FEDERATIVA” que incluya la 
documentación comprobatoria; 

II. La documentación comprobatoria que acredite la aplicación de los recursos, de conformidad con el 
informe anual de avance físico financiero que remita. La documentación deberá incluir la totalidad de 
los contratos, convenios, pedidos, facturas y actas o documentales que acrediten la recepción  de 
conformidad de los bienes y servicios contratados. Para el caso de obra pública, dicha 
documentación deberá incluir las estimaciones de obra, así como el acta de recepción de 
conformidad de la misma por parte de la Secretaría de Obras del estado o instancia estatal 
competente y de la “COMISIÓN”; 

III. Los estados de cuenta de la cuenta bancaria específica con característica de productiva, en la que 
se hayan radicado y administrado los recursos del Subsidio, así como de la cuenta de la 
coparticipación. 

IV. En su caso, los comprobantes de reintegro a la TESOFE de los recursos no ejercidos al 31 de 
diciembre de 2023, así como de los rendimientos generados; 

V. Las constancias de la cancelación de las cuentas bancarias específicas aperturadas para la 
administración de los recursos del Subsidio y de la coparticipación; 

VI. El reporte de medios de verificación, que contenga: memoria fotográfica y/o videográfica en la que 
se identifiquen los bienes y servicios adquiridos en el marco del Proyecto Ejecutivo y su 
funcionamiento; 

VII. El informe, reporte o estudio del análisis de contexto aplicado a la desaparición de personas, 
implementado como concepto obligatorio de las dos modalidades del proyecto ejecutivo. Para el 
caso de la contratación de otros servicios tales como estudios, consultorías y asesorías, los 
documentos entregables que se establezcan en el convenio o contrato correspondiente y que 
deberán incluir un Informe final de los servicios proporcionados con medición de resultados, así 
como los demás que solicite la “CNBP”; 

VIII. Documentales que acrediten la capacitación y/o certificación de implementación obligatoria en las 
dos modalidades del Proyecto Ejecutivo, que incluya: listas de asistencia, programa de capacitación, 
perfil de los capacitadores, materiales de capacitación, informe de capacitación, certificados, 
reconocimientos, constancias o similar, e informe de resultados debidamente validados por la 
persona Titular de la “COMISIÓN”; 
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IX. En el caso de actividades de comunicación tales como campañas de prevención, difusión, 

publicidad en medios (impresos, radio, televisión o digitales) vallas, espectaculares, etc., o impresos 

(trípticos, volantes, etc.), serán necesarios incluir plan o estrategia de medios, evaluación de 

impacto, informe final, informe de resultados. 

La documentación mencionada en las fracciones antes referidas, deberá ser remitida en términos del 

último párrafo del artículo 34 de los Lineamientos. 

La “CNBP” verificará la consistencia de la información contenida en las actas de cierre, con la información 

presupuestal en los reportes de la aplicación de los recursos, los saldos reflejados en las cuentas bancarias 

específicas, con característica de productivas, correspondientes, la documentación comprobatoria de la 

aplicación de los recursos, así como con los comprobantes de los reintegros, en términos del artículo 35 de 

los Lineamientos. 

La “CNBP” notificará a la Auditoría Superior de la Federación y a la Contraloría Estatal o instancia 

homologa en la Entidad Federativa, el incumplimiento o las inconsistencias que se presenten en la 

información a que se refieren las fracciones anteriores, siguiendo el procedimiento previsto en el artículo 36, 

así como en la Sección Única del Capítulo Sexto de los Lineamientos. 

DÉCIMA TERCERA.- Reintegros. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA”, a través de la Secretaría de Finanzas, Inversión y Administración realizará 

el reintegro de los recursos del Subsidio que no se encuentren devengados al 31 de diciembre de 2023, así 

como de los rendimientos financieros correspondientes, a la TESOFE en los plazos y términos señalados en 

el artículo 33 de los Lineamientos. 

DÉCIMA CUARTA.- Incumplimientos. 

En caso de que la “ENTIDAD FEDERATIVA” incumpla con alguna de las obligaciones establecidas en los 

Lineamientos, y/o en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, se iniciará el procedimiento previsto 

en el artículo 38 de los Lineamientos. 

En el caso de que la “CNBP” determine el incumplimiento por parte de la “ENTIDAD FEDERATIVA”, de 

conformidad a lo previsto en la fracción III del artículo 38 de los Lineamientos, ordenará: 

I. El reintegro de los recursos que a la fecha de notificación del incumplimiento no hayan sido 

comprometidos, así como sus respectivos rendimientos financieros, en términos de la fracción II del 

artículo 33 y fracción III del artículo 38 de los Lineamientos; 

II. La entrega del acta de cierre de ejercicio por terminación anticipada de convenio, en términos de la 

cláusula décima segunda del presente Convenio de Coordinación y Adhesión y los Lineamientos; y 

III. Dará vista a la Auditoría Superior de la Federación y a la Contraloría Estatal o instancia homologa 

en la Entidad Federativa, sin realizar trámite posterior alguno, en términos de lo previsto en el último 

párrafo del artículo 36 de los Lineamientos. 

DÉCIMA QUINTA.- Transparencia. 

"LAS PARTES", además de cumplir con las disposiciones que establece la Ley General de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así 

como las demás disposiciones aplicables en la materia, se obligaran en términos de lo siguiente: 

I. La “ENTIDAD FEDERATIVA” divulgará la información sobre el cumplimiento de lo dispuesto por los 

Lineamientos, así como del ejercicio de los recursos determinados en el PEF 2023 en el apartado 

de Transparencia de su Portal de Gobierno, atendiendo al principio de máxima publicidad; 

II. Con la finalidad de transparentar el ejercicio de los recursos federales materia del presente 

Convenio de Coordinación y Adhesión, la “CNBP”, conforme a lo dispuesto en las disposiciones en 

materia de transparencia y acceso a la información pública, hará públicas las acciones financiadas 

con los recursos ejercidos, incluyendo sus avances físicos y financieros con base en la información 

que la “ENTIDAD FEDERATIVA” entregue. 
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DÉCIMA SEXTA.- Confidencialidad. 

A efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión,  “LAS 
PARTES” que llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la otra parte, por 
este medio se obligan a: 

I. Tratar dichos datos personales únicamente para efectos del desarrollo del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión; 

II. Abstenerse de tratar los datos personales para finalidades distintas a las instruidas por la otra parte; 

III. Implementar las medidas de seguridad conforme a la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como de la Ley 
en la materia de trasparencia y protección de datos personales a nivel local, y las demás 
disposiciones aplicables en la materia; 

IV. Guardar confidencialidad respecto de los datos personales tratados; 

V. Suprimir los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de Coordinación 
y Adhesión; y 

VI. Abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra parte, en este acto “LAS PARTES” se obligan a respetar las disposiciones que sobre los 
mismos establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, y las demás disposiciones aplicables a nivel federal y local, según sea el 
caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el entendido de que ante la ausencia de 
consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo  de 
tratamiento sobre los mismos. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- Fiscalización. 

En caso de revisión por parte de una autoridad fiscalizadora, la “ENTIDAD FEDERATIVA” brindará las 
facilidades necesarias a dicha instancia para realizar en cualquier momento, las auditorías que considere 
necesarias, deberá atender en tiempo y forma los requerimientos formulados, deberá dar seguimiento y 
solventar las observaciones planteadas por los órganos de control; así como dar total acceso a la información 
documental, contable y de cualquier otra índole, relacionada con los recursos del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión. 

DÉCIMA OCTAVA.- Verificación. 

Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
la “ENTIDAD FEDERATIVA” se compromete, cuando así lo solicite la “CNBP", a revisar y adoptar las medidas 
necesarias para establecer el enlace y la comunicación requerida para el debido cumplimiento y seguimiento a 
los compromisos asumidos. 

DÉCIMA NOVENA.- Caso fortuito o fuerza mayor. 

"LAS PARTES" convienen que no será imputable a la "CNBP" ni a la COMISIÓN, cualquier 
responsabilidad derivada de caso fortuito o fuerza mayor, cuando éstos sean debidamente justificados y se 
encuentren acreditados por la parte correspondiente. El cumplimiento de las obligaciones establecidas en el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, que se hayan suspendido por caso fortuito o fuerza mayor, 
podrán reanudarse en el momento que desaparezcan las causas que dieron origen a la suspensión. 

VIGÉSIMA.- Modificaciones. 

El presente Convenio de Coordinación y Adhesión podrá ser modificado o adicionado por acuerdo de  
"LAS PARTES", sólo en lo que respecta a los casos en los que existan recursos concursables conforme a los 
Lineamientos. Las modificaciones o adiciones deberán constar en un convenio modificatorio escrito y formará 
parte del presente instrumento, sin que ello implique la novación de aquellas obligaciones que no sean objeto 
de modificación o adición. 
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VIGÉSIMA PRIMERA.- Terminación anticipada. 

"LAS PARTES" acuerdan que cualquiera de ellas podrá dar por terminada anticipadamente su 
participación en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, mediante notificación escrita que realice a 
la otra parte. Tal notificación se deberá realizar con treinta (30) días naturales anteriores a la fecha en que se 
pretenda dejar de colaborar. 

En cualquier caso, la parte que pretenda dejar de colaborar realizará las acciones pertinentes para tratar 
de evitar perjuicios entre ellas, así como a terceros que se encuentren colaborando en el cumplimiento del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, en los supuestos que aplique. 

Asimismo, "LAS PARTES" llevarán a cabo las acciones previstas en el artículo 33, fracción II de los 
Lineamientos y, en su caso, la "CNBP" dará vista a la Auditoría Superior de la Federación y a la contraloría 
estatal o instancia homóloga en la Entidad Federativa. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- Relación laboral. 

Queda expresamente estipulado que el personal que cada una de "LAS PARTES" utilice para el 
cumplimiento del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, estará bajo su responsabilidad y, por lo 
tanto, en ningún momento se considerará a la otra parte como patrón sustituto, intermediario o solidario, por  
lo que no podrá considerarse que existe relación alguna de carácter laboral con dicho personal y, 
consecuentemente, queda liberada de cualquier responsabilidad de seguridad social, obligándose la parte que 
lo empleó a responder de las reclamaciones que pudieran presentarse en contra de la otra Parte. 

VIGÉSIMA TERCERA.- Títulos. 

Los títulos que se emplean en el presente instrumento únicamente tienen una función referencial, por lo 
que para la interpretación, integración y cumplimiento de los derechos y obligaciones que se derivan del 
mismo, se estará exclusivamente al contenido expreso de cada cláusula. 

VIGÉSIMA CUARTA.- Difusión. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a incluir la leyenda "Este programa es público, ajeno a cualquier 
partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a los establecidos en el programa." en toda 
papelería, documentación oficial, publicidad y promoción relativa al ejercicio de los recursos del Subsidio. 

Asimismo, la “ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a identificar los bienes y productos de los servicios que 
se hayan adquirido o contratado con recursos del subsidio con la imagen institucional de la “COMISIÓN”. 

VIGÉSIMA QUINTA.- Jurisdicción. 

El presente Convenio de Coordinación y Adhesión es producto de la buena fe de "LAS PARTES", por lo 
que cualquier conflicto que se presente sobre interpretación, ejecución, operación o incumplimiento será 
resuelto de común acuerdo entre éstas en el ámbito de sus respectivas competencias. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, "LAS PARTES" están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de las leyes y tribunales federales con residencia en la Ciudad de México. 

VIGÉSIMA SEXTA.- Vigencia. 

El presente Convenio de Coordinación y Adhesión comenzará a surtir sus efectos a partir de la fecha de 
suscripción y hasta el 31 de diciembre de 2023, con excepción de las obligaciones que a esa fecha se 
encuentren pendientes de cumplimiento, para lo cual continuará su vigencia hasta en tanto se encuentren 
concluidos dichos asuntos. 

VIGÉSIMA SÉPTIMA.- Publicación. "LAS PARTES" acuerdan en publicar el presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión en el DOF y en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de Guanajuato, según 
corresponda, de conformidad con la normativa aplicable. 

Estando enteradas del contenido y alcance jurídico del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
por no existir dolo, lesión, error, mala fe o cualquier otro vicio del consentimiento que pudiera afectar su 
validez, lo firman en cuatro tantos (4), en la Ciudad de México, el día treinta y uno de marzo de dos mil 
veintitrés.- Por la CNBP: la Titular de la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas, Karla Irasema 
Quintana Osuna.- Rúbrica.- Por la Entidad Federativa: el Gobernador del Estado, Diego Sinhue Rodríguez 
Vallejo.- Rúbrica.- La Secretaria de Gobierno, Libia Dennise García Muñoz Ledo.- Rúbrica.- El Secretario de 
Finanzas, Inversión y Administración, Héctor Salgado Banda.- Rúbrica.- El Titular de la Comisión Estatal  de 
Búsqueda de Personas, Héctor Alonso Díaz Ezquerra.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación y Adhesión para el otorgamiento de subsidios a las entidades federativas a través de 
sus Comisiones Locales de Búsqueda para realizar acciones de búsqueda de personas, en el marco de la Ley 
General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema 
Nacional de Búsqueda de Personas, que celebran la Secretaría de Gobernación, por conducto de la Comisión 
Nacional de Búsqueda de Personas, y el Estado de Tamaulipas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional de Búsqueda. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN Y ADHESIÓN PARA EL OTORGAMIENTO DE SUBSIDIOS A LAS ENTIDADES 
FEDERATIVAS A TRAVÉS DE SUS COMISIONES LOCALES DE BÚSQUEDA PARA REALIZAR ACCIONES DE 
BÚSQUEDA DE PERSONAS, EN EL MARCO DE LA LEY GENERAL EN MATERIA DE DESAPARICIÓN FORZADA  DE 
PERSONAS, DESAPARICIÓN COMETIDA POR PARTICULARES Y DEL SISTEMA NACIONAL DE BÚSQUEDA DE 
PERSONAS, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, POR CONDUCTO DE LA 
COMISIÓN NACIONAL DE BÚSQUEDA DE PERSONAS, REPRESENTADA EN ESTE ACTO POR SU TITULAR KARLA 
IRASEMA QUINTANA OSUNA, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ LA “CNBP”; Y POR LA OTRA PARTE, 
EL GOBIERNO DEL ESTADO DE TAMAULIPAS, REPRESENTADO EN ESTE ACTO POR EL GOBERNADOR 
CONSTITUCIONAL DEL ESTADO, AMÉRICO VILLARREAL ANAYA; EL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO, 
HÉCTOR JOEL VILLEGAS GONZÁLEZ; LA SECRETARIA DE FINANZAS, ADRIANA LOZANO RODRÍGUEZ, Y EL 
TITULAR DE LA COMISIÓN ESTATAL DE BÚSQUEDA DE PERSONAS, JORGE ERNESTO MACÍAS ESPINOSA, EN LO 
SUCESIVO LA “ENTIDAD FEDERATIVA”, EN SU CARÁCTER DE BENEFICIARIA DEL SUBSIDIO; Y A QUIENES 
ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”; DE CONFORMIDAD CON LOS 
SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

El artículo 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, (Constitución), dispone que 
los recursos económicos de que dispongan la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, se administrarán con eficiencia, eficacia, economía, 
transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los que estén destinados. 

El artículo 5 de la Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida 
por Particulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas (Ley General), refiere que las acciones, 
medidas y procedimientos establecidos en dicha Ley son diseñados, implementados y evaluados aplicando 
los principios de efectividad y exhaustividad; debida diligencia; enfoque diferencial y especializado; enfoque 
humanitario; gratuidad; igualdad y no discriminación; interés superior de la niñez; máxima protección; no 
revictimización; participación conjunta; perspectiva de género; así como de presunción de vida, y verdad. 

Asimismo, el artículo 79 de la Ley General, indica que “La búsqueda tendrá por objeto realizar todas las 
acciones y diligencias tendientes para dar con la suerte o el paradero de la persona hasta su localización, 
incluidas aquellas para identificar plenamente sus restos en caso de que estos hayan sido localizados. La 
búsqueda a que se refiere la presente Ley se realizará de forma conjunta, coordinada y simultánea por la 
Comisión Nacional de Búsqueda y las Comisiones Locales de Búsqueda”. 

El 13 de mayo de 2022, se publicó en el DOF, el Decreto por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley General, a través del cual se busca fortalecer las funciones de la “CNBP”, mediante la 
creación de un Centro Nacional de Identificación Humana, como una unidad administrativa, con 
independencia técnico-científica, adscrita a la “CNBP”, con el propósito de hacer frente a la crisis forense 
mediante procesos especializados en la búsqueda de personas desaparecidas. 

En ese contexto, el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 publicado en el Diario Oficial de la Federación 
(DOF) el 12 de julio de 2019, dispone dentro del Eje General I. “Política y Gobierno”, que la Prevención del 
Delito es uno de los ejes estratégicos de la Seguridad Pública, así como que se han impulsado acciones en lo 
inmediato para consolidar una amplia política de prevención y participación ciudadana. 

Por su parte, el artículo 74 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, (Ley de 
Presupuesto), establece que los titulares de las dependencias y entidades, con cargo a cuyos presupuestos 
se autorice la ministración de subsidios y transferencias, serán responsables en el ámbito de sus 
competencias, de que éstos se otorguen y ejerzan conforme a las disposiciones generales aplicables. 

El artículo 6 del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2023 (PEF 2023), 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de noviembre de 2022, prevé entre otros que el ejercicio 
de los recursos federales aprobados para ser transferidos a las entidades federativas y, por conducto de 
éstas, a los municipios y a las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, así como el de los recursos 
federales que se ejerzan de manera concurrente con recursos de dichos órdenes de gobierno, se sujetará a 
las disposiciones legales aplicables y al principio de anualidad. 



Lunes 12 de junio de 2023 DIARIO OFICIAL   

Dicho Presupuesto de Egresos, prevé para el Ramo 04 Gobernación, Programas Federales, Otros 
subsidios, una asignación de $811’421,430.00 (Ochocientos once millones cuatrocientos veintiún mil 
cuatrocientos treinta pesos 00/100 M.N.), en el Programa Presupuestario U008, a subsidios para las acciones 
de búsqueda de Personas Desaparecidas y No Localizadas, por parte de la Secretaría de Gobernación a las 
entidades federativas por medio de las Comisiones Locales de Búsqueda (Subsidio); 

Los recursos previstos a subsidios para las acciones de búsqueda de Personas Desaparecidas y No 
Localizadas, se otorgarán de manera equitativa en un esquema de coparticipación entre la Federación y las 
Comisiones Locales de Búsqueda, correspondiente por lo menos al diez (10) por ciento de participación por 
parte de las Comisiones Locales, respecto del monto total asignado por la “CNBP”. 

Con fecha 26 de enero de 2023, fue publicado en el DOF, el “Acuerdo por el que se emiten los 
Lineamientos para el otorgamiento de subsidios a las Entidades Federativas a través de sus Comisiones 
Locales de Búsqueda para realizar acciones de búsqueda de personas, en el marco de la Ley General en 
Materia de Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema 
Nacional de Búsqueda de Personas para el Ejercicio Fiscal 2023” (Lineamientos), cuyo objeto es establecer 
los requisitos, procedimientos y disposiciones para el otorgamiento, administración, ejercicio, seguimiento y 
evaluación de los recursos de los subsidios a los que podrán acceder las Comisiones Locales de Búsqueda 
de las entidades federativas constituidas legalmente, en el marco de la Ley General, para implementar 
proyectos que contribuyan a las acciones de búsqueda y localización de Personas Desaparecidas o No 
Localizadas. 

En virtud de lo anterior “LAS PARTES” manifiestan su interés en celebrar el presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.  La “CNBP” declara que: 

I.1. La Secretaría de Gobernación es una dependencia de la Administración Pública Federal 
Centralizada, en los términos de los artículos 90 de la Constitución; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, y 1 del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Gobernación (RISEGOB). 

I.2. De conformidad con el “Acuerdo por el que se modifica el Acuerdo por el que se adscriben 
orgánicamente los órganos administrativos desconcentrados de la Secretaría de Gobernación” 
publicado en el DOF el 13 de abril de 2018; los artículos 50 de la Ley General y 153 del RISEGOB, 
es un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, al que le corresponde 
determinar, ejecutar y dar seguimiento a las acciones de búsqueda de Personas Desaparecidas y 
No Localizadas, en todo el territorio nacional, de conformidad con lo dispuesto en la Ley General. 
Tiene por objeto impulsar los esfuerzos de vinculación, operación, gestión, evaluación y seguimiento 
de las acciones entre autoridades que participan en la búsqueda, localización e identificación de 
personas. 

I.3. Karla Irasema Quintana Osuna, Titular de la “CNBP”, se encuentra plenamente facultada para 
suscribir convenios, de conformidad con los artículos 53, fracción XXVII de la Ley General; 114 y 
115, fracción V del RISEGOB. 

I.4.  Para todos los efectos legales relacionados con este Convenio de Coordinación y Adhesión, señala 
como domicilio el ubicado en la Calle José María Vértiz número 852, piso 5, Colonia Narvarte 
Poniente, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de México. 

II.  La “ENTIDAD FEDERATIVA” declara que: 

II.1. Con fundamento en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 116 de la Constitución; 1º de la Constitución 
Política del Estado de Tamaulipas, señala que es una Entidad Federativa que forma parte del 
Estado Mexicano, con territorio libre y soberano en cuanto a su régimen interior, constituido como 
gobierno republicano, representativo y popular. 

II.2. Américo Villarreal Anaya, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Tamaulipas, 
acredita la personalidad con que comparece al presente Convenio de Coordinación y Adhesión, con 
el Decreto No. 65-175 mediante el cual se expide el Bando Solemne al Pueblo de Tamaulipas 
Declaratoria de Gobernador Constitucional del Estado, publicado en el Periódico Oficial Órgano del 
Gobierno Constitucional del Estado Libre Soberano de Tamaulipas, Tomo CXLVII, Número 77 de 
fecha 29 de junio de 2022, para el periodo constitucional 2022-2028. 
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II.3.  En términos de lo dispuesto en los artículos 77, 91, fracciones XXI y XLVIII de la Constitución 
Política del Estado de Tamaulipas; 2, 7 y 10, numeral 1 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Tamaulipas, el Gobernador Constitucional del Estado de Tamaulipas, cuenta 
con facultades para celebrar el presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

II.4. Héctor Joel Villegas González, Secretario General de Gobierno, acredita su personalidad con 
Nombramiento otorgado a su favor por el Gobernador Constitucional del Estado con fecha 1º de 
octubre de 2022 y tiene facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
de conformidad con los artículos 94, primer párrafo y 95 de la Constitución Política del Estado de 
Tamaulipas; 10, numeral 2, 23, numeral 1, fracción II y 25 fracciones XXIX, XXXV y XXXVII de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Tamaulipas; 2, 12, 13, fracciones II, XIV, 
XVII del Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno. 

II.5. Adriana Lozano Ramírez, Secretaria de Finanzas, acredita su personalidad con el Nombramiento 
otorgado a su favor por el Gobernador Constitucional del Estado con fecha 1º de octubre de 2022, 
cuenta con las facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, de 
conformidad con los artículos 93 de la Constitución Política del Estado de Tamaulipas; 23, numeral 
1, fracción III, 26, fracciones XXVI y XXXVII de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado de Tamaulipas; 2, 9 y 10, fracciones I y VI del Reglamento Interior de la Secretaría de 
Finanzas. 

II.6. Jorge Ernesto Macías Espinosa, Titular de la Comisión Estatal de Búsqueda de Personas, acredita 
su personalidad con el Decreto Número LXIV-154, publicado en el Periódico Oficial del Estado, 
Número 129 de fecha 27 de octubre de 2020, mediante el cual se designó como Titular de la 
Comisión Estatal de Búsqueda de Personas por el entonces Gobernador del Estado y tiene 
facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, de conformidad con los 
artículos 6, fracciones I y VII del Decreto Gubernamental publicado en el Periódico Oficial del 
Estado, Edición Vespertina Número 126, de fecha 21 de octubre de 2021. 

II.7.  Con fecha 23 de octubre de 2018, se publicó en el Periódico Oficial del Estado el Decreto Número 
LXIII-475 Número 127, mediante el cual se reforman, derogan y adicionan diversas disposiciones 
del Código Penal para el Estado de Tamaulipas; de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de 
Justicia del Estado de Tamaulipas; de la Ley de Seguridad Publica para el Estado de Tamaulipas y 
la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Tamaulipas, mediante el cual se creó la 
Comisión Estatal de Búsqueda de Personas (en lo sucesivo la “COMISIÓN”). 

II.8.  Cuenta con la capacidad económica presupuestal para aportar la coparticipación equivalente al 
menos al diez (10) por ciento del monto total del recurso del Subsidio autorizado, en los términos de 
las disposiciones administrativas y presupuestales aplicables. 

II.9.  Los recursos del Subsidio no serán duplicados con otros programas o acciones locales en la 
materia. 

II.10.  Para todos los efectos legales relacionados con el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
señala como domicilio el ubicado en Palacio de Gobierno, Piso 1, Colonia Centro, Código Postal. 
87000, Ciudad Victoria, Tamaulipas. 

II.11.  A través del Gobierno del Estado de Tamaulipas se tiene la propiedad plena de los inmuebles 
identificados como Fincas No. 82327 del terreno urbano polígono “B”, (águila 6) S29 y 82328, 
polígono “C” (águila 7) S29 con claves catastrales 04-20-1123 y 04-20-1122, respectivamente, 
ubicados en Carretera de la Industria Blvd. Julio Rodolfo Moctezuma, Vialidad P.D. y Boulevard de 
los Ríos, en la Colonia Pedrera del Municipio de Altamira, Tamaulipas; el primero tiene una 
superficie de 5,827.45 metros cuadrados, con las medidas y colindancias siguientes: al Norte en 
99.27 metros con Vialidad; al Norte en 120.96 metros con Vialidad; al Sur en 222.86 metros con 
Vialidad; al Este en .00 metros en vértice; al Oeste en 53.01 metros con Boulevard de los Ríos; y el 
segundo tiene una superficie de 17,297.53 metros cuadrados, con las medidas y colindancias 
siguientes: al Norte en 239.86 metros con callejón; al Norte en 72.74 metros con callejón; al Norte 
en 19.20 metros con callejón; al Sur en 315.60 metros con vialidad P.D.; al Sur en 60.71 metros con 
Vialidad P.D.; al Sur en 26.19 metros con Vialidad P.D.; al Este en 1.00 metros en vértice; al Oeste 
en 89.48 metros con Boulevard de los Ríos, según consta en escritura número 2387, volumen XCVII 
de fecha 23 de mayo de 2003, otorgada ante la fe de la Lic. Leticia Margarita Rodríguez Rodríguez, 
adscrita a la Notaría Pública número 48, con ejercicio en Ciudad Victoria, Tamaulipas, inscrita en el 
Registro Público de la Propiedad bajo los datos de registro en la Sección Primera, número de 
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inscripción 3669, legajo 6-074 de fecha 23 de mayo de 2003, Municipio de Altamira, Tamaulipas, así 
como de las constancias catastrales CAT/0132/2016 y CAT/0131/2016 ambas de fecha 12 de abril 
de 2016, y cuenta con el uso de suelo indicado para la naturaleza de la obra y la totalidad de las 
licencias, permisos, autorizaciones y requerimientos técnicos necesarios para la construcción, 
remodelación, adecuación, desarrollo o equipamiento del Centro de Identificación Forense. 

III.  “LAS PARTES” declaran que: 

III.1.  Se reconocen mutuamente la personalidad con que se ostentan y comparecen a la suscripción del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

III.2.  Es su voluntad conjuntar esfuerzos en sus respectivos ámbitos de competencia, para impulsar y 
ejecutar acciones que tengan como eje central las acciones de búsqueda y localización de Personas 
Desaparecidas o no Localizadas en el Estado de Tamaulipas, en términos de la normativa aplicable. 

III.3.  Celebran el presente Convenio de Coordinación y Adhesión de acuerdo con el marco jurídico 
aplicable, sujetando su compromiso a la forma y en los términos que se establecen en las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- Objeto. 

El presente Convenio de Coordinación y Adhesión tiene por objeto otorgar el subsidio autorizado a la 
“COMISIÓN”, por conducto de la Secretaría de Finanzas, de manera ágil y directa, en el marco del PEF 2023, 
de la Ley General y de los Lineamientos, con la finalidad de apoyar a la “COMISIÓN” para contribuir a las 
acciones de búsqueda y localización de Personas Desaparecidas o No Localizadas en el Estado de 
Tamaulipas. 

SEGUNDA.- Naturaleza de los recursos. 

Los recursos presupuestarios federales materia del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, no 
son regularizables y no pierden su carácter federal al ser transferidos a la “COMISIÓN” de acuerdo a lo 
dispuesto en el artículo 3 de los Lineamientos. 

TERCERA.- Asignación de los Recursos. 

De conformidad con el PEF 2023, los Lineamientos y para el cumplimiento del objeto señalado en la 
Cláusula Primera del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, la “CNBP”, asignará la cantidad de 
$24’342,642.90 (Veinticuatro millones trescientos cuarenta y dos mil seiscientos cuarenta y dos pesos 90/100 
M.N.) en su Modalidad II. Vertiente II.B Infraestructura para el fortalecimiento de Comisiones Locales de 
Búsqueda, y capacidades e infraestructura para acciones de búsqueda forense con fines de identificación 
humana. Para ello, “LAS PARTES” deben considerar lo siguiente: 

I. El Subsidio será transferido a la “ENTIDAD FEDERATIVA”, por conducto de la Secretaría de 
Finanzas, en la cuenta bancaria específica, con característica de productiva, que permita la 
identificación de los recursos del Subsidio transferido y de sus respectivos rendimientos financieros 
hasta su total aplicación, en términos de lo dispuesto en el artículo 69 de la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental, con los datos previstos en el artículo 19, fracción I de los 
Lineamientos. En el entendido que el monto del Subsidio deberá ser administrado en dicha cuenta 
durante todo el ejercicio fiscal. 

II. A fin de garantizar la transparencia en la distribución, aplicación y comprobación de los recursos 
asignados para el cumplimiento de lo establecido en el numeral anterior, la “COMISIÓN”, la 
Secretaría de Finanzas, en la cuenta bancaria específica, con característica de productiva, que 
constituya para la radicación de los recursos del Subsidio y de la coparticipación, deberá permitir la 
identificación de los recursos federales y estatales transferidos, según corresponda, y de sus 
respectivos rendimientos financieros, hasta su total aplicación. 

III. Los recursos del Subsidio recibidos, se aplicarán única y exclusivamente para el cumplimiento del 
objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 

IV. El Subsidio no podrá destinarse a conceptos de gasto distintos a los contemplados en los 
Lineamientos, así como en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión. 
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V. Para la “CNBP”, la radicación de los recursos del Subsidio genera los momentos contables del gasto 
comprometido, devengado, ejercido y pagado, en términos del artículo 4, fracciones XIV, XV, XVI y 
XVII de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. Por su parte, la “ENTIDAD FEDERATIVA”, 
a través de la Secretaría de Finanzas, debe registrar en su contabilidad, de acuerdo con las 
disposiciones jurídicas federales aplicables, los recursos federales recibidos y rendir cuentas de su 
aplicación en su Cuenta Pública, con independencia de los informes que sobre el particular deban 
rendirse por conducto de la “CNBP”. 

VI. Por su parte, la “ENTIDAD FEDERATIVA”, dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes, 
contados a partir de que reciban los recursos federales, aportará la cantidad de $2’434,264.29 (Dos 
millones cuatrocientos treinta y cuatro mil doscientos sesenta y cuatro pesos 29/100 M.N.) por 
concepto de coparticipación. Dicho monto equivale al diez por ciento (10%) del monto total del 
Subsidio autorizado. 

Por otra parte, la “ENTIDAD FEDERATIVA” aportará el inmueble para la construcción del Centro de 
Identificación Forense descrito en la declaración II.11. 

CUARTA.- Transferencia de los recursos. 

I. La transferencia de los recursos está sujeta a la disponibilidad de los mismos, la calendarización del 
gasto dispuesta por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, aquellas que se desprendan del 
PEF 2023, de los Lineamientos, así como del presente Convenio de Coordinación y Adhesión; 

II. La “COMISIÓN” recibirá, a través de la Secretaría de Finanzas, una ministración en una proporción 
de cien (100) por ciento del monto de asignación autorizado por la “CNBP”; 

III. La “COMISIÓN” de la “ENTIDAD FEDERATIVA” remitirá a la “CNBP” el comprobante fiscal digital 
por internet (CFDI) por concepto de la recepción de los recursos del Subsidio de la única 
ministración, en términos de lo dispuesto en el artículo 20 de los Lineamientos, y 

IV. Las Economías generadas en las cuentas bancarias específicas, con característica de productivas, 
en las que se transfieran los recursos del Subsidio y de la coparticipación, podrán ser utilizados 
observando lo previsto en el artículo 27, fracción II y párrafo último de los Lineamientos o, en su 
defecto, serán reintegradas a la Tesorería de la Federación (TESOFE). 

QUINTA.- Ministración. 

La única ministración corresponde al cien (100) por ciento del total del Subsidio asignado a la 
“COMISIÓN”, será entregada en términos del artículo 21 de los Lineamientos. Dicho porcentaje asciende a la 
cantidad de $24,342,642.90 (Veinticuatro millones trescientos cuarenta y dos mil seiscientos cuarenta y dos 
pesos 90/100 M.N.). Lo anterior, se realizará una vez cumplidos los requisitos previstos en los artículos 19 y 
20 de los Lineamientos y bajo las siguientes premisas: 

I. Que la “ENTIDAD FEDERATIVA” haya instalado su Comité Estatal, de conformidad con lo previsto 
en la Sección Primera del Capítulo Segundo de los Lineamientos; 

II. Una vez que la “CNBP” haya transferido los recursos correspondientes del Subsidio, la “COMISIÓN” 
remitirá el CFDI complemento de pago a la “CNBP” dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes al 
día en que se hayan recibido los recursos referidos, y; 

III. La Secretaría de Finanzas de la “ENTIDAD FEDERATIVA”, depositará la totalidad de los recursos 
de la coparticipación en la cuenta bancaria específica, con característica de productiva, que se haya 
constituido conforme a la fracción I del artículo 19 de los Lineamientos y notificará dicha 
transferencia a la “CNBP”, vía correo electrónico con acuse de recibo, dentro de los veinte (20) días 
hábiles posteriores a la fecha de recepción de los recursos federales correspondientes a la 
ministración y deberán administrarlos en dicha cuenta durante todo el ejercicio fiscal. 

SEXTA.- Compromisos de “LAS PARTES”. 

Además de lo previsto en los Lineamientos para la realización del objeto del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, “LAS PARTES” se comprometen a lo siguiente: 

I. Dar todas las facilidades para la rendición de cuentas respecto a la utilización de los recursos 
aportados por el Gobierno Federal, a través de la “CNBP”, así como de la planeación y asistencia 
técnica respecto a la coparticipación; 
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II. Apegarse a lo establecido en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, y su 
Reglamento, así como en la demás legislación aplicable en materia de subsidios, e 

III. Informar a la “CNBP” el cambio de los servidores públicos que tengan injerencia en la aplicación de 
los Lineamientos, que se realice en la Entidad Federativa durante el ejercicio fiscal 2023. 

SÉPTIMA.- Obligaciones de la “ENTIDAD FEDERATIVA”. 

Son obligaciones de la “ENTIDAD FEDERATIVA”, a través de la autoridad local correspondiente, las 
señaladas en el PEF 2023, los Lineamientos, el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, y demás 
previstas en los ordenamientos jurídicos aplicables. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA” deberá asegurar los bienes adquiridos con los recursos del Subsidio y 
garantizar su recuperación en caso de siniestro. 

Adicionalmente, la “ENTIDAD FEDERATIVA”, así como la “COMISIÓN” proporcionarán toda la información 
relacionada con el Subsidio que le sea solicitada por la “CNBP” o diversa autoridad fiscalizadora competente, 
en los términos, plazos y formatos que al efecto se establezcan. 

OCTAVA.- Obligaciones de la “CNBP”. 

Son obligaciones de la “CNBP” las señaladas en el PEF 2023, los Lineamientos, el presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión, y demás previstas en los ordenamientos jurídicos aplicables. 

NOVENA.- Enlaces de Seguimiento. 

Para el seguimiento de los Lineamientos, el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, así como de 
la documentación que envíe el Gobierno Federal y las entidades federativas, según sea el caso,  “LAS 
PARTES” están de acuerdo en designar a enlaces de seguimiento. 

En virtud de lo indicado en el párrafo anterior, “LAS PARTES” designan como sus enlaces de seguimiento a: 

I. Por parte de la “CNBP”: Rosario Téllez Alcaraz, en su carácter de Directora de Área Enlace de 
Seguimiento al Programa de Subsidios, o quien en su caso la sustituya, y 

II. Por parte de la “ENTIDAD FEDERATIVA”: Jorge Ernesto Macías Espinosa, en su carácter de Titular 
de la Comisión Estatal de Búsqueda de Personas, o quien en su caso lo sustituya. 

“LAS PARTES” se obligan a informar, a la otra Parte, el cambio que realicen sobre la designación de la o 
el servidor(a) público(a) que se desempeñará como Enlace de Seguimiento. 

DÉCIMA.- Informe de Avances Trimestrales. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA”, por conducto de la Secretaría de Finanzas, informará dentro de los diez (10) 
días hábiles siguientes a la terminación de cada trimestre del año fiscal (es decir, al último día de los meses 
de junio, septiembre y diciembre, según corresponda), un informe de conformidad con lo establecido en el 
artículo 30 de los Lineamientos, que contendrá lo siguiente: 

I. El avance físico-financiero en la implementación del Proyecto Ejecutivo, que establezca: el reporte 
del gasto comprometido, devengado y pagado; la disponibilidad financiera con la que en su caso se 
cuente; y la documentación comprobatoria que acredite el avance reportado. 

II. La relación de las contrataciones y adquisiciones celebradas durante el periodo a reportar, debiendo 
contener los bienes adquiridos, arrendados y los servicios contratados, y en el caso de estudios e 
investigaciones deberá señalarse el tema específico objeto de la contratación, el monto del contrato 
o convenio, el nombre del proveedor, contratista o de la persona física o moral con quienes se 
hayan celebrado contrato o convenio y los plazos de cumplimiento de los contratos o convenios. 

III. Los estados de cuenta de la cuenta bancaria específica productiva en la que se hayan radicado y 
administrado los recursos del Subsidio, así como de la cuenta de la coparticipación, y 

IV. En caso de contar con obra pública, se deberá informar el reporte de avance de obra, las 
estimaciones de la obra pública, en su caso, y las documentales que acrediten las estimaciones y 
avances de la obra y demás casos aplicables o toda aquella información que le sea requerida por la 
“CNBP”. 

DÉCIMA PRIMERA.- Comprobación. 

I. El registro y control documental, contable, financiero, administrativo y presupuestario, y de cualquier 
otro que corresponda, habrá de llevarse a cabo en términos de la normatividad aplicable, y 



 DIARIO OFICIAL Lunes 12 de junio de 2023 

II. La “ENTIDAD FEDERATIVA”, a través de la Secretaría de Finanzas , se obliga a comprobar los 
recursos del Subsidio que le son ministrados y erogados, en cumplimiento a lo dispuesto en la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento, así como la Ley de 
Coordinación Fiscal, la Ley General de Contabilidad Gubernamental, la Ley General, el PEF 2023, 
los Lineamientos y demás normativa aplicable. 

Dicha comprobación será a través de contratos, pedidos, facturas o cualquier documental que acredite el 
gasto del recurso del Subsidio y, en el caso de obra pública, las documentales que acrediten las estimaciones, 
avances de la obra y demás aplicable o aquélla que le sea requerida por la “CNBP”. 

La documentación comprobatoria deberá tener impreso un sello con la leyenda “Operado” y la 
identificación del “Programa de subsidios federales para realizar acciones de búsqueda y localización 2023”, 
en términos del artículo 32, párrafo cuarto de los Lineamientos. 

De manera supletoria a lo previsto en esta Cláusula, se aplicará la Ley de Contabilidad Gubernamental, la 
Ley Federal de Procedimiento Administrativo y el Código Civil Federal. 

DÉCIMA SEGUNDA.- Cierre del ejercicio. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA”, por conducto de la Secretaría de Finanzas y de la “COMISIÓN”, remitirá a la 
“CNBP” a más tardar el 15 de febrero de 2024, el acta de cierre con firmas autógrafas de las y los servidores 
públicos que integran el Comité Estatal, de aquellos recursos que hayan sido ejercidos al 31 de diciembre de 
2023, y 

La “ENTIDAD FEDERATIVA” adjuntará al acta de cierre correspondiente, la documentación siguiente: 

I. El reporte de la aplicación de los recursos ministrados para la implementación del Proyecto 
Ejecutivo, así como los recursos de la coparticipación de la “ENTIDAD FEDERATIVA” que incluya la 
documentación comprobatoria. 

II. La documentación comprobatoria que acredite la aplicación de los recursos, de conformidad con el 
informe anual de avance físico financiero que remita. La documentación deberá incluir la totalidad de 
los contratos, convenios, pedidos, facturas y actas o documentales que acrediten la recepción de 
conformidad de los bienes y servicios contratados. Para el caso de obra pública, dicha 
documentación deberá incluir las estimaciones de obra, así como el acta de recepción de 
conformidad de la misma por parte de la Secretaría de Obras del estado o instancia Estatal 
competente y de la “COMISIÓN”. 

III. Los estados de cuenta de la cuenta bancaria específica, con característica de productiva, en la que 
se hayan radicado y administrado los recursos del Subsidio, así como de la cuenta de la 
coparticipación. 

IV. En su caso, los comprobantes de reintegro a la TESOFE de los recursos no ejercidos al 31 de 
diciembre de 2023, así como de los rendimientos generados; 

V. Las constancias de la cancelación de las cuentas bancarias específicas aperturadas para la 
administración de los recursos del Subsidio y de la coparticipación; 

VI. El Reporte de Medios de Verificación, que contenga: memoria fotográfica y/o videográfica en la que 
se identifiquen los bienes y servicios adquiridos en el marco del Proyecto Ejecutivo y su 
funcionamiento; 

VII.  El informe, reporte o estudio del análisis de contexto aplicado a la desaparición de personas, 
implementado como concepto obligatorio de las dos modalidades del Proyecto Ejecutivo. Para el 
caso de la contratación de otros servicios tales como estudios, consultorías y asesorías, los 
documentos entregables que se establezcan en el convenio o contrato correspondiente y que 
deberán incluir un Informe final de los servicios proporcionados con medición de resultados, así 
como los demás que solicite la “CNBP”; 

VIII.  Documentales que acrediten la capacitación, y/o certificación de implementación obligatoria en las 
dos Modalidades del Proyecto Ejecutivo, que incluya: listas de asistencia, programa de capacitación, 
perfil de los capacitadores, materiales de capacitación, informe de capacitación, certificados, 
reconocimientos, constancias o similar, e informe de resultados debidamente validados por la 
persona Titular de la “COMISIÓN”; 

IX. En el caso de actividades de comunicación tales como campañas de prevención, difusión, 
publicidad en medios (impresos, radio, televisión o digitales) vallas, espectaculares, etc. o impresos 
(trípticos, volantes, etc.) serán necesarios incluir plan o estrategia de medios, evaluación de 
impacto, informe final, informe de resultados. 
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La documentación mencionada en las fracciones antes referidas, deberá ser remitida en términos del 
último párrafo del artículo 34 de los Lineamientos. 

La “CNBP” verificará la consistencia de la información contenida en las actas de cierre, con la información 
presupuestal en los reportes de la aplicación de los recursos, los saldos reflejados en las cuentas bancarias 
específicas, con característica de productivas, correspondientes, la documentación comprobatoria de la 
aplicación de los recursos, así como con los comprobantes de los reintegros, en términos del artículo 35 de 
los Lineamientos. 

La “CNBP” notificará a la Auditoría Superior de la Federación y a la Contraloría Estatal o instancia 
homóloga en la Entidad Federativa, el incumplimiento o las inconsistencias que se presenten en la 
información a que se refieren las fracciones anteriores, siguiendo el procedimiento previsto en el artículo 36, 
así como en la Sección Única del Capítulo Sexto de los Lineamientos. 

DÉCIMA TERCERA.- Reintegros. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA”, a través de la Secretaría de Finanzas realizará el reintegro de los recursos 
del Subsidio que no se encuentren devengados al 31 de diciembre de 2023, así como de los rendimientos 
financieros correspondientes, a la TESOFE en los plazos y términos señalados en el artículo 33 de los 
Lineamientos. 

DÉCIMA CUARTA.- Incumplimientos. 

En caso de que la “ENTIDAD FEDERATIVA” incumpla con alguna de las obligaciones establecidas en los 
Lineamientos y/o en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, se iniciará el procedimiento previsto 
en el artículo 38 de los Lineamientos. 

En el caso de que la “CNBP” determine el incumplimiento por parte de la “ENTIDAD FEDERATIVA”, de 
conformidad a lo previsto en la fracción III del artículo 38 de los Lineamientos, ordenará: 

I. El reintegro de los recursos que a la fecha de notificación del incumplimiento no hayan sido 
comprometidos, así como sus respectivos rendimientos financieros, en términos de la fracción II del 
artículo 33 y fracción III del artículo 38 de los Lineamientos; 

II. La entrega del acta de cierre de ejercicio por terminación anticipada de convenio, en términos de la 
Cláusula Décima Segunda del presente Convenio de Coordinación y Adhesión y los Lineamientos, y 

III. Dará vista a la Auditoría Superior de la Federación y a la Contraloría Estatal o instancia homóloga 
en la Entidad Federativa, sin realizar trámite posterior alguno, en términos de lo previsto en el último 
párrafo del artículo 36 de los “Lineamientos”. 

DÉCIMA QUINTA.- Transparencia. 

“LAS PARTES”, además de cumplir con las disposiciones que establece la Ley General de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así 
como las demás disposiciones aplicables en la materia, se obligaran en términos de lo siguiente: 

I. La “ENTIDAD FEDERATIVA” divulgará la información sobre el cumplimiento de lo dispuesto por los 
Lineamientos, así como del ejercicio de los recursos determinados en el PEF 2023, en el apartado 
de Transparencia de su Portal de Gobierno, atendiendo al principio de máxima publicidad; 

II. Con la finalidad de transparentar el ejercicio de los recursos federales materia del presente 
Convenio de Coordinación y Adhesión, la “CNBP”, conforme a las disposiciones en materia de 
transparencia y acceso a la información pública, hará públicas las acciones financiadas con los 
recursos ejercidos, incluyendo sus avances físicos y financieros con base en la información que la 
“ENTIDAD FEDERATIVA” entregue. 

DÉCIMA SEXTA.- Confidencialidad. 

A efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación y Adhesión,  “LAS 
PARTES” que llegaran a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la otra Parte, por 
este medio se obligan a: 

I. Tratar dichos datos personales únicamente para efectos del desarrollo del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión; 

II. Abstenerse de tratar los datos personales para finalidades distintas a las instruidas por la otra Parte; 
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III. Implementar las medidas de seguridad conforme a la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 
Obligados, la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como de la Ley 
en la materia de transparencia y protección de datos personales a nivel local, y las demás 
disposiciones aplicables en la materia; 

IV. Guardar confidencialidad respecto de los datos personales tratados; 

V. Suprimir los datos personales objeto de tratamiento una vez terminado el Convenio de Coordinación 
y Adhesión; y 

VI. Abstenerse de transferir los datos personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto “LAS PARTES” se obligan a respetar las disposiciones que sobre los 
mismos establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública, y las demás disposiciones aplicables a nivel federal y local, según sea el 
caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el entendido de que ante la ausencia de 
consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de 
tratamiento sobre los mismos. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- Fiscalización. 

En caso de revisión por parte de una autoridad fiscalizadora, la “ENTIDAD FEDERATIVA” brindará las 
facilidades necesarias a dicha instancia para realizar en cualquier momento, las auditorías que considere 
necesarias, deberá atender en tiempo y forma los requerimientos formulados, deberá dar seguimiento y 
solventar las observaciones planteadas por los órganos de control; así como dar total acceso a la información 
documental, contable y de cualquier otra índole, relacionada con los recursos del presente Convenio de 
Coordinación y Adhesión. 

DÉCIMA OCTAVA.- Verificación. 

Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
la “ENTIDAD FEDERATIVA” se compromete, cuando así lo solicite la “CNBP”, a revisar y adoptar las medidas 
necesarias para establecer el enlace y la comunicación requerida para el debido cumplimiento y seguimiento a 
los compromisos asumidos. 

DÉCIMA NOVENA.- Caso fortuito o fuerza mayor. 

“LAS PARTES” convienen que no será imputable a la “CNBP” ni a la “COMISIÓN”, cualquier 
responsabilidad derivada de caso fortuito o fuerza mayor, cuando éstos sean debidamente justificados y se 
encuentren acreditados por la parte correspondiente. El cumplimiento de las obligaciones establecidas en el 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, que se hayan suspendido por caso fortuito o fuerza mayor, 
podrán reanudarse en el momento que desaparezcan las causas que dieron origen a la suspensión. 

VIGÉSIMA.- Modificaciones. 

El presente Convenio de Coordinación y Adhesión podrá ser modificado o adicionado por acuerdo de “LAS 
PARTES”, sólo en lo que respecta a los casos en los que existan Recursos Concursables conforme a los 
Lineamientos. Las modificaciones o adiciones deberán constar en un convenio modificatorio escrito y formará 
parte del presente instrumento sin que ello implique la novación de aquellas obligaciones que no sean objeto 
de modificación o adición. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- Terminación Anticipada. 

“LAS PARTES” acuerdan que cualquiera de ellas podrá dar por terminada anticipadamente su 
participación en el presente Convenio de Coordinación y Adhesión, mediante notificación escrita que realice a 
la otra Parte. Tal notificación se deberá realizar con treinta (30) días naturales anteriores a la fecha en que se 
pretenda dejar de colaborar. 

En cualquier caso, la parte que pretenda dejar de colaborar realizará las acciones pertinentes para tratar 
de evitar perjuicios entre ellas, así como a terceros que se encuentren colaborando en el cumplimiento del 
presente Convenio de Coordinación y Adhesión, en los supuestos que aplique. 
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Asimismo, “LAS PARTES” llevarán a cabo las acciones previstas en el artículo 33, fracción II de los 
Lineamientos y, en su caso, la “CNBP” dará vista a la Auditoría Superior de la Federación y a la Contraloría 
Estatal o instancia homóloga en la Entidad Federativa. 

VIGÉSIMA SEGUNDA.- Relación laboral. 

Queda expresamente estipulado que el personal que cada una de “LAS PARTES” utilice para el 
cumplimiento del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, estará bajo su responsabilidad y, por lo 
tanto, en ningún momento se considerará a la otra Parte como patrón sustituto, intermediario o solidario, por lo 
que no podrá considerarse que existe relación alguna de carácter laboral con dicho personal y, 
consecuentemente, queda liberada de cualquier responsabilidad de seguridad social, obligándose la Parte 
que lo empleó a responder de las reclamaciones que pudieran presentarse en contra de la otra Parte. 

“LAS PARTES” se obligan a responder de toda acción, reclamación o procedimiento administrativo o 
judicial que tengan relación con las actividades convenidas en el presente Convenio de Coordinación y 
Adhesión, interpuesta por cualquiera de sus trabajadores contra la otra Parte, comprometiéndose a pagar las 
sanciones e indemnizaciones impuestas judicial o administrativamente, así como los honorarios de abogados, 
costas legales y demás cargos resultantes de cualquier demanda laboral presentada por ellos en contra de la 
otra Parte. 

VIGÉSIMA TERCERA.- Títulos. 

Los títulos que se emplean en el presente instrumento únicamente tienen una función referencial, por lo 
que para la interpretación, integración y cumplimiento de los derechos y obligaciones que se derivan del 
mismo, se estará exclusivamente al contenido expreso de cada cláusula. 

VIGÉSIMA CUARTA.- Difusión. 

La “ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a incluir la leyenda “Este programa es público, ajeno a cualquier 
partido político. Queda prohibido el uso para fines distintos a los establecidos en el programa.” en toda 
papelería, documentación oficial, publicidad y promoción relativa al ejercicio de los recursos del Subsidio. 

Asimismo, la “ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a identificar los bienes y productos de los servicios que 
se hayan adquirido o contratado con recursos del Subsidio con la imagen institucional de la “COMISIÓN”. 

VIGÉSIMA QUINTA.- Jurisdicción. 

El presente Convenio de Coordinación y Adhesión es producto de la buena fe de “LAS PARTES”, por lo 
que cualquier conflicto que se presente sobre interpretación, ejecución, operación o incumplimiento será 
resuelto de común acuerdo entre éstas en el ámbito de sus respectivas competencias. 

En el supuesto de que subsista discrepancia, “LAS PARTES” están de acuerdo en someterse a la 
jurisdicción de las leyes y tribunales federales con residencia en la Ciudad de México. 

VIGÉSIMA SEXTA.- Vigencia. 

El presente Convenio de Coordinación y Adhesión comenzará a surtir sus efectos a partir de la fecha de 
suscripción y hasta el 31 de diciembre de 2023, con excepción de las obligaciones que a esa fecha se 
encuentren pendientes de cumplimiento, para lo cual continuará su vigencia hasta en tanto se encuentren 
concluidos dichos asuntos. 

VIGÉSIMA SÉPTIMA.- Publicación. 

“LAS PARTES” acuerdan en publicar el presente Convenio de Coordinación y Adhesión en el DOF y en el 
Periódico Oficial del Estado de Tamaulipas, según corresponda, de conformidad con la normativa aplicable. 

Estando enteradas del contenido y alcance jurídico del presente Convenio de Coordinación y Adhesión, 
por no existir dolo, lesión, error, mala fe o cualquier otro vicio del consentimiento que pudiera afectar su 
validez, lo firman en cuatro (4) tantos, en la Ciudad de México, el día treinta y uno de marzo de dos mil 
veintitrés.- Por la CNBP: la Titular de la Comisión Nacional de Búsqueda de Personas, Karla Irasema 
Quintana Osuna.- Rúbrica.- Por la Entidad Federativa: el Gobernador Constitucional del Estado, Américo 
Villarreal Anaya.- Rúbrica.- El Secretario General de Gobierno, Héctor Joel Villegas González.- Rúbrica.- 
La Secretaria de Finanzas, Adriana Lozano Rodríguez.- Rúbrica.- El Titular de la Comisión Estatal de 
Búsqueda de Personas, Jorge Ernesto Macías Espinosa.- Rúbrica. 
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LINEAMIENTOS de operación del Centro de Evaluación y Control de Confianza del Instituto Nacional de 
Migración. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de 
Gobernación.- Instituto Nacional de Migración. 

FRANCISCO GARDUÑO YÁÑEZ, Comisionado del Instituto Nacional de Migración, con fundamento en lo 
dispuesto en los artículos 21, párrafo décimo, incisos a) y b) de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 17 y 27, fracción V de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 96 de la Ley General 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública; 19, 20, fracción XII, 23, 24 y 25 de la Ley de Migración; 13 y 19 
del Reglamento de la Ley de Migración; y 2, apartado C, fracción II, 115, fracciones V y XXIII y 125, fracción III 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación, y 

CONSIDERANDO 

Que con fecha 18 de mayo de 2005, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo por el que 
se reconoce al Instituto Nacional de Migración como Instancia de Seguridad Nacional; 

Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, establece en el Eje I. Política y Gobierno, la estrategia 
“Cambio de paradigma en seguridad”, la cual precisa que entre los objetivos de la Estrategia Nacional de 
Seguridad Pública, aprobada por el Senado de la República, se prevé la articulación de la seguridad nacional, 
la seguridad pública y la paz, lo anterior toda vez que, el Gobierno de México entiende la Seguridad Nacional 
como una condición indispensable para garantizar la integridad y la soberanía nacionales, libres de amenazas 
al Estado, a fin de construir una paz duradera y fructífera; 

Que el Instituto Nacional de Migración es un órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de 
Gobernación, que tiene por objeto la ejecución, control y supervisión de los actos realizados por las 
autoridades migratorias en territorio nacional, así como la instrumentación de políticas en la materia, con base 
en los lineamientos que emita la misma Secretaría; 

Que la Ley de Migración en su artículo 22 señala que la actuación de los servidores públicos del Instituto 
Nacional de Migración se sujetará, invariablemente a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, 
profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en la Constitución y en esa  misma 
Ley; 

Que en términos del artículo 96 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, las 
personas servidoras públicas del Instituto Nacional de Migración están obligadas a someterse al proceso de 
certificación, que consiste en la comprobación del cumplimiento de los perfiles de personalidad, éticos, 
socioeconómicos y médicos, necesarios para el ejercicio de sus funciones; 

Que el Reglamento de la Ley de Migración prevé en su artículo 13, que el Instituto Nacional de Migración 
emitirá los lineamientos de operación del Centro de Evaluación, detallando las características, términos, 
modalidades y periodicidad con que se practiquen las evaluaciones; 

Que con fecha 8 de noviembre de 2012, se publicaron en el Diario Oficial de la Federación los 
“Lineamientos de operación del Centro de Evaluación y Control de Confianza del Instituto Nacional de 
Migración”, mismos que resultan necesarios adecuar conforme a las actualizaciones normativas, así como a 
las circunstancias actuales en relación a la funcionabilidad de la operación de éste, con la finalidad de brindar 
mayor claridad, eficiencia y eficacia en el desarrollo de diversas fases del Proceso de Evaluación, de 
conformidad al Modelo Nacional de Evaluación de Control de Confianza emitido por el Secretariado Ejecutivo 
del Sistema de Seguridad Pública, y 

Que en atención a las atribuciones que me son conferidas por el Reglamento Interior de la Secretaría de 
Gobernación, tengo a bien emitir los siguientes 

LINEAMIENTOS DE OPERACIÓN DEL CENTRO DE EVALUACIÓN Y  CONTROL DE CONFIANZA DEL 
INSTITUTO NACIONAL DE MIGRACIÓN 

TÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES PRELIMINARES 

CAPÍTULO ÚNICO 

DISPOSICIONES PRELIMINARES 

Artículo 1.- Los presentes Lineamientos tienen por objeto establecer los criterios de operación del Centro 
de Evaluación y Control de Confianza, así como las características, términos, modalidades y periodicidad con 
que se practiquen las evaluaciones del proceso de certificación en el Instituto Nacional de Migración. 
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Artículo 2.- Para efectos de los presentes Lineamientos, se entenderá por: 

I. Centro de Evaluación: A la Dirección General del Centro de Evaluación y Control de Confianza del 
Instituto Nacional de Migración; 

II. Centro Nacional: Al Centro Nacional de Certificación y Acreditación dependiente del Secretariado 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad; 

III. Certificado de control de confianza: Es la acreditación otorgada a una persona al concluir el proceso 
de certificación, por contar con el perfil, las habilidades y aptitudes necesarias para el desempeño de su 
cargo, su ingreso o permanencia en el Instituto Nacional de Migración; 

IV. Comisionado: A la persona Titular del Instituto Nacional de Migración; 

V. Instituto: Al Instituto Nacional de Migración; 

VI. Ley: A la Ley de Migración; 

VII. Plaza: A la posición presupuestaria que respalda un puesto en la estructura ocupacional o plantilla, 
que sólo puede ser ocupada por una persona servidora pública; 

VIII. Proceso de certificación: Al proceso mediante el cual las personas integrantes de la Institución se 
someten a las evaluaciones periódicas para comprobar el cumplimiento de los perfiles de personalidad, éticos, 
socioeconómicos y médicos en los procedimientos de ingreso, promoción y permanencia; 

IX. Promoción: Al movimiento de personal que consiste en el cambio de un puesto a otro, sin que ello 
implique necesariamente un cambio de nivel salarial; 

X. Puesto: A la unidad impersonal con denominación específica y funciones definidas, que de 
conformidad al perfil requerido para su desempeño delimita jerarquías; 

XI. Personas a evaluar: A las señaladas en el artículo 7 de los presentes Lineamientos; 

XII. Reglamento: Al Reglamento de la Ley de Migración; 

XIII. Resultado único: Al Efecto de la deliberación, la cual se emite como consecuencia de la ejecución 
del proceso de certificación, y 

XIV. Unidad Administrativa: A la Sub Comisión Jurídica, las Direcciones Generales que integran al 
Instituto, además de las Oficinas de Representación y Sub Representantes Federales, así como 
Representantes Locales y Sub Representantes Locales en las entidades federativas y en la  Ciudad de 
México. 

TÍTULO SEGUNDO 

DEL PROCESO DE CERTIFICACIÓN 

CAPÍTULO PRIMERO 

DISPOSICIONES GENERALES DEL PROCESO DE CERTIFICACIÓN 

Artículo 3.- De conformidad a lo dispuesto en el Reglamento, el proceso de certificación comprende las 
siguientes evaluaciones: 

I. Médica; 

II. Toxicológica; 

III. Psicológica; 

IV. Poligráfica; 

V. Antecedentes y entorno socioeconómico. 

Es responsabilidad de la persona que se desempeñe como superior inmediata hasta la persona Titular de 
la Unidad Administrativa correspondiente, proporcionar referencias laborales respecto al desempeño de la 
persona a evaluar, y 

VI. Las demás que se consideren necesarias de acuerdo a la normatividad vigente. 

Artículo 4.- Para los efectos pertinentes, se considerará que el proceso de certificación inicia a partir de 
que surte efectos la notificación realizada a la persona a evaluar, para que acuda al Centro de Evaluación o al 
lugar designado para la aplicación de las evaluaciones y se tendrá por finalizado una vez obtenido el resultado 
único. 
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Artículo 5.- La información que se obtenga derivada del proceso de certificación, las evaluaciones de 
éste, el resultado único y los expedientes que se formen con motivo del proceso en mención, serán protegidos 
en términos de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, y demás normativa aplicable al respecto. 

La divulgación no autorizada de dicha información estará sujeta a las sanciones y responsabilidades 
civiles, administrativas y/o penales que al respecto prevén las leyes de la materia. 

Artículo 6.- Previo a la realización de cualquier evaluación se recabará la autorización de la persona a 
evaluar en los formatos o documentos que para tal efecto se expidan y en los cuales, deberá asentar su firma 
autógrafa, así como su consentimiento expreso para la aplicación de la evaluación de control de confianza. 

En caso de que no desee otorgar dicho consentimiento, se levantará un acta circunstanciada en la que se 
hará constar de manera sucinta los hechos, misma que será firmada por la persona evaluadora en presencia 
de dos testigos de asistencia. 

Asimismo, se hará de su conocimiento que en caso de no solicitar una reprogramación o mantener su 
negativa para presentar su proceso, se emitirá el resultado único de No Aprobado, en el proceso de 
certificación. 

CAPÍTULO SEGUNDO 

DE LAS PERSONAS A EVALUAR 

Artículo 7.- Sin excepción alguna quedan sujetas a las evaluaciones del proceso de certificación: 

I. Las personas que aspiran a ocupar una plaza en el Instituto o a celebrar un contrato de prestación de 
servicios profesionales por honorarios; 

II. Las personas servidoras públicas del Instituto en activo, y 

III. Las personas prestadoras de servicios profesionales por honorarios con contrato vigente a la fecha de 
evaluación. 

La aprobación del proceso de certificación por parte de las personas aspirantes a ingresar al Instituto no 
implica vínculo laboral alguno, ni adquiere obligación el propio Instituto, para la contratación de participantes 
en dicho proceso. 

Artículo 8.- Las personas que aspiran a ingresar al Instituto, que cuenten con un certificado de control de 
confianza emitido y/o actualizado por una Institución debidamente acreditada por el Centro Nacional, deberán 
hacerlo del conocimiento del Centro de Evaluación, a través de la Dirección General de Administración del 
Instituto, al momento de entregar su documentación para el trámite de alta, a fin de que el Centro de 
Evaluación determine las evaluaciones a que habrán de sujetarse. 

Artículo 9.- Cuando el resultado único del proceso de certificación sea aprobatorio y el aspirante no 
ingrese a la Institución, la vigencia del resultado será de un año, con excepción de aquellos puestos 
relacionados con el manejo de recursos materiales, humanos o financieros, por orden jerárquico o función, en 
cuyo caso la vigencia será de seis meses. 

Las personas que hayan acreditado el proceso y no sean contratadas para ocupar la plaza para la cual 
fueron propuestas, durante el periodo en que se encuentre vigente su resultado único, podrán ingresar a otra 
plaza de las mismas características de aquella para la que fue evaluada, sin necesidad de repetir las 
evaluaciones. 

Artículo 10.- Para efectos de promoción, el Centro de Evaluación analizará el expediente de la persona 
servidora pública propuesta, a fin de determinar las evaluaciones a que habrá de sujetarse. 

Artículo 11.- El Centro de Evaluación notificará mediante oficio, cuando menos con quince días naturales 
de anticipación, a las personas a evaluar a través de la persona Titular de la Unidad Administrativa de 
adscripción, la fecha, hora, lugar, documentación y condiciones en que habrán de presentarse a sus 
evaluaciones. 

El personal a evaluar, a partir de su notificación, deberá remitir directamente al Centro de Evaluación por 
correo electrónico en archivo digital la documentación requerida para sus evaluaciones, en un término que no 
exceda de 5 días hábiles. 

En el caso de que las personas a evaluar no acudan en la fecha, hora y lugar notificado o no presente la 
documentación solicitada en el término señalado, sin mediar causa justificada, el Centro de Evaluación emitirá 
el resultado único de No Aprobado, en el proceso de certificación. 
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Se considerarán causas justificadas para acreditar la inasistencia al proceso de certificación, así como 
para poder solicitar la reprogramación de la evaluación correspondiente, la licencia médica oficial, caso fortuito 
y de fuerza mayor, comisión oficial o necesidades del servicio. 

En caso de que alguna persona requiera ser reprogramada o no asista a la evaluación, la persona Titular 
de la Unidad Administrativa a la que ésta se encuentre adscrita, deberá solicitarlo o avisar por escrito al 
Centro de Evaluación, justificando debidamente las circunstancias o motivos de origen, por lo menos con dos 
días hábiles previos a la fecha asignada, y para los casos fortuitos y de fuerza mayor, el plazo será de cinco 
días hábiles posteriores a la fecha programada. 

Para el caso de no haber sido informada la causa justificada correspondiente, a través de la persona 
Titular de la Unidad Administrativa correspondiente, se procederá a la emisión de un resultado único de No 
Aprobado, como consecuencia al incumplimiento de lo establecido por el artículo 23 de la Ley. 

Si la persona a evaluar de manera voluntaria decide no continuar con el proceso, sin causa justificada, se 
emitirá el resultado único de No Aprobado. 

CAPÍTULO TERCERO 

DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS A EVALUAR EN EL PROCESO DE CERTIFICACIÓN 

Artículo 12.- Las personas servidoras públicas adscritas al Centro de Evaluación deberán en todo 
momento, respetar la dignidad, el derecho a la confidencialidad de los datos personales y manejo de los 
mismos, correspondientes a las personas evaluadas. 

Artículo 13.- Aprobado el proceso de certificación, las personas evaluadas se harán acreedoras a la 
certificación, en términos de lo establecido por la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública. 

Artículo 14.- El personal del Centro de Evaluación deberá explicar de manera clara y precisa al personal a 
evaluar, las instrucciones necesarias para la aplicación de cada una de las fases del proceso de certificación. 

CAPÍTULO CUARTO 

DE LOS LUGARES EN QUE SE APLICARÁN LAS EVALUACIONES DEL PROCESO DE CERTIFICACIÓN 

Artículo 15.- Las evaluaciones se llevarán a cabo en las instalaciones del Centro de Evaluación, sin 
embargo, éste podrá auxiliarse de otros Centros de Evaluación de dependencias o instituciones de carácter 
federal, sujetándose a los criterios, normas, procedimientos técnicos y protocolos establecidos para tales 
efectos. 

Para este fin se considerará en todo momento: el interés del Instituto; las circunstancias específicas del 
caso; el número de personas a evaluar; así como la disponibilidad de recursos humanos, materiales y 
financieros. 

Artículo 16.- El Centro de Evaluación podrá realizar la subrogación de algunos de los servicios vinculados 
a las evaluaciones del proceso de certificación, atendiendo lo dispuesto por el Centro Nacional. 

CAPÍTULO QUINTO 

DEL PROCESO DE CERTIFICACIÓN EN LOS PROCEDIMIENTOS DE PERMANENCIA 

Artículo 17.- El Centro de Evaluación, durante el cuarto trimestre del ejercicio fiscal anterior al 
programado, presentará al Comisionado, la propuesta de plan de trabajo para aplicar el proceso de 
certificación a las personas servidoras públicas en activo que les corresponda. 

Para determinar la periodicidad, cantidad, métodos y herramientas de evaluación para efectos de 
permanencia, el Centro de Evaluación además de observar lo dispuesto por el Centro Nacional, deberá 
considerar las características del puesto, manejo de información y responsabilidad de las funciones del mismo 
dentro del esquema del Instituto. 

Al término del ejercicio fiscal programado, la persona titular del Centro de Evaluación informará al 
Comisionado dentro del primer trimestre del año que corre, de las modificaciones que dicho plan de trabajo 
contenga conforme a los movimientos de personal realizados en dicho ejercicio fiscal. 

CAPÍTULO SEXTO 

DEL RESULTADO ÚNICO DE LAS EVALUACIONES EN LOS PROCESOS DE CERTIFICACIÓN 

Artículo 18.- El Centro de Evaluación, una vez iniciadas las evaluaciones del proceso de certificación, 
emitirá el resultado único en un plazo no mayor a sesenta días naturales. 
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Artículo 19.- Conforme a lo previsto en el Reglamento el resultado único derivado de la aplicación del 
proceso de certificación puede ser: 

I. Aprobado (A): Cuando de la aplicación de las evaluaciones se compruebe que la persona evaluada 
cumple con los perfiles de personalidad, éticos, socioeconómicos y médicos previstos en la Ley, satisface los 
requisitos de ingreso o permanencia establecidos en el Reglamento, y que no se determinen factores de 
riesgo para el desarrollo de sus funciones o para el cumplimiento de las atribuciones del Instituto; 

II. Aprobado con Restricciones (AR): Cuando de la aplicación de las evaluaciones se identifique algún 
factor de riesgo que sea controlable y que no influya sustantivamente en el desarrollo de las funciones de la 
persona evaluada. En este caso será necesario dar seguimiento a su desempeño y, de ser procedente, 
brindar la capacitación y asesoría necesaria, y 

III. No Aprobado (NA): Cuando de las evaluaciones realizadas se compruebe que la persona evaluada no 
cumple con los perfiles de personalidad, éticos, socioeconómicos y médicos previstos en la Ley o que no 
satisface los requisitos de ingreso o permanencia establecidos en el Reglamento, o que se determinen 
factores de riesgo que impidan el desarrollo de sus funciones. 

Artículo 20.- La persona Titular del Centro de Evaluación comunicará a la persona Titular de la Unidad 
Administrativa a la que se encuentre adscrita la persona evaluada y a la Dirección General de Administración 
del Instituto, el resultado único del proceso de certificación. La persona Titular de la Unidad Administrativa a la 
que se encuentre adscrita la persona servidora pública que fue evaluada deberá de informarle a ésta dicho 
resultado. 

Artículo 21.- El resultado único, quedará bajo el resguardo y la responsabilidad de la persona Titular de la 
Unidad Administrativa correspondiente. 

CAPÍTULO SÉPTIMO 

DE LA CERTIFICACIÓN 

Artículo 22.- El certificado de control de confianza tendrá por objeto acreditar que la persona servidora 
pública es apta para ingresar o permanecer en la Institución y que cuenta con el perfil, las habilidades y 
aptitudes necesarias para el desempeño de su cargo. 

Artículo 23.- El Centro de Evaluación emitirá la certificación a las personas que hayan aprobado el 
proceso, la cual tendrá una vigencia de hasta 3 años, de conformidad con lo previsto en el artículo 17 del 
Reglamento. 

Artículo 24.- La emisión del certificado de control de confianza tendrá lugar en un plazo no mayor a 
sesenta días naturales contados a partir del inicio del proceso de certificación. 

Artículo 25.- El Centro de Evaluación deberá llevar un registro electrónico de los certificados de control de 
confianza. 

Artículo 26.- El Centro de Evaluación procederá a cancelar el certificado de control de confianza en los 
siguientes supuestos: 

I. Cuando la persona servidora pública se encuentre en alguno de los supuestos de sanciones previstas en 
la Ley General de Responsabilidades Administrativas, o hayan terminado los efectos legales de su 
nombramiento o designación, de conformidad con el artículo 46 de la Ley Federal de los Trabajadores al 
Servicio del Estado, Reglamentaria del Apartado B) del Artículo 123 Constitucional, o demás normativa 
aplicable al respecto. 

II. Cuando de acuerdo a la información adicional recibida por el Centro de Evaluación con posterioridad a 
la emisión del certificado de control de confianza, se cambia el sentido del resultado único, y 

III. Por las demás causales que establezcan las disposiciones aplicables. 

Artículo 27.- A efecto de realizar en su caso, la cancelación de la certificación del proceso de evaluación, 
la Dirección General de Administración del Instituto, deberá informar al Centro de Evaluación, el nombre de 
toda persona servidora pública que se encuentre en alguno de los supuestos establecidos en la fracción I del 
artículo 26 de los presentes Lineamientos. 

Cuando con posterioridad a la emisión de un certificado de control de confianza se alleguen datos o 
información que modifique la condición del evaluado, se procederá a realizar la anotación en el registro 
individual y se pedirá, en su caso, a la instancia que corresponda instaure el procedimiento administrativo 
tendiente a lograr las aclaraciones pertinentes. 

Si el resultado del procedimiento señalado en el párrafo anterior conlleva a alguna causal de cancelación 
del certificado de control de confianza, se tramitará lo relativo. 
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Artículo 28.- En caso de que una persona servidora pública sea suspendida del servicio, en virtud de la 
instauración de un procedimiento administrativo cuyo seguimiento así lo requiera, la Dirección General de 
Administración del Instituto deberá informar de inmediato al Centro de Evaluación, el motivo y período de la 
suspensión, para que se hagan las anotaciones correspondientes en el expediente de control de confianza de 
la persona servidora pública. 

CAPÍTULO OCTAVO 

INCIDENCIAS DURANTE EL PROCESO DE CERTIFICACIÓN 

Artículo 29.- Cuando en el desarrollo del proceso de certificación se detecten o manifiesten alteraciones 
en la salud de la persona a evaluar que impidan la aplicación o desarrollo óptimo de las evaluaciones, se dará 
cuenta a la persona Titular de la Dirección de Medicina y Toxicología del Centro de Evaluación, quien 
considerará la conveniencia de suspender o continuar con las evaluaciones. 

En caso de ser procedente la suspensión de las evaluaciones, podrán reprogramarse por única ocasión, 
para lo cual la persona Titular de la Unidad Administrativa correspondiente deberá solicitar dicha 
reprogramación de acuerdo a la condición médica de la persona a evaluar, salvo que se cuente con 
documento médico oficial que indique lo contrario. 

En caso de nueva suspensión durante la evaluación reprogramada, por motivos de salud de la persona a 
evaluar, previo análisis de la situación en particular, el Centro de Evaluación emitirá el resultado único de No 
Aprobado, conforme a la no conclusión de las evaluaciones y/o cancelación del proceso. 

El proceso de certificación podrá suspenderse o terminarse anticipadamente ante la negativa de la 
persona a evaluar a ceñirse a los controles y mecánica de aplicación de las evaluaciones, lo anterior se hará 
constar en acta circunstanciada suscrita ante la presencia de dos personas servidoras públicas adscritas al 
Centro de Evaluación. 

Artículo 30.- La persona a evaluar que se presente a cualquiera de las evaluaciones del proceso de 
certificación, en evidente estado de ebriedad o bajo la influencia de sustancias tóxicas, no podrá ser sujeta al 
proceso, por lo que se considerará que incumplió con los requisitos de ingreso o permanencia. 

Para hacer constar dicho supuesto, quedará asentado para tal efecto en acta circunstanciada, misma que 
será suscrita ante la presencia de dos personas servidoras públicas adscritas al Centro de Evaluación. 

Artículo 31.- Deberá levantarse acta administrativa cuando se presente cualquiera de los siguientes 
supuestos: 

I. Cuando la persona a evaluar se ausente sin causa justificada durante el desarrollo de alguna evaluación, 
y 

II. Cuando se detecte que exista un riesgo o amenaza inminente para la persona evaluadora. 

Artículo 32.- Si derivado del proceso de certificación se recibe por escrito de la autoridad que realiza el 
proceso de validación, documental en la que infiere que algún documento resulta presuntamente apócrifo, 
carente de validez o con irregularidades en su consistencia, se hará del conocimiento de la persona Titular de 
la Sub Comisión Jurídica del Instituto para los efectos conducentes, adjuntando el escrito de la autoridad 
correspondiente que realizó el proceso de validación documental, así como cualquier otro que se estime 
necesario. 

TRANSITORIOS 

PRIMERO.- Los presentes Lineamientos entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

SEGUNDO.- Se abrogan los Lineamientos de operación del Centro de Evaluación y Control de Confianza 
del Instituto Nacional de Migración, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 8 de noviembre de 
2012. 

TERCERO.- Las erogaciones que se deriven del cumplimiento de lo previsto en los presentes 
Lineamientos serán cubiertas con el presupuesto otorgado al Instituto Nacional de Migración. 

Dado en la Ciudad de México, a 02 de mayo de 2023.- El Comisionado del Instituto Nacional de Migración, 
Francisco Garduño Yáñez.- Rúbrica. 

(R.- 537471) 
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LINEAMIENTOS Internos del Consejo Ciudadano del Instituto Nacional de Migración. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación.- Instituto Nacional de Migración. 

El Consejo Ciudadano del Instituto Nacional de Migración (CCINM), en su Cuarta Sesión Ordinaria de 
2022, celebrada el día 09 de diciembre de 2022, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 128 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación publicado en el Diario Oficial de la Federación el 31 de 
mayo de 2019, así como en términos del Artículo Tercero de los Presentes Lineamientos, acordó y aprobó 
modificaciones a sus Lineamientos Internos para quedar en los siguientes términos: 

LINEAMIENTOS INTERNOS DEL CONSEJO CIUDADANO DEL INSTITUTO NACIONAL DE MIGRACIÓN 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO PRIMERO. Los presentes Lineamientos regirán la estructura, organización y funcionamiento 
del Consejo Ciudadano del Instituto Nacional de Migración (INM), instalado el 22 de noviembre de 2012. En 
cumplimiento de lo establecido en el "Acuerdo por el que se define la estructura, organización y 
funcionamiento del Consejo Ciudadano del Instituto Nacional de Migración", publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 26 de octubre de 2012. 

ARTÍCULO SEGUNDO. El Consejo se constituye como un órgano de participación ciudadana y apoyo, 
que, a través del diálogo y retroalimentación relativa a la política migratoria de México, contribuye a orientar 
las acciones del Instituto Nacional de Migración. El Consejo tiene por objeto emitir opiniones, brindar asesoría 
y proponer acciones específicas en materia de la gestión de la política migratoria. 

ARTÍCULO TERCERO. Los presentes Lineamientos podrán ser revisados y en su caso, modificados en 
cualquier momento, previa aprobación por mayoría calificada de las dos terceras partes de los trece 
integrantes del Consejo. 

ARTÍCULO CUARTO. El cargo de Consejero tiene naturaleza honoraria por lo que ninguno de los 
integrantes del Consejo recibirá remuneración alguna por su participación en las sesiones ni por los trabajos 
del Consejo. 

CAPÍTULO ll 

INTEGRACIÓN DEL CONSEJO CIUDADANO 

ARTÍCULO QUINTO. Integración del Consejo. 

EI Consejo se integra por actores que cuentan con reconocida experiencia y conocimiento en el ámbito 
migratorio, sujetándose además a los siguientes perfiles: 

I. Dos representantes de organizaciones de la sociedad civil, vinculadas al tema migratorio; 

II.-Un representante de organizaciones de la sociedad civil especializadas en los temas de derechos de la 
niñez y derechos de las mujeres, vinculadas al tema migratorio; 

III.- Un representante de organizaciones de la sociedad civil para la atención a víctimas, vinculadas al 
tema migratorio; 

IV.-Dos representantes de lugares auspiciados por organizaciones de la sociedad civil donde se albergan 
personas migrantes; 

V.-Tres académicos; 

VI.- Dos representantes de organismos empresariales o profesionales, vinculadas al tema migratorio, 

VII.- Dos ciudadanos mexicanos distinguidos; 

VIII.- De no contarse con la representación deseada en los términos antes expuestos, y a fin de que el 
Consejo cuente con el número necesario de integrantes para su adecuado funcionamiento, de manera 
excepcional, podrán elegirse como Consejeros a personas que no necesariamente respondan al perfil faltante, 
pero sí a otro de los enlistados; 

IX.- Cuando existan vacantes para ocupar puestos de Consejeros, no podrán participar organizaciones y/o 
personas que hayan tenido una representación en el periodo que culmina, por lo que deberán dejar pasar la 
emisión de una convocatoria para ser elegibles, y 

X.- En el supuesto de la fracción V, dos personas no podrán representar a la misma institución académica 
contemporáneamente. 
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ARTÍCULO SEXTO. Requisitos para ser Consejero. 

Los consejeros deberán reunir los requisitos siguientes: 

I. No desempeñar cargo, comisión o empleo alguno en el servicio público a nivel federal, estatal o 
municipal; 

II. No desempeñar cargo o empleo alguno en un partido político, 

III. Cumplir con el perfil específico establecido durante el procedimiento de selección correspondiente. 

IV. Disponer de tiempo suficiente para dar cumplimiento a las actividades y compromisos que supone ser 
integrante del Consejo. 

V. Cumplir con el perfil específico establecido durante el procedimiento de selección correspondiente. 

VI. En el caso de que alguna persona Consejera de los perfiles señalados en las fracciones I, II, III, IV y V 
del artículo quinto de los presentes lineamientos deje de colaborar en la institución que avaló la experiencia y 
el conocimiento con el que cuenta en la materia, y existen las condiciones para cumplir con los requisitos de 
participación en el CCINM, será indispensable que en un plazo no mayor a 30 días naturales, se integre a otra 
organización o institución de naturaleza similar, quien mediante escrito, presente a la Presidencia del Consejo 
una constancia que respalde su participación, y con ello garantice la continuidad de los trabajos que dicha 
persona lleve a cabo en el marco de los compromisos asumidos como integrante del Consejo Ciudadano. En 
el caso de que la organización no sea de naturaleza similar, si la persona Consejera desea continuar 
participando, tendrá que dar aviso y presentar su propuesta de continuación en el Consejo con un nuevo 
perfil, en cuyo caso el Consejo evaluará la solicitud. 

En el caso de que el CCINM apruebe el cambio, se respetará la antigüedad que ya tenía antes del cambio 
de organización o institución de aval. 

ARTÍCULO SÉPTIMO. Estructura del Consejo. 

La estructura orgánica del Consejo Ciudadano estará conformada de la siguiente manera: 

l.- Presidencia: Elegida anualmente por el voto de al menos 7 de sus miembros y que podrá re-elegirse por 
un periodo igual. En la última sesión del Presidente en turno, el Secretario Técnico presentará ante el Consejo 
una terna de candidatos para ocupar el cargo de Presidente. En dicha terna sólo podrán figurar aquellas 
personas que ocupen en el momento de su presentación el cargo de Consejeros. 

I.I.- Cuando exista una renovación de la Presidencia, ésta será por un plazo máximo de dos años, por lo 
que las y los Consejeros deberán expresar su conformidad y así hacerlo saber formalmente mediante el 
mecanismo que elijan para ello durante los primeros treinta días del periodo que se renueva. 

I.II.- En situación extraordinaria de una renuncia anticipada por parte del Presidente del Consejo, este se 
comprometerá a dar seguimiento al proceso de elección del nuevo Presidente y apoyará la transición 
mediante un informe del estatus del Consejo. 

I.III.- En caso de que el Presidente saliente no pueda acompañar el proceso de relevo, el Consejo 
seleccionará a tres consejeros quienes junto con el Enlace Técnico acompañaran dicho proceso y darán 
seguimiento operativo a los compromisos del CCINM hasta que se seleccione al nuevo Presidente. 

II.- Secretaría Técnica: A cargo del Comisionado del Instituto Nacional de Migración, quien en caso de 
ausencia podrá ser suplido por el Sub Comisionado Jurídico por una sola vez al año. 

III.- Consejeros: Consejeras y/o Consejeros: Personas académicas, empresarias, integrantes de 
organizaciones de la sociedad civil y/o actores sociales interesadas y reconocidas dentro del ámbito de las 
migraciones y/o de los derechos humanos que hayan sido elegidas conforme a lo dispuesto en los  presentes 
Lineamientos. 

III.I.- Los Consejeros permanecerán en su cargo dos años, contados a partir de la fecha en que fueron 
elegidos, con posibilidad de re-elegirse por un periodo igual previa evaluación de participación por parte de la 
Presidencia y dos consejeros vigentes. 

III.II. - Las consejeras y consejeros que estén por cumplir su periodo de dos y/o cuatro años, en el 
supuesto de que no se hayan elegido a nuevos consejeros que ocuparán el cargo, mantendrán su posición 
como consejeros hasta la siguiente sesión ordinaria. Dicha extensión en su encargo no podrá exceder  de seis 
meses. 
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V.- Enlace técnico: Será la figura de articulación operativa entre Consejeros y Consejeras, y quien dará 
seguimiento a las propuestas, acuerdos y compromisos del Consejo. Estará conformada por una persona que 
brinde apoyo directo a la o el Presidente, y cuyo perfil corresponda a un nivel mínimo de estudios de 
licenciatura, con experiencia de trabajo en temas de derechos humanos y migración, y cuente con las 
aptitudes necesarias para desarrollar las tareas de apoyo que requiere el Consejo. 

Esta persona será designada por el Presidente del Consejo para las tareas administrativas del mismo, y 
no forma parte de las y los Consejeros. 

ARTÍCULO OCTAVO. Convocatoria pública. 

Como parte de un efectivo mecanismo de inclusión de aspirantes, el Presidente del Consejo, a través del 
Secretario Técnico, realizará una convocatoria pública a las organizaciones, académicos y profesionales 
vinculados al tema migratorio, así como a la sociedad en general con el objetivo de hacer del conocimiento 
común, el inicio de cualquier proceso de invitación para participar en el procedimiento de selección  de 
Consejeros. 

ARTÍCULO NOVENO. Elementos de la convocatoria. 

Con la finalidad de que el procedimiento de selección de Consejeros y su resultado sean transparentes, 
incluyentes y equitativos, la convocatoria para la renovación del cargo de Consejeros deberá incluir  lo 
siguiente: 

l. Las etapas del procedimiento de selección: 

a) Etapa de presentación de candidaturas; 

b) Etapa para análisis de la documentación y requisitos presentados por los interesados; 

c) Etapa deliberativa por parte del Consejo en Sesión Extraordinaria, y 

d) Etapa de nombramiento de nuevos Consejeros; 

ll. Plazos para entrega de documentación, cumplimiento de requisitos y celebración de las etapas del 
procedimiento de selección de Consejeros; 

III. Criterios de selección de Consejeros aplicables; 

IV. Requisitos que deberán cubrir los interesados en ser seleccionados como Consejeros; 

V. Descripción del perfil del cargo de Consejero por ocupar, y 

VI. Métodos de selección de Consejeros aplicables. 

La información referida deberá expresarse de manera clara y precisa para garantizar que todas las 
personas interesadas puedan participar bajo el principio de igualdad y no discriminación. 

ARTÍCULO DÉCIMO. Procedimiento de selección de Consejeros. 

El procedimiento de selección de Consejeros constará de cuatro (4) etapas: 

I. Primera etapa: Constituirá la presentación de candidaturas, iniciando con la publicación de la 
convocatoria en el portal electrónico del Instituto y de considerarse pertinente en el Diario Oficial de la 
Federación o en un diario de circulación nacional. Dicha publicación deberá ser realizada con al menos treinta 
días naturales de anticipación a que inicie el procedimiento de selección al interior del Consejo. 

II. Segunda etapa: Consistente en el periodo de análisis de la documentación entregada por parte de los 
interesados en formar parte del Consejo y los demás criterios de elegibilidad publicados en la Convocatoria. 

III. Tercera etapa: Consistente en el periodo relativo a la evaluación y selección de los candidatos, por 
parte del Consejo. 

IV. Se elaborará en una Sesión Extraordinaria del Consejo Ciudadano del INM a través un consejo técnico 
para realizar la evaluación de los candidatos, el cual deberá estar conformado por el 50% de los consejeros 
más uno (1), así como la Presidencia del Consejo Ciudadano y el Secretario Técnico, los cuales deberán 
generar un dictamen de los nuevos integrantes del Consejo Ciudadano el cual deberá ser de carácter público 
esto con el ánimo de transparentar el proceso de selección de los nuevos integrantes de Consejo Ciudadano 
del Instituto Nacional de Migración.  

Dicha etapa deberá realizarse bajo un procedimiento que garantice la oportunidad para los Consejeros de 
llevar a cabo un método de selección que integre un periodo de evaluación sobre el perfil de los interesados, 
un debate informado sobre la idoneidad de los candidatos y la elaboración de un dictamen sobre la selección, 
mismo que deberá estar debidamente fundado y motivado. 
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ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO. Criterios de selección. 

El perfil de los candidatos y los criterios aplicables para su selección se establecerán públicamente en la 
convocatoria emitida de conformidad con los presentes Lineamientos. Dicho perfil será la base de los criterios 
que permitan hacer la selección. 

ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO. Atribuciones del Consejo. 

El Consejo tendrá las siguientes atribuciones: 

I. Emitir sus lineamientos internos; 

II. Emitir opiniones sobre la ejecución de la política migratoria; 

III. Formular propuestas de acciones específicas para la promoción; protección y defensa de los derechos 
humanos de los migrantes, y 

IV. Proponer acciones de cooperación, coordinación y concertación entre el Instituto Nacional de Migración 
y otros actores relevantes en el ámbito migratorio. 

V. Seleccionar a sus miembros y elegir a su Presidente. 

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO. Responsabilidades derivadas del cargo de Consejero. 

Para el debido ejercicio de sus atribuciones, cada Consejero tiene el deber de realizar las siguientes 
tareas en conjunto con el resto de los miembros del Consejo: 

I. Participar en las sesiones ordinarias y extraordinarias. 

II. Integrar por lo menos una de las comisiones de trabajo que el mismo Consejo determine. 

III. Cumplir las encomiendas que por acuerdo del Consejo se les asigne. 

IV. Emitir opiniones para mejorar las labores del Instituto. 

V. Formular propuestas de acciones específicas para la promoción, protección y defensa de los derechos 
humanos de las personas migrantes y que se relacionen con la misión del Instituto. 

VI. Proponer acciones de cooperación y concertación en la materia. 

VII. Proponer acciones de coordinación con las entidades federativas y de concertación con 
organizaciones de la sociedad civil, academia y otros actores relevantes, de conformidad con lo establecido 
en la Ley de Migración para facilitar la misión del Instituto. 

VIII. Nombrar a un representante para que en su lugar asista a alguna de sus sesiones en el caso de que 
el Consejero/a no pueda hacerlo. La persona designada deberá pertenecer a la misma institución que el 
Consejero(a) y podrá representar al Consejero(a) en máximo una sesión ordinaria y una sesión extraordinaria 
durante el año calendario. 

IX. Emitir su voto sobre los asuntos que así lo requieran y sean sometidos en la sesión ordinaria o 
extraordinaria que corresponda. 

ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO. Funciones del Presidente del Consejo. 

El Presidente del Consejo tendrá las siguientes funciones: 

I. Presidir las Sesiones del Consejo; 

II. Representar al Consejo; 

III. Dirigir los trabajos del Consejo; 

IV. Emitir por conducto del Secretario Técnico, las convocatorias para las sesiones ordinarias y 
extraordinarias del Consejo, con al menos diez días hábiles de antelación a la fecha en que deba celebrarse la 
sesión, en caso de ser ordinaria y cinco días hábiles en caso de ser extraordinaria; 

V. Presentar ante el Consejo los temas sobre los cuales la Secretaría Técnica o el Instituto solicitan el 
apoyo e intervención del mismo y fijar el orden del día de las sesiones del Consejo; 

VI. Solicitar a los integrantes del Consejo la información que se requiera para el desahogo de las sesiones 
del Consejo; 
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VII. Informar el estado que guardan las propuestas del Consejo y dar seguimiento a sus acuerdos, y 

VIII. Invitar, a través del Secretario Técnico, a las sesiones del Consejo, a especialistas en la materia 

migratoria. 

IX. Al concluir su periodo, el Presidente del Consejo entregará en un plazo no mayor a dos meses un 

informe de actividades de su periodo. 

ARTÍCULO DÉCIMO QUINTO. Funciones del Secretario Técnico. 

Son funciones del Secretario Técnico: 

I. Dar apoyo logístico al Presidente para la celebración de las sesiones del Consejo; 

II. Desahogar el orden del día en las Sesiones del Consejo. 

III. Elaborar las minutas, actas y versiones estenográficas de las sesiones del Consejo, llevando su archivo 

y el de los documentos adicionales que se generen en el mismo; 

IV. Llevar registro de los participantes en las sesiones; 

V. Integrar y mantener actualizada la documentación de las sesiones del Consejo; 

VI. Elaborar anualmente el reporte de actividades del Consejo, y 

VII. Los demás que sean necesarios para el funcionamiento del Consejo. 

CAPÍTULO III 

ACTUACIÓN DEL CONSEJO CIUDADANO 

ARTÍCULO DÉCIMO SEXTO. Sesiones del Consejo. 

El Consejo Ciudadano sesionará de manera ordinaria cuatro veces al año y de manera extraordinaria por 

convocatoria de su Presidente o a solicitud de una tercera parte de sus miembros o a petición expresa de la 

Secretaría Técnica del Consejo, en el lugar y fecha que determine la convocatoria y de acuerdo con los 

presentes lineamientos. 

ARTÍCULO DÉCIMO SÉPTIMO. Requisitos para Sesionar. 

El Consejo sesionará válidamente con la asistencia de su Presidente y por lo menos la mitad más uno de 

los(as) integrantes. En caso contrario, se emitirá una segunda convocatoria y la sesión será válida con la 

asistencia del Presidente y los integrantes presentes. 

ARTÍCULO DÉCIMO OCTAVO. De la cancelación de sesiones ordinarias. 

Cuando por causas extraordinarias, no sea posible realizar la sesión una vez convocada, el Presidente 

comunicará los Consejeros sobre su cancelación, detallando las razones para ello. 

ARTÍCULO DÉCIMO NOVENO. Orden del día para las sesiones. 

Los temas que serán abarcados en cada sesión del Consejo serán definidos por el Secretario Técnico y el 

Presidente del Consejo conjuntamente y deberán incluirse en el orden del día para cada sesión. Si algún 

Consejero(a) desea incluir algún tema en el orden del día, deberá comunicarlo al Presidente por lo menos con 

12 días hábiles de anticipación. Dicho orden del día deberá ser notificado a los Consejeros con por lo menos 

10 días hábiles de anticipación a la celebración de cada sesión. 

ARTÍCULO VIGÉSIMO. Acuerdos. 

El Consejo Ciudadano tomará sus acuerdos durante las sesiones ordinarias y extraordinarias que celebre, 

mediante mayoría calificada de dos terceras partes de votos de los trece integrantes de los Consejeros. En 

cualquier caso, las Actas que se levanten durante las sesiones deberán consignar las opiniones y sentido del 

voto de todos y todas las integrantes del Consejo. Dichas actas deberán ser firmadas por los consejeros al 

finalizar la sesión de Consejo. 
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ARTÍCULO VIGÉSIMO PRIMERO. Comisiones de trabajo. 

Las comisiones de trabajo son instancias que se integrarán por acuerdo de los Consejeros en las sesiones 
ordinarias y extraordinarias del Consejo con el propósito de dar seguimiento a los acuerdos emanados en 
dichas sesiones o para la ejecución de tareas específicas que favorezcan a los fines y objetivos del Consejo y 

del Instituto Nacional de Migración. 

Las comisiones establecerán su propia mecánica de trabajo manteniendo una estrecha comunicación con 
el Secretario Técnico del Consejo para cumplir con el objetivo para el cual fueron creadas. 

Dichas comisiones deberán generar un plan de trabajo y una ruta crítica para elaborar propuestas, así 
como para poder canalizar aquellas propuestas realizadas por la sociedad en general, relacionadas con las 
labores que le fueron encomendadas, incluyendo organizaciones de migrantes, organizaciones de la sociedad 
civil, organismos internacionales e instituciones académicas. 

ARTÍCULO VIGÉSIMO SEGUNDO. Recomendaciones y propuestas aprobadas por el Consejo. 

Cada recomendación, propuesta o tarea aprobada por el Consejo deberá tener una clave de identificación 
única, por año y mes de emisión, de modo que el Secretario Técnico pueda informar al Presidente del 
Consejo, al Pleno del mismo y a la sociedad en general sobre la implementación de medidas tendientes a la 
ejecución de las mismas. 

ARTÍCULO VIGÉSIMO TERCERO. Observadores e invitados. 

A las reuniones de trabajo del Consejo Ciudadano podrán asistir representantes de las organizaciones de 
migrantes, organizaciones de la sociedad civil, organismos internacionales, instituciones académicas e 
instituciones gubernamentales como observadores invitados por parte de los Consejeros o del Presidente, a 
través del Secretario Técnico. 

Asimismo, el Secretario Técnico, podrá emitir invitaciones especiales a aquellos actores que considere 
que pueden aportar observaciones, investigaciones o propuestas valiosas para emitir recomendaciones y/o 
propuestas. 

Todos los invitados referidos tendrán derecho a voz pero no a voto. 

Las invitaciones que se emitan en cumplimiento de lo anterior, deberán señalar el motivo que originó la 
invitación y ser comunicadas de manera previa al Consejo, a su Presidente y al Secretario Técnico. 

El Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración y el Titular de la Unidad de Política 
Migratoria Registro e Identidad de Personas de la Secretaría de Gobernación podrán asistir como invitados 

permanentes a las sesiones del Consejo. 

ARTÍCULO VIGÉSIMO CUARTO. Sedes. 

Las sesiones del Consejo Ciudadano podrán realizarse en las oficinas del Instituto Nacional de Migración, 
de la Secretaría de Gobernación o en oficinas e instalaciones proporcionadas por los miembros del Consejo. 

CAPÍTULO IV 

DEBER DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN 

ARTÍCULO VIGÉSIMO QUINTO. Obligaciones de Archivo y publicidad de la información. 

Los expedientes, reportes y actas, así como cualquier otro documento que se genere por el Consejo 
Ciudadano y sus comisiones de trabajo deberá conservarse y en los casos procedentes de conformidad con lo 
establecido en el artículo 60 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública ; Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública; Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares, y demás 
disposiciones jurídicas aplicables en materia de transparencia y acceso a la información pública, garantizarse 
el acceso a la misma por parte de los interesados. 

Aunado a lo anterior, el Instituto Nacional de Migración junto con el Consejo Ciudadano se encargará de 
publicar periódicamente en el portal electrónico del Instituto, la información sobre los resultados que se 
generen derivado de sus labores. 
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El referido sitio tendrá una sección específica en la que se hará del conocimiento general lo siguiente: 

l. Datos curriculares de los miembros del Consejo Ciudadano; 

Il. Normatividad aplicable a la integración y actuación del Consejo Ciudadano, y 

III. Documentos de trabajo generados en las Sesiones del Consejo Ciudadano. 

CAPÍTULO V 

REMOCIÓN DE CONSEJEROS 

ARTÍCULO VIGÉSIMO SEXTO. Causales para la remoción de Consejeros. 

Serán motivos para la remoción del cargo de Consejero, la actualización de las siguientes conductas: 

l. No asistir, sin causa justificada, a dos reuniones consecutivas. 

ll. Abandonar dos sesiones del Consejo, sin causa justificada. 

III. Incumplir cualquier acuerdo establecido en las minutas o actas levantadas en las sesiones del Consejo 
de manera injustificada. 

IV. Manifestar de manera expresa por parte del Consejero, su imposibilidad de seguir asistiendo a las 
sesiones del Consejo. 

V. Dejar de cumplir, de manera superveniente, con cualquiera de los requisitos establecidos para ser 
Consejero. 

VI. Desempeñar un cargo, comisión o empleo alguno en el servicio público a nivel federal, estatal o 
municipal; como establece el artículo 3 del "Acuerdo por el que se define la estructura, organización y 
funcionamiento del Consejo Ciudadano del Instituto Nacional de Migración", publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 26 de octubre de 2012. 

VII. Desempeñar cargo o empleo alguno en un partido político; como establece el artículo 3 del "Acuerdo 
por el que se define la estructura, organización y funcionamiento del Consejo Ciudadano del Instituto Nacional 
de Migración", publicado en el Diario Oficial de la Federación el 26 de octubre de 2012. 

VIII. Cuando exista un conflicto de interés, es decir cuando lo que resuelva el Consejo le beneficie 
directamente. 

IX. Incumplir con cualquiera de las responsabilidades establecidas a su cargo en los presentes 
Lineamientos. 

ARTÍCULO VIGÉSIMO SÉPTIMO. Substitución de Consejeros. 

Una causa para la remoción de consejeros será por solicitud presentada debidamente fundada y motivada 
y ratificada por votación directa por la mayoría de los trece miembros del consejo. La o el Presidente informará 
oportunamente a la o el Comisionado del Instituto Nacional de Migración y, posteriormente, iniciará el 
procedimiento de selección de personas Consejeras mediante la publicación de la Convocatoria Pública 
correspondiente, acorde a lo establecido en los presentes Lineamientos. 

TRANSITORIOS 

Primero.- Se modifican los Lineamientos del Consejo Ciudadano del Instituto Nacional de Migración, 
acordados y aprobados en la Primera Sesión Ordinaria de 2014, celebrada el 11 de marzo de 2014. 

Segundo.- Las modificaciones a los presentes Lineamientos entrarán en vigor a partir de la fecha en que 
fueron acordados y aprobados por el Consejo Ciudadano del Instituto Nacional de Migración. 

Ciudad de México, a 9 de diciembre de 2022.- Firma de actuales consejeras y consejeros: Directora del 
Centro de Derechos Humanos “Fray Matías de Cordova” A.C., Brenda Elodia Ochoa Ortiz.- Rúbrica.- 
Profesos Asistente, Escuela de Trabajo Social, Boston College, Alejandro Olayo Méndez.- Rúbrica.- Director 
General de Xenia Consultores, Javier Contreras Arreaga.- Rúbrica.- Coordinador del Observatorio de 
Derechos Humanos del Episcopado Mexicano, Mauro Pérez Bravo.- Rúbrica.- Director ejecutivo del Grupo 
de Monitoreo Independiente de El Salvador, Vinicio Ernesto Sandoval Góchez.- Rúbrica.- Fundadora de 
Apoyo a Migrantes Venezolanos A.C., Rosa July Rodríguez Rivero.- Rúbrica.- Formación y Capacitación 
A.C., Diana Damián Palencia.- Rúbrica.- Director de Uno de Siete Migrando A.C., Jorge Alberto Pérez 
Cobos.- Rúbrica.- Red Eclesial Latinoamericana y Caribeña de Migración, Desplazamiento, Refugio y Trata 
de Personas (RED CLAMOR), P. Héctor Julio López Vivas.- Rúbrica. 

(R.- 537469) 
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SECRETARIA DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES 
ACUERDO por el que se prorroga por cuarta ocasión el diverso por el que se suspenden los términos y plazos de 
los procedimientos que lleve a cabo la Comisión Nacional del Agua, por existir causas de fuerza mayor originadas 
por el incidente de seguridad informática ocurrido el 13 de abril de 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales. 

MARÍA LUISA ALBORES GONZÁLEZ, Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con 
fundamento en lo dispuesto en los artículos 32 Bis de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 9 
de la Ley de Aguas Nacionales; 4 y 28 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, y 3, apartado B, 
fracción III y 6, fracción XXVII del Reglamento Interior de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos 
Naturales, y 

CONSIDERANDO 

Que el artículo 4 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo ordena que los actos administrativos 
de carácter general, tales como decretos, acuerdos y circulares, entre otros, que tengan por objeto establecer 
obligaciones específicas, deben ser publicados en el Diario Oficial de la Federación para que produzcan 
efectos jurídicos; 

Que el tercer párrafo del artículo 28 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, dispone que los 
términos podrán suspenderse por causa de fuerza mayor o caso fortuito, debidamente fundada y motivada por 
la autoridad competente; 

Que el 13 de abril de 2023 se produjo una afectación en los sistemas informáticos de la Comisión Nacional 
del Agua en sus Oficinas Centrales, Organismos de Cuenca y Direcciones Locales correspondientes a su 
nivel Regional Hidrológico-Administrativo, por lo que de manera preventiva se realizó el aislamiento  de las 
redes y los servidores de la misma, con el objeto de realizar las acciones para restablecer la operatividad 
informática; 

Que esta Dependencia del Ejecutivo Federal, publicó en el Diario Oficial de la Federación el 19 de abril de 
2023, el “Acuerdo por el que se suspenden los términos y plazos de los procedimientos que lleve a cabo la 
Comisión Nacional del Agua, por existir causas de fuerza mayor originadas por el incidente de seguridad 
informática ocurrido el 13 de abril de 2023”, a través del cual se suspendieron los términos y plazos  de los 
asuntos a cargo del citado órgano administrativo desconcentrado los días 13, 14, 17, 18, 19, 20 y 21 de abril 
de 2023; 

Que una vez vencido el plazo del Acuerdo mencionado en el párrafo anterior, y con la finalidad de dar 
seguimiento a las acciones realizadas para restablecer la operatividad informática de dicho órgano 
administrativo desconcentrado, los días 27 de abril, 12 y 30 de mayo del presente año, se publicaron en el 
Diario Oficial de la Federación los diversos mediante los cuales se prorrogó la suspensión para los días 24, 
25, 26, 27 y 28 de abril y 2, 3, 4, 8, 9, 10, 11, 12, 15, 16, 17, 18, 19, 22, 23, 24, 25, 26, 29, 30 y 31 de mayo y 
1 y 2 de junio de 2023, respectivamente; 

Que a pesar de los trabajos implementados por la Comisión Nacional del Agua para restablecer la 
operatividad informática, subsiste la afectación en sus sistemas informáticos, por lo que es necesario 
prorrogar por cuarta ocasión la suspensión para los días 5, 6, 7, 8, 9, 12, 13, 14, 15, 16, 19, 20, 21, 22 y 23 de 
junio de 2023, con la finalidad de continuar con las acciones de detección, análisis y contención del impacto 
del incidente, y 

Que a efecto de dar certeza y seguridad jurídica a todas aquellas personas que tienen asuntos en trámite 
en el citado órgano administrativo desconcentrado, respecto de los términos y plazos relativos a los 
procedimientos administrativos correspondientes, he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO POR EL QUE SE PRORROGA POR CUARTA OCASIÓN EL DIVERSO POR EL QUE SE 
SUSPENDEN LOS TÉRMINOS Y PLAZOS DE LOS PROCEDIMIENTOS QUE LLEVE A CABO LA 

COMISIÓN NACIONAL DEL AGUA, POR EXISTIR CAUSAS DE FUERZA MAYOR ORIGINADAS POR EL 
INCIDENTE DE SEGURIDAD INFORMÁTICA OCURRIDO EL 13 DE ABRIL DE 2023 

Artículo Primero. Por causa de fuerza mayor, para efectos de los actos y procedimientos que en ejercicio 
de sus atribuciones realiza la Comisión Nacional del Agua, se prorroga la suspensión de términos y plazos los 
días 5, 6, 7, 8, 9, 12, 13, 14, 15, 16, 19, 20, 21, 22 y 23 de junio de 2023. 
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Artículo Segundo. Se declaran inhábiles para todos los efectos legales, los días comprendidos durante el 
periodo referido en el artículo anterior, por lo que no correrán los plazos previstos en los ordenamientos 
jurídicos aplicables a los procedimientos a cargo de dicho órgano administrativo desconcentrado. 

Artículo Tercero. Se exceptúa de lo dispuesto en los Artículos Primero y Segundo a las áreas 
administrativas de la Comisión Nacional del Agua, en sus Oficinas Centrales y Organismos de Cuenca y 
Direcciones Locales correspondientes a su nivel Regional Hidrológico-Administrativo, que llevan a cabo actos 
y procedimientos previstos en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, y la Ley 
de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las Mismas, así como la formalización de los instrumentos 
jurídicos correspondientes. 

TRANSITORIO 

ÚNICO. El presente Acuerdo entrará en vigor el día de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Ciudad de México, a 2 de junio de 2023.- La Secretaria de Medio Ambiente y Recursos Naturales, María 
Luisa Albores González.- Rúbrica. 

 

 

AVISO por el que se informa al público en general que está a su disposición el estudio realizado por la Comisión 
Nacional de Áreas Naturales Protegidas para justificar la expedición del Decreto por el que se pretende declarar 
como área natural protegida con el carácter de Reserva de la Biosfera la región denominada Wanha’, con una 
superficie total de 38,255-64-17.76 hectáreas, ubicada en el Río San Pedro en los municipios de Balancán y 
Tenosique, en el Estado de Tabasco. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales. 

MARÍA LUISA ALBORES GONZÁLEZ, Titular de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, 
con fundamento en lo dispuesto por los artículos 32 Bis, fracción VI de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública Federal; 46, fracción I, 48, y 58 de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente; 
45, 46 y 47 de su Reglamento en Materia de Áreas Naturales Protegidas y 6, fracción XXVII y 67, fracción I 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, he tenido a bien expedir el 
siguiente: 

AVISO 

Se informa al público en general que está a su disposición el estudio realizado por la Comisión Nacional 
de Áreas Naturales Protegidas para justificar la expedición del Decreto por el que se pretende declarar como 
área natural protegida con el carácter de Reserva de la Biosfera Wanha’, con una superficie total de 38,255-
64-17.76 hectáreas, ubicada en el Río San Pedro en los municipios de Balancán y Tenosique, en el estado de 
Tabasco. 

Dicho estudio puede ser consultado en las oficinas de la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas 
de esta Secretaría, ubicadas en Avenida Ejército Nacional Número 223, piso 12, Ala A, Colonia Anáhuac, I 
Sección, Demarcación Territorial Miguel Hidalgo, Código Postal 11320, Ciudad de México; en la oficina de la 
Dirección Regional Planicie Costera y Golfo de México, ubicada en Avenida Lázaro Cárdenas Número 1500, 
Colonia Ferrocarrilera, Código Postal 91120, Xalapa-Enríquez, Veracruz de Ignacio de la Llave; en la oficina 
de la Dirección del Área de Protección de Flora y Fauna Cañón del Usumacinta ubicada en Calle 26 sin 
número, entre las Calles Gapaque y Pucté, Colonia Luis Gómez Zepeda, Código Postal 86900, Tenosique de 
Pino Suárez, Tabasco, y en la oficina de representación de la Secretaría en el estado de Tabasco, ubicada en 
Avenida Paseo de la Sierra Número 613, Colonia Reforma, Código Postal 86080, Villahermosa, Tabasco. 

El estudio a que se hace mención en el primer párrafo queda a disposición por un término de treinta días 
naturales, contados a partir del día hábil siguiente de la publicación del presente Aviso en el Diario Oficial de 
la Federación, para opinión del gobierno del estado de Tabasco y de los gobiernos de los municipios de 
Balancán y Tenosique, en cuyas circunscripciones territoriales se localizará la Reserva de la Biosfera de que 
se trata, de las dependencias de la Administración Pública Federal que deban intervenir, de conformidad con 
sus atribuciones, así como de las organizaciones sociales, públicas o privadas, pueblos y comunidades 
indígenas y afromexicanas, personas físicas o morales, universidades, centros de investigación, instituciones 
y organizaciones de los sectores público, social y privado, interesados en el establecimiento, administración y 
vigilancia del área de referencia. 

Ciudad de México, a los cinco días del mes de junio de dos mil veintitrés.- La Secretaria de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales, María Luisa Albores González.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL 
PROYECTO de Modificación de la Norma Oficial Mexicana NOM-002-SAG/FITO-2015, Por la que se establecen 
las características y especificaciones que deben reunir las etiquetas de certificación de la calidad de las semillas 
para siembra. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- AGRICULTURA.- 
Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural. 

JOSÉ EDUARDO ESPINOSA DE LOS MONTEROS AVIÑA, Director General de Normalización 

Agroalimentaria de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural con fundamento en los artículos: 35, 

fracción IV de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 4, de la Ley Federal de Procedimiento 

Administrativo; 2, 3 fracciones XIX, XX, XXI, XXII, XXIII, XXIV y XXV, 4 fracción III, 5 fracción IV, 29, 36, 38 

fracción IV, 39, 40 y 41 de la Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de Semillas; 58, 61, 72 y 84 

del Reglamento de la Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de Semillas; 15, 24, 25, 27, 

fracción I, 34, 35 fracción V, 37 y 38 de la Ley de Infraestructura de la Calidad; 28, 33 y 34 del Reglamento de 

la Ley Federal sobre Metrología y Normalización; 2, apartado B, fracción IV, 21 fracción I del Reglamento 

Interior de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, y 

CONSIDERANDO 

Que con fundamento en el artículo 29 de la Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de 

Semillas, que establece que, para la correcta identificación de las semillas calificadas, deberán ostentar en su 

envase las etiquetas que para tal efecto establezcan las respetivas Normas Oficiales Mexicanas, así como a 

los artículos 58 y 72 del Reglamento de la Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de Semillas 

que indican que el procedimiento de calificación de semillas, incluye la emisión de etiquetas, las cuales serán 

otorgadas por el Servicio Nacional de Inspección y Certificación de Semillas o un organismo de certificación 

autorizado. 

Que en fecha 01 de diciembre de 2015, fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la Norma Oficial 

Mexicana NOM-002-SAG/FITO-2015, Por la que se establecen las características y especificaciones que 

deben reunir las etiquetas de certificación de la calidad de las semillas para siembra, instrumento por el  que 

se dio a conocer la información relativa a las características que deben reunir las etiquetas de certificación de 

la calidad de las semillas para siembra, facilitando el proceso de inspección y vigilancia por parte de la 

autoridad competente que se contemplan en dicha Norma Oficial Mexicana. 

Que en fecha 25 de febrero de 2021, fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el PROGRAMA 

Nacional de Infraestructura de la Calidad 2021, el cual es un instrumento de planeación, conducción, 

coordinación e información de las actividades de normalización, estandarización y metrología a nivel nacional. 

En dicho programa se publicó el Proyecto de Modificación a la Norma Oficial Mexicana NOM-002-SAG/FITO-

2015, Por la que se establecen las características, y especificaciones que deben reunir las etiquetas de 

certificación de la calidad de las semillas para siembra. 

Que el presente Proyecto de modificación fue aprobado en la Segunda Sesión Extraordinaria del 

Subcomité de Protección Fitosanitaria, celebrada el 29 de noviembre de 2021 y posteriormente fue aprobada 

en la Primera Sesión Extraordinaria del Comité Consultivo Nacional de Normalización Agroalimentaria de la 

Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural (AGRICULTURA), con fecha 30 de mayo de 2022, con la finalidad 

de que el presente Proyecto de Modificación, sea publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) para 

efectos de consulta pública, de conformidad con lo previsto en el artículo 35 fracción V y 38 de la Ley de 

Infraestructura de la Calidad, para que los interesados dentro de los sesenta días naturales, contados a partir 

de la fecha de su publicación en el DOF, presenten sus comentarios en versión español, sustentados 

científica y técnicamente cuando así sea necesario, ante la Dirección de Certificación de Semillas del Servicio 

Nacional de Inspección y Certificación de Semillas, sito en Av. Guillermo Pérez Valenzuela, núm. 127, 

Segundo Piso, Colonia Del Carmen, Alcaldía Coyoacán, Ciudad de México, Código Postal 04100, o al correo 

electrónico: marco.caballero@agricultura.gob.mx 

Que la presente regulación, fue integrada en el PROGRAMA Nacional de Infraestructura de la Calidad 

2021 y como parte de la revisión periódica de su última publicación en el Diario Oficial de la Federación, no 

aplica lo dispuesto en el artículo 68, último párrafo de la Ley General de Mejora Regulatoria. 
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Por lo expuesto y fundado, he tenido a bien expedir el siguiente: 

PROYECTO DE MODIFICACIÓN DE LA NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-002-SAG/FITO-2015, POR 
LA QUE SE ESTABLECEN LAS CARACTERÍSTICAS Y ESPECIFICACIONES QUE DEBEN REUNIR LAS 

ETIQUETAS DE CERTIFICACIÓN DE LA CALIDAD DE LAS SEMILLAS PARA SIEMBRA 

PREFACIO 

El Comité Consultivo Nacional de Normalización Agroalimentaria es el responsable de elaboración de la 
presente Modificación de la Norma Oficial Mexicana, a través del Subcomité de Protección Fitosanitaria y en 
específico el Grupo de Trabajo de Semillas y Descriptores Varietales, conformado por las siguientes 
instancias: 

- Asociación Mexicana de Semilleros, A.C. (AMSAC) 

- Asociación Mexicana para la Protección de la Propiedad Intelectual, A.C. (AMPPI) 

- Asociaciones de Productores y Relacionadas con el Sector de Semillas 

- Colegio de Postgraduados (C.P.) 

- Comité Mexicano Sistema Producto Flores y Ornamentales, A.C. (CMSPFYO) 

- Consejo Mexicano de la Flor, A.C. (CMF) 

- Consejo Nacional Consultivo Fitosanitario (CONACOFI) 

- Servicio Nacional de Inspección y Certificación de Semillas (SNICS) 

- Sistema Nacional de Semillas (SINASEM) 

- Instituto Nacional de Investigaciones Forestales, Agrícolas y Pecuarias (INIFAP) 

- Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural (AGRICULTURA) 

 Dirección General de Fomento a la Agricultura (DGFA) 

 Dirección General de Normalización Agroalimentaria (DGNA) 

- Semilleros Mexicanos Unidos, A.C. (SEMUAC) 

- Servicio Nacional de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria (SENASICA) 

 Dirección General de Sanidad Vegetal (DGSV) 

- Sociedad Mexicana de Fitogenética, A.C (SOMEFI) 

- Instituciones Académicas y de Investigación 

- Universidad Autónoma Agraria Antonio Narro (UAAAN) 

- Universidad Autónoma Chapingo (UACh) 
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0. Introducción 

La etiqueta de certificación, se otorga cuando se ha constatado la calidad de las semillas para siembra, 
como una constancia que da certidumbre al proceso de producción, en el que las semillas se califican 
conforme a lo indicado en las Reglas para la Calificación de Semillas, específicas de cada cultivo, mediante el 
establecimiento de factores y niveles en campo y laboratorio, que aseguran la calidad genética, física, 
fisiológica y fitosanitaria. Dicha etiqueta debe ser colocada en el envase de semillas, siempre y cuando 
cumplan con los estándares mínimos establecidos en dichas reglas de acuerdo con su categoría. 

De la misma manera, la etiqueta de certificación da certidumbre al proceso de comercialización, ya que el 
productor tiene garantía sobre la calidad de la semilla, ofreciéndole a su vez certeza jurídica. Este certificado 
de calidad está fundamentado en la Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de Semillas, y su 
Reglamento. 

En el presente Proyecto de Modificación de Norma Oficial Mexicana se establecen las características y 
especificaciones que deben reunir las etiquetas de certificación de la calidad de las semillas para siembra, 
facilitando el proceso de inspección y vigilancia por parte de la autoridad competente. A su vez, proporciona 
información sobre las características y atributos de las semillas a los obtentores, mantenedores, productores, 
comercializadores, distribuidores, exportadores e importadores de semillas para siembra. 

1. Objetivo y campo de aplicación 

1.1 Objetivo 

El objetivo del presente Proyecto de Modificación de Norma Oficial Mexicana es establecer las 
características y especificaciones que deben reunir las etiquetas de certificación de la calidad de las semillas 
para siembra, las cuales avalan que dichas semillas, incluyendo el material de propagación, se producen en 
México de acuerdo con los métodos, criterios y especificaciones de calidad establecidos en las Reglas para la 
Calificación de Semillas para cada especie o cultivo. El presente Proyecto de Modificación de Norma Oficial 
Mexicana no aplica a las semillas de importación y la semilla declarada. 

1.2 Campo de aplicación 

Su observancia es de carácter obligatorio en todo el territorio nacional, y aplica al SNICS y a los 
organismos de certificación debidamente acreditados, conforme a la legislación aplicable, para la calificación 
de semillas en México. 

2. Referencias normativas 

2.1 Norma Oficial Mexicana NOM-008-SCFI-2002. Sistema General de Unidades de Medida publicada en 
el Diario Oficial de la Federación en 2002-11-27. 

2.2 Norma Oficial Mexicana NOM-030-SCFI-2006. Información comercial-Declaración de cantidad en la 
etiqueta- Especificaciones, publicada en el Diario Oficial de la Federación en 2006-11-06. 

2.3 Norma Oficial Mexicana NOM-043-FITO-1999. Especificaciones para prevenir la introducción de 
malezas cuarentenarias a México, publicada en el Diario Oficial de la Federación en 2000-03-01. 

3. Símbolos y abreviaturas 

AGRICULTURA: Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural. 

CNVV: Catálogo Nacional de Variedades Vegetales. 

LFPCCS: Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de Semillas. 

SNICS: Servicio Nacional de Inspección y Certificación de Semillas. 

Reglas: Reglas para la Calificación de Semillas. 

4. Términos y definiciones 

Para la correcta aplicación del presente Proyecto de Modificación de Norma Oficial Mexicana se 
establecen los siguientes: 

4.1 

Catálogo Nacional de Variedades Vegetales (CNVV) 

documento que enlista las variedades vegetales cuyos caracteres pertinentes se describen conforme a las 
guías aceptadas por SNICS de cada especie para garantizar su identidad genética y distinción. 
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4.2 

Calificación de semillas 

procedimiento por el cual se verifican, conforme a las Reglas que para tal efecto emite la Secretaría, las 
características de calidad de las semillas en sus diferentes categorías. 

4.3 

Datos analíticos esenciales 

aquellos que se refieren a las características genéticas, fisiológicas, físicas y fitosanitarias propias de las 
semillas para siembra de una especie vegetal y que se pueden expresar en factores, niveles, intervalos, 
porcentajes o tolerancias de acuerdo con lo establecido en las Reglas en cada categoría de semilla. 

4.4 

Envase 

cualquier recipiente o envoltura en el cual están contenidas las semillas calificadas para siembra 
incluyendo el material de propagación, para su distribución y comercialización. 

4.5 

Etiqueta comercial 

constancia con base en un conjunto de dibujos, figuras, leyendas e indicaciones específicas; grabadas, 
impresas, pegadas o cosidas en los envases, que contiene la información establecida en la Ley Federal de 
Producción, Certificación y Comercio de Semillas. 

4.6 

Etiqueta de certificación 

constancia emitida por un organismo de certificación aprobado por la Secretaría para la calificación de 
semillas, que avala su calidad incluyendo el material de propagación; se encuentra adherida, cosida o impresa 
al envase y contiene los datos analíticos esenciales según la especie vegetal y categoría de la que se trate. 

4.7 

Material de propagación 

cualquier material de reproducción sexual o asexual que puede ser utilizado para la producción o 
multiplicación de una variedad vegetal, incluyendo semillas para siembra y cualquier planta entera o parte de 
ella de la cual sea posible obtener plantas enteras o semillas. 

4.8 

Reglas para la calificación de semillas 

documentos que expide la Secretaría conforme al procedimiento establecido en Normas Oficiales 
Mexicanas. Estas Reglas especifican los factores y niveles de campo y laboratorio para calificar las 
características de la calidad genética, física, fisiológica y fitosanitaria de las semillas, el procedimiento de 
calificación de semillas y los requisitos para la homologación de categorías de semillas con las existentes en 
otros países en apego a la Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de Semillas. 

4.9 

Semilla 

la que se obtiene del fruto después de la fecundación de la flor, los frutos o partes de éstos, así como 
partes vegetales o vegetales completos que se utilizan para la reproducción y propagación de las diferentes 
especies vegetales. Quedan excluidas las semillas de especies y subespecies silvestres y forestales por estar 
reguladas en la Ley de la materia. 

5. Clasificación de las categorías de la semilla 

5.1 La categoría de semillas consideradas en el presente Proyecto de Modificación de Norma Oficial 
Mexicana se basa en la clasificación que se otorga a las semillas de acuerdo con el Artículo 3, Fracciones XIX 
a XXV de la Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de Semillas, en términos de procedimientos, 
factores y niveles de calidad conforme a las Reglas correspondientes. Se reconocen cuatro categorías: 
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1. Básica 

2. Registrada, 

3. Certificada, y 

4. Habilitada. 

5.1.1 Categoría básica 

En esta categoría se encuentra aquella semilla que conserva un muy alto grado de identidad genética y 
pureza varietal. Proviene de una semilla original o de la misma Básica y es producida y reproducida  o 
multiplicada cumpliendo con las Reglas a las que se refiere la Ley Federal de Producción, Certificación y 
Comercio de Semillas. 

5.1.2 Categoría registrada 

En esta categoría se encuentra aquella semilla que conserva un alto grado de identidad genética y pureza 
varietal, proviene de una semilla original, básica o registrada. Es producida y reproducida o multiplicada  de 
acuerdo con las Reglas a las que se refiere la Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de 
Semillas. 

5.1.3 Categoría certificada 

En esta categoría se encuentra aquella semilla que conserva un grado adecuado y satisfactorio de 
identidad genética y pureza varietal, proviene de una semilla original, básica o registrada. Es producida y 
reproducida o multiplicada de acuerdo con las Reglas a las que se refiere la Ley Federal de Producción, 
Certificación y Comercio de Semillas. 

5.1.4 Categoría habilitada 

En esta categoría se encuentra aquella semilla que cuyo proceso de propagación o producción no ha sido 
verificado o habiéndolo sido, no cumple con alguna de las características de calidad genética, física, 
fisiológica o fitosanitaria. 

5.2 Para la homologación de las categorías de semilla con otros países, se deben consultar las Reglas 
para la Calificación de Semillas por especie, así como en las disposiciones internacionales que apliquen, 
dependiendo del esquema de certificación del que se trate o de las exigencias comerciales que se convengan. 
Se definirán las categorías de acuerdo a las tolerancias de calidad, más que el origen de la semilla. 

6. Disposiciones generales de la etiqueta de certificación 

Para efectos del cumplimiento la etiqueta de certificación debe contener los siguientes elementos: 

6.1 Debe estar colocada de forma que quede totalmente visible en el envase, de tal manera que permita 
su manipulación sin que se dañe o desprenda. 

6.2 Las leyendas, representaciones gráficas o diseños necesarios de la etiqueta, deben aparecer 
claramente visibles y fácilmente legibles, evitando sin perjuicio de las especificaciones señaladas en esta 
norma, el uso de dibujos o logos de marcas o nombres de variedades vegetales con título de obtentor, que 
correspondan al producto, que no sean propiedad o no hayan sido licenciadas al comercializador o alegorías 
que confundan o induzcan al mal uso del producto. 

6.3 El lenguaje debe ser claro, sencillo y exento de ideas que tiendan a la posible confusión, ampliación o 
exageración de las cualidades o capacidades reales de la semilla. Dicho lenguaje no debe incluir frases  o 
logos de propaganda. 

Nota: Para los organismos de certificación para la calificación de semillas, aprobados por la Secretaría, el 
diseño debe ser previamente supervisado por el SNICS. Se deben tener los cuidados necesarios para evitar 
que el diseño de la etiqueta atente contra nombre o elementos gráficos que pudiesen constituir parte de la 
propiedad intelectual del titular del producto a ser etiquetado. 

6.4 Las unidades de medida deben expresarse de acuerdo a Norma Oficial Mexicana NOM-008-SCFI-
2002. Sistema General de Unidades de Medida (ver 2.1, Referencias normativas). 

6.5 Los textos y leyendas de la etiqueta de los envases de semillas para siembra, incluyendo el material 
de propagación destinados al mercado nacional, deben redactarse en el idioma español. En caso de semillas 
para siembra de exportación, puede emplearse el idioma del país importador. 

6.6 No se deben usar términos de extensión como "etc., y otros, amplia gama, los más diversos, ciertos, 
casi todos, la mayoría", o cualquier otro término análogo. 
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6.7 La información de la etiqueta de certificación debe corresponder en todo momento a la semilla para 
siembra contenida en el envase. Cuando sean inexactos los datos o información contenidos en las etiquetas, 
la Secretaría a través del SNICS, podrá ordenar su modificación, concediendo el término estrictamente 
necesario para ello, sin perjuicio de imponer la sanción que proceda. 

6.8 Los colores de las etiquetas de certificación para identificar la categoría de las semillas para siembra, 
deben cumplir con lo establecido en la Tabla 1: 

Tabla 1. Escala colorimétrica para las etiquetas de certificación de semillas. 

Categoría Color Escala colorimétrica 

Categoría Básica Etiqueta verde Pantone Green 

Categoría Registrada Etiqueta púrpura Pantone purple 

Categoría Certificada Etiqueta azul Pantone process blue 

Categoría Habilitada Etiqueta amarilla Pantone 116 

 

6.9 Las etiquetas deben estar elaboradas con un material que: 

a) Permita la adhesión de la etiqueta por cosido, pegado o algún otro método, de tal forma que no se 
destruya parcial o totalmente al momento de llevar a cabo dicha acción; 

b) No se destruya parcial o totalmente al momento de manipular los envases para su traslado; 

c) Impida su reutilización; e 

d) Incluya un sistema de seguridad que disminuya el riesgo de falsificar las etiquetas. 

6.10 No se podrán utilizar etiquetas de certificación: 

Que demuestren evidencia de haber sido utilizadas con anterioridad; 

Que hayan sido otorgadas por un organismo no autorizado; o 

Aquellas etiquetas que no se apeguen a las especificaciones establecidas en el presente Proyecto de 
Modificación Norma Oficial Mexicana. 

6.11 El SNICS es el encargado de designar el número de folios para la emisión de etiquetas de 
certificación. 

7. Especificaciones de la etiqueta 

7.1 El formato de la etiqueta de certificación de la calidad de semilla para siembra que se envasa debe 
cumplir con lo siguiente: 

7.1.1 La etiqueta de certificación debe tener un tamaño que sea proporcional al tamaño del envase, visible 
y legible, debiendo contener: 

a) La leyenda en la que se indique la categoría de las semillas para siembra que se está certificando, 
acorde a lo establecido en 5.1.1, 5.1.2, 5.1.3 y 5.1.4. 

b) Información técnica y comercial de la semilla envasada: 

1. Cultivo: (nombre común); 

2. Género y especie vegetal; 

3. Nombre de la variedad: denominación de la variedad conforme al CNVV y (nombre comercial); 

4. Peso/número de semillas; 

5. Número de lote; 

6. Origen: (lugar); 

7. Productor: (nombre de la persona física o moral que produjo la semilla); 

8. Datos analíticos esenciales: (conforme la regla específica); 

9. Fecha: (la del análisis con el que se entregan etiquetas de certificación). 

c) Sellado o impreso el símbolo y/o logotipo distintivo y/o las siglas y/o razón social del SNICS o del 
organismo de certificación aprobado por la Secretaría, para la calificación de semillas, legalmente acreditado y 
aprobado. 
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d) Los símbolos y palabras de advertencia, los cuales deben ser: una calavera con dos tibias cruzadas en 
color negro, y las palabras distintivas "NO APTA PARA CONSUMO HUMANO Y ANIMAL". 

e) Un folio conformado con dos dígitos iniciales que indican el año de expedición de la etiqueta de 
certificación, seguido por una numeración consecutiva y ascendente, la cual depende del número total de 
etiquetas de certificación autorizadas por el SNICS. 

f) La leyenda: "La semilla amparada por esta etiqueta, fue producida bajo supervisión técnica del SNICS 
y/o el organismo de certificación acreditado o (incluir el nombre del organismo de certificación autorizado) en 
campos e instalaciones que cumplieron con las condiciones necesarias para asegurar la calidad genética, 
física, fisiológica y fitosanitaria de las semillas en la fecha de su certificación". 

Una leyenda que indique que las etiquetas de certificación autorizadas cumplen con los criterios y 
especificaciones establecidos en la presente norma. 

7.1.2 En caso de tratarse de organismos genéticamente modificados, debe indicarse dicha condición en la 
etiqueta de certificación previo cumplimiento de las disposiciones aplicables en la Ley de Bioseguridad de 
Organismos Genéticamente Modificados. 

8. Evaluación de la conformidad 

La evaluación de la conformidad del presente Proyecto de Modificación de Norma Oficial Mexicana se 
realizará acorde a lo establecido para los efectos por la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural 
(AGRICULTURA) y el Servicio Nacional de Inspección y Certificación de Semillas (SNICS). 

9. Verificación y vigilancia 

La vigilancia del cumplimiento del presente Proyecto de Modificación de Norma Oficial Mexicana 
corresponde a la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural (AGRICULTURA), a través del Servicio Nacional 
de Inspección y Certificación de Semillas (SNICS) cuyo personal realizará los trabajos de inspección y 
vigilancia que sean necesarios en coordinación con las dependencias y organismos de la Administración 
Pública Federal, estatal y municipal, en el ámbito de sus respectivas atribuciones. 

10. Concordancia con normas internacionales 

El presente Proyecto de Modificación de Norma Oficial Mexicana no es equivalente (NEQ) con alguna 
Norma Internacional por no existir referencia al momento de su elaboración. 

11. Bibliografía 

Association of Official Seed Certifying Agencies (AOSCA). 2011. Genetic and crops standards of the 
AOSCA. United States. 

International Seed Testing Association (ISTA). 2012. International Rules for Seed Testing. Switzerland. 

Ley de Infraestructura de la Calidad. Diario Oficial de la Federación, México. 01 de julio de 2020. 

Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de Semillas. Diario Oficial de la Federación, México. 
15 de junio de 2007. 

Ley Federal de Variedades Vegetales. Diario Oficial de la Federación, México. 25 de octubre de 1996. 
Última reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación. 09 de abril de 2012. 

Norma Oficial Mexicana NOM-008-SCFI-2002, Sistema General de Unidades de Medida. Diario Oficial de 
la Federación México. 27 de noviembre de 2002. 

Organization for Economic Co-operation and Development (OECD). 2012. OECD Seed Schemes ¨2012¨. 
Paris, France. 

Reglamento de la Ley Federal de Producción, Certificación y Comercio de Semillas. Diario Oficial de la 
Federación, México. 02 de septiembre de 2011. 
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TRANSITORIO 

ÚNICO.- La presente Modificación a la Norma Oficial Mexicana NOM-002-SAG/FITO-2015, Por la que se 
establecen las características, y especificaciones que deben reunir las etiquetas de certificación de la calidad 
de las semillas para siembra, entrará en vigor a los 180 días naturales siguientes al día de su publicación. 

Ciudad de México, a 10 de mayo de 2023.- El Director General de Normalización Agroalimentaria de la 
Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, José Eduardo Espinosa de los Monteros Aviña.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA 
CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, a las 
empresas productivas del Estado, así como a las entidades federativas, municipios y alcaldías de la Ciudad de 
México, el cumplimiento dado a la ejecutoria dictada por el Vigésimo Segundo Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, en el recurso de revisión R.A. 498/2022, en la cual en su parte correspondiente 
determinó conceder el amparo y protección de la justicia de la unión a la moral Corporativo Promedica de México, 
S.A. de C.V., para el efecto de que se dejará insubsistente todo lo actuado hasta la Notificación del Emplazamiento 
al procedimiento administrativo sancionador, así como las actuaciones posteriores que se llevaron a cabo en autos 
del expediente administrativo de sanción a licitantes, proveedores y contratistas SAN-018/2021, por lo que ha 
quedado sin efectos la sanción de inhabilitación por 45 (cuarenta y cinco) meses, para que por sí misma o a través 
de interpósita persona, pudiera presentar propuestas, celebrar contrato alguno de los regulados por la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, que le fue impuesta a dicha empresa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- FUNCIÓN PÚBLICA.- 
Secretaría de la Función Pública.- Órgano Interno de Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado.- Área de Responsabilidades.- Unidad de Asuntos Jurídicos.- Expediente:  
SAN-018/2021. 

OFICIALES MAYORES DE LAS 

DEPENDENCIAS, FISCALÍA GENERAL DE LA 

REPÚBLICA Y EQUIVALENTES DE LAS 

ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA FEDERAL Y DE LOS GOBIERNOS 

DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS 

P R E S E N T E S 

CIRCULAR POR LA QUE SE COMUNICA A LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA FEDERAL, A LAS EMPRESAS PRODUCTIVAS DEL ESTADO, ASÍ COMO A LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, 

MUNICIPIOS Y ALCALDÍAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO, EL CUMPLIMIENTO DADO A LA EJECUTORIA DE CUATRO 

DE MAYO DE DOS MIL VEINTITRÉS, DICTADA POR EL VIGÉSIMO SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 

ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO, EN EL RECURSO DE REVISIÓN R.A. 498/2022, EN LA CUAL EN SU 

PARTE CORRESPONDIENTE DETERMINÓ CONCEDER EL AMPARO Y PROTECCIÓN DE LA JUSTICIA DE LA UNIÓN 

A LA MORAL CORPORATIVO PROMEDICA DE MÉXICO, S.A. DE C.V., PARA EL EFECTO DE QUE SE DEJARÁ 

INSUBSISTENTE TODO LO ACTUADO HASTA LA NOTIFICICACIÓN DEL EMPLAZAMIENTO AL PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, ASÍ COMO LAS ACTUACIONES POSTERIORES QUE SE LLEVARON A CABO EN 

AUTOS DEL EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO DE SANCIÓN A LICITANTES, PROVEEDORES Y CONTRATISTAS  SAN-

018/2021, POR LO QUE HA QUEDADO SIN EFECTOS LA SANCIÓN DE INHABILITACIÓN POR 45 (CUARENTA Y 

CINCO) MESES, PARA QUE POR SÍ MISMA O A TRAVÉS DE INTERPÓSITA PERSONA, PUDIERA PRESENTAR 

PROPUESTAS, CELEBRAR CONTRATO ALGUNO DE LOS REGULADOS POR LA LEY DE ADQUISICIONES, 

ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO, QUE LE FUE IMPUESTA A DICHA EMPRESA. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 05 de junio de 2023.- El Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de 

Control en el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, Lic. Raúl Armando 

Morales Flores.- Rúbrica. 
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CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 
empresas productivas del Estado, así como a las entidades federativas, que deberán abstenerse de aceptar 
propuestas o celebrar contratos con la persona moral OTBEEF, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- FUNCIÓN PÚBLICA.- 
Secretaría de la Función Pública.- Órgano Interno de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social.- Área 
de Responsabilidades.- Expediente: PISI-A-NC-DS-0001/2022. 

Circular No. 00641/30.15/5111/2023 

Circular por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, 

Empresas Productivas del Estado, así como a las Entidades Federativas, que deberán abstenerse de aceptar 

propuestas o celebrar contratos con la persona moral OTBEEF, S.A. DE C.V. 

DEPENDENCIAS, ENTIDADES, EMPRESAS PRODUCTIVAS DEL ESTADO Y EQUIVALENTES DE LAS ENTIDADES 

DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL Y DE LOS GOBIERNOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS. 

PRESENTES. 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 14, 16 y 134 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 1, 2, 3, 13, 15, 19, 28, 32, 35, 36, 38, 50, 57, 60 tercer párrafo, 70 fracciones II y VI y 72 de 

la Ley Federal de Procedimiento Administrativo; 2, 11, 26 fracción III, 26 Bis fracción II, 27, 28 fracción I, 34, 

40, 41, 59, 60 fracción IV y 61 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público; 114 

fracción III y 115 de su Reglamento; 1, 18, 26, 37 fracciones XII y XXIX y 44 de la Ley Orgánica de la 

Administración Pública Federal; 62 primer párrafo de la Ley Federal de Entidades Paraestatales; 1, 2, 3, 6 

numeral III inciso B punto 3, 38 fracción III numeral 12 y 40 del Reglamento Interior de la Secretaría de la 

Función Pública, y 83 párrafos Primero, Segundo, Tercero y Sexto del Reglamento Interior del Instituto 

Mexicano del Seguro Social, y en cumplimiento a lo ordenado en los Resolutivos Tercero y Quinto de la 

Resolución número 00641/30.15/4243/2023 de fecha 22 de mayo de 2023, que se dictó en el expediente 

número PISI-A-NC-DS-0001/2022, mediante el cual se resolvió el procedimiento administrativo de sanción 

incoado a la persona moral OTBEEF, S.A. DE C.V., esta Autoridad Administrativa hace de su conocimiento 

que a partir del día siguiente al en que se publique la presente Circular en el Diario Oficial de la Federación, 

deberán abstenerse de recibir propuestas o celebrar contrato alguno sobre las materias de adquisiciones, 

arrendamientos, servicios, obras públicas y servicios relacionados con las mismas, con dicha persona moral, 

de manera directa o por interpósita persona, por el plazo de 1 (UN) AÑO. 

En caso de que el día que se cumpla el plazo de la inhabilitación, la citada persona moral no haya pagado 

la multa impuesta a través de la resolución de mérito, la inhabilitación subsistirá hasta que se realice el pago 

correspondiente de la misma. 

En virtud de lo señalado en el párrafo anterior, los contratos adjudicados y los que actualmente se tengan 

formalizados con la persona moral infractora, no quedarán comprendidos en la aplicación de la  presente 

Circular. 

Las Entidades Federativas y los Municipios interesados deberán cumplir con lo señalado en esta Circular 

cuando las adquisiciones, arrendamientos y servicios, así como la obra pública que contraten, se realicen con 

cargo total o parcial a fondos federales, conforme a los convenios que celebren con el Ejecutivo Federal. 

Atentamente 

Ciudad de México, a 2 de junio de dos mil veintitrés.- El Titular del Área de Responsabilidades del Órgano 

Interno de Control en el Instituto Mexicano del Seguro Social, Lic. Gustavo Aguirre Lona.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SALUD 
CONVENIO de Coordinación para la transferencia de recursos federales mediante equipos de rehabilitación para 
unidades básicas de rehabilitación de bajo, alto y muy alto grado de marginación, que se ubican en diversos estados 
de la República Mexicana, que celebran el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia y el Sistema 
para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado en Yucatán. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA LA TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES MEDIANTE EQUIPOS 
DE REHABILITACIÓN PARA UNIDADES BÁSICAS DE REHABILITACIÓN DE BAJO, ALTO Y MUY ALTO GRADO DE 
MARGINACIÓN, QUE SE UBICAN EN DIVERSOS ESTADOS DE LA REPÚBLICA MEXICANA, QUE CELEBRAN POR 
UNA PARTE, EL SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA, EN LO SUCESIVO 
DENOMINADO "DIF NACIONAL", POR CONDUCTO DE LA JEFA DE LA UNIDAD DE ASISTENCIA E INCLUSIÓN 
SOCIAL, LCDA. SALLY JACQUELINE PARDO SEMO, ASISTIDA POR EL DIRECTOR GENERAL DE REHABILITACIÓN E 
INCLUSIÓN LIC. EFRAÍN CRUZ MORALES, Y POR LA OTRA PARTE, EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL 
DE LA FAMILIA EN YUCATÁN, EN ADELANTE "DIF ESTATAL", POR CONDUCTO DE SU DIRECTORA GENERAL, LA 
LCDA. MARÍA TERESA BOEHM CALERO, A QUIENES CUANDO ACTÚEN DE MANERA CONJUNTA SE LES 
DENOMINARÁ"LAS PARTES", DE CONFORMIDAD CON LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y 
CLÁUSULAS. 

ANTECEDENTES 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 4, párrafo cuarto, establece 
que toda persona tiene derecho a la protección de la salud, dicho derecho comprende, en términos de lo 
dispuesto por el artículo 2, fracción V de la ley General de Salud, El disfrute de servicios de salud y de 
asistencia social que satisfagan eficaz y oportunamente las necesidades de la población. 

II. Que atento a lo señalado por el artículo 3° fracciones XVII y XVIII de la Ley General de Salud, es 
materia de Salubridad General, la rehabilitación de las personas con discapacidad y que a su vez atento a lo 
establecido en los artículos 6 fracción III, 24 fracción II de la misma Ley en cita, los servicios de asistencia 
social son considerados como servicios de salud y forman parte de dicho sistema nacional. 

III. Que conforme al artículo 177 de la Ley General de Salud la Secretaría de Salud a través del Sistema 
Nacional para el Desarrollo Integral de las Familias conjuntamente con los gobiernos de las entidades 
federativas, coordinadamente y en sus respectivos ámbitos de competencia, promoverán el establecimiento 
de centros y servicios de rehabilitación somática, psicológica, social y ocupacional para las personas que 
cuenten con cualquier tipo de discapacidad, así como acciones que faciliten la disponibilidad y adaptación de 
prótesis, órtesis y ayudas funcionales. 

IV. Que este Sistema Nacional para el Desarrollo integral de las familias, de conformidad con lo dispuesto 
por los artículos 172 de la Ley General de Salud, y conforme a los artículos 14, fracción VII y 19 de la Ley de 
Asistencia Social, cuenta con facultades para establecer mecanismos de supervisión, instrumentación, 
coordinación para la operación, control y evaluación de los programas de asistencia social que las entidades 
federativas, el Distrito Federal (ahora Ciudad de México) y los municipios realicen apoyados total o 
parcialmente con recursos federales, contemplando a su vez facultades para suscribir acuerdos de 
coordinación, para tales efectos. 

V. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de julio 
de 2019, precisa los objetivos nacionales, la estrategia y las prioridades del desarrollo integral, equitativo, 
incluyente, sustentable y sostenible del país, remarcando los principios de igualdad, no discriminación e 
inclusión, los cuales sirven de base para programar y presupuestar el gasto público federal que de forma 
anual se realiza en términos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

Establece el rumbo de las políticas que servirán para transformar la vida pública del país y construir un 
nuevo pacto social cuyo objetivo último sea el bienestar de todas y todos, logrando ello a través de la 
reducción de las brechas de pobreza y desigualdad, el restablecimiento de un Estado de Derecho con justicia, 
el combate a la corrupción y un impulso al desarrollo económico sostenible y a lo largo de todo el territorio. 

VI. La Dirección General de Rehabilitación e Inclusión (DGRI) a través del oficio número 
262.000.00/0533/2022 de fecha 6 de mayo de 2022, signado por la Lic. Miriam Cisneros Rodríguez, Directora 
General, solicitó a la Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto (DGPOP) 
“proporcionar la suficiencia presupuestal requerida, para el proceso de adquisición correspondiente de 
diversos bienes para brindar apoyos necesarios para el fortalecimiento de Unidades Básicas de Rehabilitación 
(UBR) en diversos estados de la República, por un importe de $35’000,000.00 (Treinta y Cinco Millones de 
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Pesos 00/100 M.N.)”, recibiendo respuesta mediante oficio número 272.000.00.379.2022, firmado por María 
del Pilar Barruelas Pérez, Directora de Presupuesto, en ausencia de la Lic. María Irma Vázquez Gómez, 
Directora General de Programación, Organización y Presupuesto, otorgando la suficiencia presupuestal 
solicitada, incluyendo IVA, correspondiente a la partida 44101 “Gastos relacionados con actividades 
culturales, deportivas y de ayuda extraordinaria”. 

Por lo anterior, se procedió a enviar oficio número 262.000.00/0556/2022, de fecha 10 de mayo suscrito 
por la Lic. Miriam Cisneros Rodríguez, dirigido al Lic. Felipe Roberto Bustos Ahuatzin, Director General de 
Recursos Materiales y Servicios Generales, con la finalidad de que se iniciara el proceso de adquisición 
correspondiente. 

Mediante Oficio 262.000.00/563/2022, de fecha 16 de mayo del presente dirigido a la Lic. Nuria Fernández 
Espresate, la Lic. Miriam Cisneros Rodríguez, Directora General, emitió la “Justificación de Equipo de UBR” e 
informó del avance y las acciones desarrolladas hasta ese momento para identificar las necesidades de las 
UBR así como propuesta de “equipo que integrará el Kit de balance que se estaría adquiriendo, atendiendo lo 
establecido en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público”. No obstante  lo 
anterior, con la intención de contar con la evidencia documental de las necesidades de las UBR se replanteó 
la estrategia, con la finalidad de proporcionar más y mejores servicios de atención a la población con 
discapacidad, a través de la adquisición de equipo de rehabilitación para Unidades Básicas de Rehabilitación, 
con el propósito de promover una inclusión social y familiar más oportuna de la persona con discapacidad o 
en riesgo de adquirirla; que coadyuve a su integración en el entorno familiar, social y/o productivo y promueva 
el ejercicio pleno de sus derechos. 

A través del presente proyecto, en lo sucesivo “EL PROYECTO” se pretende beneficiar a personas con 
discapacidad motora, visual, auditiva, de lenguaje y cognitiva y de acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo 
2019-2024, la implementación del mismo, abonará al cumplimiento del Eje 2. Política Social, de dicho plan 
donde se establece que el Estado en esta nueva etapa no será gestor de oportunidades, sino garante de 
derechos, cuya diferencia entre una y otra es que las oportunidades son circunstancias azarosas y 
temporales, o concesiones discrecionales sujetas al término que se le presentan a un afortunado entre 
muchos y que pueden ser aprovechados o no. En cambio, los derechos son inmanentes a la persona, 
irrenunciables, universales y de cumplimiento obligatorio. 

VI. La Dirección General de Rehabilitación e Inclusión, a través de la Dirección de Rehabilitación, en 
conjunto con la Subdirección de Unidades Operativas en los Estados y los Departamentos de Apoyo 
Presupuestario, Recursos Materiales, Estadística, Detección Temprana, y Supervisión Médica en Área 
Normativa, derivado de la suficiencia presupuestal asignada para el proceso de adquisición correspondiente 
de diversos bienes para brindar apoyos necesarios para el fortalecimiento de UBR´s en diversos estados de la 
República, conforme a las atribuciones conferidas en el Art. 31 del Estatuto Orgánico del SNDIF, estableció  lo 
siguiente: 

a) Identificar las Unidades Básicas de Rehabilitación (UBR) a ser beneficiadas, definiéndose éstas 
como establecimientos que proporcionan servicios de primer nivel de atención en rehabilitación, con 
base en el modelo de rehabilitación en la comunidad, con el propósito de promover acciones de 
salud en prevención de la discapacidad y proporcionar tratamiento simplificado para padecimientos 
discapacitantes, además de promover la organización de grupos comunitarios de apoyo. 

b) Se consideraron las UBR ubicadas en municipios de Muy Alto, Alto y Bajo grado de marginación, de 
acuerdo con el documento de “Población total, indicadores socioeconómicos y grado de marginación 
por municipio”, publicado por el Consejo Nacional de Población (CONAPO) en 2020. 

c) Se verificó que dichas unidades no fueran beneficiadas en este ejercicio fiscal por el Programa 
presupuestal (Pp) S039 “Atención a Personas con Discapacidad” o por los apoyos proporcionados 
por “Comando Norte” de los Estados Unidos de Norte América. 

d) Durante el mes de junio de 2022 se emitieron oficios a 27 estados de la República, mediante los 
cuales se solicitó requisitar la ficha técnica que se anexaba, para cada UBR identificada con el grado 
de marginación aplicable a dicho requerimiento. Este oficio solicitaba lo siguiente: 

“Con la finalidad de ampliar la información de dichas unidades y contar con un 
diagnóstico situacional de la misma, solicitamos su valioso apoyo para que a través de 
su conducto se le solicite al responsable de las Unidades Básicas de Rehabilitación del 
municipio de nombre, requisite el archivo anexo denominado “Ficha técnica situación 
actual de UBR”. 
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Los rubros que contiene dicha ficha son: datos de identificación, autoridades, ubicación geográfica, 
inmueble, recursos humanos, servicios que brinda, principales motivos de atención, así como las necesidades 
de equipamiento. Asimismo, se solicitó que dichas fichas contuvieran los datos de la persona responsable de 
la UBR así como de la autoridad del Sistema Municipal DIF (SMDIF). 

Derivado de lo anterior, cinco estados no fueron considerados, por lo que no se les envío oficio solicitando 
la ficha técnica, en virtud de que no contaban con UBR ubicadas en municipios con los grados de marginación 
definidos y/o ya se encuentran consideradas para recibir otros apoyos en el Pp S039. De manera particular, 
se describe la situación de los estados a continuación señalados: 

1. Aguascalientes: No cumplen con el criterio del grado de marginación. 

2. Baja California: No cumplen con el criterio del grado de marginación 

3. Baja California Sur: No cumplen con el criterio del grado de marginación. 

4. Colima: Las UBR han sido beneficiadas por el PpS039 y el resto no cumple con el criterio del grado 
de marginación. 

5. Ciudad de México: Las UBR han sido beneficiadas por el PpS039. 

e) El área de supervisión médica normativa realizó la revisión técnica a las fichas recibidas, con base en 
los siguientes criterios: 

1. Estatus de operación de la UBR (en operación o cerrada). 

2. Recursos humanos con los que cuenta cada UBR (escolaridad y grado de especialización del 
personal: profesional, especializado o técnico). 

3. Espacio físico disponible (superficie del inmueble) y distribución de áreas (visible en fotografías). 

4. Principales causas o motivos de atención. 

5. Necesidades de equipamiento. 

f) A partir de dicha revisión se definió una relación que contiene 245 UBR a beneficiarse por  “EL 
PROYECTO” de equipamiento, correspondientes a 25 entidades federativas, distribuidas de la 
siguiente forma: 

No. Entidad federativa Número de UBR 

1 Campeche 7 

2 Chiapas 5 

3 Chihuahua 8 

4 Coahuila 3 

5 Estado de México 11 

6 Guanajuato 10 

7 Guerrero 6 

8 Hidalgo 15 

9 Jalisco 2 

10 Michoacán 18 

11 Morelos 18 

12 Nayarit 5 

13 Oaxaca 8 

14 Puebla 15 

15 Querétaro 3 

16 Quintana Roo 2 

17 San Luis Potosí 13 

18 Sinaloa 5 

19 Sonora 6 
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No. Entidad federativa Número de UBR 

20 Tabasco 5 

21 Tamaulipas 13 

22 Tlaxcala 10 

23 Veracruz 12 

24 Yucatán 28 

25 Zacatecas 17 

Total general 245 

 

Dos entidades no fueron consideradas, debido a que: 

1. Las UBR de Nuevo León no se encontraban operando al momento de la solicitud. 

2. Las UBR de Durango no solicitaban equipo y material de rehabilitación. 

g) Relación de equipos y materiales básicos de rehabilitación para el equipamiento de Unidades 
Básicas de Rehabilitación (UBR) 

De conformidad con el artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
concordancia con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, establece obligación 
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Asimismo, en su artículo cuarto, asienta que 
toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el 
acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en 
materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de la referida Carta 
Magna. La Ley definirá un sistema de salud para el bienestar, con el fin de garantizar la extensión progresiva, 
cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud para la atención integral y gratuita de las personas que no 
cuenten con seguridad social. 

El SNDIF con base en el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en su Eje General II. Política Social y la 
Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad contempla el equipamiento de las Unidades 
Básicas de Rehabilitación, como medio facilitador para que las personas con discapacidad o en riesgo 
potencial de desarrollarla, sin distinción de origen étnico, nacional, género, edad, condición social, económica 
y de salud, religión, estado civil, preferencias sexuales, embarazo, identidad política, situación migratoria o 
cualquier otra característica propia de la condición humana; hagan valer su derecho a la salud que les 
permitan acceder a condiciones de inclusión. 

El Censo 2020, revela que el número de personas con discapacidad, deficiencias o limitaciones 
funcionales, que demandan el otorgamiento de estos servicios, es amplio. La necesidad de fortalecer los 
servicios de rehabilitación y ampliar su cobertura en las zonas urbanas y rurales del país e incrementar las 
oportunidades para la inclusión de las personas con discapacidad para facilitar su inclusión social es 
imperativo. 

En el ACUERDO1 por el que el SNDIF, publica las Reglas de Operación e Indicadores de Evaluación y 
Gestión del Programa de Atención a Personas con Discapacidad, (2000), se establece que una Unidad Básica 
de Rehabilitación (UBR) presta servicios de promoción de la salud, prevención de discapacidad, rehabilitación 
simple con participación de la familia y la comunidad y de referencia y contrarreferencia de personas con 
discapacidad. Se caracteriza por operar con personal auxiliar capacitado en su mayoría y utiliza equipamiento 
mínimo indispensable y materiales sencillos de fácil adquisición. 

De acuerdo con la guía de equipamiento de Unidades de Rehabilitación (2005), de la Secretaría de Salud, 
CENETEC2. Se decide el siguiente listado de equipo y materiales en consideración a los servicios, 
procedimientos diagnósticos y terapéuticos que pueden ser realizados en una UBR como lo son la terapia 
combinada, los baños de parafina, la termoterapia, mecanoterapia y electroterapia. 

                                                 
1 ¹ DOF. ACUERDO por el que se modifican las Reglas de Operación del Programa de Atención a Personas con Discapacidad 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5055548&fecha=06/08/2008#gsc.tab=0     
2 ² CENETEC, Secretaría de Salud. Guía de Equipamiento de Unidades de Rehabilitación. En: 
http://www.cenetec.salud.gob.mx/descargas/biomedica/guias_equipamiento  
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La selección de equipos y materiales que serán adquiridos cobra relevancia debido a que esto permitirá 
impactar en un mayor número de personas que pueden ser atendidas en las UBR y en una mejor atención de 
las personas con discapacidad y en riesgo de desarrollarla que ya acuden a terapias, pudiendo incluso, 
disminuir el tiempo de recuperación de los pacientes, mejorando su calidad de vida y de sus familias y 
también disminuir el gasto del gobierno para este fin, además de reducir la contaminación ambiental por el uso 
excesivo de agua en las tinas de hidromasaje la cual al finalizar cada terapia por persona, se desecha. 

Con base en lo anterior se integró el anexo técnico para la Licitación Pública Nacional  No. LA-
012NHK003-E65-2022, para la “Contratación del Servicio de Suministro de Equipo y Materiales para Unidades 
Básicas de Rehabilitación que se ubican en diversos estados de la República Mexicana”. 

DECLARACIONES 

I. "DIF NACIONAL" declara: 

I.1 Que es un Organismo Público Descentralizado, con patrimonio propio y personalidad jurídica, a que se 
refieren los artículos 172 de la Ley General de Salud y 27 de la Ley de Asistencia Social, así como lo 
establecido en el Estatuto Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, y tiene 
como objetivos, la promoción y prestación de servicios de asistencia social, la realización de las acciones que 
establezcan las disposiciones jurídicas aplicables conforme a sus atribuciones y funciones; así como la 
coordinación con Dependencias y Entidades Federales, Estatales y Municipales en el diseño de las políticas 
públicas, operación de programas, prestación de servicios y, la realización de acciones en la materia. 

I.2 Que, para el logro de sus objetivos, reconoce la importancia de optimizar esfuerzos del sector público 
para ampliar el impacto de sus programas en la comunidad, por lo cual es su intención colaborar con el  "DIF 
ESTATAL", para ejecución de actividades específicas en materia de discapacidad. 

I.3 Que la Lcda. Sally Jacqueline Pardo Semo, Jefa de la Unidad de Asistencia e Inclusión Social, cargo 
que acredita con el nombramiento No. 2019-298 de fecha 06 de diciembre de 2019, emitido por la C. María 
del Rocío García Pérez, se encuentra facultado(a) para celebrar el presente Convenio, en términos de lo 
establecido en los artículos 14, fracción XXVI y 16, fracciones I, XI, XII y XIII del Estatuto Orgánico del 
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

I.4 Que el Director General de Rehabilitación e Inclusión, Lic. Efraín Cruz Morales, cargo que acredita con 
nombramiento expedido por la LCDA. SALLY JACQUELINE PARDO SEMO de fecha 21 de septiembre de 
2022, se encuentra facultado para celebrar el presente Convenio, en términos de lo establecido en los 
artículos 24, fracción IX y 31, fracciones III y XXI del Estatuto Orgánico del Sistema Nacional para el 
Desarrollo Integral de la Familia. 

I.5 Que su Registro Federal de Contribuyentes expedido por el Sistema de Administración Tributaria de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, es el alfanumérico: SND7701134L0. 

I.6 Que señala como domicilio legal para todos los efectos de este Convenio, el ubicado en Avenida 
Emiliano Zapata número 340, Colonia Santa Cruz Atoyac, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código 
Postal 03310, Ciudad de México. 

II. "DIF ESTATAL" declara: 

II.1 Que es un Organismo Público Descentralizado de la Administración Pública Estatal, con personalidad 
jurídica y patrimonio propios, creado mediante Decreto No. 353, publicado en el Diario Oficial del Gobierno del 
Estado el 12 de septiembre de 1986. 

II.2 Que es el Rector de la Asistencia Social en el Estado Yucatán, y tiene entre sus objetivos, proponer, 
integrar y ejecutar las políticas públicas de asistencia social que promuevan el desarrollo integral de la familia 
y la comunidad, instrumentar, aplicar y dar dimensión plena a las políticas públicas en el ámbito de la 
asistencia y bienestar social. 

II.3 Que la Lcda. María Teresa Boehm Calero, Titular del Sistema Estatal DIF Estado de Yucatán, cargo 
que acredita con el nombramiento expedido a su favor por la Gobernador Constitucional de Yucatán,  Lic. 
Mauricio Vila Dosal, de fecha 01 de enero de 2022, se encuentra facultado para celebrar el presente Convenio 
de Coordinación en términos de lo establecido en el artículo 30 fracciones VI, VII y X de la Ley sobre el 
Sistema Estatal de Asistencia Social de Yucatán. 

II.4 Que es facultad del Titular del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia en Yucatán celebrar los 
Convenios, Acuerdos, Contratos Administrativos y Ejecutar los actos administrativos y jurídicos que sean 
indispensables para el cumplimiento de los objetivos del Organismo, con fundamento en el artículo 30 
fracciones VI, VII y X de la Ley sobre el Sistema Estatal de Asistencia Social de Yucatán. 
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II.5 Que entre sus atribuciones se encuentra el promover y prestar servicios de asistencia social  a la 
población. 

II.6 Que su Registro Federal de Contribuyentes expedido por el Sistema de Administración Tributaria de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, es el alfanumérico: SDI770331J50. 

II.7 Que señala como domicilio legal para todos los fines y efectos legales que se deriven del presente 
Convenio, el ubicado en Avenida Miguel Alemán 355, Colonia Itzimná, Mérida, Yucatán, C.P. 97100. 

III. "LAS PARTES" declaran conjuntamente: 

III.1 Que ante la necesidad de emprender acciones coordinadas tendientes al mejoramiento de las 
condiciones de vida de la población sujeta a asistencia social, es su interés y voluntad suscribir el presente 
Convenio, en beneficio de personas con discapacidad del país. 

III.2 Que reconocen que su participación conjunta en el desarrollo y cumplimiento del objeto del presente 
Convenio va encaminado a dar cumplimiento al Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 a fin de beneficiar al 
país y a población prioritaria. 

III.3 Que reconocen mutuamente la calidad con que se ostentan, así como su capacidad jurídica para 
suscribir el presente Convenio de Coordinación. 

III.4 Que es su deseo suscribir el presente Instrumento Jurídico, concurriendo en el territorio del Estado de 
Yucatán, asegurando la adecuada coordinación de acciones en materia de asistencia social, en el marco  del 
Programa de Atención a Personas con Discapacidad, para la realización de acciones en beneficio de 
personas con discapacidad de acuerdo con sus respectivas disposiciones jurídicas aplicables. 

III.5 Que cuentan con los recursos necesarios para proporcionar la colaboración, asistencia y servicios 
inherentes al objeto materia del presente Convenio. 

Con base en lo antes expuesto y con fundamento en lo establecido en los artículos 4 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 25 fracción VI, 75 fracción II segundo párrafo,  77 y demás 
relativos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 3, 4, 19, 21, 44, 45 y demás 
relativos de la Ley de Asistencia Social; 6 fracción II, 7 fracciones I, II, III, IV y V de la Ley General para la 
Inclusión de las Personas con Discapacidad; 175 y demás relativos del Reglamento de la  Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 14 fracción XXVI, 16 fracciones I, XI, XII, XIII, XIV y XVI, 24 
fracción IX y 31 fracción III del Estatuto Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la 
Familia, "LAS PARTES" celebran el presente Convenio de Coordinación y están de acuerdo en sujetarse a las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio tiene por objeto la transferencia de recursos federales en 
especie mediante equipo de rehabilitación para Unidades Básicas de Rehabilitación de bajo, alto y muy alto 
índice de marginación, que se ubican en diversos estados de la República Mexicana, por parte del  "DIF 
NACIONAL" al "DIF ESTATAL". 

SEGUNDA. APORTACIÓN DE RECURSOS. Con base en la suficiencia presupuestal dentro de la partida 
44101 “Gastos relacionados con actividades culturales, deportivas y de ayuda extraordinaria”,  "DIF 
NACIONAL" transferirá los recursos en especie mediante equipo de rehabilitación para Unidades Básicas de 
Rehabilitación de bajo, alto y muy alto índice de marginación. 

"LAS PARTES" convienen en que la entrega del equipo de rehabilitación, se hará en el Almacén Central 
del “DIF NACIONAL” con domicilio en Avenida México Coyoacán número 278, Colonia Santa Cruz Atoyac, 
Alcaldía Benito Juárez, Código Postal 03310, una vez que "DIF NACIONAL" notifique al "DIF ESTATAL", 
mediante oficio la disponibilidad del equipo. 

Una vez notificado el "DIF ESTATAL" de la fecha de entrega, este deberá contestar a más tardar en cinco 
(05) días hábiles mediante oficio de enterado y en el cual proporcionará generales de la persona con 
facultades para recibir el equipo. 

TERCERA. NATURALEZA DE LOS RECURSOS. Los recursos que aporta el "DIF NACIONAL" se 
destinarán exclusivamente al cumplimiento del objeto del presente Convenio, serán considerados en todo 
momento como recursos federales en los términos de las disposiciones aplicables; en consecuencia, no 
perderán su carácter federal al ser canalizados al "DIF ESTATAL". 

"LAS PARTES" aceptan que la aportación de los recursos que se destinen para el desarrollo de las 
acciones materia de este Convenio estará a cargo de "DIF NACIONAL" y la administración, aplicación, 
información, así como la comprobación de la aplicación, será exclusivamente a cargo del "DIF ESTATAL", de 
conformidad con la normativa aplicable. 
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CUARTA. COMPROMISOS DE "DIF NACIONAL". El "DIF NACIONAL" se compromete a realizar las 
acciones siguientes: 

a) Asignar los recursos federales previstos en la Cláusula Segunda de este Convenio y; 

b) Otorgar la asesoría y orientación a "DIF ESTATAL" cuando éste se la solicite; 

QUINTA. OBLIGACIONES DE "DIF ESTATAL". El "DIF ESTATAL" se compromete a realizar las acciones 
siguientes:  

a) Recibir y canalizar los recursos señalados en la Cláusula Segunda, así como supervisar que la 
ejecución y desarrollo de las actividades objeto del presente Convenio, se realicen; 

b) Aplicar en su totalidad, los recursos señalados en la Cláusula Segunda de este Convenio, garantizando 
la liberación expedita de los mismos, los cuales deberán destinarse, a las UBR, que se señalan en el “ANEXO 
UNO”, 

c) Presentar un informe a más tardar durante los primeros veinte (20) días hábiles posteriores a la entrega 
del equipo de rehabilitación. El informe deberá detallar la dinámica de cómo fue entregado el equipo, así como 
evidencia fotográfica de cuando al menos 30 fotografías; 

d) Entregar a la Dirección General de Rehabilitación e Inclusión, el instrumento con el cual quedo a 
resguardo de la UBR el equipo (Acta Entrega de Recepción de Equipo a Municipio) 

e) Dar seguimiento, verificar el desarrollo y ejecución de los compromisos contenidos en el objeto del 
presente Convenio; 

f) Aceptar y facilitar la realización de visitas de supervisión y brindar oportunamente las facilidades que 
solicite "DIF NACIONAL", y/o los órganos fiscalizadores federales competentes, para los efectos que dichas 
instancias requieran y 

g) Adoptar las medidas necesarias para establecer el enlace y comunicación con "DIF NACIONAL" para 
dar el debido seguimiento a los compromisos asumidos. Lo anterior, sin perjuicio de que los órganos 
fiscalizadores correspondientes lleven a cabo las acciones de vigilancia, control y evaluación a fin de verificar 
en cualquier momento el cumplimiento de los compromisos a cargo de "DIF ESTATAL", en los términos 
contenidos en el presente Convenio; 

h) Previa autorización del “DIF NACIONAL”, y siempre que las disposiciones normativas aplicables lo 
permitan, celebrar convenios de coordinación con los sistemas municipales DIF para la transferencia de los 
recursos federales señalados en la CLAUSULA SEGUNDA, siempre que dichos convenios contengan  los 
mecanismos de seguimiento y verificación, así como que se cuente con los debidos resguardos de los 
equipos. 

SEXTA. REPRESENTANTES DE "LAS PARTES". Para la adecuada operación de las actividades a que 
se refiere el presente Instrumento Jurídico y a efecto de que en forma conjunta supervisen la realización del 
"EL PROYECTO", "LAS PARTES “designan al respecto a los siguientes representantes, quienes deberán 
contar mínimo, con el nivel jerárquico de Director (a) General u homólogo: 

"DIF NACIONAL"  LIC. EFRAÍN CRUZ MORALES 

DIRECTOR GENERAL DE REHABILITACIÓN E INCLUSIÓN DEL 
SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA 
FAMILIA 

"DIF ESTATAL"  LCDA. MARÍA TERESA BOEHM CALERO 

DIRECTORA GENERAL DEL SISTEMA PARA EL DESARROLLO 
INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL ESTADO EN YUCATÁN 

 

Los representantes titulares podrán designar suplentes, quienes deberán contar con facultades para tomar 
decisiones, los cuales deberán tener cuando menos, el nivel jerárquico inmediato inferior al del representante 
titular, cuidando que sea homogéneo y adecuado para garantizar la ejecución de las decisiones adoptadas. 

SÉPTIMA. SUSPENSIÓN O CANCELACIÓN DE LA ENTREGA DE LOS APOYOS. "DIF ESTATAL" 
acepta que, en caso de incumplimiento al tercer párrafo de la Cláusula Segunda del presente Convenio, 
particularmente de las obligaciones a su cargo, "DIF NACIONAL" suspenderá la entrega de los recursos 
asignados al objeto materia de este Convenio 

OCTAVA. RELACIÓN LABORAL. El personal de cada una de "LAS PARTES" que sea designado para la 
realización de cualquier actividad relacionada con este Convenio de Coordinación, permanecerá en forma 
absoluta bajo la dirección y dependencia de la parte con la cual tiene establecida su relación laboral, 



Lunes 12 de junio de 2023 DIARIO OFICIAL   

mercantil, civil, administrativa o de cualquier otra índole, por lo que no se creará una subordinación de ninguna 
especie con la parte opuesta, ni operará la figura jurídica de patrón sustituto o solidario; lo anterior, con 
independencia de estar prestando sus servicios fuera de las instalaciones de la entidad, por la que fue 
contratada o realizar labores de supervisión de los trabajos que se realicen. 

NOVENA. VIGENCIA. El presente Convenio, comenzará a surtir sus efectos legales a partir de la fecha de 
su firma y hasta el día 28 de febrero de 2023. 

DÉCIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. Cualquiera de "LAS PARTES", a voluntad expresa, podrá dar por 
terminado el presente Convenio, con los datos generales de la parte que así lo exprese, mediante notificación 
escrita dirigida a la otra, con 30 (treinta) días naturales de antelación, en el entendido de que las actividades 
que se encuentren en ejecución deberán ser concluidas salvo acuerdo en contrario. 

DÉCIMA PRIMERA. MODIFICACIONES. Las modificaciones o adiciones que se realicen al presente 
Convenio serán pactadas de común acuerdo entre "LAS PARTES" y se harán constar por escrito, a través del 
convenio modificatorio correspondiente, el cual surtirá efectos a partir de la fecha de su suscripción. 

DÉCIMA SEGUNDA. CONTROVERSIAS. En caso de suscitarse algún conflicto o controversia con motivo 
de la interpretación/o cumplimiento del presente Convenio, "LAS PARTES" lo resolverán de común acuerdo, 
de no lograrlo, acuerdan someterse expresamente a la jurisdicción de los Tribunales Federales competentes 
en la Ciudad de México, renunciando desde este momento al fuero que les pudiera corresponder en razón de 
su domicilio presente o futuro, o por cualquier otra causa. 

DÉCIMA TERCERA. PUBLICACIÓN. En cumplimiento de las disposiciones contenidas en el artículo 36 de 
la Ley de Planeación y 178 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
el presente Convenio de Coordinación será publicado en el Diario Oficial de la Federación. 

DÉCIMA CUARTA. USO DE LOGOTIPOS. “LAS PARTES” se obligan a no hacer mal uso o un uso no 
autorizado de las imágenes, logotipos y tipografías de cada una de ellas por la otra parte, en caso de incurrir 
en ello, se obligan a retirarlo inmediatamente y a corregir dicho material publicitario a más tardar dentro de los 
(5) cinco días posteriores al momento en que se solicite por escrito su corrección. 

“LAS PARTES” podrán utilizar el logotipo o emblema de la otra, únicamente en los eventos, publicaciones 
y difusión que sean acordados por las mismas. 

Ninguna de “LAS PARTES” podrá utilizar el logotipo o emblema de la otra institución en publicaciones ni 
programas distintos a los acordados en este instrumento jurídico o derivados del mismo, si antes no está 
expresamente convenido por escrito entre ellas 

DÉCIMA QUINTA. DE LA OBTENCIÓN, TRANSMISIÓN Y VERACIDAD DE LA INFORMACIÓN.  La 
transferencia de información se realizará tomando en consideración lo establecido en los artículos 16 y 70, 
fracción II, de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. 

En toda transferencia de datos personales, la persona responsable deberá mostrar y comunicar al receptor 
de los datos personales, el aviso de privacidad correspondiente, salvo en las excepciones establecidas por la 
ley aplicable. El responsable deberá adoptar las medidas necesarias para mantener exactos, completos, 
correctos y actualizados los datos personales en su posesión, a fin de que no se altere la veracidad de éstos. 

Asimismo, “LAS PARTES” deberán garantizar directamente el ejercicio de los derechos de Acceso, 
Rectificación, Cancelación y Oposición de los titulares de los datos personales 

DÉCIMA SEXTA. COMUNICACIONES Y AVISOS. - "LAS PARTES" convienen que todos los avisos, 
comunicaciones y notificaciones derivadas del Convenio, deben realizarse por escrito en los domicilios 
señalados en el apartado de declaraciones, así como por los medios electrónicos institucionales, de 
conformidad con lo estipulado en el Acuerdo por el que se establecen los Lineamientos para el intercambio de 
información oficial a través de correo electrónico institucional como medida complementaria de las acciones 
para el combate de la enfermedad generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), publicado por la Secretaría 
de la Función Pública en el Diario Oficial de la Federación el 17 de abril de 2020. 

En caso de que "LAS PARTES" cambien de domicilio, se obligan a dar el aviso correspondiente a la otra, 
con quince días hábiles de anticipación a que dicho cambio de ubicación se lleve a cabo, de lo contrario se 
tomará como vigente el domicilio expresado en el apartado de Declaraciones del presente instrumento. 

Enteradas las partes de sus términos y alcances legales del presente Convenio de Coordinación, lo firman 
en cinco tantos en la Ciudad de México, a los 16 días del mes de enero de 2023.- Por DIF Nacional: Jefa de la 
Unidad de Asistencia e Inclusión Social, Lcda. Sally Jacqueline Pardo Semo.- Rúbrica.- Asiste: Director 
General de Rehabilitación e Inclusión del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia,  Lic. 
Efraín Cruz Morales.- Rúbrica.- Por DIF Estatal: Directora General del Sistema para el Desarrollo Integral de 
la Familia en Yucatán, Lcda. María Teresa Boehm Calero.- Rúbrica. 
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ANEXO UNO EQUIPOS Y/O MATERIALES ASIGNADOS A LAS UNIDADES BÁSICAS DE REHABILITACIÓN (UBR) 
BENEFICIADAS DEL SISTEMA ESTATAL DIF YUCATÁN A TRAVÉS DEL PROYECTO DE “CONTRATACIÓN DEL 

SERVICIO DE SUMINISTRO DE LOS EQUIPOS Y MATERIALES PARA UNIDADES BÁSICAS DE REHABILITACIÓN  
QUE SE UBICAN EN DIVERSOS ESTADOS DE LA REPÚBLICA MEXICANA” 

1 

Municipio: Abalá 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Abalá 

Domicilio completo: Calle 11 s/n por 6 y 8, Colonia Centro, C.P. 97825, Abalá, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 1 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 3 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 4 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

2 

Municipio: Acanceh 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Acanceh 

Domicilio completo: Calle 30 s/n entre 17 y 21, Centro, C.P. 97380, Acanceh, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 3 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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3 

Municipio: Baca 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Baca 

Domicilio completo: Calle 30 s/n entre 17 y 21, Centro, C.P. 97450, Baca, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 1 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 2 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 1 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 1 PIEZA 

 

4 

Municipio: Celestún 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Celestún 

Domicilio completo: Calle 12 s/n entre 23, Colonia San Román, C.P. 97367, Celestún, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 1 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 1 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 1 PIEZA 
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5 

Municipio: Chichimilá 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Chichimilá 

Domicilio completo: Calle 20 No. 100 entre 23 y 25, Colonia Centro, C.P. 97760, Chichimilá, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 0 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 0 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 0 PIEZA 

10 Set de polainas 0 PIEZA 

11 Mancuernas 0 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

6 

Municipio: Chicxulub Pueblo 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Chicxulub Pueblo 

Domicilio completo: 
Calle 29 s/n por 24 y 26, Colonia Los Limones, C.P. 97340, Chicxulub Pueblo, 
Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 0 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 0 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 0 PIEZA 

10 Set de polainas 0 PIEZA 

11 Mancuernas 0 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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7 

Municipio: Chikindzonot 

Nombre de la Unidad: Unidad Básico de Rehabilitación de Chikindzonot 

Domicilio completo: Calle 22 s/n por 19 y 21, Colonia Centro, Chikindzonot, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 0 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 0 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 0 PIEZA 

10 Set de polainas 0 PIEZA 

11 Mancuernas 0 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

8 

Municipio: Chocholá 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación U Nahil Uyantal Maak 

Domicilio completo: Calle 11 s/n por 28ª y 30, Colonia San Antonio, C.P. 97816, Chocholá, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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9 

Municipio: Dzemul 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Dzemul 

Domicilio completo: Calle 14 s/n por 17 y 19, Colonia Centro, C.P. 97404, Dzemul, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 1 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 1 PIEZA 

 

10 

Municipio: Dzilam González 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Dzilam González 

Domicilio completo: Calle 22 s/n por 27 y 29, Dzilam González, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 1 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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11 

Municipio: Espita 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Espita 

Domicilio completo: Calle 57 s/n entre 14 y 12, Colonia Centro, C.P. 97730, Espita, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 1 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

12 

Municipio: Ixil 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Ixil 

Domicilio completo: Calle 19 A por 18 y 20 s/n, Colonia Centro, C.P. 97343, Ixil, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 1 PIEZA 
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13 

Municipio: Izamal 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Izamal 

Domicilio completo: Calle 44 s/n por 23 y 25, Colonia San Francisco, C.P. 97540, Izamal, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 0 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 0 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 0 PIEZA 

10 Set de polainas 0 PIEZA 

11 Mancuernas 0 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

14 

Municipio: Kantunil 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Kantunil 

Domicilio completo: Calle 22 por 21 y 23 s/n, Palacio Municipal, Kantunil, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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15 

Municipio: Motul 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Motul 

Domicilio completo: Calle 27 s/n por 38 y 40, Centro, Motul, Yucatán.  

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

16 

Municipio: Muna 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Muna 

Domicilio completo: Calle 29 s/n por 20 y 22, Colonia San Bernardo, Muna, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 4 PIEZA 

16 Escalera con rampa 1 PIEZA 
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17 

Municipio: Santa Elena 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Santa Elena 

Domicilio completo: Calle 19 s/n por 18 y 20, Colonia Centro, Santa Elena, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 1 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 2 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

18 

Municipio: Seyé 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Seyé 

Domicilio completo: Calle 31 s/n por 30 y 32, Colonia Centro, Seyé, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 2 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 4 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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19 

Municipio: Sotuta 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Sotuta 

Domicilio completo: Calle 22 s/n, por Colonia Centro, Sotuta, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 1 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 1 PIEZA 

 

20 

Municipio: Teabo 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Teabo 

Domicilio completo: Calle 31 s/n, Colonia Centro, Teabo, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 0 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 0 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 0 PIEZA 

10 Set de polainas 0 PIEZA 

11 Mancuernas 0 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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Municipio: Tekom 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Tekom 

Domicilio completo: Calle 16 por 7, por la salida a Cuncunul, Tekom, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

22 

Municipio: Telchac Pueblo 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Itzamna 

Domicilio completo: Calle 21 s/n por 14 y 16, Colonia Centro, Telchac Pueblo, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 1 PIEZA 
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Municipio: Temozón 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Temozón 

Domicilio completo: Calle 11 A por 18 y 22 s/n, Colonia San Juan, Temozón, Yucatán.  

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 2 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 0 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 0 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 0 PIEZA 

10 Set de polainas 0 PIEZA 

11 Mancuernas 0 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 4 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

24 

Municipio: Tetiz 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Tetiz 

Domicilio completo: Calle 20 s/n por 13 y 15, Colonia San Mateo, Tetiz, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 1 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 1 PIEZA 
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Municipio: Timucuy 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Timucuy 

Domicilio completo: Calle 22 A s/n por 15 y 17, Colonia Centro, Timucuy, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 1 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

26 

Municipio: Tixcacalcupul 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Tixcacalcupul 

Domicilio completo: Calle 11 s/n por 12 y 14, Colonia Centro, Tixcacalcupul, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 1 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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27 

Municipio: Tixpéhual 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Tixpéhual 

Domicilio completo: Calle 18 por 19 s/n, Colonia Centro, Tixpéhual, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 1 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

28 

Municipio: Tunkás 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Tunkás 

Domicilio completo: Calle 26 s/n por 26 y 25, Colonia Francisco I. Madero, Tunkás, Yucatán. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 1 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

_______________________ 
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CONVENIO de Coordinación para la transferencia de recursos federales mediante equipos de rehabilitación para 
unidades básicas de rehabilitación de bajo, alto y muy alto grado de marginación, que se ubican en diversos estados 
de la República Mexicana, que celebran el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia y el Sistema 
para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de Zacatecas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA LA TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES MEDIANTE EQUIPOS 
DE REHABILITACIÓN PARA UNIDADES BÁSICAS DE REHABILITACIÓN DE BAJO, ALTO Y MUY ALTO GRADO DE 
MARGINACIÓN, QUE SE UBICAN EN DIVERSOS ESTADOS DE LA REPÚBLICA MEXICANA, QUE CELEBRAN POR 
UNA PARTE, EL SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA, EN LO SUCESIVO 
DENOMINADO "DIF NACIONAL", POR CONDUCTO DE LA JEFA DE LA UNIDAD DE ASISTENCIA E INCLUSIÓN 
SOCIAL, LCDA. SALLY JACQUELINE PARDO SEMO, ASISTIDA POR EL DIRECTOR GENERAL DE REHABILITACIÓN E 
INCLUSIÓN LIC. EFRAÍN CRUZ MORALES, Y POR LA OTRA PARTE, EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL 
DE LA FAMILIA DEL ESTADO DE ZACATECAS, EN ADELANTE "DIF ESTATAL", POR CONDUCTO DE SU DIRECTOR 
GENERAL, EL C. VÍCTOR HUMBERTO DE LA TORRE DELGADO, A QUIENES CUANDO ACTÚEN DE MANERA 
CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ "LAS PARTES", DE CONFORMIDAD CON LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, 
DECLARACIONES Y CLÁUSULAS. 

ANTECEDENTES 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 4, párrafo cuarto, establece 
que toda persona tiene derecho a la protección de la salud, dicho derecho comprende, en términos de lo 
dispuesto por el artículo 2, fracción V de la ley General de Salud, El disfrute de servicios de salud y de 
asistencia social que satisfagan eficaz y oportunamente las necesidades de la población. 

II. Que atento a lo señalado por el artículo 3° fracciones XVII y XVIII de la Ley General de Salud, es 
materia de Salubridad General, la rehabilitación de las personas con discapacidad y que a su vez atento a lo 
establecido en los artículos 6 fracción III, 24 fracción II de la misma Ley en cita, los servicios de asistencia 
social son considerados como servicios de salud y forman parte de dicho sistema nacional. 

III. Que conforme al artículo 177 de la Ley General de Salud la Secretaría de Salud a través del Sistema 
Nacional para el Desarrollo Integral de las Familias conjuntamente con los gobiernos de las entidades 
federativas, coordinadamente y en sus respectivos ámbitos de competencia, promoverán el establecimiento 
de centros y servicios de rehabilitación somática, psicológica, social y ocupacional para las personas que 
cuenten con cualquier tipo de discapacidad, así como acciones que faciliten la disponibilidad y adaptación de 
prótesis, órtesis y ayudas funcionales. 

IV. Que este Sistema Nacional para el Desarrollo integral de las familias, de conformidad con lo dispuesto 
por los artículos 172 de la Ley General de Salud, y conforme a los artículos 14, fracción VII y 19 de la Ley de 
Asistencia Social, cuenta con facultades para establecer mecanismos de supervisión, instrumentación, 
coordinación para la operación, control y evaluación de los programas de asistencia social que las entidades 
federativas, el Distrito Federal (ahora Ciudad de México) y los municipios realicen apoyados total o 
parcialmente con recursos federales, contemplando a su vez facultades para suscribir acuerdos de 
coordinación, para tales efectos. 

V. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 12 de julio 
de 2019, precisa los objetivos nacionales, la estrategia y las prioridades del desarrollo integral, equitativo, 
incluyente, sustentable y sostenible del país, remarcando los principios de igualdad, no discriminación e 
inclusión, los cuales sirven de base para programar y presupuestar el gasto público federal que de forma 
anual se realiza en términos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

Establece el rumbo de las políticas que servirán para transformar la vida pública del país y construir un 
nuevo pacto social cuyo objetivo último sea el bienestar de todas y todos, logrando ello a través de la 
reducción de las brechas de pobreza y desigualdad, el restablecimiento de un Estado de Derecho con justicia, 
el combate a la corrupción y un impulso al desarrollo económico sostenible y a lo largo de todo el territorio. 

VI. La Dirección General de Rehabilitación e Inclusión (DGRI) a través del oficio número 
262.000.00/0533/2022 de fecha 6 de mayo de 2022, signado por la Lic. Miriam Cisneros Rodríguez, Directora 
General, solicitó a la Dirección General de Programación, Organización y Presupuesto (DGPOP) 
“proporcionar la suficiencia presupuestal requerida, para el proceso de adquisición correspondiente de 
diversos bienes para brindar apoyos necesarios para el fortalecimiento de Unidades Básicas de Rehabilitación 
(UBR) en diversos estados de la República, por un importe de $35’000,000.00 (Treinta y Cinco Millones de 
Pesos 00/100 M.N.)”, recibiendo respuesta mediante oficio número 272.000.00.379.2022, firmado por María 
del Pilar Barruelas Pérez, Directora de Presupuesto, en ausencia de la Lic. María Irma Vázquez Gómez, 
Directora General de Programación, Organización y Presupuesto, otorgando la suficiencia presupuestal 
solicitada, incluyendo IVA, correspondiente a la partida 44101 “Gastos relacionados con actividades 
culturales, deportivas y de ayuda extraordinaria”. 
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Por lo anterior, se procedió a enviar oficio número 262.000.00/0556/2022, de fecha 10 de mayo suscrito 
por la Lic. Miriam Cisneros Rodríguez, dirigido al Lic. Felipe Roberto Bustos Ahuatzin, Director General de 
Recursos Materiales y Servicios Generales, con la finalidad de que se iniciara el proceso de adquisición 
correspondiente. 

Mediante Oficio 262.000.00/563/2022, de fecha 16 de mayo del presente dirigido a la Lic. Nuria Fernández 
Espresate, la Lic. Miriam Cisneros Rodríguez, Directora General, emitió la “Justificación de Equipo de UBR” e 
informó del avance y las acciones desarrolladas hasta ese momento para identificar las necesidades de las 
UBR así como propuesta de “equipo que integrará el Kit de balance que se estaría adquiriendo, atendiendo lo 
establecido en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público”. No obstante lo 
anterior, con la intención de contar con la evidencia documental de las necesidades de las UBR se replanteó 
la estrategia, con la finalidad de proporcionar más y mejores servicios de atención a la población con 
discapacidad, a través de la adquisición de equipo de rehabilitación para Unidades Básicas de Rehabilitación, 
con el propósito de promover una inclusión social y familiar más oportuna de la persona con discapacidad o 
en riesgo de adquirirla; que coadyuve a su integración en el entorno familiar, social y/o productivo y promueva 
el ejercicio pleno de sus derechos. 

A través del presente proyecto, en lo sucesivo “EL PROYECTO” se pretende beneficiar a personas con 
discapacidad motora, visual, auditiva, de lenguaje y cognitiva y de acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo 
2019-2024, la implementación del mismo, abonará al cumplimiento del Eje 2. Política Social, de dicho plan 
donde se establece que el Estado en esta nueva etapa no será gestor de oportunidades, sino garante de 
derechos, cuya diferencia entre una y otra es que las oportunidades son circunstancias azarosas y 
temporales, o concesiones discrecionales sujetas al término que se le presentan a un afortunado entre 
muchos y que pueden ser aprovechados o no. En cambio, los derechos son inmanentes a la persona, 
irrenunciables, universales y de cumplimiento obligatorio. 

VI. La Dirección General de Rehabilitación e Inclusión, a través de la Dirección de Rehabilitación, en 
conjunto con la Subdirección de Unidades Operativas en los Estados y los Departamentos de Apoyo 
Presupuestario, Recursos Materiales, Estadística, Detección Temprana, y Supervisión Médica en Área 
Normativa, derivado de la suficiencia presupuestal asignada para el proceso de adquisición correspondiente 
de diversos bienes para brindar apoyos necesarios para el fortalecimiento de UBR´s en diversos estados de la 
República, conforme a las atribuciones conferidas en el Art. 31 del Estatuto Orgánico del SNDIF, estableció  lo 
siguiente: 

a) Identificar las Unidades Básicas de Rehabilitación (UBR) a ser beneficiadas, definiéndose éstas 
como establecimientos que proporcionan servicios de primer nivel de atención en rehabilitación, con 
base en el modelo de rehabilitación en la comunidad, con el propósito de promover acciones de 
salud en prevención de la discapacidad y proporcionar tratamiento simplificado para padecimientos 
discapacitantes, además de promover la organización de grupos comunitarios de apoyo. 

b) Se consideraron las UBR ubicadas en municipios de Muy Alto, Alto y Bajo grado de marginación, de 
acuerdo con el documento de “Población total, indicadores socioeconómicos y grado de marginación 
por municipio”, publicado por el Consejo Nacional de Población (CONAPO) en 2020. 

c) Se verificó que dichas unidades no fueran beneficiadas en este ejercicio fiscal por el Programa 
presupuestal (Pp) S039 “Atención a Personas con Discapacidad” o por los apoyos proporcionados 
por “Comando Norte” de los Estados Unidos de Norte América. 

d) Durante el mes de junio de 2022 se emitieron oficios a 27 estados de la República, mediante los 
cuales se solicitó requisitar la ficha técnica que se anexaba, para cada UBR identificada con el grado 
de marginación aplicable a dicho requerimiento. Este oficio solicitaba lo siguiente: 

“Con la finalidad de ampliar la información de dichas unidades y contar con un 
diagnóstico situacional de la misma, solicitamos su valioso apoyo para que a través de 
su conducto se le solicite al responsable de las Unidades Básicas de Rehabilitación del 
municipio de nombre, requisite el archivo anexo denominado “Ficha técnica situación 
actual de UBR”. 

Los rubros que contiene dicha ficha son: datos de identificación, autoridades, ubicación geográfica, 
inmueble, recursos humanos, servicios que brinda, principales motivos de atención, así como las necesidades 
de equipamiento. Asimismo, se solicitó que dichas fichas contuvieran los datos de la persona responsable de 
la UBR así como de la autoridad del Sistema Municipal DIF (SMDIF). 

Derivado de lo anterior, cinco estados no fueron considerados, por lo que no se les envío oficio solicitando 
la ficha técnica, en virtud de que no contaban con UBR ubicadas en municipios con los grados de marginación 
definidos y/o ya se encuentran consideradas para recibir otros apoyos en el Pp S039. De manera particular, 
se describe la situación de los estados a continuación señalados: 
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1. Aguascalientes: No cumplen con el criterio del grado de marginación. 

2. Baja California: No cumplen con el criterio del grado de marginación 

3. Baja California Sur: No cumplen con el criterio del grado de marginación. 

4. Colima: Las UBR han sido beneficiadas por el PpS039 y el resto no cumple con el criterio del grado 
de marginación. 

5. Ciudad de México: Las UBR han sido beneficiadas por el PpS039. 

e) El área de supervisión médica normativa realizó la revisión técnica a las fichas recibidas, con base en 
los siguientes criterios: 

1. Estatus de operación de la UBR (en operación o cerrada). 

2. Recursos humanos con los que cuenta cada UBR (escolaridad y grado de especialización del 
personal: profesional, especializado o técnico). 

3. Espacio físico disponible (superficie del inmueble) y distribución de áreas (visible en fotografías). 

4. Principales causas o motivos de atención. 

5. Necesidades de equipamiento. 

f) A partir de dicha revisión se definió una relación que contiene 245 UBR a beneficiarse por  “EL 
PROYECTO” de equipamiento, correspondientes a 25 entidades federativas, distribuidas de la 
siguiente forma: 

No. Entidad federativa Número de UBR 

1 Campeche 7 

2 Chiapas 5 

3 Chihuahua 8 

4 Coahuila 3 

5 Estado de México 11 

6 Guanajuato 10 

7 Guerrero 6 

8 Hidalgo 15 

9 Jalisco 2 

10 Michoacán 18 

11 Morelos 18 

12 Nayarit 5 

13 Oaxaca 8 

14 Puebla 15 

15 Querétaro 3 

16 Quintana Roo 2 

17 San Luis Potosí 13 

18 Sinaloa 5 

19 Sonora 6 

20 Tabasco 5 

21 Tamaulipas 13 

22 Tlaxcala 10 

23 Veracruz 12 

24 Yucatán 28 

25 Zacatecas 17 

Total general 245 
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Dos entidades no fueron consideradas, debido a que: 

1. Las UBR de Nuevo León no se encontraban operando al momento de la solicitud. 

2. Las UBR de Durango no solicitaban equipo y material de rehabilitación. 

g) Relación de equipos y materiales básicos de rehabilitación para el equipamiento de Unidades 
Básicas de Rehabilitación (UBR) 

De conformidad con el artículo primero de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
concordancia con la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, establece obligación 
de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Asimismo, en su artículo cuarto, asienta que 
toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La Ley definirá las bases y modalidades para el 
acceso a los servicios de salud y establecerá la concurrencia de la Federación y las entidades federativas en 
materia de salubridad general, conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de la referida Carta 
Magna. La Ley definirá un sistema de salud para el bienestar, con el fin de garantizar la extensión progresiva, 
cuantitativa y cualitativa de los servicios de salud para la atención integral y gratuita de las personas que no 
cuenten con seguridad social. 

El SNDIF con base en el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, en su Eje General II. Política Social y la 
Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad contempla el equipamiento de las Unidades 
Básicas de Rehabilitación, como medio facilitador para que las personas con discapacidad o en riesgo 
potencial de desarrollarla, sin distinción de origen étnico, nacional, género, edad, condición social, económica 
y de salud, religión, estado civil, preferencias sexuales, embarazo, identidad política, situación migratoria o 
cualquier otra característica propia de la condición humana; hagan valer su derecho a la salud que les 
permitan acceder a condiciones de inclusión. 

El Censo 2020, revela que el número de personas con discapacidad, deficiencias o limitaciones 
funcionales, que demandan el otorgamiento de estos servicios, es amplio. La necesidad de fortalecer los 
servicios de rehabilitación y ampliar su cobertura en las zonas urbanas y rurales del país e incrementar las 
oportunidades para la inclusión de las personas con discapacidad para facilitar su inclusión social es 
imperativo. 

En el ACUERDO1 por el que el SNDIF, publica las Reglas de Operación e Indicadores de Evaluación y 
Gestión del Programa de Atención a Personas con Discapacidad, (2000), se establece que una Unidad Básica 
de Rehabilitación (UBR) presta servicios de promoción de la salud, prevención de discapacidad, rehabilitación 
simple con participación de la familia y la comunidad y de referencia y contrarreferencia de personas con 
discapacidad. Se caracteriza por operar con personal auxiliar capacitado en su mayoría y utiliza equipamiento 
mínimo indispensable y materiales sencillos de fácil adquisición. 

De acuerdo con la guía de equipamiento de Unidades de Rehabilitación (2005), de la Secretaría de Salud, 
CENETEC2. Se decide el siguiente listado de equipo y materiales en consideración a los servicios, 
procedimientos diagnósticos y terapéuticos que pueden ser realizados en una UBR como lo son la terapia 
combinada, los baños de parafina, la termoterapia, mecanoterapia y electroterapia. 

La selección de equipos y materiales que serán adquiridos cobra relevancia debido a que esto permitirá 
impactar en un mayor número de personas que pueden ser atendidas en las UBR y en una mejor atención de 
las personas con discapacidad y en riesgo de desarrollarla que ya acuden a terapias, pudiendo incluso, 
disminuir el tiempo de recuperación de los pacientes, mejorando su calidad de vida y de sus familias y 
también disminuir el gasto del gobierno para este fin, además de reducir la contaminación ambiental por el uso 
excesivo de agua en las tinas de hidromasaje la cual al finalizar cada terapia por persona, se desecha. 

Con base en lo anterior se integró el anexo técnico para la Licitación Pública Nacional  No. LA-
012NHK003-E65-2022, para la “Contratación del Servicio de Suministro de Equipo y Materiales para Unidades 
Básicas de Rehabilitación que se ubican en diversos estados de la República Mexicana”. 

DECLARACIONES 

I. "DIF NACIONAL" declara: 

I.1 Que es un Organismo Público Descentralizado, con patrimonio propio y personalidad jurídica, a que se 
refieren los artículos 172 de la Ley General de Salud y 27 de la Ley de Asistencia Social, así como lo 
establecido en el Estatuto Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, y tiene 

                                                 
1 ¹ DOF. ACUERDO por el que se modifican las Reglas de Operación del Programa de Atención a Personas con Discapacidad 
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5055548&fecha=06/08/2008#gsc.tab=0     
2 ² CENETEC, Secretaría de Salud. Guía de Equipamiento de Unidades de Rehabilitación. En: 
http://www.cenetec.salud.gob.mx/descargas/biomedica/guias_equipamiento  
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como objetivos, la promoción y prestación de servicios de asistencia social, la realización de las acciones que 
establezcan las disposiciones jurídicas aplicables conforme a sus atribuciones y funciones; así como la 
coordinación con Dependencias y Entidades Federales, Estatales y Municipales en el diseño de las políticas 
públicas, operación de programas, prestación de servicios y, la realización de acciones en la materia. 

I.2 Que, para el logro de sus objetivos, reconoce la importancia de optimizar esfuerzos del sector público 
para ampliar el impacto de sus programas en la comunidad, por lo cual es su intención colaborar con el  "DIF 
ESTATAL", para ejecución de actividades específicas en materia de discapacidad. 

I.3 Que la Lcda. Sally Jacqueline Pardo Semo, Jefa de la Unidad de Asistencia e Inclusión Social, cargo 
que acredita con el nombramiento No. 2019-298 de fecha 06 de diciembre de 2019, emitido por la C. María 
del Rocío García Pérez, se encuentra facultado(a) para celebrar el presente Convenio, en términos de lo 
establecido en los artículos 14, fracción XXVI y 16, fracciones I, XI, XII y XIII del Estatuto Orgánico del 
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

I.4 Que el Director General de Rehabilitación e Inclusión, Lic. Efraín Cruz Morales, cargo que acredita con 
nombramiento expedido por la LCDA. SALLY JACQUELINE PARDO SEMO de fecha 21 de septiembre de 
2022, se encuentra facultado para celebrar el presente Convenio, en términos de lo establecido en los 
artículos 24, fracción IX y 31, fracciones III y XXI del Estatuto Orgánico del Sistema Nacional para el 
Desarrollo Integral de la Familia. 

I.5 Que su Registro Federal de Contribuyentes expedido por el Sistema de Administración Tributaria de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, es el alfanumérico: SND7701134L0. 

I.6 Que señala como domicilio legal para todos los efectos de este Convenio, el ubicado en Avenida 
Emiliano Zapata número 340, Colonia Santa Cruz Atoyac, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código 
Postal 03310, Ciudad de México. 

II. "DIF ESTATAL" declara: 

II.1 Que es un Organismo Público Descentralizado de la Administración Pública Estatal, con personalidad 
jurídica y patrimonio propios, conforme a la Ley de Asistencia Social del Estado de Zacatecas, publicada en el 
Suplemento al Periódico Oficial del Estado de Zacatecas, el 04 de abril de 2007. 

II.2 Que es el Rector de la Asistencia Social en el Estado de Zacatecas, y tiene entre sus objetivos, 
proponer, integrar y ejecutar las políticas públicas de asistencia social que promuevan el desarrollo integral de 
la familia y la comunidad, instrumentar, aplicar y dar dimensión plena a las políticas públicas en el ámbito de la 
asistencia y bienestar social. 

II.3 Que el C. Víctor Humberto de la Torre Delgado, Titular del Sistema Estatal DIF Zacatecas, cargo que 
acredita con el nombramiento expedido a su favor por el Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, 
Lic. David Monreal Ávila, de fecha 03 de febrero de 2022, se encuentra facultado para celebrar el presente 
Convenio de Coordinación en términos de lo establecido en el artículo 30 Fracciones I, VIII, IX, XII de la Ley 
de Asistencia Social del Estado de Zacatecas, por el cual se crea el Sistema Estatal para el Desarrollo Integral 
de la Familia en Zacatecas, publicado en el Suplemento al Periódico Oficial del Estado de Zacatecas, el 04 de 
abril de 2007. 

II.4 Que es facultad del Titular del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de 
Zacatecas celebrar los Convenios, Acuerdos, Contratos Administrativos y Ejecutar los actos administrativos y 
jurídicos que sean indispensables para el cumplimiento de los objetivos del Organismo, con fundamento en la 
Ley de Asistencia Social del Estado de Zacatecas, por el cual se crea el Sistema Estatal para el Desarrollo 
Integral de la Familia en Zacatecas, publicado en el Suplemento al Periódico Oficial del Estado de Zacatecas, 
el 04 de abril de 2007. 

II.5 Que entre sus atribuciones se encuentra el promover y prestar servicios de asistencia social  a la 
población. 

II.6 Que su Registro Federal de Contribuyentes expedido por el Sistema de Administración Tributaria de la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, es el alfanumérico: SDI770704BB2 

II.7 Que señala como domicilio legal para todos los fines y efectos legales que se deriven del  presente 
Convenio, el ubicado en Av. Paseo de la Encantada 102, Col. La Encantada, Zacatecas, Zacatecas, C.P. 
98088. 
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III. "LAS PARTES" declaran conjuntamente: 

III.1 Que ante la necesidad de emprender acciones coordinadas tendientes al mejoramiento de las 
condiciones de vida de la población sujeta a asistencia social, es su interés y voluntad suscribir el presente 
Convenio, en beneficio de personas con discapacidad del país. 

III.2 Que reconocen que su participación conjunta en el desarrollo y cumplimiento del objeto del presente 
Convenio va encaminado a dar cumplimiento al Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 a fin de beneficiar al 
país y a población prioritaria. 

III.3 Que reconocen mutuamente la calidad con que se ostentan, así como su capacidad jurídica para 
suscribir el presente Convenio de Coordinación. 

III.4 Que es su deseo suscribir el presente Instrumento Jurídico, concurriendo en el territorio del Estado de 
Zacatecas, asegurando la adecuada coordinación de acciones en materia de asistencia social, en el marco  
del Programa de Atención a Personas con Discapacidad, para la realización de acciones en beneficio de 
personas con discapacidad de acuerdo con sus respectivas disposiciones jurídicas aplicables. 

III.5 Que cuentan con los recursos necesarios para proporcionar la colaboración, asistencia y servicios 
inherentes al objeto materia del presente Convenio. 

Con base en lo antes expuesto y con fundamento en lo establecido en los artículos 4 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 25 fracción VI, 75 fracción II segundo párrafo,  77 y demás 
relativos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 3, 4, 19, 21, 44, 45 y demás 
relativos de la Ley de Asistencia Social; 6 fracción II, 7 fracciones I, II, III, IV y V de la Ley General para la 
Inclusión de las Personas con Discapacidad; 175 y demás relativos del Reglamento de la  Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 14 fracción XXVI, 16 fracciones I, XI, XII, XIII, XIV y XVI, 24 
fracción IX y 31 fracción III del Estatuto Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la 
Familia, "LAS PARTES" celebran el presente Convenio de Coordinación y están de acuerdo en sujetarse a las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio tiene por objeto la transferencia de recursos federales en 
especie mediante equipo de rehabilitación para Unidades Básicas de Rehabilitación de bajo, alto y muy alto 
índice de marginación, que se ubican en diversos estados de la República Mexicana, por parte del  "DIF 
NACIONAL" al "DIF ESTATAL". 

SEGUNDA. APORTACIÓN DE RECURSOS. Con base en la suficiencia presupuestal dentro de la partida 
44101 “Gastos relacionados con actividades culturales, deportivas y de ayuda extraordinaria”,  "DIF 
NACIONAL" transferirá los recursos en especie mediante equipo de rehabilitación para Unidades Básicas de 
Rehabilitación de bajo, alto y muy alto índice de marginación. 

"LAS PARTES" convienen en que la entrega del equipo de rehabilitación, se hará en el Almacén Central 
del “DIF NACIONAL” con domicilio en Avenida México Coyoacán número 278, Colonia Santa Cruz Atoyac, 
Alcaldía Benito Juárez, Código Postal 03310, una vez que "DIF NACIONAL" notifique al "DIF ESTATAL", 
mediante oficio la disponibilidad del equipo. 

Una vez notificado el "DIF ESTATAL" de la fecha de entrega, este deberá contestar a más tardar en cinco 
(05) días hábiles mediante oficio de enterado y en el cual proporcionará generales de la persona con 
facultades para recibir el equipo. 

TERCERA. NATURALEZA DE LOS RECURSOS. Los recursos que aporta el "DIF NACIONAL" se 
destinarán exclusivamente al cumplimiento del objeto del presente Convenio, serán considerados en todo 
momento como recursos federales en los términos de las disposiciones aplicables; en consecuencia, no 
perderán su carácter federal al ser canalizados al "DIF ESTATAL". 

"LAS PARTES" aceptan que la aportación de los recursos que se destinen para el desarrollo de las 
acciones materia de este Convenio estará a cargo de "DIF NACIONAL" y la administración, aplicación, 
información, así como la comprobación de la aplicación, será exclusivamente a cargo del "DIF ESTATAL", de 
conformidad con la normativa aplicable. 

CUARTA. COMPROMISOS DE "DIF NACIONAL". El "DIF NACIONAL" se compromete a realizar las 
acciones siguientes: 

a) Asignar los recursos federales previstos en la Cláusula Segunda de este Convenio y; 

b) Otorgar la asesoría y orientación a "DIF ESTATAL" cuando éste se la solicite; 
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QUINTA. OBLIGACIONES DE "DIF ESTATAL". El "DIF ESTATAL" se compromete a realizar las  acciones 
siguientes:  

a) Recibir y canalizar los recursos señalados en la Cláusula Segunda, así como supervisar que la 
ejecución y desarrollo de las actividades objeto del presente Convenio, se realicen; 

b) Aplicar en su totalidad, los recursos señalados en la Cláusula Segunda de este Convenio, garantizando 
la liberación expedita de los mismos, los cuales deberán destinarse, a las UBR, que se señalan en el  
“ANEXO UNO”, 

c) Presentar un informe a más tardar durante los primeros veinte (20) días hábiles posteriores a la entrega 
del equipo de rehabilitación. El informe deberá detallar la dinámica de cómo fue entregado el equipo, así como 
evidencia fotográfica de cuando al menos 30 fotografías; 

d) Entregar a la Dirección General de Rehabilitación e Inclusión, el instrumento con el cual quedo a 
resguardo de la UBR el equipo (Acta Entrega de Recepción de Equipo a Municipio) 

e) Dar seguimiento, verificar el desarrollo y ejecución de los compromisos contenidos en el objeto del 
presente Convenio; 

f) Aceptar y facilitar la realización de visitas de supervisión y brindar oportunamente las facilidades que 
solicite "DIF NACIONAL", y/o los órganos fiscalizadores federales competentes, para los efectos que dichas 
instancias requieran y 

g) Adoptar las medidas necesarias para establecer el enlace y comunicación con "DIF NACIONAL" para 
dar el debido seguimiento a los compromisos asumidos. Lo anterior, sin perjuicio de que los órganos 
fiscalizadores correspondientes lleven a cabo las acciones de vigilancia, control y evaluación a fin de verificar 
en cualquier momento el cumplimiento de los compromisos a cargo de "DIF ESTATAL", en los términos 
contenidos en el presente Convenio; 

h) Previa autorización del “DIF NACIONAL”, y siempre que las disposiciones normativas aplicables lo 
permitan, celebrar convenios de coordinación con los sistemas municipales DIF para la transferencia de los 
recursos federales señalados en la CLAUSULA SEGUNDA, siempre que dichos convenios contengan  los 
mecanismos de seguimiento y verificación, así como que se cuente con los debidos resguardos de los 
equipos. 

SEXTA. REPRESENTANTES DE "LAS PARTES". Para la adecuada operación de las actividades a que 
se refiere el presente Instrumento Jurídico y a efecto de que en forma conjunta supervisen la realización del 
"EL PROYECTO", "LAS PARTES “designan al respecto a los siguientes representantes, quienes deberán 
contar mínimo, con el nivel jerárquico de Director (a) General u homólogo: 

"DIF NACIONAL"  LIC. EFRAÍN CRUZ MORALES 

DIRECTOR GENERAL DE REHABILITACIÓN E INCLUSIÓN DEL 
SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA 
FAMILIA 

"DIF ESTATAL"  C. VÍCTOR HUMBERTO DE LA TORRE DELGADO 

DIRECTOR GENERAL DEL SISTEMA ESTATAL PARA EL DESARROLLO 
INTEGRAL DE LA FAMILIA EN ZACATECAS. 

 

Los representantes titulares podrán designar suplentes, quienes deberán contar con facultades para tomar 
decisiones, los cuales deberán tener cuando menos, el nivel jerárquico inmediato inferior al del representante 
titular, cuidando que sea homogéneo y adecuado para garantizar la ejecución de las decisiones adoptadas. 

SÉPTIMA. SUSPENSIÓN O CANCELACIÓN DE LA ENTREGA DE LOS APOYOS. "DIF ESTATAL" 
acepta que, en caso de incumplimiento al tercer párrafo de la Cláusula Segunda del presente Convenio, 
particularmente de las obligaciones a su cargo, "DIF NACIONAL" suspenderá la entrega de los recursos 
asignados al objeto materia de este Convenio 

OCTAVA. RELACIÓN LABORAL. El personal de cada una de "LAS PARTES" que sea designado para la 
realización de cualquier actividad relacionada con este Convenio de Coordinación, permanecerá en forma 
absoluta bajo la dirección y dependencia de la parte con la cual tiene establecida su relación laboral, 
mercantil, civil, administrativa o de cualquier otra índole, por lo que no se creará una subordinación de ninguna 
especie con la parte opuesta, ni operará la figura jurídica de patrón sustituto o solidario; lo anterior, con 
independencia de estar prestando sus servicios fuera de las instalaciones de la entidad, por la que fue 
contratada o realizar labores de supervisión de los trabajos que se realicen. 
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NOVENA. VIGENCIA. El presente Convenio, comenzará a surtir sus efectos legales a partir de la fecha de 
su firma y hasta el día 28 de febrero de 2023. 

DÉCIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. Cualquiera de "LAS PARTES", a voluntad expresa, podrá dar por 
terminado el presente Convenio, con los datos generales de la parte que así lo exprese, mediante notificación 
escrita dirigida a la otra, con 30 (treinta) días naturales de antelación, en el entendido de que las actividades 
que se encuentren en ejecución deberán ser concluidas salvo acuerdo en contrario. 

DÉCIMA PRIMERA. MODIFICACIONES. Las modificaciones o adiciones que se realicen al presente 
Convenio serán pactadas de común acuerdo entre "LAS PARTES" y se harán constar por escrito, a través del 
convenio modificatorio correspondiente, el cual surtirá efectos a partir de la fecha de su suscripción. 

DÉCIMA SEGUNDA. CONTROVERSIAS. En caso de suscitarse algún conflicto o controversia con motivo 
de la interpretación/o cumplimiento del presente Convenio, "LAS PARTES" lo resolverán de común acuerdo, 
de no lograrlo, acuerdan someterse expresamente a la jurisdicción de los Tribunales Federales competentes 
en la Ciudad de México, renunciando desde este momento al fuero que les pudiera corresponder en razón de 
su domicilio presente o futuro, o por cualquier otra causa. 

DÉCIMA TERCERA. PUBLICACIÓN. En cumplimiento de las disposiciones contenidas en el artículo 36 de 
la Ley de Planeación y 178 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 
el presente Convenio de Coordinación será publicado en el Diario Oficial de la Federación. 

DÉCIMA CUARTA. USO DE LOGOTIPOS. “LAS PARTES” se obligan a no hacer mal uso o un uso no 
autorizado de las imágenes, logotipos y tipografías de cada una de ellas por la otra parte, en caso de incurrir 
en ello, se obligan a retirarlo inmediatamente y a corregir dicho material publicitario a más tardar dentro de los 
(5) cinco días posteriores al momento en que se solicite por escrito su corrección. 

“LAS PARTES” podrán utilizar el logotipo o emblema de la otra, únicamente en los eventos, publicaciones 
y difusión que sean acordados por las mismas. 

Ninguna de “LAS PARTES” podrá utilizar el logotipo o emblema de la otra institución en publicaciones ni 
programas distintos a los acordados en este instrumento jurídico o derivados del mismo, si antes no está 
expresamente convenido por escrito entre ellas 

DÉCIMA QUINTA. DE LA OBTENCIÓN, TRANSMISIÓN Y VERACIDAD DE LA INFORMACIÓN. La 
transferencia de información se realizará tomando en consideración lo establecido en los artículos 16 y 70, 
fracción II, de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados. 

En toda transferencia de datos personales, la persona responsable deberá mostrar y comunicar al receptor 
de los datos personales, el aviso de privacidad correspondiente, salvo en las excepciones establecidas por la 
ley aplicable. El responsable deberá adoptar las medidas necesarias para mantener exactos, completos, 
correctos y actualizados los datos personales en su posesión, a fin de que no se altere la veracidad de éstos. 

Asimismo, “LAS PARTES” deberán garantizar directamente el ejercicio de los derechos de Acceso, 
Rectificación, Cancelación y Oposición de los titulares de los datos personales 

DÉCIMA SEXTA. COMUNICACIONES Y AVISOS. - "LAS PARTES" convienen que todos los avisos, 
comunicaciones y notificaciones derivadas del Convenio, deben realizarse por escrito en los domicilios 
señalados en el apartado de declaraciones, así como por los medios electrónicos institucionales, de 
conformidad con lo estipulado en el Acuerdo por el que se establecen los Lineamientos para el intercambio de 
información oficial a través de correo electrónico institucional como medida complementaria de las acciones 
para el combate de la enfermedad generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), publicado por la Secretaría 
de la Función Pública en el Diario Oficial de la Federación el 17 de abril de 2020. 

En caso de que "LAS PARTES" cambien de domicilio, se obligan a dar el aviso correspondiente a la otra, 
con quince días hábiles de anticipación a que dicho cambio de ubicación se lleve a cabo, de lo contrario se 
tomará como vigente el domicilio expresado en el apartado de Declaraciones del presente instrumento. 

Enteradas las partes de sus términos y alcances legales del presente Convenio de Coordinación, lo firman 
en cinco tantos en la Ciudad de México, a los 16 días del mes de enero de 2023.- Por DIF Nacional: Jefa de la 
Unidad de Asistencia e Inclusión Social, Lcda. Sally Jacqueline Pardo Semo.- Rúbrica.- Asiste: Director 
General de Rehabilitación e Inclusión del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, Lic. 
Efraín Cruz Morales.- Rúbrica.- Por DIF Estatal: Director General del Sistema Estatal para el Desarrollo 
Integral de la Familia en Zacatecas, C. Víctor Humberto de la Torre Delgado.- Rúbrica. 
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ANEXO UNO. EQUIPOS Y/O MATERIALES ASIGNADOS A LAS UNIDADES BÁSICAS DE REHABILITACIÓN (UBR) 
BENEFICIADAS DEL SISTEMA ESTATAL DIF ZACATECAS A TRAVÉS DEL PROYECTO DE “CONTRATACIÓN DEL 

SERVICIO DE SUMINISTRO DE LOS EQUIPOS Y MATERIALES PARA UNIDADES BÁSICAS DE REHABILITACIÓN QUE 
SE UBICAN EN DIVERSOS ESTADOS DE LA REPÚBLICA MEXICANA” 

1 

Municipio: Apozol  

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Apozol  

Domicilio completo: Calle Dr. Ramiro Vázquez s/n, Colonia Centro, C.P. 99940, Apozol, Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

2 

Municipio: Chalchihuites 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación y Educación Especial 

Domicilio completo: 
Calle Cerro de la Cruz No. 101, Colonia Tránsito Pesado, C.P. 99260, 
Chalchihuites, Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 1 PIEZA 

5 Barras suecas 1 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 1 PIEZA 
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3 

Municipio: General Enrique Estrada 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Enrique Estrada 

Domicilio completo: 
Calle Camelias No. 28, Colonia Jardín, C.P. 98560, General Enrique Estrada, 
Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 4 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

4 

Municipio: General Francisco R. Murguía 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Francisco R. Murguía 

Domicilio completo: 
Calle Leandro Valle No. 50, Colonia Nieves, C.P. 98350, General Francisco R. 
Murguía, Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 1 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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5 

Municipio: Huanusco 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Huanusco 

Domicilio completo: Calle Galeana No. 8, Colonia Centro, C.P. 99670, Huanusco, Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

6 

Municipio: Momax 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Momax 

Domicilio completo: Calle Ignacio Allende No. 144, Colonia Centro, C.P. 99720, Momax, Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 1 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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7 

Municipio: Monte Escobedo 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Monte Escobedo Zacatecas 

Domicilio completo: 
Álvaro Obregón No. 9, Colonia La Loma, C.P. 99400, Monte Escobedo, 
Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 2 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

8 

Municipio: Noria de Ángeles  

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Noria de Ángeles  

Domicilio completo: 
Segunda de Matamoros No. 13, Colonia Centro, C.P. 98880, Noria de Ángeles, 
Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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Municipio: Ojocaliente 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Ojocaliente 

Domicilio completo: 
Calle Unidad deportiva s/n, Colonia Pamanes Segunda sección, C.P. 98715, 
Ojocaliente, Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 1 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

10 

Municipio: Pánuco 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Pánuco 

Domicilio completo: Avenida Hidalgo No. 47, Pozo de Gamboa, C.P. 98548, Pánuco, Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 1 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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11 

Municipio: Tepechitlán 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación de Tepechitlán 

Domicilio completo: 
Calle Mártires s/n esquina Calle División del Norte, Colonia San Mateo Correa 
Magallanes, C.P. 99750, Tepechitlán, Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

12 

Municipio: Tepetongo 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Tepetongo 

Domicilio completo: Cantera No. 3, Colonia Satélite, C.P. 99570, Tepetongo, Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 1 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 1 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 0 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 0 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 0 PIEZA 

10 Set de polainas 0 PIEZA 

11 Mancuernas 0 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 1 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 5 PIEZA 

16 Escalera con rampa 1 PIEZA 
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13 

Municipio: Valparaíso 

Nombre de la Unidad: Unida Básica de Rehabilitación del Municipio de Valparaíso, Zacatecas. 

Domicilio completo: 
Calle Atotonilco No. 252, Colonia Fraccionamiento Atotonilco, C.P. 99259, 
Valparaíso, Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 2 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

14 

Municipio: Vetagrande 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Sauceda de la Borda 

Domicilio completo: Calle Sinaloa s/n, Sauceda de la Borda, C.P. 98140, Vetagrande, Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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15 

Municipio: Villa de Cos 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Villa de Cos. 

Domicilio completo: Francisco I. Madero s/n, Colonia Centro, C.P. 98430, Villa de Cos, Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 1 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 1 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 

 

16 

Municipio: Villa de Cos  

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación “Bañon” 

Domicilio completo: 
Luis Donaldo Colosio No. 130, Colonia Centro, C.P. 98471, Bañón, Villa de Cos, 
Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 0 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 0 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 0 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 0 PIEZA 

14 Caminadora  0 PIEZA 

15 Colchoneta 3 PIEZA 

16 Escalera con rampa 0 PIEZA 
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Municipio: Villa González Ortega 

Nombre de la Unidad: Unidad Básica de Rehabilitación Villa González Ortega 

Domicilio completo: 

Luis de la Rosa s/n, Colonia Centro, C.P. 98840, Villa González Ortega, 

Zacatecas. 

 

PARTIDA DESCRIPCIÓN CANT. UNIDAD DE MEDIDA 

1 Equipo combinado de electroestimulación 2 PIEZA 

2 Compresero y compresas. 2 PIEZA 

3 Parafinero 1 PIEZA 

4 Mesa de kanavel 0 PIEZA 

5 Barras suecas 1 PIEZA 

6 Mesa de tratamiento 1 PIEZA 

7 Kit de cilindros y cuñas 1 PIEZA 

8 Kit de entrenamiento propioceptivo y balance 1 PIEZA 

9 Set de pelotas terapéuticas 1 PIEZA 

10 Set de polainas 1 PIEZA 

11 Mancuernas 1 PIEZA 

12 Bicicleta recumbente 0 PIEZA 

13 Espejo móvil 1 PIEZA 

14 Caminadora  1 PIEZA 

15 Colchoneta 2 PIEZA 

16 Escalera con rampa 1 PIEZA 

_____________________ 



Lunes 12 de junio de 2023 DIARIO OFICIAL  

CONSEJO DE SALUBRIDAD GENERAL 
ACUERDO por el que se reforma el similar que determina el tipo de prueba para demostrar intercambiabilidad 
de medicamentos genéricos y se definen los criterios que deberán aplicárseles, publicado el 19 de septiembre de 
2017. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBIERNO DE MÉXICO.- 
Consejo de Salubridad General. 

El Consejo de Salubridad General y la Secretaría de Salud a través de la Comisión Federal para la 
Protección contra Riesgos Sanitarios, con fundamento en los artículos 3o. fracción XXII, 13, apartado A, 
fracción II, 15, 17 fracciones IV y IX, 17 bis fracciones II, IV y XIII, 17 bis 2, 368 y 376 de la Ley General de 
Salud; 2o., fracción XIV, 72, 73, 167, fracción V y 190 bis 1, fracción III del Reglamento de Insumos para la 
Salud; 6, 9, fracciones II y XXIV, 10, fracción VIII y 11, fracciones XVII y XVIII del Reglamento Interior del 
Consejo de Salubridad General; 3, fracción I, inciso b, 5 y 10 fracciones VIII, X, XV y XXV del Reglamento de 
la Comisión Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, y 

CONSIDERANDO 

Que el Consejo de Salubridad General y la Secretaría de Salud, de conformidad con el artículo 73 del 
Reglamento de Insumos para la Salud, determinarán las pruebas de intercambiabilidad que deberán aplicarse 
de acuerdo a la normatividad correspondiente, mediante publicación en el Diario Oficial de la Federación; 

Que el 19 de septiembre de 2017, se publicó en el Diario Oficial de la Federación, el Acuerdo que 
determina el tipo de prueba para demostrar intercambiabilidad de medicamentos genéricos y se definen los 
criterios que deberán aplicárseles, el cual fue adicionado mediante acuerdos publicados en el mismo órgano 
oficial de difusión, el 14 de junio de 2018 y el 30 de diciembre de 2019; 

Que es necesario armonizar los criterios de aceptación de intercambiabilidad de la Guía para la 
Evaluación de la Intercambiabilidad de Medicamentos que Contienen Fármacos de Estrecho Margen 
Terapéutico y Dosis Crítica, con los aceptados internacionalmente para fármacos de estrecho margen 
terapéutico y disminuir la posibilidad de falla a un tratamiento; 

Que, en virtud de las anteriores consideraciones, en la Primera Sesión Ordinaria celebrada el día 25 de 
mayo de 2023, el pleno del Consejo de Salubridad General, acordó publicar en el Diario Oficial de la 
Federación el siguiente 

ACUERDO 

Artículo Primero. Se Reforma el artículo Primero, fracción III, Criterio 2 del Acuerdo que determina el tipo 
de prueba para demostrar intercambiabilidad de medicamentos genéricos y se definen los criterios que 
deberán aplicárseles, publicado en el Diario Oficial de la Federación del 19 de septiembre de 2017, para 
quedar como sigue: 

“ARTICULO PRIMERO. … 

I. y II. … 

III. … 

CRITERIO 1 … 

CRITERIO 2: ESTRECHO MARGEN TERAPÉUTICO 

Con base en la Guía de Estudios de Bioequivalencia de Medicamentos que Contienen 
Fármacos de Estrecho Margen Terapéutico: 

i. Deben ser considerados todos aquellos fármacos de estrecho margen terapéutico, 
definidos como aquellos en los que pequeñas diferencias en la dosis o en la concentración 
sanguínea, pueden provocar fallas terapéuticas graves y/o reacciones adversas al 
medicamento que ponen en peligro la vida o dan como resultado una discapacidad o 
incapacidad persistente o significativa. 

CRITERIO 3 a 5 … 

… 

… 

… 

… 

…” 
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Artículo Segundo. Se establece la Guía de Estudios de Bioequivalencia de Medicamentos que Contienen 
Fármacos de Estrecho Margen Terapéutico, la cual será difundida en el portal del Consejo de Salubridad 
General, a través del sitio web www.csg.gob.mx. 

TRANSITORIOS 

Primero. El presente Acuerdo en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. Se deroga la Guía para la Evaluación de la Intercambiabilidad de Medicamentos que Contienen 
Fármacos de Estrecho Margen Terapéutico y Dosis Crítica, emitida en septiembre de 2016. 

Dado en la Ciudad de México, a 25 de mayo de 2023.- El Secretario del Consejo de Salubridad General, 
Marcos Cantero Cortés.- Rúbrica.- El Comisionado Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios, 
Alejandro Ernesto Svarch Pérez.- Rúbrica. 

 

GUÍA DE ESTUDIOS DE BIOEQUIVALENCIA DE MEDICAMENTOS QUE CONTIENEN  FÁRMACOS DE 
ESTRECHO MARGEN TERAPÉUTICO 

CONTENIDO 

1. OBJETIVO 

2. ALCANCE 

3. LINEAMIENTOS REGULATORIOS 

4. DEFINICIONES 

5. INTRODUCCIÓN 

6. REQUERIMIENTOS PARA EL ESTUDIO DE BIOEQUIVALENCIA 

6.1. Prueba de intercambiabilidad 

6.1.1. Cumplir con el Protocolo Clínico para las Pruebas de Bioequivalencia con apego a las 
Buenas Prácticas Clínicas y esta guía. 

6.1.2. Conducción del Estudio Clínico con apego al Reglamento de la Ley General de Salud en 
Materia de Investigación para la Salud, las Normas Oficiales Mexicanas, las BPC (ICH E6 
R2) y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

6.1.3. Informe final conforme a lo establecido al apéndice normativo B de la NOM-177-SSA1 
vigente. 

6.2. Requisitos relevantes a considerar para la realización de los estudios de Bioequivalencia de 
medicamentos que contienen fármacos de Estrecho Margen Terapéutico 

6.2.1. Diseño del estudio. 

6.2.2. Criterios de intercambiabilidad. 

6.3. Exención de la prueba de Bioequivalencia para otras concentraciones 

7. Listado de Fármacos de Estrecho Margen Terapéutico 

8. BIBLIOGRAFÍA 

1. OBJETIVO 

Establecer los criterios para la realización de los estudios de bioequivalencia de medicamentos de 
fabricación nacional o en el extranjero que contienen fármacos de Estrecho Margen Terapéutico (EMT), para 
la obtención del registro sanitario en México. 

2. ALCANCE 

Aplica a los Terceros Autorizados a que se refiere el artículo 2, fracción XVIII del Reglamento de Insumos 
para la Salud, en territorio nacional que llevan a cabo las pruebas para demostrar la intercambiabilidad de 
medicamentos que contienen fármacos de EMT, así como para aquellos estudios realizados en otro país para 
demostrar la intercambiabilidad de medicamentos que contienen fármacos de EMT. 
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3. LINEAMIENTOS REGULATORIOS 

Los Terceros Autorizados que realicen las pruebas para demostrar la bioequivalencia de medicamentos 
que contienen fármacos de EMT, así como los estudios realizados en el extranjero deben demostrar la 
bioequivalencia de medicamentos que contienen fármacos de EMT y cumplir con lo dispuesto en la Ley 
General de Salud; el Reglamento de Insumos para la Salud; el Reglamento de la Ley General de Salud en 
Materia de Investigación para la Salud; la Norma Oficial Mexicana NOM-177-SSA1-2013, Que establece las 
pruebas y procedimientos para demostrar que un medicamento es intercambiable. Requisitos a que deben 
sujetarse los Terceros Autorizados que realicen las pruebas de intercambiabilidad. Requisitos para realizar los 
estudios de biocomparabilidad. Requisitos a que deben sujetarse los Terceros Autorizados, Centros de 
Investigación o Instituciones Hospitalarias que realicen las pruebas de biocomparabilidad, vigente o, en su 
caso, la que la sustituya; la Guía de Buenas Prácticas Clínicas de la Conferencia Internacional sobre 
Armonización E6 (R2) (Guía BPC; ICH E6 R2) y el Acuerdo que determina el tipo de prueba para demostrar 
intercambiabilidad de medicamentos genéricos y se definen los criterios que deberán aplicárseles, publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 19 de septiembre de 2017 y reformado el 14 de junio de 2018 y 30 de 
diciembre de 2019 y demás disposiciones aplicables. 

Las pruebas de intercambiabilidad que se realicen en humanos, se podrán llevar a cabo en sujetos sanos 
o en pacientes, conforme a las características de los fármacos a evaluar con base en lo establecido por la 
Secretaría de Salud. 

El Investigador Principal, el Tercero Autorizado y los centros que realicen pruebas de bioequivalencia, sea 
en México o en el extranjero, de medicamentos que contienen fármacos de EMT, deben contar con todos los 
recursos humanos, materiales y de infraestructura necesarios para el manejo de posibles eventos adversos 
relacionados al fármaco y asegurar que el equipo de trabajo está capacitado y cuenta con la experiencia para 
su participación en estos estudios. 

El medicamento de referencia deberá ser el indicado por la Comisión Federal para la Protección contra 
Riesgos Sanitarios. En el caso de estudios realizados en el extranjero, el medicamento de referencia deberá 
cumplir con lo indicado en la NOM-177-SSA1-2013 referida vigente o, en su caso, la que la sustituya. 

En todos los casos debe prevalecer el bienestar del sujeto en investigación antes, durante y después del 
estudio. Los estudios deben cumplir con el marco internacional en materia de ética en investigación y la 
legislación nacional que establece que los establecimientos de atención médica que lleven a cabo actividades 
de investigación en seres humanos, deben contar un Comité de Ética en Investigación que será responsable 
de evaluar y dictaminar los protocolos de investigación en seres humanos, formulando las recomendaciones 
de carácter ético que correspondan, así como de elaborar lineamientos y guías éticas institucionales para la 
investigación en salud, debiendo dar seguimiento a sus recomendaciones, así como que dichos Comités se 
sujetarán a los criterios que establezca la Comisión Nacional de Bioética y la autorización de la Comisión 
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios. 

Es responsabilidad de los Comités la aprobación previa del protocolo clínico, consentimiento informado y 
demás documentos inherentes al estudio, así como el seguimiento de la conducción hasta la finalización del 
ensayo clínico. 

Los responsables de la gestión de la calidad deben ser independientes de los procesos de la operación 
clínica y analítica. 

Los métodos de análisis para la cuantificación del fármaco de interés deben cumplir con las características 
de desempeño y podrán actualizarse tomando en consideración el tipo de técnica, el avance tecnológico y la 
actualización que de dichas características se prevea en la bibliografía científica reconocida 
internacionalmente. La evaluación de la conformidad en la realización de las pruebas de Bioequivalencia 
corresponde a la Secretaría de Salud a través de la COFEPRIS. 

4. DEFINICIONES 

4.1. Bioequivalencia, a la relación entre dos equivalentes farmacéuticos o alternativas farmacéuticas 
cuando al ser administrados bajo condiciones similares, producen biodisponibilidades semejantes. 

4.2. Buenas Prácticas Clínicas, al conjunto de lineamientos y actividades relacionadas entre sí, 
destinadas a regir los estudios clínicos de suerte que su diseño, ejecución y el correspondiente informe sobre 
las actividades realizadas, ofrezcan garantía pública que los datos son confiables y que los derechos, 
integridad y confidencialidad de los sujetos han sido debidamente protegidos. 

4.3. Exención, término utilizado para eximir de un estudio de bioequivalencia a las concentraciones más 
bajas de un medicamento de prueba que demostró ser intercambiable con el medicamento de referencia, 
empleando un estudio comparativo de perfil de disolución. 

4.4. Medicamento de prueba, al medicamento proveniente de un lote de producción o de un tamaño no 
menor al 10% del mismo cuando éste sea mayor a 100 000 unidades, manteniendo el equipo y el proceso de 
manufactura, que se fabrique conforme a la Norma Oficial Mexicana NOM-059-SSA1-2015, y que cumpla con 
los estándares de calidad oficiales establecidos en la Farmacopea de los Estados Unidos Mexicanos. 
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4.5. Medicamento de referencia, al medicamento indicado por la Secretaría como tal, que cuenta con el 
registro de dicha dependencia, que se encuentra disponible comercialmente y es seleccionado conforme a los 
criterios establecidos en las Normas. 

4.6. Fármacos de estrecho margen terapéutico (EMT), son aquellos en los que pequeñas diferencias en 
la dosis o en la concentración sanguínea, pueden provocar fallas terapéuticas graves y/o reacciones adversas 
al medicamento que ponen en peligro la vida o dan como resultado una discapacidad o incapacidad 
persistente o significativa. 

4.7. Perfil de disolución, a la determinación experimental de la cantidad de fármaco disuelto a diferentes 
tiempos, en condiciones experimentales controladas, a partir de la forma farmacéutica. 

4.8. Sujeto de investigación, al sujeto sano o paciente de investigación que haya expresado libremente y 
por escrito su consentimiento informado para participar en el estudio. 

4.9. Tercero Autorizado, a la persona autorizada por la Secretaría de Salud para realizar con probidad, 
imparcialidad y de manera calificada actividades en apoyo al control sanitario, así como la evaluación técnica 
de actividades, establecimientos, procedimientos y servicios en el territorio nacional o en el extranjero, así 
como proporcionar información y realizar estudios respecto del cumplimiento de requisitos establecidos por la 
propia Secretaría de Salud o en las disposiciones jurídicas aplicables, cuyos informes técnicos podrán auxiliar 
a la autoridad sanitaria. 

5. INTRODUCCIÓN 

Los fármacos de EMT deberán sujetarse a una prueba de bioequivalencia, de conformidad con los criterios 
que se establecen en el Acuerdo que determina el tipo de prueba para demostrar intercambiabilidad de 
medicamentos genéricos y se definen los criterios que deberán aplicárseles, publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el 19 de septiembre de 2017 y reformado el 14 de junio de 2018 y 30 de diciembre de 2019, o 
en su caso, el acuerdo que lo sustituya. 

6. REQUERIMIENTOS PARA EL ESTUDIO DE BIOEQUIVALENCIA 

6.1. Prueba de intercambiabilidad 

6.1.1. Cumplir con el Protocolo Clínico para las Pruebas de Bioequivalencia con apego a las Buenas 
Prácticas Clínicas y esta guía. 

6.1.2. Conducción del Estudio Clínico con apego al Reglamento de la Ley General de Salud en Materia de 
Investigación para la Salud, las Normas Oficiales Mexicanas, las BPC (ICH E6 R2) y demás disposiciones 
jurídicas aplicables. 

6.1.3. Informe final conforme a lo establecido al apéndice normativo B de la NOM-177-SSA1 vigente. 

6.2. Requisitos relevantes a considerar para la realización de los estudios de Bioequivalencia de 
medicamentos que contienen fármacos de Estrecho Margen Terapéutico 

6.2.1. Diseño del estudio 

Con la finalidad de garantizar la integridad de los sujetos de investigación y de acuerdo a las propiedades 
farmacocinéticas de los fármacos de investigación, un diseño cruzado de dos tratamientos, dos secuencias y 
dos periodos o un diseño en paralelo, bajo condiciones de ayuno, es suficiente para la demostración de 
bioequivalencia. El uso de diseños diferentes deberá ser justificado en el protocolo. 

6.2.2. Criterios de intercambiabilidad 

Con base en la normatividad vigente, los parámetros farmacocinéticos que se emplean para el análisis   de 
la estadística de bioequivalencia son Cmax y ABC0-t, mediante la construcción de intervalos de confianza 
clásicos al 90% de la razón de medias geométricas (prueba/referencia), para los datos transformados 
logarítmicamente. 

Para los medicamentos que contienen fármacos de estrecho margen terapéutico, el intervalo de confianza 
para el ABC0-t deberá encontrarse entre 90.00% y 111.11%. En lo referente a Cmax su intervalo debe estar 
incluido entre el 80.00% y 125.00%. 

6.3. Exención de la prueba de Bioequivalencia para otras concentraciones 

La exención de la prueba de bioequivalencia para otras concentraciones del medicamento de prueba se 
podrá justificar por medio de un estudio de perfiles de disolución solo si, se presenta evidencia científica que 
demuestre que el fármaco presenta una farmacocinética lineal en el intervalo de dosis requerido y presenta 
proporcionalidad cuali-cuantitativa respecto a la formulación del medicamento que demostró ser 
bioequivalente. 

En caso de que los perfiles de disolución no cumplan con el criterio f2, estas concentraciones deberán 
evaluarse a través de una prueba de bioequivalencia. 
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7. Listado de Fármacos de Estrecho Margen Terapéutico 

De acuerdo a las consideraciones anteriores, se define la siguiente lista de fármacos de EMT, la cual 
podrá ser actualizada con base a la evidencia científica disponible al momento de su evaluación. 

1. Ácido Valpróico y sus sales 

2. Carbamazepina 

3. Carbonato de Litio 

4. Ciclosporina 

5. Digoxina 

6. Everolimus 

7. Fenitoína 

8. Flecainida 

9. Levotiroxina 

10. Sirolimus 

11. Tacrolimus 

12. Teofilina 

13. Warfarina Sódica 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 83/2019, así como el Voto Concurrente del señor Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
83/2019 
PROMOVENTE: COMISIÓN NACIONAL 
DE LOS DERECHOS HUMANOS. 

VISTO BUENO 
SR. MINISTRO 
PONENTE: MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO 
SECRETARIA: NÍNIVE ILEANA PENAGOS ROBLES 

Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
correspondiente al quince de octubre de dos mil veinte. 

VISTOS para resolver la acción de inconstitucionalidad 83/2019, promovida por la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, y 

RESULTANDO: 

PRIMERO. Presentación de la acción. Por oficio presentado el uno de agosto de dos mil diecinueve, en 
la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Luis Raúl 
González Pérez, Presidente de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, promovió acción de 
inconstitucionalidad solicitando la invalidez de la norma que más adelante se señala, emitida y promulgada 
por las autoridades que a continuación se precisan: 

ÓRGANOS RESPONSABLES: 

1. Congreso del Estado de Quintana Roo. 

2. Gobernador Constitucional del Estado de Quintana Roo. 

NORMAS GENERALES CUYA INVALIDEZ SE RECLAMAN: 

Los artículos 28, fracción X, y 154, fracción I, de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, 
publicados en el Periódico Oficial de la referida entidad, el dos de julio de dos mil diecinueve. 

SEGUNDO. Artículos constitucionales e internacionales señalados como violados. La promovente 
señala como violados los artículos 1°, 5º, 18 y 20, B), fracción I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos; 1°, 2º, 8º y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 2º, 14.2 y 26 del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; y, 2, 4 y 6 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. 

TERCERO. Conceptos de invalidez. El promovente en su único concepto de invalidez, argumenta en 
síntesis lo siguiente: 

Los artículos 28, fracción X, y 154, fracción I, de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, son 
inconstitucionales porque vulneran los derechos de igualdad y no discriminación, a dedicarse a la 
profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, siendo lícitos, así como el principio de presunción 
de inocencia, al excluir de manera injustificada para aspirar al ejercicio del notariado a aquellas personas que 
fueron condenadas o sujetas a un procedimiento penal por delito doloso, y al establecer como causa de 
suspensión del ejercicio de sus funciones, haberse dictado auto de vinculación a proceso en su contra por 
delito doloso. 

Que el artículo 28, fracción X, de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, resulta 
discriminatoria al prever para aspirar al ejerció del notariado, los siguientes requisitos: 

1. No haber sido condenado por delito doloso para aspirar al ejercicio del notariado. 

2. No estar bajo proceso penal por delito doloso. 

3. No haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter patrimonial. 
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Asimismo, que el artículo 154, fracción I, de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, es 
inconstitucional al establecer como causa de suspensión de un Notario en ejercicio de sus funciones: 

1. Haberse dictado auto de vinculación a proceso en su contra por delito doloso y mientras no se 
pronuncie sentencia definitiva; 

Para demostrar la inconstitucionalidad de los preceptos impugnados el concepto de invalidez se divide en 
cuatro rubros: 

A. Importancia del derecho a la igualdad y no discriminación, para aspirar al ejercicio del notariado. 

Parte de la premisa de que el artículo 1º de la Constitución Federal, contempla el mandato hacia todas las 
autoridades de abstenerse a hacer distinciones o exclusiones arbitrarias entre las personas basadas en 
categorías sospechosas enunciadas en el último párrafo de dicho numeral, lo que se traduce en el ámbito 
legislativo, en la prohibición de que los Congresos emitan normas discriminatorias. 

Que el Alto Tribunal ha sostenido reiteradamente, en el sistema jurídico mexicano, el derecho fundamental 
a la igualdad reconocido en la Constitución, no implica establecer una igualdad unívoca ante las diferentes 
situaciones que surgen en la realidad, sino que se refiere a una igualdad de trato ante la ley. Cita los criterios 
1ª. CXXXVIII/2005, de rubro: “IGUALDAD. DELIMITACIÓN CONCEPTUAL DE ESTE PRINCIPIO”; y 1ª./J. 
55/2006, de rubro: “IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE 
PRINCIPIO CONSTITUCIONAL”; asimismo, ha determinado que una distinción se basa en una categoría 
sospechosa cuando utiliza algunos de los criterios enunciados en el último párrafo del artículo 1º 
constitucional: origen étnico, nacionalidad, género, edad, discapacidad, condición social, salud, religión, 
opiniones, preferencias sexuales, estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y 
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 

Así señala, que los requisitos exigidos en las normas impugnadas deben ser entendidos como una 
disposición que contiene categorías sospechosas prohibidas por la Constitución Federal, ya que atenta contra 
la dignidad humana y tiene por efecto anular y menoscabar el derecho de las personas a ser nombrado para 
cualquier empleo, como lo es aspirar al ejercicio del notariado público, así como una causa de suspensión del 
ejercicio de sus funciones. 

En el caso concreto, estima que las normas impugnadas son discriminatorias con base en categorías 
sospechosas, consistentes en la condición social y jurídica de las personas que se encuentran bajo proceso 
penal por delito doloso; han sido partes y por tanto han recibido sentencia en materia civil en juicio de carácter 
patrimonial; o fue dictado auto de vinculación a proceso en su contra por delito doloso; pues las personas que 
se encuentren en las situaciones señaladas, serán excluidas de la posibilidad de aspirar al ejercicio del 
notariado, o en su caso, serán suspendidos del ejercicio de sus funciones, a los Notarios del Estado de 
Quintana Roo. 

Aduce que el Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 8/2014, sostuvo que cuando una 
norma hace una distinción, basada en una categoría sospechosa –factor prohibido de discriminación- 
corresponde realizar un escrutinio de la medida legislativa: a) cumplir con la finalidad constitucional imperiosa; 
b) la medida debe estar estrechamente vinculada con la finalidad constitucionalmente imperiosa; y, c) la 
medida debe ser lo menos restrictiva posible para conseguir efectivamente la finalidad imperiosa desde el 
punto de vista constitucional1. 

Señala al respecto, que las medidas legislativas impugnadas, suponiendo sin conceder que puedan 
perseguir un fin válido, consistente en que las personas que quieran aspirar al ejercicio de las funciones del 
notariado o que ya se encuentren ejerciéndolas gocen de buena reputación, lo cierto es que, considera que 
dichas normas no persiguen una finalidad imperiosa desde el punto de vista constitucional, de ahí que, 
no se apruebe la primera estadía del escrutinio estricto de proporcionalidad. 

B. Transgresión al principio de presunción de inocencia. 

Señala que la porción normativa “ni estar bajo proceso penal por delito doloso” de la fracción X del artículo 
28 de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, exige para aspirar al ejercicio del notariado, no 
estar sujeto o vinculado a proceso penal por delito doloso; y la fracción I del artículo 154 de la citada ley, 
establece como causa de suspensión de un notario en ejercicio de sus funciones, haberse dictado auto de 
vinculación a proceso en su contra por delito doloso y mientras no se pronuncie sentencia definitiva. 

Dichas medidas legislativas atentan contra el principio de presunción de inocencia; ya que la Constitución 
Federal reconoce el principio de presunción de inocencia en su artículo 20, así como en diversos instrumentos 
internacionales de los que México es parte (Convención Americana sobre Derechos Humanos, numeral 8.2 y 
el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en su artículo 14.2). 

                                                 
1 P./J. 10/2016 (10ª.), de rubro: “CATEGORÍA SOSPECHOSA. SU ESCRUTINIO”.  
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Al respecto el Máximo Tribunal ha sostenido que el principio universal de presunción de inocencia consiste 
en el derecho de toda persona acusada de la comisión de un delito, a ser considerada como inocente en tanto 
no se determine legalmente su culpabilidad, a través de una resolución judicial definitiva, por lo que en este 
orden de ideas, dicho principio prohíbe la pérdida definitiva de un derecho por una presunción de culpabilidad, 
esto es, la presunción de inocencia puede permitir la realización de actos de molestia, pero no de privación2. 

En esta tesitura señala que el principio de presunción de inocencia debe ser observado por todas las 
autoridades del Estado Mexicano, dentro de las cuales se incluye el Congreso de Quintana Roo, el cual, a 
juicio de la promoverte dejó de lado al aprobar las modificaciones constitucionales para establecer los 
requisitos exigidos para aspirar al ejercicio del notariado para esa entidad, así como al prever como un causa 
de suspensión para el ejercicio de las funciones de un Notario, toda vez que los efectos de estar sujeto a un 
proceso penal para obstaculizar el derecho de acceso al ejercicio de ese empleo, conlleva otorgarle la 
calificación de autor o participe en un ilícito a una persona cuya culpabilidad no ha sido acreditada conforme a 
la ley. 

Precisa que en el caso, se trata de personas que no han sido declaradas responsables penalmente por un 
juez, por tanto, su falta de probidad o su buena reputación no ha sido comprobada. En este sentido las 
normas impugnadas generan un espectro de discriminación, que tiene como consecuencia una exclusión de 
las personas que se encuentran en tal condición, y que por lo tanto no podrán acceder a los empleos aludidos. 

Que si bien el legislador local cuenta con plena libertad configurativa para establecer los requisitos para 
aspirar al ejercicio de la función del notariado, así como para establecer las causas por las cuales se podrá 
suspender a los notarios del ejercicio de sus funciones, dicha facultad se encuentran limitada por el principio 
de igualdad y no discriminación, mismo que aplica de manera transversal a los demás derechos humanos, y 
cualquier distinción, restricción, exclusión o preferencia en el ejercicio de dicho derecho que, además, se 
encuentre basada en alguna de las categorías prohibidas, constituye una violación del derecho citado3. 

Así concluye que la fracción X del artículo 28 de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, que 
establece como requisito para aspirar a la función notarial, no “estar bajo proceso penal por delito doloso”, no 
obedece a una razón objetiva y se erige como una medida discriminatoria que atenta contra la presunción de 
inocencia de una persona que aún no ha sido declarada como responsable penalmente de forma definitiva por 
el juez competente. 

Con relación a la fracción I del artículo 154 de la citada ley impugnada, indica que al disponer que es 
causa de suspensión de un Notario en el ejercicio de sus funciones haberse dictado auto de vinculación a 
proceso en su contra por delito doloso y mientras no se pronuncie sentencia definitiva; dicha norma prejuzga 
sobre la responsabilidad penal de la persona que se encuentra vinculada a proceso y trae como consecuencia 
la suspensión del ejercicio de las funciones del Notario por estar sujeto o vinculado a proceso penal por delito 
doloso hasta que se cuente con sentencia definitiva, por lo que se basa en la presunción de culpabilidad y con 
ello da pie a que la suspensión se justifique en supuestos discriminatorios motivados por la condición social 
del sujeto. 

C. Transgresión al principio de reinserción social. 
Que la fracción X del artículo 28 de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, al establecer 

como requisito para aspirar al ejercicio del notariado “no haber sido condenado”, genera un efecto 
discriminatorio contrario al principio de reinserción social, al excluir de manera injustificada a la persona que 
se ubique en esa situación; ya que se traduce en que cualquier individuo que haya sido condenado por algún 
delito, sin importar la gravedad del mismo, la pena impuesta, o el grado de culpabilidad resulta ampliamente 
restrictiva en contra de las personas que se encuentran en dicha circunstancia. 

La porción normativa tildada de inconstitucional, además de generar aspectos discriminatorios y 
estigmatizastes, impide la plena reinserción a la sociedad de los individuos que compurgaron una pena, que al 
no acotar el tipo ni grado del delito cometido, resulta en tal sentido muy general, por lo que su efecto es 
ampliamente restrictivo, en virtud de que las personas que hayan sido sentenciadas por cualquier delito, 
estarán imposibilitados para aspirar al ejercicio del notariado, incluso aquellas conductas ilícitas que no 
guarden relación con su ejercicio. 

Menciona que derivado de la reforma constitucional de dieciocho de junio de dos mil ocho, el derecho a la 
reinserción social se configuró como el pilar del sistema penitenciario mexicano, considerándolo como el 
objetivo constitucional de toda sanción penal, siendo que toda persona que ha cometido un delito se aparta de 
la sociedad, por lo que, la finalidad última de la pena es reinsertar o reincorporar al individuo a la misma, a 
través de diversas herramientas4. 

                                                 
2 Cita en apoyo, el criterio P.XXXV/2002, de rubro: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO SE CONTIENE DE 
MANERA IMPLÍCITA EN LA CONSTITUCIÓN FEDERAL”; así como la acción de inconstitucionalidad 23/2009. 
3 Citó en apoyo la Jurisprudencia 1ª./J. 45/2015, de rubro: “LIBERTAD CONFIGURATIVA DEL LEGISLADOR. ESTÁ LIMITADA POR LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN QUE OPERAN DE MANERA TRANSVERSAL”. 
4 Cita en apoyo la jurisprudencia P./J. 31/2013 (10 a), de rubro: “REINSERCIÓN DEL SENTENCIADO A LA SOCIEDAD. SU ALCANCE 
CONFORME AL ARTÍCULO 18 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS”. 
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La porción normativa impugnada, no establece una distinción clara respecto de los delitos en un proceso 
penal que impiden aspirar al ejercicio del notariado, ya que así se permite la exclusión injustificadamente de la 
posibilidad de desempeñarse como notario en la circunscripción del Estado de Quintana Roo, haciendo 
extensiva la prohibición a delitos que no se relacionan con la función notarial, generando una alteración 
constitucional directa que se contrapone con el contenido del derecho humano a la reinserción social. 

Indica que es fundamental garantizar el derecho a una reinserción social efectiva, para lo cual, las 
personas que han cumplido con una sentencia penal por delito doloso –de cualquier índole- no deben ser 
estigmatizadas ni discriminadas en razón de sus antecedentes penales, ya que, al encontrarse en un proceso 
de reinserción social, es fundamental que la propia sociedad les brinde la oportunidad de reintegrarse 
plenamente, como puede ser aspirar al ejercicio del notariado en el Estado de Quintana Roo. 

D. Transgresión al derecho de seguridad jurídica. 

Considera que la porción normativa “ni haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter 
patrimonial”, vulnera el derecho a la seguridad, ya que la norma resulta de tal grado imprecisa, que da pauta a 
la discrecionalidad, pues las personas que fueron parte en un juicio civil de carácter patrimonial (incluso con 
sentencia favorable), no podrán ser aspirantes para el ejercicio del notariado. 

La porción normativa señalada constituye un requisito abierto que puede dar lugar a la arbitrariedad, toda 
vez que, un juicio de naturaleza civil y de carácter patrimonial puede derivar de una controversia entre 
particulares de cualquier tipo y ello no guarda relación con la función notarial en el Estado, lo cual llevaría al 
extremo de que cualquier supuesto puede impedir a un individuo ser aspirante a Notario, lo que transgrede el 
derecho a la seguridad jurídica. 

CUARTO. Registro y admisión de la acción de inconstitucionalidad. Mediante proveído de cinco de 
agosto de dos mil diecinueve, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y 
registrar el expediente relativo a la acción de inconstitucionalidad 83/2019, y la turnó al Ministro Jorge Mario 
Pardo Rebolledo para que instruyera el trámite respectivo. 

Así, por auto de seis de agosto siguiente, el Ministro instructor admitió la presente acción de 
inconstitucionalidad y ordenó dar vista a los Poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado de Quintana Roo, para 
que rindieran su informe; asimismo requirió al Poder Legislativo, para que al rendir el informe solicitado 
enviara copia certificada de todos los antecedentes legislativos del decreto impugnado, incluyendo las 
iniciativas, los dictámenes de las comisiones correspondientes, las actas de las sesiones en las que se hayan 
aprobado, en las que conste la votación de los integrantes de ese órgano legislativo, y los diarios de debates; 
y al Poder Ejecutivo, para que enviara el ejemplar del Periódico Oficial del Estado donde se haya publicado el 
decreto controvertido; así como a la Fiscalía General de la Republica, para que formulara el pedimento 
respectivo y a la Consejería Jurídica del Gobierno Federal, para que, de considerar que la materia de la 
presente acción de inconstitucionalidad trasciende a sus funciones constitucionales, manifieste lo que a su 
representación corresponda. 

QUINTO. Informe del Poder Legislativo del Estado de Quintana Roo. Eduardo Lorenzo Martínez Arcila, 
Presidente de la Gran Comisión de la XV Legislatura del Estado de Quintana Roo, rindió su informe, en los 
siguientes términos: 

Que es cierto el acto que se reclama, consistente en la emisión del decreto 333, donde se concibe la Ley 
del Notariado para el Estado de Quintana Roo. 

Que el ordenamiento que se impugna tuvo como fin regular el ejercicio de la función notarial, que 
originalmente le corresponde al Ejecutivo del Estado, quien por delegación la encomienda a profesionales del 
derecho, investidos de fe pública, independientes e imparciales, en virtud de la patente o nombramiento que 
se les otorga. 

Que dicha delegación otorgada por el Ejecutivo del Estado, respecto de la atención y servicio que brinda 
un fedatario público es de alta importancia, ya que en su función se encuentra depositada la confianza de 
quien le solicita sus servicios, además se encuentran referencias y datos específicos de los bienes del que 
solicita sus servicios, así como datos confidenciales. 

En este sentido señala que en la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, se prevé un nuevo 
procedimiento de examen e integración del jurado para el examen de aspirante; por lo que resulta de gran 
importancia que en el caso de quienes aspiren a la función notarial no hayan sido condenados ni estén bajo 
proceso penal por delito doloso, ni haber sido sentenciados en materia civil de carácter patrimonial, ya que 
resulta un tanto riesgoso que las personas que aspiren a la función notarial tengan este tipo de antecedentes; 
razón por la cual los legisladores que integran a su representada, en uso de su facultad de libre configuración, 
estipularon dichos extremos para ostentar el carácter de aspirante a la función notarial, al considerar válido 
que como legisladores prevean una serie de esquemas en los que los usuarios de este servicio puedan ser 
objeto de algún delito como lo es el de fraude. 
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Señala que si bien es cierto, como se establece en la demanda, que el extremo fue establecido sin hacer 
una diferencia de delitos, también lo es que, la razón de establecer una previsión a quienes aspiren a la 
función notarial deban tener un modo honesto de vivir y una buena fama pública, es por la intervención que 
puedan tener con motivo del servicio a la función notarial. 

Bajo este esquema, el legislador sin ningún ánimo de discriminación, estableció los extremos para limitar 
el acceso de los aspirantes a la función notarial, así como a las causas de suspensión de un notario, solo con 
la firme intención de proteger a las personas que en un momento dado puedan sufrir riesgo derivado de la 
confianza depositada en el fedatario público. 

Que en ningún momento fue el ánimo de su representada impulsar actos discriminatorios en contra de 
persona alguna, por el contrario es de valorarse la certeza jurídica con la que deben dirigirse los fedatarios 
públicos en el Estado, al prestar el servicio a la ciudadanía, máxime si intervienen bienes y la confianza de las 
personas que solicitan los servicios vinculados a la función notarial; de ningún modo intentó ser contraria a 
principios de derechos tan esenciales como lo es el principio de presunción de inocencia ni de reinserción 
social, pues valoró estos aspectos, haciendo prevalecer los interés propios de las personas. 

Bajo esta lógica el Congreso del Estado de Quintana Roo, utilizó su plena libertad de configuración por 
cuanto a su ámbito, estableciendo los extremos que hoy conducen al aspirante de la función notarial y en los 
casos en los que será procedente la suspensión de dicha función, establecido en los artículos 28, fracción X, y 
154, fracción I, de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo. Por lo que considera que los 
preceptos impugnados son válidos por estar apegados a los preceptos de la Constitución, tratados 
internacionales y leyes generales que rigen en la materia. 

En este sentido de conformidad con los artículos 116, fracción I, 124 y demás disposiciones aplicables de 
la Constitución Federal, solicita la improcedencia de la acción de constitucionalidad. 

SEXTO. Informe del Poder Ejecutivo del Estado de Quintana Roo. Jesús Antonio Villalobos Carrillo, 
encargado de la Consejería Jurídica del Poder Ejecutivo del Estado de Quintana Roo, rindió su informe, en los 
siguientes términos: 

Que es cierto que su representado promulgó y publicó el decreto 333 por el que se expide la Ley del 
Notariado para el Estado de Quintana Roo (artículos 28, fracción X, y 154, fracción I), publicado en el 
Periódico Oficial de la referida entidad el dos de julio de dos mil diecinueve. 

Que la promulgación y publicación del decreto impugnado no contravienen preceptos constitucionales y 
convencionales ni los derechos fundamentales que estima violados la accionante, ya que fueron realizados en 
cumplimiento a la obligación que le confieren como gobernador los artículos 69 y 91, fracciones I, II y XIII, de 
la Constitución Política del Estado de Quintana Roo y 4º, párrafo primero y 7º, fracción II, de la Ley del 
Periódico Oficial del Estado de Quintana Roo. 

Es improcedente e inverosímil la demanda, porque le parece producto de una grave parcialidad en la 
apreciación de las cosas, que se recrudece al concebir los llamados derechos humanos de una sola 
literalidad, pues aun cuando la accionante lo niegue, el fin que persigue, de obtener la razón, es el 
debilitamiento de la institución, en el presente caso la fe notarial y un sesgo en el estado de derecho a lo que 
todo gobernado debe ceñirse. 

Que en el presente caso, tratándose de normas, no solo debe observase la supuesta parte afectada (los 
interesados en el desempeño del notariado), sino que en un raciocinio elemental y justo debe abarcar los 
efectos de lo contrario, es decir, que el reflejo del acto que se exige sea declarado inconstitucional y por ende 
no aplicado, sus consecuencias y la utilidad hacia la mayoría de los gobernados. 

Que la institución del notariado al ser una función tan relevante y de alto impacto en la sociedad, requiere 
que quienes la ejercen estén provistos de ciertas calidades, por lo que, surge no solo la facultad de establecer 
requisitos como los previstos en los preceptos impugnados (los artículos 28, fracción X, y 154, fracción I, de la 
Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo), sino la obligación del Estado de pugnar porque los que la 
vayan a ejercer o ejerzan dicha función, cumplan con ciertos parámetros que permitan que los gobernados 
reciban esa certeza jurídica de seguridad en su patrimonio, toda vez que, el fin último y único de la función 
notarial a través de la fe pública, es en beneficio para los gobernados; por lo que, es esencial la exigencia al 
Ejecutivo del Estado, de que éste deposite esa prerrogativa en profesionales del derecho con ciertas 
cualidades, las cuales se obtienen bajo ciertas premisas y supuestos. 

Aduce que los gobernados necesitados del servicio notarial, igual tienen derechos fundamentales a la 
seguridad y certeza jurídica respecto de su propiedad que representa su patrimonio a contar con instituciones 
sólidas, a vivir en un marco de estricto derecho, lo que la accionante no observa; de ahí su parcialidad, pues 
de haber analizado el tema de manera amplia en las dos vertientes -los derechos de los aspirantes al ejercicio 
del notariado, de los que ejercen la fe pública y de los gobernados, catalogados éstos como interés general de 
las mayorías-, se habría abstenido de accionar como indebidamente lo hace, ya que se hubiera dado cuenta 
de la existencia de derechos fundamentales encontrados. 
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Al respecto señala que este Alto Tribunal ya ha analizado y dispuesto que prevalece el derecho de las 
mayorías, del interés general, al de aquellos aspirantes o practicantes de la fe pública, ya que de no hacerlo 
así se estaría violando en perjuicio de los gobernados, los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal. 

En este sentido, considera que los requisitos por parte del legislador no deben ni pueden ser entendidos 
como actos violatorios al derecho a la igualdad y a la no discriminación, únicamente por lo riguroso que estos 
puedan ser, ya que estos requisitos se relacionan íntimamente con el derecho humano a la seguridad y 
certeza jurídica de los gobernados, pues de ellos depende incluso la pérdida o conservación y protección del 
bien que incluye el patrimonio. 

Precisa que no existe violación al derecho a la igualdad y a la no discriminación por consecuencias de 
actos cometidos por uno mismo, en forma consiente, premeditada y con alevosía (delitos dolosos), ya que 
estimar lo contrario se estaría en el mundo de los contrasentidos y en desapego al principio jurídico de que 
“nadie escucha a quien reclama su propia torpeza”. 

Que al establecer como requisito para el ejercicio y desempeño de la función notarial, que el interesado no 
haya sido condenado por delito doloso, ni desempeñar la función cuando se le dicte auto de vinculación a 
proceso por delito de la misma naturaleza, obedece a la situación de lo que acontece al interior del Estado 
respecto a la materia tratada, por lo que, el legislador conforme a sus facultades dispuso, porque así concibió 
la necesidad de proteger la función del notariado, lo que de ninguna manera la demandante analiza ni estudia, 
para reclamar la supuesta violación a derechos fundamentales, exponiendo lastimar a otros igual humanos 
con mayores agravios, como son los derechos de los gobernados. 

No existe la violación al derecho a la igualdad como lo concibe la accionante, puesto que se trata del 
cumplimiento de requisitos para aspirar al ejercicio del notariado, lo que en todo proceso o concurso se da y 
quienes no cumplan con lo exigido no acceden, sin que ello redunde en tal violación; pues al ser la fe pública 
de fuerte impacto hacia los gobernados, es obligación del Estado procurar instituciones fuertes que respondan 
la exigencia social, cuyo interés está arriba de cualquier particular. 

Que tampoco puede entenderse la violación a la libertad de profesión, en virtud de que la Ley del 
Notariado para el Estado de Quintan Roo, no regula profesiones, sino la fe pública notarial, pues entre el 
concepto de profesión y el ejercicio del notariado existen diferencias fundamentales; como profesión la Ley 
General de Profesiones aplicable en todo el territorio de la Federación es la atingente al caso y de ninguna 
manera se conculca la misma con la Ley del Notariado. En donde se relacionan profesión y función notarial, 
es en que ésta es desempeñada por profesionales del derecho, teniendo como limitante para que éstos la 
ejerzan, que cumplan con los requisitos que para ello exige la norma, exigencia que de ninguna manera se 
puede considerar como prohibición a la libertad de profesión. 

En el mismo sentido, tampoco existe violación al principio de presunción de inocencia, con el contenido de 
la fracción I del artículo 154 de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, ya que la normativa es 
muy clara al señalar que a todo notario que se le dicta auto de vinculación a proceso por delito doloso se le 
suspenderá en forma preventiva de sus funciones, siempre en estricto sentido a los intereses de la mayoría de 
los gobernados, los que podrían ser afectados con alguna acción indebida de quienes ejerzan la función 
notarial. 

Aduce que la demandante confunde los términos de suspensión por el de cancelación, ya que en el 
primero se trata de una medida provisional, toda vez que, si al final resultara improcedente la acusación por 
delito doloso, se le restituye al funcionario en su cargo; y el segundo, se refiere a la cancelación de la patente 
y de funciones como notario, que no es el caso, porque la ley no refiere a ello. 

Finalmente señala que la accionante interpreta incorrectamente el concepto de dolo que podría existir en 
ciertos delitos, lo cual implica la maquinación perversa, la instrumentación planificada de cometer tal conducta 
en contra de semejantes y de ello obtener lucro, por lo tanto, no es dable que alguien con semejante 
característica pueda desempeñar la fe pública o continuar en el desempeño; ello sin prejuzgar el principio de 
reinserción social ni el de presunción de inocencia, ya que el ejercicio del notariado requiere de la imagen 
probada, honesta, que genere confianza en quienes por necesidad acuden a esta institución. 

Por todo lo anterior, considera que son infundados los conceptos de invalidez de la accionante y en vía de 
consecuencia debe reconocerse la validez de los artículos impugnados. 

SÉPTIMO. Opinión de la Fiscalía General de la Republica. En la presente acción de inconstitucionalidad 
la Fiscalía General de la Republica se abstuvo de formular opinión al respecto. 

OCTAVO. Cierre de instrucción. Recibidos los informes de las autoridades, formulados los alegatos y 
encontrándose instruido el procedimiento, mediante proveído de nueve de diciembre de dos mil diecinueve, se 
cerró la instrucción en el presente asunto a efecto de elaborar el proyecto de resolución correspondiente. 
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CONSIDERANDO: 

PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es 
competente para resolver la presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 105, fracción II, inciso g)5, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 10, fracción 
I6 y 11, fracción V7, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, toda vez que se plantea la posible 
contradicción de los artículos 28, fracción X, y 154, fracción I, de la Ley del Notariado para el Estado de 
Quintana Roo y la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

SEGUNDO. Oportunidad. Por cuestión de orden, se debe analizar primero, si la acción de 
inconstitucionalidad fue presentada oportunamente. 

El párrafo primero del artículo 60 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos8 dispone que el plazo para promover la acción de 
inconstitucionalidad es de treinta días naturales, y que su cómputo debe iniciarse a partir del día siguiente a la 
fecha en que la norma general sea publicada en el correspondiente medio oficial, y señala que si el último día 
del plazo fuere inhábil la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 

En el caso, las normas que se impugnan (artículos 28, fracción X, y 154, fracción I, de la Ley del Notariado 
para el Estado de Quintana Roo), se publicaron en el Periódico Oficial de la referida entidad, el martes dos de 
julio de dos mil diecinueve, por ende, conforme a lo asentado en el párrafo precedente, el plazo legal para 
promover la presente acción transcurrió del miércoles tres de julio al jueves uno de agosto de dos mil 
diecinueve. 

En el caso concreto, según consta en el sello asentado al reverso de la foja treinta y dos del cuaderno 
principal, la demanda se presentó el jueves uno de agosto de dos mil diecinueve en la Oficina de Certificación 
Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, en esa tesitura, su presentación 
es oportuna. 

TERCERO. Legitimación. A continuación, se procederá a analizar la legitimación de quien promueve, por 
ser un presupuesto indispensable para el ejercicio de la acción. 

Suscribe la demanda, Luis Raúl González Pérez, ostentándose como Presidente de la Comisión Nacional 
de los Derechos Humanos, lo que acreditó con la copia certificada de su designación por el Senado de la 
República, de trece de noviembre de dos mil catorce9. 

De conformidad con el artículo 105, fracción II, inciso g), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos10, la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, podrá ejercer la acción de inconstitucionalidad 
en contra de leyes de carácter estatal, entre otras, que vulneren derechos humanos consagrados en la 
Constitución y en los tratados internacionales en los que México sea parte y, en el caso, se promovió la acción 

                                                 
5 “Artículo 105. (…) 
 (REFORMADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal o de las entidades federativas, así como de 
tratados internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de 
los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las Legislaturas; 
(…)” 
6 “Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno: 
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; (…)” 
7 “Artículo 11. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia velará en todo momento por la autonomía de los órganos del Poder Judicial de la 
Federación y por la independencia de sus miembros, y tendrá las siguientes atribuciones: (…)  
V. Remitir para su resolución los asuntos de su competencia a las Salas a través de acuerdos generales. Si alguna de las Salas estima que el 
asunto remitido debe ser resuelto por la Suprema Corte de Justicia funcionando en Pleno, lo hará del conocimiento de este último para que 
determine lo que corresponda.” 
8 “Artículo 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 
fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. (…)”. 
9 Foja 33 del expediente principal. 
10 “Artículo 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: 
(…) 
II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por: 
(…) 
g) La Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
consagrados en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte. Asimismo, los organismos de protección de 
los derechos humanos equivalentes en las entidades federativas, en contra de leyes expedidas por las legislaturas; 
(…)”. 
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en contra de los artículos 28, fracción X, y 154, fracción I, de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana 
Roo, publicados en el Periódico Oficial de la referida entidad, el dos de julio de dos mil diecinueve, que estima 
contrarios a la Norma Fundamental, aduciendo la violación a distintos derechos humanos e instrumentos 
internacionales. 

Consecuentemente, en términos del invocado precepto constitucional, en relación con el artículo 15, 
fracciones I y XI, de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos11, dicho funcionario al 
momento de la presentación de la demanda contaba con la legitimación necesaria. 

CUARTO. Causas de improcedencia. En el caso, las partes no hicieron valer causas de improcedencia, 
y este Tribunal Pleno no advierte alguna de oficio, de ahí que, lo que procede es abordar los planteamientos 
de fondo. 

QUINTO. Estudio de Fondo. Inconstitucionalidad de los artículos 28, fracción X, y 154, fracción I, de 
la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo. La Comisión Nacional de los Derechos Humanos 
sostiene -en esencia- que dichos preceptos son inconstitucionales porque vulneran los derechos de 
igualdad y no discriminación, a dedicarse a la profesión, industria, comercio o trabajo que le acomode, 
siendo lícitos; seguridad jurídica, reinserción social, así como el principio de presunción de inocencia, al 
excluir de manera injustificada para aspirar al ejercicio del notariado a aquellas personas que fueron 
condenadas o sujetas a un procedimiento penal por delito doloso, y al establecer como causa de suspensión 
del ejercicio de sus funciones, haberse dictado auto de vinculación a proceso en su contra por delito doloso. 

En relación con el artículo 28, fracción X, de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, 
sostiene que es inconstitucional al prever para aspirar al ejercicio del notariado, los siguientes requisitos: 

1. No haber sido condenado por delito doloso para aspirar al ejercicio del notariado; en este 
supuesto señala que al establecer la norma como requisito para aspirar al ejercicio del notariado “no haber 
sido condenado”, genera aspectos discriminatorios y estigmatizantes, que impide la plena reinserción a la 
sociedad de los individuos que compurgaron una pena, que al no acotar el tipo ni grado del delito cometido, 
resulta en tal sentido muy general, ya que su efecto es ampliamente restrictivo, en virtud de que las personas 
que hayan sido sentenciadas por cualquier delito, estarán imposibilitados para aspirar al ejercicio del 
notariado, incluso aquellas conductas ilícitas que no guarden relación con su ejercicio. 

2. No estar bajo proceso penal por delito doloso para aspirar a la función notarial; al respecto señala 
que este requisito no obedece a una razón objetiva y se erige como una medida discriminatoria que atenta 
contra la presunción de inocencia de una persona que aún no ha sido declarada como responsable 
penalmente de forma definitiva por el juez competente. 

3. No haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter patrimonial; considera que esta 
porción normativa, vulnera el derecho a la seguridad jurídica, ya que la norma resulta de tal grado 
imprecisa, que da pauta a la discrecionalidad, pues las personas que fueron parte en un juicio civil de carácter 
patrimonial (incluso con sentencia favorable), no podrán ser aspirantes para el ejercicio del notariado. La 
porción normativa señalada constituye un requisito abierto que puede dar lugar a la arbitrariedad, toda vez 
que, un juicio de naturaleza civil y de carácter patrimonial puede derivar de una controversia entre particulares 
de cualquier tipo y ello no guarda relación con la función notarial en el Estado, lo cual llevaría al extremo de 
que cualquier supuesto puede impedir a un individuo ser aspirante a Notario, lo que transgrede el derecho a la 
seguridad jurídica. 

Con relación al artículo 154, fracción I, de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, 
indica que es inconstitucional al establecer como causa de suspensión de un Notario en ejercicio de sus 
funciones: 

 Haberse dictado auto de vinculación a proceso en su contra por delito doloso y mientras no se 
pronuncie sentencia definitiva; al respecto, indica que dicho requisito atenta contra el principio de 
presunción de inocencia, pues la norma prejuzga sobre la responsabilidad penal de la persona que 
se encuentra vinculada a proceso y trae como consecuencia la suspensión del ejercicio de las 
funciones del Notario por estar sujeto o vinculado a proceso penal por delito doloso hasta que se 
cuente con sentencia definitiva, por lo que se basa en la presunción de culpabilidad y con ello da pie a 
que la suspensión se justifique en supuestos discriminatorios motivados por la condición social del 
sujeto. 

                                                 
11 “Artículo 15. El Presidente de la Comisión Nacional tendrá las siguientes facultades y obligaciones: 
I. Ejercer la representación legal de la Comisión Nacional; 
(…) 
XI. Promover las acciones de inconstitucionalidad, en contra de leyes de carácter federal, estatal y del Distrito Federal, así como de tratados 
internacionales celebrados por el Ejecutivo Federal y aprobados por el Senado de la República, que vulneren los derechos humanos 
reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales de los que México sea parte, y 
(…)”. 
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Los artículos 28, fracción X, y 154, fracción I, de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, 
resaltando en negritas las fracciones impugnadas, establecen lo siguiente: 

“Artículo 28. Para ser Aspirante al Ejercicio del Notariado, el interesado deberá satisfacer los 
siguientes requisitos: 

I.- Ser de nacionalidad mexicana y tener treinta años de edad, a la fecha de la presentación del 
examen; 

II.- Tener residencia en el Estado de cuando menos cinco años ininterrumpidos, anteriores a la 
fecha de su solicitud de examen; 

III.- Tener Título de Licenciado en Derecho o Abogado, acreditar cuando menos cinco años de 
ejercicio profesional contados a partir de la fecha de expedición de su Cédula Profesional y 
acreditar cuando menos veinticuatro meses de práctica notarial ininterrumpida, bajo la dirección y 
responsabilidad de algún Notario Titular del Estado de Quintana Roo; 

IV.- No tener vicios de embriaguez, drogadicción o de juegos de azar, y gozar de buena 
reputación personal y profesional; 

V.- No tener enfermedad crónica que impida el ejercicio de sus facultades mentales, ni 
impedimento físico que se oponga a las funciones de Notario; 

VI.- No haber sido declarado en quiebra o sujeto a concurso, sin haber sido rehabilitado o 
declarado inocente; 

VII.- Estar en el ejercicio de sus derechos políticos y civiles; 

VIII.- No ser ministro de algún culto religioso; 

IX.- No haber sido separado del ejercicio del Notariado en alguna entidad federativa, con causa 
justificada, ni haber sido sancionado administrativamente con motivo de algún cargo de Notario 
Suplente o Auxiliar; 

X.- No haber sido condenado ni estar bajo proceso penal por delito doloso, ni haber sido 
sentenciado en materia civil en juicio de carácter patrimonial; 

XI.- Solicitar, presentar y aprobar, con un mínimo de 75 puntos en una escala del 0 al 100, el 
examen teórico-práctico ante el jurado que se integre para tal efecto; 

XII.- Expresar su sometimiento a lo inapelable del fallo del jurado; 

XIII.- Pagar los derechos que señale la autoridad fiscal competente; 

XIV.- Declarar bajo protesta de decir verdad que no es y no se encuentra desempeñando 
funciones de Notario Público o de Corredor Público o de cualquier otra figura investida de fe 
pública notarial o mercantil, en cualquier entidad federativa del país. Lo anterior, con excepción 
de los notarios auxiliares, y 

XV.- No ser o no haber sido Secretario de Despacho dependiente del Ejecutivo, Diputado Local, 
Fiscal General del Estado, Titular de la Auditoría Superior del Estado, Magistrado del Tribunal 
Superior de Justicia, Magistrado del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, Juez, Miembro 
de algún Ayuntamiento de la entidad, dirigente de un Partido Político, ni servidor público que por 
la naturaleza de su función, empleo, cargo o comisión, maneje o tenga bajo su resguardo, 
custodia o disposición de recursos públicos de carácter económico o financiero pertenecientes a 
los Poderes del Estado, organismos constitucionalmente autónomos o a la administración pública 
en el Estado, durante el año anterior a la presentación del examen. 

En la práctica notarial que se menciona en la Fracción III el interesado solicitante estará bajo la 
dirección y responsabilidad del titular de la Notaría Pública quien sólo podrá tener bajo dicha 
responsabilidad hasta dos interesados a la vez. Para tal efecto el Notario Público deberá dar 
aviso a la Dirección General de Notarías y al Consejo de Notarios del inicio y terminación de la 
práctica. 

Para efectos de la fracción IX, se entenderá qué causa justificada se refiere a que la separación 
del Notario Público haya sido determinada por haber cometido delito doloso de acuerdo a la 
legislación penal correspondiente, y también, cuando haya incurrido en faltas administrativas que 
por su gravedad hubieran propiciado su separación en la función notarial”. 
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“Artículo 154. Son causas de suspensión de un Notario en el ejercicio de sus funciones, además 
de las que se establecen en el artículo 197 de esta ley, las siguientes: 

I.- Haberse dictado auto de vinculación a proceso en su contra por delito doloso y mientras 
no se pronuncie sentencia definitiva; 

II.- La sentencia judicial ejecutoriada, que le imponga como pena la suspensión del cargo, por un 
término que no exceda de tres años; 

III.- La sanción administrativa que cause estado, impuesta por el Ejecutivo del Estado por 
incumplimiento a las disposiciones de esta ley en el ejercicio de sus funciones, y 

IV.- Los impedimentos físicos o mentales transitorios para el ejercicio de su actividad notarial, 
casos en los cuales, durará la suspensión mientras subsista el impedimento y éste no exceda de 
un máximo de tres años consecutivos contados a partir de la declaración de suspensión temporal. 

El Notario que deje de actuar por suspensión quedará impedido para intervenir como abogado 
con cualquier carácter, en los litigios que se relacionen con las escrituras o actas notariales que 
hubiere autorizado, salvo que se trate de causa propia. 

Las causas de suspensión y revocación establecidas para los Notarios Titulares serán aplicables 
en lo conducente a los Aspirantes al Ejercicio del Notariado, Notarios Auxiliares y Notarios 
Suplentes”. 

De la transcripción de los preceptos controvertidos en la parte que se impugna establecen lo siguiente: 

Para ser Aspirante al Ejercicio del Notariado, uno de los requisitos que deberá satisfacer el interesado es, 
no haber sido condenado ni estar bajo proceso penal por delito doloso, ni haber sido sentenciado en 
materia civil en juicio de carácter patrimonial (artículo 28, fracción X). 

Y que son causas de suspensión de un Notario en el ejercicio de sus funciones, haberse dictado auto de 
vinculación a proceso en su contra por delito doloso y mientras no se pronuncie sentencia definitiva 
(artículo 154, fracción I) 

Este Tribunal Pleno considera que, son esencialmente fundados los conceptos de invalidez en los que la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos señala que la fracción X del artículo 28 de la Ley del Notariado 
para el Estado de Quintana Roo, en cuanto establece que para ser aspirante al Ejercicio del Notariado, uno de 
los requisitos que deberá satisfacer el interesado es no estar bajo proceso penal por delito doloso; así 
como la fracción I del artículo 154 de la referida ley, al establecer como causa de suspensión de un Notario en 
el ejercicio de sus funciones, haberse dictado auto de vinculación a proceso en su contra por delito 
doloso y mientras no se pronuncie sentencia definitiva, ambos requisitos vulneran el principio de 
presunción de inocencia, contenido en el artículo 20, apartado B, fracción I, de la Constitución Política de la 
Estados Unidos Mexicanos. 

En principio, debe tenerse en cuenta que el artículo 20 de la Constitución Federal, en su apartado B, 
fracción I, que se aduce violado, señala lo siguiente: 

(REFORMADO, D.O.F. 18 DE JUNIO DE 2008) 

“Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, 
contradicción, concentración, continuidad e inmediación. 

A. De los principios generales: 

[…] 

B. De los derechos de toda persona imputada: 

I. A que se presuma su inocencia mientras no se declare su responsabilidad mediante sentencia 
emitida por el juez de la causa; 

[…]”. 

Como se advierte, el citado precepto, prevé el principio de presunción de inocencia en materia penal, al 
disponer que uno de los derechos de toda persona imputada es que debe presumirse su inocencia mientras 
no se declare su responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez de la causa. 
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Al respecto, al resolverse la acción de inconstitucionalidad 73/201812, se destacó que este Alto Tribunal al 
resolver el once de septiembre de dos mil dieciocho la contradicción de tesis 448/2016, consideró el derecho 
que tiene el acusado en el proceso penal a que se presuma su inocencia –mientras no exista una sentencia 
definitiva que lo declare culpable– tiene "efectos de irradiación" que se reflejan o proyectan para proteger a 
la persona de cualquier tipo de medida desfavorable que se pueda decretar en ese ámbito por el 
simple hecho de "estar sujeto a proceso penal", evitando así que, a través de esas medidas, se haga una 
equiparación entre imputado y culpable en ámbitos extraprocesales. 

Para poder justificar este criterio, este Tribunal Pleno consideró necesario recordar algunos aspectos de 
su doctrina sobre el derecho a la presunción de inocencia, y de esta forma, explicó, en primer término, que al 
resolver el amparo en revisión 466/2011, la Primera Sala identificó tres vertientes de la presunción de 
inocencia en sede penal: 1) como regla de trato procesal; 2) como regla probatoria; y, 3) como estándar 
probatorio o regla de juicio. 

Con ese propósito, se explicó que la Primera Sala al resolver el amparo en revisión 349/2012, determinó 
que la presunción de inocencia como regla de trato procesal "…consiste en establecer la forma en la que 
debe tratarse a una persona que está sometida a proceso penal", de tal manera que la finalidad de la 
presunción de inocencia es "impedir la aplicación de medidas judiciales que impliquen una equiparación 
de hecho entre imputado y culpable y, por tanto, cualquier tipo de resolución judicial que suponga la 
anticipación de la pena", toda vez que "la presunción de inocencia comporta el derecho a ser tratado 
como inocente en tanto no haya sido declarada su culpabilidad por virtud de una sentencia judicial y 
se le haya seguido un proceso con todas las garantías". 

Por su parte, en el caso Suárez Rosero Vs. Ecuador, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
sostuvo que de lo dispuesto en el artículo 8.213 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos "…se 
deriva la obligación estatal de no restringir la libertad del detenido más allá de los límites 
estrictamente necesarios para asegurar que no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones 
y que no eludirá la acción de la justicia, pues la prisión preventiva es una medida cautelar, no 
punitiva", puesto que "…en caso contrario se estaría cometiendo una injusticia al privar de libertad, por 
un plazo desproporcionado respecto de la pena que correspondería al delito imputado, a personas 
cuya responsabilidad criminal no ha sido establecida", de tal manera que sería "…lo mismo que 
anticipar una pena a la sentencia, lo cual está en contra de principios generales del derecho 
universalmente reconocidos" (párrafo 77). 

Posteriormente, en el asunto Ricardo Canese Vs. Paraguay, dicho tribunal internacional dejó claro que la 
presunción de inocencia "…es un elemento esencial para la realización efectiva del derecho a la defensa 
y acompaña al acusado durante toda la tramitación del proceso hasta que una sentencia condenatoria 
que determine su culpabilidad quede firme" (párrafo 154). En esta línea, en el diverso López Mendoza Vs. 
Venezuela expuso con toda claridad que "…la presunción de inocencia se vulnera si antes de que el 
acusado sea encontrado culpable una decisión judicial relacionada con él refleja la opinión de que es 
culpable" (párrafo 128). 

De acuerdo con lo anteriormente expuesto, este Tribunal Pleno llegó a una primera conclusión, en el 
sentido de que la presunción de inocencia, en su vertiente de regla de tratamiento del imputado, ordena que 
las personas que están sujetas a proceso penal no sean tratadas de la misma manera que las personas que 
han sido declaradas culpables. En este orden de ideas, la presunción de inocencia como regla de tratamiento 
del imputado, en su dimensión extraprocesal, protege a las personas sujetas a proceso penal de cualquier 
acto estatal o particular ocurrido fuera del proceso penal, que refleje la opinión de que una persona es 
responsable del delito del que se le acusa, cuando aún no se ha dictado una sentencia definitiva en la que se 
establezca su culpabilidad más allá de toda duda razonable. 

                                                 
12 Resuelta por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en sesión de veintiocho de enero de dos mil veinte, por 
unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel 
Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea, respecto de los considerandos cuarto y quinto relativos, respectivamente, al marco constitucional para el estudio de la norma 
reclamada y al estudio de fondo, consistentes en declarar la invalidez del artículo del artículo 101, fracción VI, en su porción normativa “o 
encontrarse sujeto a procedimiento de responsabilidad”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo, 
reformado mediante Decreto Número 631, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el trece de agosto de dos mil 
dieciocho. La señora Ministra Piña Hernández y el señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea reservaron su derecho de formular 
sendos votos concurrentes. 
13 “Artículo 8. Garantías Judiciales 
1. […] 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su 
culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: […]”. 
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Como segunda conclusión, señaló que la presunción de inocencia como regla de tratamiento del imputado 
cobra relevancia cuando en el ámbito administrativo se introduce como requisito para desempeñar un puesto, 
la condición de no encontrarse sujeto a un procedimiento de responsabilidad penal, pues lo que hace el 
legislador, al incorporar este requisito, es contemplar una medida fuera del proceso penal que supone tratar 
como culpable a una persona cuya responsabilidad penal aún no ha sido establecida en una sentencia 
definitiva, puesto que esa medida tiene una consecuencia desfavorable para la persona. 

De acuerdo con lo expuesto, puede afirmarse que la finalidad de esta vertiente de la presunción de 
inocencia consiste en impedir que fuera del proceso penal se aplique cualquier tipo de medida desfavorable 
asociada al simple hecho de que una persona esté sujeta a proceso, evitando así que a través de esas 
medidas se haga una equiparación entre imputado y culpable en ámbitos extraprocesales. 

De acuerdo con lo anteriormente expuesto, debe considerarse que el requisito establecido en la fracción X 
del artículo 28 de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, relativo a que, para ser aspirante al 
ejercicio del Notariado, deberá satisfacer el interesado no estar bajo proceso penal por delito doloso; así 
como el establecido en la fracción I del artículo 154 de la referida ley, como causa de suspensión de un 
Notario en el ejercicio de sus funciones, haberse dictado auto de vinculación a proceso en su contra por 
delito doloso y mientras no se pronuncie sentencia definitiva; violan la presunción de inocencia, como 
regla de tratamiento del imputado en su dimensión extraprocesal, ya que con ello se impide, por una parte, a 
las personas que se encuentren bajo proceso penal aspirar al ejercicio del Notariado, y por la otra parte, se 
impide al Notario continuar en el ejercicio de sus funciones al haberse dictado auto de vinculación a proceso 
en su contra, no obstante que aún no se ha decidido en sentencia firme sobre su posible responsabilidad 
(penal). 

Lo anterior, en virtud de que, si bien es cierto que el Notariado es una función pública que es potestad 
originaria del Poder Ejecutivo y cuyo ejercicio se delega a profesionales del derecho, quienes investidos de 
fe pública hacen constar en los instrumentos de su autoría, los actos, hechos y negocios jurídicos que los 
interesados deben o quieren autenticar ante ellos y conforme a la ley, conferirles solemnidad, validez y formas 
legales. 

Lo cierto es que, el Estado no puede ser contrario a los derechos humanos al establecer los requisitos 
para ser aspirante al ejercicio del Notariado, ni para suspender a un Notario en el ejercicio de sus funciones, 
sino que debe ser cuidadoso a efecto de establecer los citados requisitos, así como las causas de suspensión. 

En mérito de lo expuesto, en este apartado debe declararse la invalidez de la fracción X del artículo 28, de 
la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, en la porción normativa que dice “ni estar bajo 
proceso penal”; así como de la fracción I del artículo 154 de la referida ley, en su totalidad, en cuanto señala 
“I.- Haberse dictado auto de vinculación a proceso en su contra por delito doloso y mientras no se 
pronuncie sentencia definitiva”; por ser violatorias del derecho humano a la presunción de inocencia 
tutelado por el artículo 20, apartado B, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Por otra parte, también son fundados los conceptos de invalidez, en los que la accionante argumenta que 
el artículo 28, fracción X, de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, es inconstitucional al prever 
como requisito para aspirar al ejercicio del notariado, “no haber sido condenado por delito doloso”, “ni 
haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter patrimonial”, en cuanto vulneran el derecho 
a la igualdad y no discriminación establecida en el último párrafo del artículo 1° de la Constitución Federal, 
que al efecto señala: 

(REFORMADO PRIMER PÁRRAFO, D.O.F. 10 DE JUNIO DE 2011) 

“Artículo 1o.- En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece. 

(ADICIONADO, D.O.F. 10 DE JUNIO DE 2011) 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia. 

(ADICIONADO, D.O.F. 10 DE JUNIO DE 2011) 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado 
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley. 
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(ADICIONADO, D.O.F. 14 DE AGOSTO DE 2001) 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que 
entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las 
leyes. 

(REFORMADO, D.O.F. 10 DE JUNIO DE 2011) 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la 
edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la 
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las 
personas”. 

Al respecto, debe tenerse en cuenta que, el Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 
107/201614, sostuvo que la igualdad reconocida en el artículo 1º de la Constitución Federal, es un derecho 
humano expresado a través de un principio adjetivo, el cual, consiste en que toda persona debe recibir el 
mismo trato y gozar de los mismos derechos en igualdad de condiciones que otra u otras personas, siempre 
y cuando se encuentren en una situación similar que sea jurídicamente relevante. 

Asimismo, ha precisado que una modalidad o faceta del derecho a la igualdad es la prohibición de 
discriminar, la cual entraña que ninguna persona pueda ser excluida del goce de un derecho humano, ni 
tratada en forma distinta a otra que presente similares características o condiciones jurídicamente relevantes, 
especialmente cuando la diferenciación obedezca a alguna de las categorías que recoge el referido precepto 
constitucional, a saber: el origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, 
las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil, o cualquier otra 
que atente contra la dignidad humana y que tenga por objeto menoscabar los derechos y libertades de las 
personas. 

Así, se ha considerado que el derecho humano de igualdad y la prohibición de discriminación, 
obligan a toda clase de autoridades en el ámbito de sus competencias, pues su observancia debe ser un 
criterio básico para la producción normativa, para su interpretación y para su aplicación. 

No obstante, también se ha precisado que si bien el verdadero sentido de la igualdad, es colocar a las 
personas en condiciones de poder acceder a los demás derechos constitucionalmente reconocidos, lo cual 
implica eliminar situaciones de desigualdad manifiesta, ello no significa que todos los individuos deban ser 
iguales en todo siempre, en cualquier momento y circunstancia, en condiciones absolutas, sino que debe 
traducirse en la seguridad de no tener que soportar un perjuicio o privarse de un beneficio, en forma 
injustificada; por tanto, tal principio exige tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales, de manera que 
habrá ocasiones en que hacer distinciones estará vedado, y habrá otras en las que no sólo estará permitido 
sino que será constitucionalmente exigido15. 

En la misma línea, este Pleno se ha referido al principio y/o derecho de no discriminación, al señalar que 
cualquier tratamiento discriminatorio respecto del ejercicio de cualquiera de los derechos reconocidos en la 
Constitución es, per se, incompatible con ésta, y que es inconstitucional toda situación que considere superior 
a un determinado grupo y conduzca a tratarlo con algún privilegio, o que, inversamente, por estimarlo inferior, 
dé lugar a que sea tratado con hostilidad, o a que de cualquier forma se le discrimine del goce de derechos 
que sí se reconocen a quienes no se encuentran incursos en tal situación. 

Por otra parte, la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación también ha establecido en 
su jurisprudencia 1a./J. 125/2017 (10a.)16, que el derecho humano a la igualdad jurídica ha sido 
tradicionalmente interpretado y configurado en el ordenamiento jurídico mexicano a partir de dos principios: 
el de igualdad ante la ley y el de igualdad en la ley (los cuales se han identificado como, igualdad en 
sentido formal o de derecho). 

                                                 
14 Resuelta por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en sesión de veintitrés de enero de dos mil veinte, donde se 
determinó por unanimidad de votos que las normas que establecen como requisito para acceder a un cargo en el servicio público el no tener o 
no contar con antecedentes penales, son violatorias del derecho a la igualdad y no discriminación previstos en el artículo 1o. constitucional. 
Criterio que se replicó en cuanto al referido tema, en las acciones de inconstitucionalidad 85/2018, 86/2018 y 50/2019, respectivamente, 
resueltas por el Tribunal Pleno en sesión de veintisiete de enero de dos mil veinte. 
15 Ver acción de inconstitucionalidad 8/2014, fallada por el Tribunal Pleno el once de agosto de dos mil quince por mayoría de nueve votos de 
los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Silva Meza, Sánchez 
Cordero de García Villegas, Pérez Dayán y Presidente Aguilar Morales; así como el amparo directo en revisión 1349/2018, resuelto por la 
Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación el quince de agosto de dos mil dieciocho por unanimidad de cinco votos de los 
señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y 
Norma Lucía Piña Hernández (Presidenta y Ponente). 
16 “DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD JURÍDICA. RECONOCIMIENTO DE SU DIMENSIÓN SUSTANTIVA O DE HECHO EN EL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO MEXICANO.” 
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El primer principio obliga, según se explicó en dicha jurisprudencia, por un lado, a que las normas 
jurídicas sean aplicadas de modo uniforme a todas las personas que se encuentren en una misma situación y, 
a su vez, a que los órganos materialmente jurisdiccionales no puedan modificar arbitrariamente sus decisiones 
en casos que compartan la misma litis, salvo cuando consideren que deben apartarse de sus precedentes, 
momento en el que deberán ofrecer una fundamentación y motivación razonable y suficiente. 

Por lo que hace al segundo principio, éste opera frente a la autoridad materialmente legislativa y tiene 
como objetivo el control del contenido de la norma jurídica a fin de evitar diferenciaciones legislativas sin 
justificación constitucional o violatorias del principio de proporcionalidad en sentido amplio. 

No obstante lo anterior, debe destacarse que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no 
es ciega a las desigualdades sociales, por lo que contiene diversas protecciones jurídicas a favor de grupos 
sujetos a vulnerabilidad, a través, por ejemplo, de manifestaciones específicas del principio de igualdad, tales 
como la igualdad entre el varón y la mujer (artículo 4o., párrafo primero) y la salvaguarda de la 
pluriculturalidad de los pueblos indígenas de manera equitativa (artículo 2o,. apartado B). Así, la igualdad 
jurídica en nuestro ordenamiento constitucional protege tanto a personas como a grupos. 

De ahí que, se considere que el derecho humano a la igualdad jurídica no sólo tiene una faceta o 
dimensión formal o de derecho, sino también una de carácter sustantivo o de hecho, la cual tiene como 
objetivo remover y/o disminuir los obstáculos sociales, políticos, culturales, económicos o de cualquier otra 
índole que impiden a ciertas personas o grupos sociales gozar o ejercer de manera real y efectiva sus 
derechos humanos en condiciones de paridad con otro conjunto de personas o grupo social. 

Sin embargo, también ha observado que no toda diferencia en el trato hacia una persona o grupo de 
personas es discriminatoria, pues son jurídicamente diferentes la distinción y la discriminación, ya que la 
primera constituye una diferencia razonable y objetiva, mientras que la segunda constituye una diferencia 
arbitraria que redunda en detrimento de los derechos humanos. 

En atención a las consideraciones señaladas, en el caso que nos ocupa, al prever el artículo 28, fracción 
X, de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, como requisitos para aspirar al ejercicio del 
notariado, “no haber sido condenado por delito doloso”, la formulación de la norma resulta muy general, ya 
que comprende cualquier persona condenada por cualquier delito doloso aun cuando no guarden relación 
con la función que se les va a encomendar, además de que no se acota la gravedad del delito, la pena 
impuesta o el grado de culpabilidad, con lo que se comprende incluso aquellos delitos cuya comisión 
corresponda sanción alternativa que incluya una pena no privativa de libertad. 

Lo anterior sin que se justifique, por qué tal medida resulta idónea para garantizar el correcto ejercicio de 
la patente que podría detentar el aspirante a notario. 

Lo cual, se corrobora con lo expuesto en el Dictamen con minuta de la Ley del Notariado para el Estado de 
Quintana Roo, que dio origen a la Ley impugnada, ya que en el apartado del contenido de la iniciativa se 
indica que se contempla como nueva figura, la del Aspirante al Ejercicio del Notariado, señalando los 
requisitos que se deberán cumplir para ser aspirante al ejercicio del Notariado, indicando que la iniciativa 
tiene como finalidad generar un marco moderno que incorpore los avances tecnológicos en la función 
notarial; garantista, ampliando las facilidades para que los ciudadanos puedan inconformarse por 
irregularidades de los fedatarios bien sea por acción u omisión en sus funciones; que amplíe la 
supervisión del ejercicio notarial incluyendo mecanismos alternos de solución de controversias, como 
la mediación y la conciliación. 

Aduciendo que uno de los temas fundamentales que se pretende con la iniciativa de ley para asegurar un 
Notariado confiable y con la preparación necesaria, es que se fortalece con un proceso en el que los 
exámenes de oposición para obtener patente de Notario Público sean imparciales y transparentes; dejando de 
ser la asignación una atribución que defina únicamente las autoridades. El Jurado Dictaminador, estará 
constituido en su totalidad por Notarios Públicos designados por los Poderes Ejecutivo y Judicial, junto con el 
Consejo de Notarios, para que la sociedad tenga la certeza de que los nuevos notarios que aspiren al cargo 
cuenten con conocimientos prácticos y teóricos en su desempeño. En concordancia con los mismos 
criterios y a las nuevas necesidades, se creó la figura de Aspirante al ejercicio del Notariado. 

Asimismo, señala como aspecto importante que se introduce en la ley, las reglas que se establecen para 
las Visitas de Supervisión que realiza la Dirección General de Notarías; incorporando Medios de Apremio para 
el caso de que haya oposición u obstaculización al trabajo de los inspectores. Las sanciones por infracciones 
a la ley se han diseñado con mayor equilibrio; definiendo de forma más específica las sanciones de 
amonestación, multa, suspensión y revocación de patente o nombramiento por faltas graves. 
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Y para justificar la iniciativa en comento la comisión dictaminadora señaló: 

“El Notariado es una función pública que es potestad originaria del Poder Ejecutivo y cuyo 
ejercicio se delega a profesionales del derecho, quienes investidos de fe pública hacen constar 
en los instrumentos de su autoría, los actos, hechos y negocios jurídicos que los interesados 
deben o quieren autenticar ante ellos y conforme a la ley, conferirles solemnidad, validez y formas 
legales. 

La función notarial es una función pública de carácter administrativo, que consiste en dar forma 
de ser y de valer a los negocios jurídicos o en establecer la presunción de verdad de ciertos 
hechos, mediante la afirmación pasiva de su evidencia por el Notario hecho en el mismo 
momento en que son para él evidentes, por su producción o por su percepción, en el instrumento 
público, a requerimiento de las partes y generalmente con la colaboración de éstas. 

Siendo la función notarial de orden e interés públicos, corresponde a la Ley y a las instituciones 
que contempla, procurar las condiciones que garanticen la profesionalidad, la independencia, la 
imparcialidad y autonomía del Notario en el ejercicio de la fe pública de que está investido, a fin 
de que esta última pueda manifestarse libremente, en beneficio de la certeza y seguridad 
jurídicas que demanda la sociedad y sin más limitaciones ni formalidades que las previstas por la 
Ley. 

La Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, la cual fue publicada en el Periódico Oficial 
del Estado el 29 de octubre de 2007 y sus reformas publicadas el 14 de marzo de 2008 y el 29 de 
diciembre de 2010; por tanto, no responden en la actualidad a la cambiante realidad del Estado. 

Desde el año de 1975 a la fecha, el Estado ha otorgado 124 Patentes de Notarios Públicos y 41 
de Notarios Auxiliares; el aumento es inusitado si se compara con otras entidades. 

A la fecha existen 45 patentes de notarías expedidas a lo largo de 30 años durante cinco 
administraciones gubernamentales, en las dos últimas se otorgaron 78. 

A fin de que la creación de notarías tenga un equilibrio y parámetros objetivos, se establece que 
no debe superarse la proporción de una notaría por cada quince mil habitantes. 

Debido a la elevada responsabilidad del fedatario ante la sociedad; ante el gran número de 
Notarios Públicos en ejercicio y la gran cantidad de instrumentos que se producen anualmente, 
es necesario que se dicten disposiciones legales que fortalezcan la función notarial, se supervise 
eficazmente el cumplimento de la ley y se garantice la legalidad y certeza jurídica de las 
actuaciones notariales. 

Por ello, esta comisión coincide en el establecimiento de procedimientos claros, sencillos y 
transparentes que permitan la creación de nuevas notarías, para lo cual, el Titular del Poder 
Ejecutivo tomará en consideración aspectos como la población del Estado, las actividades 
económicas relacionadas con la función notarial, así como el movimiento inmobiliario comercial. 

 Esta comisión dictaminadora coincide en que el Notario se conciba como el profesional del 
derecho investido de fe pública, facultado para autenticar y dar forma en los términos de ley, a los 
instrumentos notariales en que se consignen los actos y hechos jurídicos o en general negocios 
jurídicos y expedirá los testimonios, copias o certificaciones a los interesados conforme lo 
establezca la ley. 

Y precisamente en ese aspecto, esta comisión concuerda con los parámetros fijados para el 
examen para obtener el nombramiento de Aspirante al Ejercicio del Notariado se realizará 
tomando en cuenta lo siguiente, en los que destacan que podrán participar los solicitantes que 
hayan sido aprobados por la Secretaría de Gobierno; los sustentantes que obtengan calificación 
reprobatoria inferior a 75 pero no inferior a 60 puntos, podrán presentar nuevo examen tan pronto 
exista una nueva convocatoria, siempre y cuando tuvieren satisfechos los requisitos previstos 
para solicitar inscripción al examen y hayan transcurrido por lo menos seis meses desde su 
reprobación; y los sustentantes que obtengan una calificación inferior a 60 puntos, no podrán 
solicitar nuevo examen de aspirante al Ejercicio del Notariado, sino pasado un año a partir de su 
reprobación. 

Se considera acertado que, en cuanto a la organización del notariado en nuestra entidad, la 
aplicación y vigilancia del cumplimiento de la ley corresponda al Titular del Poder Ejecutivo del 
Estado, ejercida por conducto de la Secretaría de Gobierno y la Dirección General de Notarías. Al 
día de hoy en la entidad se habla de un número significativo de patentes, las cuales en su 
conjunto atienden la función notarial, es por ello que requieren de un nuevo ordenamiento 
que regule de forma más eficaz el funcionamiento de las mismas, con un esquema actual 
que atienda las nuevas necesidades de la función notarial en nuestra entidad”. 
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Y con relación al artículo 28 de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo impugnado 
únicamente señaló: 

“3. Es necesario modificar el contenido del artículo 29, en razón a que el numeral propuesto 
resulta ser relativo al contenido del reglamento que se expida, por lo que se reforma dicho 
artículo para precisar únicamente que, los requisitos señalados en el artículo 28 se 
justificarán de conformidad con lo que disponga la convocatoria correspondiente”. 

Asimismo, cabe precisar que el artículo 29 de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo, prevé 
que los requisitos señalados en el diverso 28 se justificarán de conformidad con lo que disponga la 
convocatoria correspondiente17; y de la iniciativa a la Ley impugnada se advierte lo siguiente: 

“Artículo 29. Los requisitos señalados en el artículo anterior, se justificarán en la siguiente forma: 

El indicado en la fracción 1, por los medios que establece el Código Civil para justificar el estado 
de las personas; el indicado en la fracción 11, con comprobantes a su nombre de pago de 
servicios públicos de energía eléctrica o telefonía o de estados de cuenta expedidos por 
Instituciones del Sistema Financiero Mexicano o con el certificado o constancia que expida la 
Autoridad Municipal correspondiente; el indicado en la fracción 111 por medio del título 
respectivo, la cédula profesional, la constancia expedida por el titular de la Notaría Pública, así 
como los avisos sellados a la Dirección General de Notarías y al Consejo de Notarios de inicio y 
terminación de la práctica; el indicado en la fracción IV por declaración de dos testigos bajo 
protesta de decir verdad ante Notario Público; el indicado en la fracción V, por medio de 
certificados expedidos por dos médicos titulados; los requisitos establecidos por las fracciones VI, 
VII , VIII , IX y XII no requieren prueba, pero sí la declaración bajo protesta del interesado de no 
encontrarse comprendido en estos impedimentos y de su sometimiento anticipado al fallo; el 
requisito indicado en la fracción X, por medio de certificado de no tener antecedentes 
penales, así como declaración bajo protesta del interesado de no estar bajo proceso penal 
por delito doloso”. 

Así, si bien el Notario se concibe como profesional del derecho investido de fe pública, lo cierto es que 
para asegurar el correcto desempeño de su función no es constitucionalmente válido recurrir a cuestiones 
morales o de buena fama, como se hacía en siglos pasados; dado que ello no garantiza que la persona ejerza 
correctamente su función sino que al contrario tiende a una cuestión estigmatizante y de calidades humanas, 
presumiendo que una persona que ha cometido un delito necesariamente seguirá delinquiendo; lo cual es 
contrario al derecho penal de acto, que es protegido por la Constitución Federal a raíz de la reforma 
constitucional de dos mil ocho, con la nueva visión protectora de derechos humanos adoptada desde junio de 
dos mil once. 

En efecto, como la Primera Sala de este Alto Tribunal ha sostenido18 que la dignidad humana protegida 
por el artículo 1o. constitucional es la condición y base de todos los derechos humanos; además, al proteger 

                                                 
17 “Artículo 29. Los requisitos señalados en el artículo anterior se justificarán de conformidad con lo que disponga la convocatoria 
correspondiente”. 
18 Época: Décima Época. Registro: 2005918. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial 
de la Federación. Libro 4, Marzo de 2014, Tomo I. Materia(s): Constitucional, Penal. Tesis: 1a./J. 21/2014 (10a.). Página: 354. “DERECHO 
PENAL DE ACTO. RAZONES POR LAS CUALES LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS SE 
DECANTA POR DICHO PARADIGMA (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS ARTÍCULOS 1o., 14, TERCER PÁRRAFO, 18, 
SEGUNDO PÁRRAFO, Y 22, PRIMER PÁRRAFO). A fin de determinar por qué el paradigma del derecho penal del acto encuentra 
protección en nuestro orden jurídico, es necesario ubicar aquellos preceptos constitucionales que protegen los valores de los que tal modelo 
se nutre. Para ello, en primer lugar, es imprescindible referir al artículo 1o. constitucional, pues como ha sostenido esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, la dignidad humana por él protegida es la condición y base de todos los derechos humanos. Además, al proteger la 
autonomía de la persona, rechaza cualquier modelo de Estado autoritario que permita proscribir ideologías o forzar modelos de excelencia 
humana a través del uso del poder punitivo. Por ende, el derecho penal no puede sancionar la ausencia de determinadas cualidades o la 
personalidad, porque está limitado a juzgar actos. Afirmación que necesariamente debe ser enlazada con el principio de legalidad, protegido 
por el artículo 14, tercer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al establecer que en los juicios del orden 
criminal queda prohibido imponer, por simple analogía, y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley 
exactamente aplicable al delito de que se trata. Esta disposición es la que revela, del modo más claro y literal posible, que el derecho penal 
únicamente puede prohibir la comisión de conductas específicas (no la personalidad); es decir, sólo aquel acto prohibido por una norma 
penal, clara y explícita, puede dar lugar a una sanción. Por otro lado, también debe considerarse el actual contenido del segundo párrafo del 
artículo 18 constitucional. El abandono del término "readaptación" y su sustitución por el de "reinserción", a partir de la reforma constitucional 
de junio de 2008, prueba que la pena adquiere nuevas connotaciones. El hecho de que la Constitución haya eliminado la posibilidad de que el 
sistema penal opere bajo la premisa de que alguien es desadaptado, fundamenta la convicción de que nuestro sistema se decanta por un 
derecho penal sancionador de delitos, no de personalidades. Así, el abandono del término "delincuente" también exhibe la intención del 
constituyente permanente de eliminar cualquier vestigio de un "derecho penal de autor", permisivo de la estigmatización de quien ha cometido 
un delito. Esta conclusión se enlaza con la prohibición de penas inusitadas contenida en el artículo 22, primer párrafo, constitucional, la cual 
reafirma la prohibición de que cualquier consideración vinculada con etiquetas a la personalidad tenga incidencia en la punición. 
Época: Décima Época. Registro: 2005883. Instancia: Primera Sala. Tipo de Tesis: Jurisprudencia. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de 
la Federación. Libro 4, Marzo de 2014, Tomo I. Materia(s): Penal. Tesis: 1a./J. 19/2014 (10a.).Página: 374: DERECHO PENAL DEL AUTOR 
Y DERECHO PENAL DEL ACTO. RASGOS CARACTERIZADORES Y DIFERENCIAS. De la interpretación sistemática de los artículos 1o., 
14, tercer párrafo, 18, segundo párrafo, y 22, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se concluye que 
nuestro orden jurídico se decanta por el paradigma conocido como "derecho penal del acto" y rechaza a su opuesto, el "derecho penal del 



 DIARIO OFICIAL Lunes 12 de junio de 2023 

la autonomía de la persona, rechaza cualquier modelo de Estado autoritario que permita proscribir ideologías 
o forzar modelos de excelencia humana a través del uso del poder punitivo, por lo que, aun el derecho penal 
únicamente puede prohibir la comisión de conductas específicas (no la personalidad); es el hecho de que la 
Constitución haya eliminado la posibilidad de que el sistema penal opere bajo la premisa de que alguien es 
desadaptado, fundamenta la convicción de que nuestro sistema se decanta por un derecho penal sancionador 
de delitos, no de personalidades. Así, el abandono del término "delincuente" exhibe la intención del 
constituyente permanente de eliminar cualquier vestigio de un "derecho penal de autor", permisivo de la 
estigmatización de quien ha cometido un delito. Esta conclusión se enlaza con la prohibición de penas 
inusitadas contenida en el artículo 22, primer párrafo, constitucional, la cual reafirma la prohibición de que 
cualquier consideración vinculada con etiquetas a la personalidad. 

Siendo que el correcto desempeño, debe garantizarse a raíz de las obligaciones que se establezcan para 
quienes se les otorgue la patente estatal, la supervisión del cumplimiento de tales obligaciones y las 
sanciones por su incumplimiento, cuestiones que se contienen en la propia Ley del Notariado para el 
Estado de Quintana Roo. 

Máxime si el legislador al referirse a delitos dolosos no distinguió cuáles de esos delitos serían un 
impedimento para aspirar a ser notario público, así como su autoría y participación y, el por qué tienen 
incidencia en la función notarial. 

Y con relación al segundo caso, la formulación de la norma también es general e imprecisa, ya que las 
personas que fueron parte en un juicio civil de carácter patrimonial, incluso con sentencia favorable, no podrán 
ser aspirantes al ejercicio del notariado en el Estado de Quintana Roo; ello aunado a que, un juicio de 
naturaleza civil y de carácter patrimonial puede derivar de una controversia entre particulares de cualquier 
tipo. 

Ahora bien, examinadas las porciones controvertidas, se aprecia que es contraria al derecho de igualdad, 
porque si bien está dirigida a todas aquellas personas que puedan ser aspirantes al ejercicio del notariado en 
el Estado de Quintana Roo, lo cierto es que establece, entre otros requisitos para acceder al cargo, “no haber 
sido condenado por delito doloso”, “ni haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter 
patrimonial”, con lo cual el legislador local hizo una distinción que, en estricto sentido, no está 
estrechamente vinculada con la configuración de un perfil inherente al tipo de trabajo a desempeñar, 
pues exigir al aspirante que demuestre que en su pasado no ha incurrido en una conducta que el 
sistema de justicia le haya reprochado, y ello haya dado lugar a sujetarlo a un proceso penal o civil de 
carácter patrimonial y/o en su caso, a imponerle una pena, entraña que, para efectos del acceso al empleo, se 
introduzca una exigencia de orden moral, en el sentido de que la persona no debe haber incurrido antes en 
alguna conducta que la ley considerara jurídicamente reprochable para que pueda aspirar a la obtención del 
cargo, sin que ello tenga realmente una justificación objetiva en función del desempeño presente y 
futuro del puesto público. 

Lo anterior, en virtud de que los cargos de Notarios no son de elección popular, de manera que no es la 
voluntad ciudadana la que los nombra, ya que se trata una función pública de carácter administrativo, que 
como profesional del derecho investido de fe pública, están facultados para autenticar y dar forma en los 
términos de ley, a los instrumentos notariales en que se consignen los actos y hechos jurídicos o en general 
negocios jurídicos; así como expedir los testimonios, copias o certificaciones a los interesados conforme lo 
establezca la ley, ello de conformidad con el artículo 17 de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana 
Roo19. 

                                                                                                                                                     
autor". Entender las implicaciones de ello, requiere identificar sus rasgos caracterizadores y compararlos entre sí. El modelo del autor asume 
que las características personales del inculpado son un factor que se debe considerar para justificar la imposición de la pena. Al sujeto activo 
del delito (que en esta teoría suele ser llamado delincuente) puede adscribírsele la categoría de persona desviada, enferma, desadaptada, 
ignorante, entre otros calificativos. Esta categorización no es gratuita: cumple la función de impactar en la imposición, el aumento o el 
decremento de la pena; incluso permite castigar al sujeto por sus cualidades morales, su personalidad o su comportamiento precedente frente 
a la sociedad. Así, la pena suele concebirse como un tratamiento que pretende curar, rehabilitar, reeducar, sanar, normalizar o modificar 
coactivamente la identidad del sujeto; también como un medio que pretende corregir al individuo "peligroso" o "patológico", bajo el argumento 
de que ello redunda en su beneficio. Por ello, el quantum está en función del grado de disfuncionalidad que se percibe en el individuo. Ese 
modelo se basa en la falaz premisa de que existe una asociación lógico-necesaria entre el "delincuente" y el delito, para asumir que quien ha 
delinquido probablemente lo hará en el futuro, como si la personalidad "peligrosa" o "conflictiva" fuera connatural a quien ha cometido un acto 
contrario a la ley. Además, el derecho penal de autor asume que el Estado -actuando a través de sus órganos- está legitimado para castigar 
la ausencia de determinadas cualidades o virtudes en la persona (o, por lo menos, utilizarla en su perjuicio). En cambio, el derecho penal del 
acto no justifica la imposición de la pena en una idea rehabilitadora, ni busca el arrepentimiento del infractor; lo asume como un sujeto de 
derechos y, en esa medida, presupone que puede y debe hacerse responsable por sus actos. Por ello, la forma en que el individuo lidia en 
términos personales con su responsabilidad penal, queda fuera del ámbito sancionador del Estado. 
19 “Artículo 17. Notario Público es el profesional del derecho investido de fe pública, facultado para autenticar y dar forma en los términos de 
ley, a los instrumentos notariales en que se consignen los actos y hechos jurídicos o en general negocios jurídicos y expedirá los testimonios, 
copias o certificaciones a los interesados conforme lo establezca la ley. 
El Notario Público fungirá como asesor de los comparecientes, y tiene el deber de explicarles el valor y consecuencias legales del 
otorgamiento, salvo a los peritos en derecho”. 
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Por tanto, si el legislador introdujo una diferenciación injustificada entre los aspirantes, que excluye de la 
posibilidad de acceder al cargo público referido a las personas que, pese a cumplir con el resto de los 
requisitos para desempeñarse en él, puedan haber sido condenados por delito doloso o haber sido 
sentenciado en materia civil en juicio de carácter patrimonial, tal proceder resulta contrario al ejercicio del 
derecho al empleo en condiciones de igualdad entre los sujetos que se encuentran en una situación similar 
jurídicamente relevante por satisfacer el resto de las condiciones inherentes al cargo. 

En el caso concreto, como se dijo la formulación de la norma en las porciones normativas que dicen “no 
haber sido condenado por delito doloso”, resulta general, ya que comprende cualquier persona condenada 
por cualquier delito doloso sin distinguir respecto de cuáles delitos podrían incidir en el correcto ejercicio de la 
patente estatal, incluso aquellos delitos cuya comisión corresponda sanción alternativa que incluya una pena 
no privativa de libertad, ni la gravedad del delito, la pena impuesta o el grado de culpabilidad; y en la porción 
normativa “ni haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter patrimonial”, la formulación 
de la norma también es general e imprecisa, ya que las personas que fueron parte en un juicio civil de 
carácter patrimonial, incluso con sentencia favorable, no podrán ser aspirantes al ejercicio del notariado en el 
Estado de Quintana Roo. 

Lo anterior, en virtud de que, si bien es cierto que el Notariado es una función pública que es potestad 
originaria del Poder Ejecutivo y cuyo ejercicio se delega a profesionales del derecho, quienes investidos de 
fe pública hacen constar en los instrumentos de su autoría, los actos, hechos y negocios jurídicos que los 
interesados deben o quieren autenticar ante ellos y conforme a la ley, conferirles solemnidad, validez y formas 
legales. 

Lo cierto es que, el Estado no puede ser contrario a los derechos humanos al establecer los requisitos 
para ser aspirante al ejercicio del Notariado, sino que debe ser cuidadoso a efecto de establecer los citados 
requisitos, así como las causas de suspensión. 

En tal virtud, también debe declararse la invalidez de las porciones normativas “no haber sido 
condenado por delito doloso”, “ni haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter 
patrimonial”, previstas en la fracción X del artículo 28 de la Ley del Notariado para el Estado de Quintana 
Roo. 

Al haber resultado fundado el concepto de invalidez, referido a los principios de presunción de inocencia 
contenido en el artículo 20, apartado B, fracción I, de la Constitución Política de la Estados Unidos Mexicanos 
y derecho a la igualdad, y no discriminación previstos en el artículo 1o. de la citada norma constitucional, y 
habiendo tenido como consecuencia la invalidez de lo impugnado, resulta innecesario el estudio de los 
restantes argumentos, pues en nada variaría la conclusión alcanzada, sirve de apoyo a lo anterior la 
jurisprudencia plenaria P./J. 32/2007, de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO 
INNECESARIO DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ.”20 

Finalmente, Conforme al resultado del estudio hecho con antelación, este Alto Tribunal declara la 
invalidez total de la fracción X del artículo 28 y la fracción I del artículo 154 de la Ley del Notariado para el 
Estado de Quintana Roo, publicados en el Periódico Oficial de la referida entidad, el dos de julio de dos mil 
diecinueve. 

SEXTO. Efectos de la invalidez de las normas. Acorde con la naturaleza jurídica de este medio de 
control constitucional, la declaratoria de invalidez que emita este Alto Tribunal tendrá como efecto expulsar del 
orden jurídico nacional a la porción normativa contraria al texto fundamental. 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 45 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la presente declaratoria de invalidez 
surtirá sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de la presente sentencia al Congreso del 
Estado de Quintana Roo. 

Por lo expuesto y fundado, se resuelve: 

PRIMERO. Es procedente y fundada la presente acción de inconstitucionalidad. 

SEGUNDO. Se declara la invalidez de los artículos 28, fracción X, y 154, fracción I, de la Ley del Notariado 
para el Estado de Quintana Roo, expedida mediante el Decreto Número 333, publicado en el Periódico Oficial 
de dicha entidad federativa el dos de julio de dos mil diecinueve, la cual surtirá sus efectos a partir de la 
notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de Quintana Roo, en términos de los 
considerandos quinto y sexto de esta decisión. 

                                                 
20 “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE INVALIDEZ. Si se declara la invalidez del acto 
impugnado en una acción de inconstitucionalidad, por haber sido fundado uno de los conceptos de invalidez propuestos, se cumple el 
propósito de este medio de control constitucional y resulta innecesario ocuparse de los restantes argumentos relativos al mismo acto.” 
[J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXVI, Diciembre de 2007; Pág. 776. P./J. 32/2007. 
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TERCERO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del 
Estado de Quintana Roo, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese; haciéndolo por medios electrónicos y, en su oportunidad, archívese el expediente. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de los 
considerandos primero, segundo, tercero y cuarto relativos, respectivamente, a la competencia, a la 
oportunidad, a la legitimación y a las causas de improcedencia. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena con razones 
adicionales, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa con salvedades, Franco González Salas, Aguilar 
Morales con razones adicionales, Pardo Rebolledo con razones adicionales, Piña Hernández por razones 
adicionales y diversas, Ríos Farjat con razones adicionales, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente 
Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales y diversas, respecto del considerando quinto, relativo al 
estudio de fondo, en su parte primera, consistente en declarar la invalidez del artículo 154, fracción I, de la Ley 
del Notariado para el Estado de Quintana Roo, expedida mediante el Decreto Número 333, publicado en el 
periódico oficial de dicha entidad federativa el dos de julio de dos mil diecinueve. El señor Ministro Presidente 
Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea en contra de la 
metodología, respecto del considerando quinto, relativo al estudio de fondo, en su parte segunda, consistente 
en declarar la invalidez del artículo 28, fracción X, en sus porciones normativas “No haber sido condenado” y 
“ni haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter patrimonial”, de la Ley del Notariado para el 
Estado de Quintana Roo, expedida mediante el Decreto Número 333, publicado en el periódico oficial de dicha 
entidad federativa el dos de julio de dos mil diecinueve. Los señores Ministros Piña Hernández y Presidente 
Zaldívar Lelo de Larrea anunciaron sendos votos concurrentes. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del 
considerando sexto, relativo a los efectos de la invalidez de las normas, consistente en determinar que la 
declaración de invalidez decretada en este fallo surta sus efectos a partir de la notificación de los puntos 
resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Quintana Roo. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea que el asunto se resolvió en los términos precisados. 

Firman los señores Ministros Presidente y el Ponente, con el Secretario General de Acuerdos que autoriza 
y da fe. 

Presidente, Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministro Jorge 
Mario Pardo Rebolledo.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael Coello 
Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de veintisiete fojas útiles, 
en las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente 
de la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 83/2019, promovida por la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión del 
quince de octubre de dos mil veinte. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la 
Federación.- Ciudad de México, a dieciocho de mayo de dos mil veintitrés.- Rúbrica. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO PRESIDENTE ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA EN 

LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 83/2019, PROMOVIDA POR LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS 

DERECHOS HUMANOS. 

En sesión pública celebrada el quince de octubre de dos mil veinte, el Pleno de la Suprema Corte resolvió 

la acción de inconstitucionalidad 83/2019, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos 

(CNDH), en la que se impugnaron los artículos 28, fracción X, y 154, fracción I, de la Ley del Notariado para el 

Estado de Quintana Roo. 

Presento este voto concurrente toda vez que, si bien estuve de acuerdo con el sentido del considerando 

QUINTO relativo al estudio de fondo –cuya votación fue dividida en dos partes–, lo hice por razones y a partir 

de una metodología distinta. En ese orden de ideas, abordaré a continuación cada votación por separado, así 

como el criterio de la mayoría y las razones de mi disenso. 

*** 

I. QUINTO. Estudio de fondo. Primera Parte. 

i. Criterio de la mayoría. 

En este primer apartado, el Tribunal Pleno declaró la invalidez del artículo 28, fracción X, en la porción 

normativa “ni estar bajo proceso penal” como requisito para ser aspirante al ejercicio del notariado, así como 

la porción normativa del artículo 154, fracción I, que establecía como causa de suspensión de un notario en 

funciones el “Haberse dictado auto de vinculación a proceso en su contra por delito doloso y mientras no se 

pronuncie sentencia definitiva”1. Ello, al considerar que dichos preceptos eran violatorios del principio de 

presunción de inocencia en su vertiente de regla de trato. 

Para tal efecto, la mayoría retomó las consideraciones de precedentes recientes en los que el Pleno ha 

sostenido que ciertos requisitos para ocupar o acceder a determinados cargos públicos constituyen una 

violación al principio de presunción de inocencia. En específico, se retomó la acción de inconstitucionalidad 

73/20182, en la que el Pleno sostuvo que el requisito consistente en “no estar sujeto a procedimiento” (penal o 

administrativo) para ocupar el cargo de Fiscal local viola la presunción de inocencia en su vertiente de regla 

de trato, ya que impide a las personas acceder a dicho puesto “no obstante que aún no se ha decidido en 

sentencia firme sobre su posible responsabilidad”. Dicho criterio fue reiterado en la acción de 

inconstitucionalidad 111/20193, en donde se declaró inconstitucional el requisito de “no estar sujeto a 

proceso penal” para ocupar diversos cargos en una fiscalía local. 

La mayoría considero que tales consideraciones eran igualmente aplicables al artículo 28, fracción X, en 

su porción “ni estar bajo proceso penal”, así como a la fracción I, del artículo 154, que menciona “Haberse 

dictado auto de vinculación a proceso en su contra por delito doloso y mientras no se pronuncie sentencia 

definitiva”, por lo que se declaró su invalidez al considerar que resultaban violatorios al principio de presunción 

de inocencia. 

                                                 
1 Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo 
Artículo 28. Para ser Aspirante al Ejercicio del Notariado, el interesado deberá satisfacer los siguientes requisitos: 
[…] 
X.- No haber sido condenado ni estar bajo proceso penal por delito doloso, ni haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter 
patrimonial; 
[…] 
Artículo 154. Son causas de suspensión de un Notario en el ejercicio de sus funciones, además de las que se establecen en el artículo 197 
de esta ley, las siguientes: 
I.- Haberse dictado auto de vinculación a proceso en su contra por delito doloso y mientras no se pronuncie sentencia definitiva; 
[…] 
2 Acción de inconstitucionalidad 73/2018, aprobada el 28 de enero de 2020, por unanimidad de diez votos de las señoras Ministras y de los 
señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 
3 Acción de inconstitucionalidad 111/2019, aprobada el martes 21 de julio de 2020, por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de 
los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 



 DIARIO OFICIAL Lunes 12 de junio de 2023 

ii. Razones del disenso. 

Si bien me pronuncié a favor de la invalidez de las normas señaladas en este apartado, con respecto al 
artículo 154, fracción I4, consideré necesario precisar que dicha porción normativa no establecía un 
requisito de “acceso a la función notarial, sino una “causa de suspensión” de notarios que ya se 
encuentran en funciones, por lo que las consideraciones de los precedentes no le resultan exactamente 
aplicables. 

Como referí, coincido con la mayoría en que el precepto es inconstitucional por violar el derecho a la 
presunción de inocencia. No obstante, me parece importante aclarar que dicho criterio de ninguna 
manera prejuzga sobre la posibilidad de que las y los notarios que enfrentan un proceso penal puedan 
ser suspendidos en el ejercicio de sus funciones, cuando ello derive de la imposición de una “medida 
cautelar” dictada por un juez penal, conforme al artículo 19 de la Constitución Federal y el Código 
Nacional de Procedimientos Penales5. 

En efecto, no debe perderse de vista que tanto la Constitución General en su artículo 19, como el Código 
Nacional de Procedimientos Penales (CNPP) en su artículo 155, contemplan la posibilidad de que los 
jueces impongan medidas cautelares diversas a la prisión preventiva a las personas imputadas, con la 
finalidad de evitar que éstas se sustraigan de la acción de la justicia o afecten la investigación; las cuales 
pueden consistir en la “suspensión temporal en el ejercicio de una actividad profesional o laboral”, entre 
otras. 

Con todo, debe aclararse que la validez de dichas medidas está sujeta en todo momento a que se 
cumplan los fines y condiciones que prevé el artículo 19 de la Constitución. Esto es, debe tratarse de una 
medida impuesta por un juez en el caso concreto, derivado de una solicitud efectuada por el Ministerio Público 
y siempre que se demuestre que ello es necesario para garantizar alguno de los fines del artículo 19 
constitucional (es decir, siempre que sea necesario para garantizar la comparecencia del imputado en el 
juicio, el desarrollo de la investigación o la protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad). En 
ningún caso una persona puede ser sujeta a una medida cautelar si no se acreditan dichos extremos. 

En efecto, tras la reforma constitucional de 2008, nuestra Constitución optó por un sistema procesal penal 
más garantista y respetuoso de la presunción de inocencia, conforme al cual deben limitarse al máximo las 
externalidades negativas que puede tener en la vida de las personas el enfrentar un proceso penal. Este 
principio quedó recogido en el artículo 156 del CNPP6, el cual establece que: (i) al imponer una o varias 
medidas cautelares, el Juez de control de aplicar el “criterio de mínima intervención según las circunstancias 
particulares de cada persona”; (ii) al evaluar la idoneidad y proporcionalidad de la medida, el Juez debe tomar 
en consideración “el análisis de evaluación de riesgo realizado por el personal especializado en la materia”; y, 
(iii) en todo caso, el juzgador “deberá justificar las razones por las que la medida cautelar impuesta es la que 
resulta menos lesiva para el imputado”. 

                                                 
4 Artículo 154. Son causas de suspensión de un Notario en el ejercicio de sus funciones, además de las que se establecen en el artículo 197 
de esta ley, las siguientes: 
I.- Haberse dictado auto de vinculación a proceso en su contra por delito doloso y mientras no se pronuncie sentencia definitiva; 
[…] 
5 Constitución General 
Artículo 19. […] 
El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva cuando otras medidas cautelares no sean suficientes para garantizar la 
comparecencia del imputado en el juicio, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad, así 
como cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado previamente por la comisión de un delito doloso […] 
Código Nacional de Procedimientos Penales 
Artículo 155. Tipos de medidas cautelares. 
A solicitud del Ministerio Público o de la víctima u ofendido, el juez podrá imponer al imputado una o varias de las siguientes medidas 
cautelares: 
[…] 
XI. La suspensión temporal en el ejercicio de una determinada actividad profesional o laboral; 
[…] 
XIV. La prisión preventiva.  
Las medidas cautelares no podrán ser usadas como medio para obtener un reconocimiento de culpabilidad o como sanción penal anticipada. 
6 Código Nacional de Procedimientos Penales  
Artículo 156. Proporcionalidad 
El Juez de control, al imponer una o varias de las medidas cautelares previstas en este Código, deberá tomar en consideración los 
argumentos que las partes ofrezcan o la justificación que el Ministerio Público realice, aplicando el criterio de mínima intervención según las 
circunstancias particulares de cada persona, en términos de lo dispuesto en el artículo 19 de la Constitución. 
Para determinar la idoneidad y proporcionalidad de la medida, se podrá tomar en consideración el análisis de evaluación de riesgo realizado 
por personal especializado en la materia, de manera objetiva, imparcial y neutral en términos de la legislación aplicable. 
En la resolución respectiva, el Juez de control deberá justificar las razones por las que la medida cautelar impuesta es la que resulta menos 
lesiva para el imputado. 
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En ese orden de ideas, me parecía importante aclarar que lo que resulta contrario a la presunción de 

inocencia es que a una persona se le suspenda de su profesión o empleo por el sólo hecho de estar 

sujeta a proceso penal, sin que ello derive de una medida cautelar debidamente justificada. En tales 

casos, al no estar dirigida a la consecución de alguno de los fines del artículo 19 constitucional, la suspensión 

carece de cualquier justificación constitucional y, por el contrario, implica adelantar una pena, prejuzgando así 

sobre la culpabilidad de la persona a pesar de que no se ha acreditado debidamente su responsabilidad 

mediante una sentencia condenatoria firme. 

De acuerdo con lo anterior, en el presente caso coincidí con el Pleno en que el artículo 154, fracción I, de 

la Ley del Notariado de Quintana Roo era inconstitucional, precisamente porque no condicionaba la 

suspensión del notario en el ejercicio de sus funciones a la existencia de una “medida cautelar” 

impuesta por un juez penal en un caso concreto, sino que la imponía por el sólo hecho de que se hubiere 

dictado auto de vinculación a proceso en su contra por la comisión de delito doloso. 

En otras palabras, el supuesto de “suspensión” previsto en la norma impugnada no se vinculaba 

con ninguno de los supuestos del artículo 19 constitucional, los cuales, como se dijo, son los únicos 

que justifican la imposición de una medida cautelar de este tipo. Por esta razón, coincidí con la mayoría 

en que la norma impugnada prejuzgaba sobre la responsabilidad penal del imputado y adelantaba la eventual 

imposición de una sanción penal, lo cual resulta violatorio del principio de presunción de inocencia en su 

vertiente de regla de trato extraprocesal. 

II. QUINTO. Estudio de fondo. Segunda Parte. 

i. Criterio de la mayoría. 

En este apartado la mayoría declaró la invalidez de las porciones normativas “no haya sido condenado por 

delito doloso” y “ni haya sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter patrimonial”, contenidas en el 

artículo 28, fracción X, de la Ley impugnada7, que se establecían como requisitos para aspirar al ejercicio del 

notariado, al considerar que ambas porciones vulneraban el derecho de igualdad y no discriminación 

reconocido en el último párrafo del artículo 1° de la Constitución General8. 

En ese sentido, el Tribunal Pleno consideró que la fracción X del artículo 28 impugnado, en cuanto 

establecía como requisito para el aspirante al ejercicio del notariado “no haber sido condenado por delito 

doloso”, resultaba en exceso general, ya que comprendía cualquier delito doloso, aun cuando este no 

guardara relación con la función notarial, además de que no se acotaba la gravedad del delito, la pena 

impuesta, el grado de culpabilidad o incluso la temporalidad en que hubiera sido sentenciado. 

Asimismo, el Pleno consideró que la restante porción normativa del artículo 28, fracción X, que establecía 

como requisito “ni haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter patrimonial”, resultaba de igual 

forma general e imprecisa, dado que las personas que fueron parte en un juicio civil de carácter patrimonial, 

incluso con sentencia favorable, no podrían ser aspirantes al ejercicio del notariado en el Estado de Quintana 

Roo. 

De esta manera, la mayoría consideró que ambas porciones normativas resultaban inválidas por 

vulnerar el derecho de igualdad, ya que para poder acceder al empleo establecían exigencias de orden 

moral, en el sentido de que el aspirante al ejercicio del notariado no debe de haber incurrido en alguna 

conducta que la ley considera jurídicamente reprochable, sin que esto tuviera una justificación objetiva en el 

desempeño de sus funciones. 

                                                 
7 Ley del Notariado para el Estado de Quintana Roo 
Artículo 28. Para ser Aspirante al Ejercicio del Notariado, el interesado deberá satisfacer los siguientes requisitos: 
[…] 
X.- No haber sido condenado ni estar bajo proceso penal por delito doloso, ni haber sido sentenciado en materia civil en juicio de 
carácter patrimonial; 
8 Constitución General  
Artículo 1. 
[…] 
Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 
condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. 
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ii. Razones del disenso. 

Si bien me encontré en favor de la invalidez de las porciones normativas “no haber sido condenado […] 
por delito doloso” y “ni haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter patrimonial” del artículo 28, 
fracción X, me pronuncié en contra de la metodología, al considerar que cada una de estas porciones 
debía someterse a un test de igualdad distinto, al incidir en categorías diferentes. 

En efecto, de acuerdo con la postura que he sostenido reiteradamente en precedentes9, la porción “no 
haber sido condenado por delito doloso” debió ser sometida a un test de escrutinio estricto, al incidir en una 
categoría sospechosa consistente en “tener antecedentes penales”. En cambio, la porción “no haber sido 
sentenciado en materia civil en juicio patrimonial” debió ser sometida a un test de mera razonabilidad, pues 
la misma no incidía en una categoría sospechosa. En ese sentido, a continuación, desarrollaré la forma en 
la que creo que se debieron analizar cada una de estas porciones. 

1. Requisito de “No haber sido condenado […] por delito doloso”. 

Desde las acciones de inconstitucionalidad 107/2016, 85/2018, 86/2018, y 50/2019, he sostenido que 
hacer distinciones con base en “antecedentes penales” incide en una categoría sospechosa. Lo 
anterior, pues si bien es cierto que no se trata de una categoría expresamente prevista en el artículo 1° 
constitucional, se encuentra comprendida en la última frase que dice “por cualquier otra que atente contra la 
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas”10. 

En particular, en mi voto concurrente de la acción de inconstitucionalidad 118/202011, sostuve que las 
personas con antecedentes penales constituyen un grupo en una situación especial de vulnerabilidad a sufrir 
discriminación, en la medida en la que enfrentan obstáculos diferenciados para participar en la vida política y 
social únicamente por haber estado en reclusión. Estos obstáculos son el reflejo de un proceso de 
estigmatización que se origina en el castigo penal pero perdura más allá de la cárcel. A pesar de que la pena 
privativa de la libertad debe estar claramente delimitada y no debe añadir un sufrimiento mayor, el estigma se 
prolonga a través de la exclusión que enfrenta este grupo de personas para reintegrarse plenamente a la 
sociedad, prolongando un castigo con el que ya cumplieron. Dicha situación es especialmente patente en el 
acceso a un trabajo. 

Por lo tanto, en el presente caso para determinar si la porción “no haber sido condenado por delito doloso” 
del artículo 28, fracción X, era constitucional, debía aplicarse un test de escrutinio estricto, el cual exige 
evaluar si la medida: 1) persigue una finalidad constitucional imperiosa, no solamente constitucionalmente 
válida; 2) está estrechamente vinculada con dicha finalidad y no sólo potencialmente conectada con tales 
objetivos; 3) es la menos restrictiva para conseguir dicha finalidad. 

En el caso se advierte que la medida sí perseguía una finalidad constitucionalmente imperiosa, 
pues de los informes presentados por el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo local se observa que la 
finalidad de la medida fue garantizar la confianza de las personas que requieren el servicio de notariado, la 
certeza y la seguridad jurídica de las operaciones y evitar que los usuarios sean objeto de algún delito, como 
fraude. Fines que se encuentran establecidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución, entre otros. 

No obstante, considero que la medida no se encontraba estrechamente vinculada con dicha 
finalidad, toda vez que resultaba sobreinclusiva. Ello es así, pues la misma no distinguía por tipo de delito 
doloso, su gravedad o la fecha de su comisión, con lo cual excluye a priori una gran cantidad de personas 
que, si bien pudieron haber cometido un delito doloso en el pasado, actualmente podrían contar con las 
aptitudes y los requisitos necesarios para ejercer la función de Notario. 

Al respecto, no desconozco que la comisión de un delito doloso ciertamente puede poner en duda la 
idoneidad de una persona para ocupar una función como la de notario público. Sin embargo, el hecho de que 
una persona haya cometido “cualquier” delito doloso en “algún” momento de su vida, no significa que por ese 
sólo motivo haya dejado de ser apta o idónea para ejercer una función como la de Notario Público “por el resto 
de su vida”. 

                                                 
9 Acciones de inconstitucionalidad 107/2016, 85/2018, 86/2018 y 50/2019.  
10 En el primero de estos asuntos, señalé lo siguiente: “Me parece que el exigir no antecedentes penales precisamente se incluye en la 
fórmula genérica que atenta a la dignidad personal para menoscabar derechos, y esto no significa que en cualquier caso, que por cualquier 
delito se pueda inhibir o prohibir a una persona a tener un cargo público pueda ser, en automático, inconstitucional”. 
11 Acción de inconstitucionalidad 118/2020, resuelta por el Tribunal Pleno en sesión del 20 de mayo de 2021.  
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Ello es así, pues pueden existir una gran cantidad de casos en los que la simple comisión de un delito 

doloso (debido al tipo de delito cometido o la época de su comisión) no diga ya nada sobre el carácter de una 

persona o su idoneidad para ejercer la función como ésta al momento de su designación. En efecto, no es lo 

mismo que la persona hubiere cometido un delito en fechas recientes o durante el ejercicio de su profesión, 

que durante su juventud. Tampoco es lo mismo que el delito fuere patrimonial que contra el ambiente u otros 

bienes jurídicos. Además, puede suceder que una persona haya cometido un delito doloso durante su 

juventud (como lesiones en riña o robo simple, por ejemplo), y con posterioridad hubiere construido una 

carrera profesional intachable. 

En ese orden de ideas, al ser una medida claramente sobreinclusiva, es evidente que la misma no está 

estrechamente relacionada con el fin constitucional que se persigue y, por tanto, resulta inconstitucional. 

2. Requisito de “ni haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter patrimonial”. 

Como adelanté, a diferencia de la porción anterior considero que la porción “ni haber sido sentenciado en 

materia civil en juicio de carácter patrimonial” debió ser sometida a un test de razonabilidad, ya que no 

establece una distinción basada en una categoría sospechosa. Ello es así pues, a diferencia de las personas 

con antecedentes penales, no existe una historia de discriminación en contra de las personas que han sido 

sentenciadas en juicios civiles. Por tanto, para determinar si la norma es constitucional bastaba con analizar: 

1) si dicho requisito persigue un fin legítimo; y, 2) si es adecuado para alcanzar el fin buscado. 

En el caso, la medida impugnada perseguía una finalidad legítima, pues —como se dijo antes— de los 

informes presentados por el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo local se advierte que tuvo por objeto 

garantizar la confianza de las personas que requieren el servicio de notariado, la certeza y la seguridad 

jurídica de las operaciones y evitar que los usuarios sean objeto de algún delito, como fraude. 

No obstante, considero que la medida no era adecuada para alcanzar dicha finalidad, pues el hecho 

de “no haber sido sentenciado en materia civil en juicio de carácter patrimonial” no contribuye en un grado 

relevante a garantizar la seguridad de las operaciones y evitar que los usuarios del servicio del notariado sean 

objeto de algún delito. Ello es así, pues el hecho de que una persona hubiere sido sentenciada civilmente 

poco o nada dice sobre su capacidad, integridad o aptitud para ejercer la función de Notario Público, ni sobre 

la certeza y la seguridad jurídica de las operaciones. 

En efecto, una persona puede ser sentenciada en un juicio civil de carácter patrimonial por múltiples 

razones, sin que ello refleje su falta de profesionalismo, capacidad, honorabilidad, integridad u otras 

características necesarias para ejercer la función de Notario. Además, no debe perderse de vista que, a 

diferencia de la materia penal, para condenar a alguien en un juicio civil no es necesario acreditar dolo o mala 

fe (e incluso existe la posibilidad de que sea sentenciada por responsabilidad objetiva). En ese sentido, es 

evidente que la conexión entre la medida y el fin buscado por el legislador es tan remota que impide 

considerarla una medida suficientemente adecuada. 

Por estas razones, considero que distinguir entre personas por haber sido sentenciadas en un juicio civil 

de carácter patrimonial no era una medida adecuada o razonable para alcanzar el fin buscado por el 

legislador y, por tanto, resultaba violatoria del principio de igualdad. 

Presidente, Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 

Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de ocho fojas útiles, en las 

que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del 

voto concurrente que formula el señor Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en relación con la sentencia del 

quince de octubre del dos mil veinte, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 

acción de inconstitucionalidad 83/2019, promovida por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. Se 

certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a 

dieciocho de mayo de dos mil veintitrés.- Rúbrica. 
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CONSEJO DE LA JUDICATURA FEDERAL 
AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Jorge 
Alberto Camacho Pérez. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE  DISTRITO JORGE ALBERTO CAMACHO PÉREZ 

Con fundamento en el artículo 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de noviembre 

de 2021, se informa al público en general que, por acuerdo de veintinueve de mayo de dos mil veintitrés, dio 

inicio el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito JORGE 

ALBERTO CAMACHO PÉREZ. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, 

contados a partir del día siguiente al en que se hubiera publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

referido inicio de procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera 

respetuosa, las OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes; escrito que se deberá dirigir a la 

Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial, con domicilio en Insurgentes Sur número 2417, Colonia San Ángel, 

Alcaldía Álvaro Obregón, Ciudad de México, Código Postal 01000, o bien, al correo electrónico de la citada 

Secretaría Ejecutiva secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México; 12 de junio de 2023.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Magistrada María de 

Lourdes Lozano Mendoza.- Rúbrica. 

(R.- 537246) 

 
 

AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Crescencio 
Contreras Martínez. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE  DISTRITO CRESCENCIO CONTRERAS MARTÍNEZ 

Con fundamento en el artículo 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de noviembre 
de 2021, se informa al público en general que, por acuerdo de treinta de mayo de dos mil veintitrés, dio inicio 
el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito CRESCENCIO 

CONTRERAS MARTÍNEZ. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, contados a 
partir del día siguiente al en que se hubiera publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido inicio de 
procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 
OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva 
de Carrera Judicial, con domicilio en Insurgentes Sur número 2417, Colonia San Ángel, Alcaldía Álvaro 
Obregón, Ciudad de México, Código Postal 01000, o bien, al correo electrónico de la citada Secretaría 
Ejecutiva secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México; 12 de junio de 2023.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Magistrada María de 
Lourdes Lozano Mendoza.- Rúbrica. 

(R.- 537248) 
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AVISO de inicio del procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito Fernando 
Manuel Carbajal Hernández. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Consejo de la Judicatura 
Federal.- Secretaría Ejecutiva de Carrera Judicial. 

AVISO 

PROCEDIMIENTO DE RATIFICACIÓN DEL JUEZ DE  DISTRITO FERNANDO MANUEL CARBAJAL 

HERNÁNDEZ 

Con fundamento en el artículo 131, fracción II, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal que reglamenta la Carrera Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de noviembre 

de 2021, se informa al público en general que, por acuerdo de treinta de mayo de dos mil veintitrés dio inicio 

el procedimiento de ratificación en el cargo de juzgador federal del juez de Distrito FERNANDO MANUEL 

CARBAJAL HERNÁNDEZ. Lo anterior, para que dentro del improrrogable plazo de 30 días hábiles, contados a 

partir del día siguiente al en que se hubiera publicado en el Diario Oficial de la Federación el referido inicio de 

procedimiento, cualquier persona pueda formular por escrito firmado, de manera respetuosa, las 

OBSERVACIONES U OBJECIONES que estime pertinentes; escrito que se deberá dirigir a la Secretaría Ejecutiva 

de Carrera Judicial, con domicilio en Insurgentes Sur número 2417, Colonia San Ángel, Alcaldía Álvaro 

Obregón, Ciudad de México, Código Postal 01000, o bien, al correo electrónico de la citada Secretaría 

Ejecutiva secarrerajudicial@correo.cjf.gob.mx. 

Atentamente 

Ciudad de México; 12 de junio de 2023.- Secretaria Ejecutiva de Carrera Judicial, Magistrada María de 

Lourdes Lozano Mendoza.- Rúbrica. 

(R.- 537251) 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República 
Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA  EXTRANJERA PAGADERAS EN 

LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 

Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 

México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 

cambio obtenido el día de hoy fue de $17.2840 M.N. (diecisiete pesos con dos mil ochocientos cuarenta 

diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 

que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 

haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 

de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 9 de junio de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Subgerente de Cambios Nacionales, Lic. 

Carlos Miguel Vélez Martínez.- Rúbrica.- Gerente de Instrumentación de Operaciones, Lic. Pilar María 

Figueredo Díaz.- Rúbrica.- Subgerente de Operaciones de Mercado, Lic. José Andrés Jiménez Guerra.- 

Rúbrica. 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 11.5125 y 11.5152 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: Banco Santander (México), S.A., HSBC México, S.A., Banco Nacional de 
México, S.A., Banco J.P. Morgan, S.A., Banco Azteca, S.A., ScotiaBank Inverlat, S.A. y Banco Mercantil del 
Norte, S.A. 

Ciudad de México, a 9 de junio de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Subgerente de Cambios Nacionales, Lic. 
Carlos Miguel Vélez Martínez.- Rúbrica.- Gerente de Instrumentación de Operaciones, Lic. Pilar María 
Figueredo Díaz.- Rúbrica.- Subgerente de Operaciones de Mercado, Lic. José Andrés Jiménez Guerra.- 
Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 
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El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 

México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 

3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 

moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 11.22 por ciento. 

Ciudad de México, a 8 de junio de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Subgerente de Cambios Nacionales, Lic. 

Carlos Miguel Vélez Martínez.- Rúbrica.- Gerente de Instrumentación de Operaciones, Lic. Pilar María 

Figueredo Díaz.- Rúbrica.- Subgerente de Operaciones de Mercado, Lic. José Andrés Jiménez Guerra.- 

Rúbrica. 

 

 

COSTO de captación a plazo de pasivos denominados en dólares de Estados Unidos de América, a cargo de las 
instituciones de banca múltiple del país (CCP-Dólares). 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2023, Año de Francisco Villa, el revolucionario del 
pueblo”. 

COSTO DE CAPTACIÓN A PLAZO DE PASIVOS DENOMINADOS EN DÓLARES DE ESTADOS  UNIDOS DE AMÉRICA, 

A CARGO DE LAS INSTITUCIONES DE BANCA MÚLTIPLE DEL PAÍS (CCP–Dólares) 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 

México, y según lo dispuesto por su resolución publicada en el Diario Oficial de la Federación el 6 de mayo de 

1996, informa que el costo de captación a plazo de pasivos denominados en dólares de Estados Unidos de 

América, a cargo de las instituciones de banca múltiple del país (CCP-Dólares), expresado en por ciento 

anual, fue de 5.10 (cinco puntos y diez centésimas) en mayo de 2023. 

Ciudad de México, a 9 de junio de 2023.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Información del Sistema 

Financiero, Dr. Mario Alberto Reyna Cerecero.- Rúbrica.- Gerente de Instrumentación de Operaciones, Lic. 

Pilar María Figueredo Díaz.- Rúbrica.- Subgerente de Información de Capitalización y Captación, Lic. Sandra 

Ceballos Torres.- Rúbrica. 
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INSTITUTO NACIONAL DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA 
INFORMACION Y PROTECCION DE DATOS PERSONALES 

ACUERDO mediante el cual se autoriza al Director General de Administración de este Instituto para gestionar y 
resolver los asuntos que se especifican. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. 

ACUERDO ACT-PUB/30/03/2023.09 

ACUERDO MEDIANTE EL CUAL SE AUTORIZA AL DIRECTOR GENERAL DE ADMINISTRACIÓN DE ESTE 
INSTITUTO PARA GESTIONAR Y RESOLVER LOS ASUNTOS QUE SE ESPECIFICAN. 

Con fundamento en los artículos 6º apartado A, fracciones IV, VII y VIII, 16 segundo párrafo y 134 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 3 fracción XIII, 8, 10, 37, 40 y 41 fracciones I y XI de 
la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 6, 17, 18, 21, fracciones I, XX y XXIV, 26, 
29 fracciones I y X, 30, 31 fracciones I, VI, XI, XII y XIII, 33 y 35 fracciones I, VII, X, XX y XXI de la Ley Federal 
de Transparencia y Acceso a la Información Pública; 50 y 60 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria; 6, 8, 12, fracciones I, II, XV, XXXIV y XXXV, 16, 18, fracciones XIV, XVI, XXVI y 
XXIX y 30 fracción XXII del Estatuto Orgánico del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la 
Información y Protección de Datos Personales, así como 1, 2, 7, 8, 10, 11, 167 y 170 de los Lineamientos en 
Materia de Recursos Humanos, Servicio Profesional y Personal de Libre Designación del Instituto Nacional de 
Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales; y con base en las siguientes: 

CONSIDERACIONES 

1. Que el artículo 6°, apartado A, fracciones IV, VII y VIII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, obliga a la Federación y las entidades federativas, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, a establecer y mantener mecanismos de acceso a la información y 
procedimientos de revisión expeditos que se sustanciarán ante los organismos autónomos e 
imparciales que establece la misma Constitución; a sancionar la inobservancia de las disposiciones 
en materia de acceso a la información pública en los términos que dispongan las leyes y, en el caso 
de la Federación, a contar con un organismo autónomo, especializado, imparcial, colegiado, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía técnica, de gestión, capacidad para 
decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización interna, integrado por siete 
personas comisionadas y presidido por aquella que designen las propias personas comisionadas, 
mediante voto secreto, por un periodo de tres años, y con posibilidad de ser reelecto por un periodo 
igual; organismo que será responsable de garantizar el cumplimiento del derecho de acceso a la 
información pública y a la protección de datos personales en posesión de los sujetos obligados en los 
términos que establezca la ley. 

2. Que ante la no conclusión del proceso constitucional para nombrar oportunamente a las tres 
personas que deben ocupar las vacantes de los dos Comisionados del Instituto que dejaron su 
puesto el 31 de marzo de 2022 y del Comisionado que habrá de dejar su puesto el 31 de marzo de 
2023, por la conclusión del periodo para el que fueron designados, y tomando en consideración la 
inhabilitación del Pleno que esta omisión podría generar a partir del 1 de abril de 2023, en caso de 
que no pueda sesionar válidamente con las tres Comisionadas y el Comisionado en funciones, de 
acuerdo con lo dispuesto por el artículo 33 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, dicha omisión interrumpiría la realización de buena parte de las atribuciones de 
carácter administrativo encomendadas al Pleno en perjuicio del buen funcionamiento y operación del 
Instituto, si no toma las medidas preventivas necesarias para evitarlo en los casos que proceda. 

3. Que en ese sentido, se está ante una situación atípica y jurídicamente imprevista, pues la normativa 
no establece de manera expresa y categórica la manera como habrá de actuar el Pleno de este 
Instituto, cuando no se encuentren satisfechas las condiciones legales que son necesarias para el 
ejercicio pleno de sus funciones y el cumplimiento debido de sus atribuciones administrativas, lo cual 
no obsta para que el mismo Pleno pueda prever u ordenar acciones y medidas para impedir que esta 
interrupción o impedimento, derivado de cuestiones ajenas al Instituto y sus integrantes, se traduzca 
en una afectación mayor al funcionamiento y operación del Instituto. 

4. Que ante la falta de designación de las personas que habrán de ocupar las tres vacantes al puesto 
de Comisionado de este Instituto, este Pleno se encuentra entonces en la necesidad de prever las 
acciones y medidas necesarias para garantizar el buen funcionamiento y operación administrativos 
del Instituto, en la medida de lo posible. 
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5. Que el artículo 26 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública prevé que 
para el ejercicio de sus atribuciones y el despacho de los asuntos que le competen, el Instituto 
contará con la estructura que autorice el Pleno a propuesta del Comisionado Presidente, de acuerdo 
con su disponibilidad presupuestal, y a criterios de austeridad y disciplina presupuestaria, y que su 
funcionamiento será regulado en el Estatuto Orgánico que al efecto expida el Pleno. 

6. Que en función de lo anterior, los artículos 5 fracción X, inciso a, y 30 del Estatuto Orgánico del 
Instituto, prevén que el Instituto contará con una Dirección General de Administración como parte de 
su estructura orgánica, la cual tendrá las funciones que le confieran dicho Estatuto y la normativa 
interna del Instituto, así como las que de conformidad con la fracción XXII del citado artículo 30 le 
encomienden el Pleno o el Comisionado Presidente. 

7. Que la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley General de 
Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley Federal de Transparencia 
y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de 
los Particulares, así como la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, confieren al 
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales 
diversas atribuciones de carácter administrativo, sin limitar su ejercicio exclusivamente al Pleno como 
órgano superior de dirección del Instituto. 

8. Que en ese sentido, son los artículos 35 de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública y 12 del Estatuto Orgánico del Instituto, los que establecen las atribuciones 
exclusivas del Pleno o que requieren de su autorización previa. 

9. Que se consideran asuntos de carácter administrativo no encomendados al Pleno de manera 
exclusiva por la ley, las autorizaciones relacionadas con: a) las adecuaciones presupuestarias y la 
celebración de contratos plurianuales; b) la emisión de bases para la celebración de concursos o 
certámenes relativos a la promoción y difusión de los derechos de acceso a la información y 
protección de datos personales, que impliquen el otorgamiento de premios o reconocimientos; c) la 
ocupación temporal de vacantes del servicio profesional, la determinación de los términos y 
modalidades para la celebración de concursos públicos de oposición para la ocupación de vacantes 
del servicio profesional en los puestos activados a la fecha, la readscripción del personal y las demás 
acciones relativas al ingreso, reingreso y movimientos del personal del Instituto que sean 
procedentes; d) la metodología a seguir para la evaluación del desempeño del personal del servicio 
profesional activado a la fecha; e) el otorgamiento y pago de estímulos al personal, y f) las demás 
actividades necesarias para el debido cumplimiento de las anteriores. 

10. Que a efecto de no vulnerar los derechos de acceso a la información y de protección de datos 
personales de los ciudadanos y para garantizar que los asuntos administrativos no encomendados al 
Pleno de manera exclusiva por la ley, se realicen con eficiencia y eficacia, se estima conveniente 
autorizar temporalmente al Director General de Administración para que gestione y resuelva los 
asuntos especificados en el considerando previo en términos del presente Acuerdo, en tanto el Pleno 
del Instituto esté impedido para sesionar válidamente, con la condición de hacer del conocimiento 
previo de los Comisionados del Instituto en activo el ejercicio de las funciones encomendadas y de 
informar al Pleno sobre la ejecución y resultado de las mismas, una vez normalizada la situación. 

Por lo antes expuesto y con base en las consideraciones de hecho y de Derecho previamente referidas, el 
Pleno del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, 
expide el siguiente: 

ACUERDO 

PRIMERO. Se autoriza temporalmente al Director General de Administración para que gestione y resuelva 
los asuntos especificados en el considerando 9 del presente Acuerdo, en los términos que del mismo se 
desprenden y sólo mientras el Pleno del Instituto esté impedido para sesionar válidamente, con la condición 
de hacer del conocimiento previo de los Comisionados del Instituto en activo el ejercicio de las funciones 
encomendadas y de informar al Pleno sobre la ejecución y resultado de las mismas, una vez normalizada la 
situación. 

SEGUNDO. Las funciones a que se refiere el presente Acuerdo se confieren en ejercicio de la autonomía 
del Instituto y de las facultades que tiene conferidas para regular su organización, funcionamiento y operación 
de carácter administrativo, sin perjuicio de su ejercicio directo por el Pleno del Instituto. Con relación a los 
asuntos administrativos a que se refieren los artículos transitorios tercero, fracciones III, incisos c) y d), IV y V, 
cuarto, quinto y sexto de los Lineamientos en Materia de Recursos Humanos, Servicio Profesional y Personal 
de Libre Designación del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales, únicamente respecto del personal del servicio profesional no activado a la fecha, así como los 
demás asuntos no especificados en el considerando 9 y que requieran acuerdo previo del Pleno, con la 
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condición de hacerlo del conocimiento previo de las y los Comisionados en activo, se interrumpirán y diferirán 
los plazos, términos o fechas fijados para su continuación o cumplimiento, a partir de la aprobación del 
presente Acuerdo y hasta que el Pleno del Instituto esté en aptitud de volver a sesionar válidamente, en cuyo 
caso los plazos y términos se reanudarán y volverán a correr los días faltantes a partir del décimo día hábil 
siguiente a aquél en que el Pleno sesione de nuevo, en tanto que las fechas fijadas en el artículo transitorio 
tercero, fracciones III, incisos c) y d), IV y V, de los citados Lineamientos se recorrerán 30 y 120 días 
naturales, respectivamente, contados a partir de dicha sesión. 

TERCERO. Se instruye a la Secretaria Técnica del Pleno para que, por conducto de la Dirección General 
de Atención al Pleno, realice las gestiones necesarias a efecto de que el presente Acuerdo se publique en el 
portal de internet del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos 
Personales. 

CUARTO. Se instruye a la Dirección General de Asuntos Jurídicos para que realice las gestiones 
necesarias a efecto de que el presente Acuerdo se publique también en el Diario Oficial de la Federación. 

QUINTO. Se instruye a la Secretaria Técnica del Pleno para que, con fundamento en lo dispuesto en el 
artículo 45, fracción IV, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, expida 
certificación del presente Acuerdo para agilizar su cumplimiento. 

SEXTO. El presente Acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación por el Pleno del Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales. 

Así lo acordaron, por unanimidad de las Comisionadas y de los Comisionados del Pleno del Instituto 
Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales, Blanca Lilia Ibarra 
Cadena, Francisco Javier Acuña Llamas, Adrián Alcalá Méndez, Norma Julieta del Río Venegas y Josefina 
Román Vergara, en sesión ordinaria celebrada el treinta de marzo de dos mil veintitrés, ante Ana Yadira 
Alarcón Márquez, Secretaria Técnica del Pleno. 

Comisionada Presidenta, Blanca Lilia Ibarra Cadena.- Rúbrica.- Comisionados: Francisco Javier Acuña 
Llamas, Adrián Alcalá Méndez, Norma Julieta del Río Venegas, Josefina Román Vergara.- Rúbricas.- 
Secretaria Técnica del Pleno, Ana Yadira Alarcón Márquez.- Rúbrica. 

(R.- 537465) 
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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y 

URBANO 
DECRETO por el que se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 119-74-55 hectáreas, del ejido 
"Juan Sarabia", municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo, a favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de 
C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia de la 
República. 

ANDRÉS MANUEL LÓPEZ OBRADOR, presidente de los Estados Unidos Mexicanos, en ejercicio de la 

facultad que me confiere el artículo 89, fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, con fundamento en los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la propia Constitución; 13, 41 

y 42 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 93, fracciones I y VII, y 94 de la Ley Agraria; 60, 

61 y 75 del Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural, y 

RESULTANDO 

1. Que, mediante resolución presidencial de 3 de noviembre de 1937, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación (DOF) el 19 de junio de 1941, se dotó al poblado “Juan Sarabia”, delegación de Chetumal, 

territorio de Quintana Roo, la superficie de 2,880 hectáreas. Dicha resolución se ejecutó el 7 de enero de 

1939; 

2. Que, mediante resolución presidencial de 25 de junio de 1941, publicada en el DOF el 23 de julio de 

1941, se concedió por concepto de ampliación al ejido “Juan Sarabia”, delegación de Chetumal, territorio de 

Quintana Roo, la superficie de 21,240-00-00 hectáreas. Dicha resolución se ejecutó el 23 de agosto de 1941; 

3. Que, mediante decretos presidenciales de 3 y 30 de septiembre de 1985, y 5 de abril de 1991, 

publicados en el DOF el 18 de septiembre y 10 de octubre, ambos de 1985, y 11 de abril de 1991, 

correlativamente, se expropió por causa de utilidad pública, al ejido “Juan Sarabia”, la superficie de 0-35-00 

hectáreas y 13-29-79 hectáreas a favor de la Comisión Federal de Electricidad para destinarla a la 

construcción de la sub-estaciones “Ucum” y Xul-Há, respectivamente, y 95-04-50.75 hectáreas a favor de la 

Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos para destinarla al establecimiento de un campo agrícola 

experimental; 

4. Que, mediante asamblea general de ejidatarios de 13 de agosto de 2000, se determinó la delimitación, 

destino y asignación de tierras del ejido “Juan Sarabia”, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana 

Roo; 

5. Que, el 20 de octubre del 2000, el ejido “Juan Sarabia”, municipio de Othón P. Blanco, estado de 

Quintana Roo, quedó inscrito en el sistema de inscripciones del Registro Agrario Nacional (RAN) con el folio 

de ejidos y comunidades 23004011119061941R; 

6. Que en escritura pública 98,727, de 5 de diciembre de 2018, se protocolizó el cambio de denominación 

de Fonatur Operadora Portuaria, S.A. de C.V., por el de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. En la cláusula 

CUARTA de la citada escritura pública consta, como parte de su objeto social: 

c) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y ejecutar la construcción, operación, 

explotación, conservación y mantenimiento de vías férreas en el sureste de la República 

Mexicana. 

d) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos y prestar el servicio público de transporte 

ferroviario de pasajeros o de carga, por sí mismo mediante asignación o de manera conjunta 

con concesionarios. 
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e) Tramitar todo tipo de asignaciones y permisos para prestar servicios auxiliares ferroviarios, así 

como todo tipo de servicios relacionados con la infraestructura ferroviaria. 

(…) 

g) Celebrar todo tipo de actos jurídicos por los cuales otorgue o reciba el uso y aprovechamiento 

de bienes muebles e inmuebles, así como el adquirirlos o enajenarlos, comprendidos en 

instalaciones turísticas o inmobiliarias de cualquier naturaleza, en cualquier destino turístico, 

polos de desarrollo turístico, Centros Integralmente Planeados, y en Centros Turísticos 

Sustentables del Fondo Nacional del Fomento al Turismo (FONATUR), en el sureste de la 

República Mexicana. 

7. Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 12 de julio de 2019, establece 

los programas y proyectos que constituyen las prioridades de atención estratégica a problemas públicos 

identificados. Asimismo, expone como una de las tareas centrales impulsar la reactivación de la economía, 

para que vuelva a crecer a tasas aceptables y se fortalezca el mercado interno y el empleo mediante 

programas sectoriales, proyectos regionales y obras de infraestructura; 

8. Que, en el capítulo “Proyectos regionales” de dicho plan nacional, se dispone expresamente: 

1. El Tren Maya es el más importante proyecto de infraestructura, desarrollo socioeconómico y 

turismo del presente sexenio. Tendrá un recorrido de mil 525 kilómetros, pasará por los estados de 

Chiapas, Tabasco, Campeche, Yucatán y Quintana Roo e interconectará las principales ciudades y 

sitios turísticos de la Península de Yucatán... 

El Tren Maya es un proyecto orientado a incrementar la derrama económica del turismo en la 

Península de Yucatán, crear empleos, impulsar el desarrollo sostenible, proteger el medio ambiente 

de la zona desalentando actividades como la tala ilegal y el tráfico de especies y propiciar el 

ordenamiento territorial de la región. Se procurará integrar a la obra y a sus beneficios a los 

pobladores; se gestionarán los derechos de vía que aún no se tengan mediante acuerdos con los 

propietarios de los terrenos respectivos; se buscarán acuerdos benéficos en los casos en los que las 

vías de propiedad federal se encuentren invadidas y se pedirá la aprobación de las comunidades y 

pueblos originarios mediante consultas. 

9. Que, mediante publicación en el DOF el 21 de abril de 2020, el Gobierno federal otorgó, por conducto 

de la entonces Secretaría de Comunicaciones y Transportes, a la empresa de participación estatal mayoritaria 

Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., la asignación para construir, operar y explotar la vía general de 

comunicación ferroviaria denominada Tren Maya, la cual incluye la prestación del servicio público de 

transporte ferroviario de carga y de pasajeros, y los permisos para prestar los servicios auxiliares requeridos; 

10. Que los programas sectoriales de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano 2020-2024 y de Turismo 

2020-2024, publicados en el DOF el 26 de junio y 3 de julio, ambos de 2020, establecen que la construcción 

del Tren Maya es el compromiso más relevante de infraestructura para impulsar el desarrollo socioeconómico 

y turístico de la historia del sureste del país y fortalecer la integración de cadenas productivas en la península 

de Yucatán, así como para elevar la calidad de los servicios turísticos y fomentar la capacitación y 

profesionalización del capital humano que forma parte de esta industria; 

11. Que el Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al Turismo, publicado el 20 

de noviembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 7.1 “Relevancia 

del Objetivo prioritario 1: Desarrollar el Proyecto Regional Tren Maya en los estados de Chiapas, Tabasco, 

Campeche, Yucatán y Quintana Roo"; 

12. Que, en cumplimiento del Programa Institucional 2020-2024 del Fondo Nacional de Fomento al 

Turismo, Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. elaboró dictámenes técnicos de la viabilidad del Proyecto Tren 

Maya, en los que se concluye que es de primera necesidad contar con un servicio confiable, eficiente, cómodo 

y seguro que permita, por una parte, el transporte de mercancías y, por otra, movilizar a sus usuarios con 

altos estándares de calidad, acceso y cobertura en el área urbana y conurbada. Dichos dictámenes acreditan 

que el Proyecto Tren Maya satisface el interés colectivo, e impulsa las actividades económicas del sur-sureste 
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del país que garantizan el derecho a la movilidad en condiciones de seguridad, accesibilidad, comodidad, 

eficiencia, calidad e igualdad. Asimismo, la construcción del Tren Maya permitirá el desarrollo socioeconómico 

y turístico; reducirá los niveles de pobreza que existen en la zona, y mejorará las condiciones de vida de 

quienes habitan y transitan por la zona; 

13. Que el Programa Institucional 2020-2024 de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., publicado el 24 de 
diciembre de 2020 en el DOF, tiene como uno de sus objetivos prioritarios en su numeral 6: "Relevancia del 
objetivo prioritario 1.-Ejecutar el Proyecto Prioritario Integral Tren Maya para mejorar la conectividad, 
movilidad y el desarrollo integral sostenible del sureste"; 

14. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. es una empresa de participación estatal mayoritaria sectorizada 
a la Secretaría de Turismo, como se indica en la "Relación de Entidades Paraestatales de la Administración 
Pública Federal", publicada en el DOF el 12 de agosto 2022; 

15. Que, en asamblea general de ejidatarios de 20 de noviembre del 2022, se aprobó la celebración de los 
convenios de ocupación previa a título gratuito, y se autorizó a los integrantes del comisariado del ejido “Juan 

Sarabia” firmar dichos convenios; 

16. Que, del 18 de octubre de 2022 al 6 de enero de 2023, Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., celebró 24 
convenios de ocupación previa con el comisariado del ejido “Juan Sarabia”, por las tierras de uso común e 
infraestructura y las parcelas sin asignar, y con algunos de los afectados de las parcelas, en los que se le 
autorizó ocupar a título gratuito la superficie materia de los convenios hasta la expedición del decreto 
respectivo, así como realizar un pago inmediato como anticipo a cuenta de la indemnización que proceda una 

vez decretada la expropiación; 

17. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio número FTM/AZH/1707/2022, de 1 de 
noviembre de 2022, y con fundamento en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM), 
la Ley Agraria y el Reglamento de la Ley Agraria en Materia de Ordenamiento de la Propiedad Rural 
(RLAMOPR), solicitó al titular de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano (Sedatu), la 
expropiación de la superficie de 120-60-35.57 hectáreas, de terrenos del ejido “Juan Sarabia”, municipio de 
Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo, para destinarla a la construcción de obras de infraestructura 
ferroviaria y operación del Proyecto Tren Maya, Tramo 7 Chetumal-Escárcega; 

18. Que la Dirección General de Ordenamiento de la Propiedad Rural (DGOPR) de la Sedatu, el 9 de 
noviembre de 2022, emitió acuerdo de instauración del procedimiento de expropiación con número de 
expediente DGOPR-DE/SOE04CC/0044FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2022; 

19. Que la DGOPR, el 3 de enero de 2023, emitió acuerdo por el que se regulariza el procedimiento 
expropiatorio respecto del número de expediente instaurado, en virtud de que el correcto es DGOPR-
DE/SOE23QR/0044FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2022, por lo que, quedaron intocadas las demás 
actuaciones del procedimiento; 

20. Que Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., mediante oficio número FTM/AZH/180-1/2023, de 3 de febrero 
de 2023, solicitó a la DGOPR la modificación de superficie a expropiar por la de 119-69-94.76 hectáreas de 
terrenos del ejido “Juan Sarabia”, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo, para destinarlos a 
la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras 

complementarias; 

21. Que la DGOPR, el 7 de marzo del 2023, emitió acuerdo por el cual se regulariza el procedimiento 
expropiatorio, respecto de la superficie real a expropiar de 119-69-94.76 hectáreas, solicitada por Fonatur 
Tren Maya, S.A. de C.V., para destinarse a la construcción de obras de infraestructura ferroviaria, operación 
del Proyecto Tren Maya y sus obras complementarias; 

22. Que el comisionado técnico del RAN y el comisionado agrario de la Sedatu rindieron el “informe de 
comisión de Trabajos Técnicos e Informativos de Expropiación”, de 10 de marzo de 2023, en el que señalan 
que la superficie real a expropiar al ejido “Juan Sarabia”, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana 
Roo, es de 119-74-55 hectáreas de terrenos de temporal, de las cuales 81-19-86 hectáreas son de uso 
común, y 38-54-69 hectáreas son de uso parcelado, lo cual se describe en los siguientes planos y cuadros de 
construcción: 
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Asimismo, señala que las tierras de uso parcelado son las siguientes: 

Sistema de explotación en la superficie a expropiar 

USO INDIVIDUAL 

No. 
No. 

Parcela 
Calidad Agraria 

Calidad de la 

tierra 

Polígono en 

el que se 

localiza 

Tipo de 

afectación: 

total o parcial 

Sup. Afectada 

(ha) 

1 4 N/A Temporal II Parcial 02-55-98 

2 11 Ejidatario Temporal I Parcial 01-91-34 

3 19 Ejidatario Temporal I Parcial 02-59-44 

4 41 Posesionario Temporal II Parcial 03-31-47 

5 114 Ejidatario Temporal II Parcial 01-83-69 

6 123 N/A Temporal II Parcial 01-97-39 

7 124 Posesionario Temporal II Parcial 00-94-92 

8 125 Posesionario Temporal II Parcial 00-91-02 

9 126 Posesionario Temporal II Parcial 00-82-38 

10 127 Posesionario Temporal II Parcial 02-09-50 

11 143 N/A Temporal IV Parcial 00-04-95 

12 148 Ejidatario Temporal V Parcial 00-94-32 
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13 149 Ejidatario Temporal V Parcial 01-20-91 

14 161 Ejidatario Temporal I Parcial 00-59-77 

15 171 Posesionario Temporal I Parcial 01-87-00 

16 173 Ejidatario Temporal I Parcial 01-16-35 

17 174 Ejidatario Temporal I Parcial 03-07-90 

18 176 Ejidatario Temporal I Parcial 03-15-52 

19 178 Ejidatario Temporal I Parcial 03-80-37 

20 226 Posesionario Temporal II Parcial 01-14-39 

21 239 N/A Temporal II Parcial 00-06-03 

22 242 Posesionario Temporal II Parcial 00-53-61 

23 248 Posesionario Temporal II Parcial 00-01-39 

24 249 Ejidatario Temporal II Parcial 00-22-15 

25 255 Posesionario Temporal III Parcial 00-42-59 

26 257 Posesionario Temporal III Parcial 00-93-31 

27 256 Posesionario Temporal III Parcial 00-37-00 

TOTAL 38-54-69 

 

23. Que el Instituto de Administración y Avalúos de Bienes Nacionales (Indaabin) emitió el dictamen 

valuatorio y anexo único, con número secuencial 04-23-241 y genérico G-33161-ZND, de 16 de marzo de 

2023, en el que se determinó que el monto total de indemnización asciende a $136,509,870.00 (ciento treinta 

y seis millones quinientos nueve mil ochocientos setenta pesos 00/100 M.N.) con base en el valor comercial 

de la superficie a expropiar; 

24. Que a los integrantes del comisariado, ejidatarios y posesionarios del ejido “Juan Sarabia” se les 

notificó, el 11 de noviembre de 2022 y el 23 de marzo de 2023, la solicitud de expropiación, el acuerdo de 

instauración, la superficie real a expropiar, el acuerdo de 3 de enero de 2023, el acuerdo de 7 de marzo de 

2023, y el dictamen valuatorio y anexo único con número secuencial 04-23-241 y genérico G-33161-ZND. 

Asimismo, se les informó que contaban con 10 días hábiles para que manifestaran lo que a su interés 

conviniera. En dicho plazo no realizaron manifestaciones; 

25. Que la Dirección General de Ordenamiento Territorial de la Sedatu, el 14 de abril de 2023, emitió 

opinión número SOTA/DGOT/023/QROO/FONATUR TM/002/2023, en la que “emite Opinión Técnica 

CONDICIONADA respecto del procedimiento de expropiación a favor de Fonatur Tren Maya S.A de C.V., por 

una superficie de 119-74-55 hectáreas conformadas por cinco (V) polígonos de terreno perteneciente al 

ejido Juan Sarabia, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo”; 

26. Que, el 17 de abril del 2023, la DGOPR emitió dictamen en el que determinó “procedente la 

expropiación por causa de utilidad pública, a favor de FONATUR Tren Maya, S.A. de C.V. para destinarse a la 

construcción de obras de infraestructura ferroviaria y operación del proyecto Tren Maya y sus obras 

complementarias, con una superficie de 119-74-55 hectáreas (ciento diecinueve hectáreas, setenta y cuatro 

áreas, cincuenta y cinco centiáreas) de terrenos de temporal de los cuales 38-54-69 hectáreas (treinta y ocho 

hectáreas, cincuenta y cuatro áreas, sesenta y nueve centiáreas) son de uso parcelado y 81-19-86 hectáreas 

(ochenta y un hectáreas, diecinueve áreas, ochenta y seis centiáreas) de uso común del ejido “Juan Sarabia”, 

municipio de Othón P. Blanco, Estado de Quintana Roo”, y 
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CONSIDERANDO 

I. Que, de conformidad con los artículos 27, párrafos primero y segundo, de la CPEUM; 93, fracciones I y 

VII, y 94 de la Ley Agraria; 75 del RLAMOPR, procede, mediante indemnización y previo decreto expedido por 

el titular del Ejecutivo Federal publicado en el DOF, la expropiación por causa de utilidad pública, como lo es 

la construcción de obras de infraestructura ferroviaria y operación del Proyecto Tren Maya y sus obras 

complementarias; 

II. Que la superficie de 119-74-55 hectáreas de terrenos de temporal, pertenecientes al ejido “Juan 

Sarabia”, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo, se solicitó para destinarse a la construcción 

de obras de infraestructura ferroviaria, operación del Proyecto Tren Maya y sus obras complementarias, así 

como la prestación del servicio público de transporte de carga ferroviaria y de pasajeros. Como consecuencia, 

se acreditan las causas de utilidad pública del establecimiento, explotación o conservación de un servicio o 

función públicos, y la construcción de puentes, carreteras, ferrocarriles y demás obras que faciliten el 

transporte, previstas en el artículo 93, fracciones I y VII, de la Ley Agraria; 

III. Que la construcción de obras de infraestructura ferroviaria y operación del Proyecto Tren Maya son 

acordes al Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, toda vez que se prestará un servicio público de transporte 

de pasajeros para el beneficio del turismo nacional y extranjero, así como de transporte de carga ferroviario 

para acelerar el comercio de la península, lo que facilitará el intercambio de mercancías con el resto del país y 

diversificará los puntos turísticos de la región para generar una derrama económica. Como consecuencia, se 

generarán oportunidades laborales y se redistribuirá la riqueza a lo largo de la península; se dará protección y 

rehabilitación a las áreas naturales protegidas y a los sitios patrimoniales. De igual forma, el Tren Maya 

funcionará como corredor humanitario por medio del cual se entregarán apoyos alimentarios, médicos, etc. 

para las comunidades indígenas y pueblos marginados del sureste mexicano; tendrá un flujo constante, y solo 

por su conducto, se podrá llegar a dichos poblados de manera pronta y eficaz, y su ubicación geográfica es 

fundamental para salvaguardar las costas y la zona fronteriza con Centroamérica; 

IV. Que, de diversos documentos contenidos en el expediente de expropiación número DGOPR-

DE/SOE23QR/0044FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2022, se advierte que la superficie que se solicitó 

expropiar al ejido “Juan Sarabia” fue de 120-60-35.57 hectáreas; sin embargo, una vez realizados los trabajos 

técnicos, resultó que la superficie real es de 119-74-55 hectáreas de terrenos de temporal, de las cuales, 81-

19-86 hectáreas son de uso común y 38-54-69 hectáreas son de uso parcelado, como consta en el informe de 

comisión de Trabajos Técnicos e informativos de Expropiación de 10 de marzo de 2023, motivo por el cual la 

superficie por expropiar al ejido de “Juan Sarabia”, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo, 

debe ser de 119-74-55 hectáreas; 

V. Que, de las constancias señaladas en el resultando 24 del presente instrumento, se acredita que en el 

procedimiento DGOPR-DE/SOE23QR/0044FONATUR TREN MAYA, S.A. de C.V/2022 se otorgó garantía de 

audiencia a los afectados y al órgano de representación del ejido “Juan Sarabia”, municipio de Othón P. 

Blanco, estado de Quintana Roo, toda vez que se les notificó la solicitud de expropiación, el acuerdo de 

instauración, la superficie real a expropiar, el acuerdo de 3 de enero de 2023, el acuerdo de 7 de marzo de 

2023 y el avalúo, sin que en el plazo concedido realizaran manifestaciones respecto del procedimiento 

expropiatorio materia del presente decreto; con lo anterior, se dio cumplimiento a los artículos 14 y 16 de la 

CPEUM; 4o. de la Ley de Expropiación, y 65 del RLAMOPR; 

VI. Que el Indaabin emitió dictamen valuatorio con número secuencial 04-23-241 y genérico G-33161-

ZND, de 16 de marzo de 2023, en el cual determinó que el monto de indemnización, con base en el valor 

comercial de la superficie a expropiar, es de $136,509,870.00 (ciento treinta y seis millones quinientos nueve 

mil ochocientos setenta pesos 00/100 M.N.), con lo que se acredita el cumplimiento a los artículos 94 de la 

Ley Agraria y 70 del RLAMOPR. Con base en dicho avalúo, procede pagar la indemnización al ejido por las 

tierras de uso común y por las parcelas sin asignar afectadas, y a los titulares de las parcelas afectadas en la 

parte que les corresponda y en el que se considere el pago anticipado; 
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VII. Que en caso de que los bienes expropiados se destinen a un fin distinto al señalado en el decreto 

respectivo, o si transcurrido un plazo de 5 años no se ha cumplido con la causa de utilidad pública, el 

Fideicomiso Fondo Nacional de Fomento Ejidal podrá ejercer las acciones necesarias para reclamar la 

reversión parcial o total, según corresponda, de los bienes expropiados, y operar la incorporación de estos a 

su patrimonio; ello de conformidad con el artículo 97 de la Ley Agraria. Asimismo, los bienes objeto de la 

expropiación solo podrán ser ocupados de manera definitiva, mediante el pago que se efectúe al ejido o a las 

personas que acrediten tener derecho sobre las tierras de uso común y las parcelas afectadas, en la 

proporción que les corresponda; 

VIII. Que, de conformidad con los artículos 94 de la Ley Agraria y 75 y 76 del RLAMOPR, debe ordenarse 

que el decreto expropiatorio se publique en el DOF, se notifique al núcleo agrario por conducto de su 

comisariado ejidal y a cada uno de los afectados, y se inscriba en el RAN, en el Registro Público de la 

Propiedad de la entidad federativa de que se trate y en el Registro Público de la Propiedad Federal, cuando 

así corresponda, y 

IX. Que, en términos de los artículos 93, 94 y 95 de la Ley Agraria y 60, 61, 63, 65, 67, 70, 72, 73, 74 y 75 

del RLAMOPR, el procedimiento de expropiación se ha tramitado ante la Sedatu y ha sido acreditada la causa 

de utilidad pública, he tenido a bien expedir el siguiente 

DECRETO 

PRIMERO. Se expropia por causa de utilidad pública la superficie de 119-74-55 hectáreas (ciento 

diecinueve hectáreas, setenta y cuatro áreas, cincuenta y cinco centiáreas) de terrenos de temporal, de las 

cuales 81-19-86 hectáreas (ochenta y un hectáreas, diecinueve áreas, ochenta y seis centiáreas) son de uso 

común y 38-54-69 hectáreas (treinta y ocho hectáreas, cincuenta y cuatro áreas, sesenta y nueve centiáreas) 

son de uso parcelado, del ejido “Juan Sarabia”, municipio de Othón P. Blanco, estado de Quintana Roo, a 

favor de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V., para destinarla a la construcción de obras de infraestructura 

ferroviaria y operación del servicio público de transporte del Proyecto Tren Maya y sus obras 

complementarias. 

SEGUNDO. Queda a cargo de Fonatur Tren Maya, S.A. de C.V. pagar, por concepto de indemnización por 

la superficie que se expropia, la cantidad señalada en el avaluó emitido por el Instituto de Administración y 

Avalúos de Bienes Nacionales, en los términos señalados en el considerando VI del presente decreto. 

TERCERO. La Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, una vez publicado el presente 

decreto en el Diario Oficial de la Federación, procederá a su ejecución cuando Fonatur Tren Maya, S.A. de 

C.V. haya acreditado el pago o depósito de la indemnización señalada en el numeral anterior. 

CUARTO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación e inscríbase en el Registro Agrario Nacional, en 

el Registro Público de la Propiedad Federal y en el Registro Público de la Propiedad estatal o municipal 

correspondiente. Notifíquese y ejecútese. 

Dado en la residencia del Poder Ejecutivo Federal, en Ciudad de México a 9 de junio de 2023.- Andrés 

Manuel López Obrador.- Rúbrica.- Secretario de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, Román Guillermo 

Meyer Falcón.- Rúbrica.- Secretario de Turismo, Miguel Tomás Torruco Marqués.- Rúbrica. 
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